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SENTENCIA DE FECHA 1 9 DE SEPTIEMBRE DEL 1971

Sentencia impugnada: Cámara de Trabajo del Distrito Nacional,
de fecha 27 de julio de 1970.

Materia: Trabajo.

Recurrente: Laboratorios Fragancia, C. nor A.
Abogado: Dr. José Martín Elsevif López.

Recurridos: Griselda Marmolejos y Juana Valdez.
Abogado: Dr. Ulises Cabrera L.

Dios, Patria y Libertad.
• República Dominicana.

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Fernando E.
Ravelo de la Fuente, Primer Sustituto en funciones de Pre-
sidente; Eduardo Read Barreras, Segur.do Sustituto de Pre-
sidente; Manuel D. Bergés Chupani, Manuel A. Amiama,
Francisco Elpidio Beras, Jorguín M. Alvarez Perelló, Juan
Bautista Rojas Almánzar y Santiago Osvaldo Rojo Carbuc-
cia, asistidos del Secretario General, en la Sala donde cele-
bra sus audiencias, en la ciudad de Santo Domingo de Guz-
mán, Distrito Nacional, hoy día lro. de Septiembre de 1971,
años 128' de la Independencia y 109' de la Restauración,
dicta en audiencia pública, como corte de casación, la si-
guiente sentencia:

Sobre el recurso de casación ínterpuesto por Laborato-
rios Fragancia, C. por A., sociedad comercial por acciones
organizada de conformidad con las leyes de la República
Dominicana, con su domicilio y principal establecimiento
en esta ciudad en la casa. No. 51, de la calle Alonso de Es-
pinosa, contra la sentencia de fecha 27 de Julio de 1970,
dictada por la Cámara de Trabajo del Distrito Nacional,
cuyo dispositivo se copia más adelante;
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Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol;
Oído al Dr. A. Ulises Cabrera L., cédula No. 12215, se-

rie 48, abogado de las recurridas Griselda Marmolejos y
Juana Valdez, dominicanas, mayores de edad, solteras, de
quehaceres domésticos, cédulas Nos. 11311, serie 48 y 442,
serie 93, domiciliadas en la calle Padre Castellanos Nos
335 y 149, respectivamente de esta ciudad, en la lectura de
sus conclusiones;

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General
de la República;

Visto el memorial de casación depositado en la Secre-
taria de la Suprema Corte de Justicia en fecha 9 de octu-
bre de 1970, suscrito por el Dr. José Martín Elsevif López,
cédula No. 49724, serie Ira., abogado de la parte recurren-
te, en el cual se proponen los medios de casación que se
indican más adelante;

Visto el memorial de defensa de fecha 17 de noviem-
bre de 1970, y el de ampliación de fecha 20 de Julio de.
1971, suscritos por el abogado de las recurridas;

La Suprema Corte de Justicia después de haber deli-
berado y vistos los artículos 29, 69, 72, 84, 168 y 691 del
Código de Trabajo; 51, 55 y 57 de la Ley No. 637 sobre
Contratos de Trabajo; y 1156, 1315, 1329 y siguientes del
Código Civil, invocados por la empresa recurrente, y 1, y
65 de la Ley sobre Procedimiento de Casación;

Considerando que en la sentencia impugnada y en los
documentos a que ella se refiere, consta: a) Que con mo-
tivo de una reclamación laboral que no pudo ser concilia-
da, hecha por las actuales recurridas contra el recurrente,
el Juzgado de Paz de Trabajo del Distrito Nacional, dictó
en fecha 23 de febrero de 1969, una sentencia rechazando la
demanda; b) Que sobre apelación de las trabajadoras la
Cámara a-qua dictó en fecha 27 de Julio de 1970, la sen-
tencia ahora impugnada en casación, con el siguiente dis-
positivo: "FALLA: PRIMERO: Declara regular y válido
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tanto en la forma como en el fondo .?.1 recurso de apelación
interpuesto por Griselda Marmolejos y Juana Valdez, con-
tra sentencia del Juzgado de Paz de Trabao del Distrito
Nacional, de fecha 23 tde julio de 1969, dictada en favor de
Laboratorios Fragancia C. por A., cuyo dispositivo ha sido
copiado en parte anterior de esta misma sentencia y en con-
secuencia revoca en todas sus partes dicha sentencia im-
pugnada; SEGUNDO: Declara injusto el despido y resuel-
to el contrato por la voluntad del patrono y con responsa-
bilidad para el mismo; TERCERO: Condena a Laborato-
rios Fragancia C. por A., a pagarle a cada una de las re-
clamantes señoritas Griselda Marmolejos y Juana Valdez
los valores siguientes: Veinticuatro (24) días de salario por
concepto de preaviso; quince (15) días de preaviso, catorce
(14) días de vacaciones; la regalía pascual por el año tra-
bajado, así como a una suma igual a los salarios que ha-
bría recibido desde el día de la demanda y hasta la senten-
cia definitiva dictada en última instancia, sin que excedan
de tres meses, todo calculado a base de un salario de trein-
tisiete centavos por hora o RD$2.96 diarios; CUARTO:
Condena a la parte que sucumbe Laboratorios Fragancia,
C. por A., al pago de las costas del procedimiento de con-
formidad con los artículos 5 y 16 de la Ley No. 302 del 18
de junio del 1964 y 691 del Código de Trabajo, ordenando
su distracción en favor del Dr. Ulises A. Cabrera quien
afirma haberlas avanzado en su totalidad";

Considerando que la parte recurrente invoca en su
memorial de casación los siguientes medios: Primer Me-

dio: Violación y falsa aplicación e interpretación de los ar-
tículos 51, 55 Mod. y 57 de la Ley 637 sobre Contrato de
Trabajo y los artículos 29, 69, 72, 84, 168 y 691 del Código
de Trabajo; Segundo Medio: Desnaturalización de los he-

. chos y falta de base legal; Tercer Medio: Violación del ar-
tículo 1156, 1315, 1329 y siguientes del Código Civil;

Considerando que en el desarrollo de los medios pro-
puestos la empresa recurrente sostiene en síntesis que en
la especie el contrato de trabajo que ligaba a las partes no
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puede calificarse por tiempo indefinido, pues no merece
tal calificación aquel en que el obrero trabaje dos días en
una semana y pase el resto sin trabajar; que en tales con-
diciones —entre otras cosas— no puede tener derecho a
las vacaciones como si fuera un trabajador fijo, punto és-
te que suscitó la inconformidad de las demandantes; que la
Cámara a-qua desnaturalizó los hechos porque el despido
no fue probado ya que sólo informó sobre eso la trabaja-
dora Josefa González, a quien se hizo figurar como testigo
y ella fue parte inicial en el proceso, pues se dirigió al De-
partamento de Trabajo junto con las otras dos recurridas
formulando su reclamación, y luego no continuó dicha re-
clamación; que los otros testigos, especialmente Creales
Vidal, informaron al Juez que las recurridas eran utiliza-
das en la confección de productos y cuando terminaban se
iban; que así lo informó Griselda Marmolejos; que, por
tanto, no eran trabajadoras fijas, y además nunca fueron
despedidas; que a los hechos de la causa no se les dio su
verdadero sentido; que los documentos presentados por la
empresa recurrente contradicen a la única testigo que in-
formó sobre el contrato y sobre el despido, o sea, a la tra-
bajadora Josefa González, reclamante originariia, antes ci-
tada; que la Cámara a-qua no ponderó. debidamente los
documentos, pues fue sometida a dicha Cámara una rela-
ción de los trabajadores móviles de la empresa, en donde
figuran las recurridas; que además en el acta de no conci-
liación consta que Griselda Marmolejos (una de las recu-
rridas) admitió que ella había recibido un cheque por
$27.00 como regalía pascual y su compañera uno de diez
pesos; que esos cheques se los entregó la empresa porque
eso era la doceava parte de los salarios percibidos durante
un año, y lo que les correspondía corno trabajadoras mó-
viles, y el juez no ponderó esa circunstancia, la cual con-
tradice lo afirmado por la testigo González; que, por todo
ello, estima la parte recurrente que en el fallo impugnado
se incurrió en los vicios y violaciones denunciados en los
tres medios propuestos; pero,

Considerando que para dar por establecida la natura-
leza del contrato de trabajo que ligaba a las partes, la Cá-
mara a-qua ponderó, según resulta del examen del fallo
impugnado, la actividad industrial ID( rmanente a que la
empresa se dedicaba, o sea, la fabricación de productos de
belleza, así como el hecho no desmentido de que utilizaba
a las trabajadoras demandantes "cada vez que necesitaba
realizar sus actividades de producción, y que eran ellas
las únicas que prestaban esos servicios", y que, además se
les decía cuándo debían volver y se les maridaba a buscar,
llegando a la conclusión de que en esas condiciones que-
daba caracterizado un contrato de naturaleza indefinida,
y no ocasional como sostenía la empresa; agregando la Cá-
mara a-qua que "de conformidad con el art. 8, se conside-
ran trabajos permanentes los que tienen por objeto satis-
facer necesidades normales, constantes y uniformes de una
empresa; que los servicios prestados por las reclamantes,
si es cierto que los mismos no eran ininterrumpidos, ya en
todo momento la empresa no tenía necesidad de fabricar
sus productos, no es menos cierto que las reclamantes e:,
taban en el deber de servirles en todos los momentos en
que la empresa las necesita, y que hay tipos de activida-
des, que tal situación no les quita el carácter de continui-
dad, siempre que, como en el caso de la especie, la empre-
sa se dedique a un mismo tipo de actividades con carácter
permanente, siendo las interrupciones no más que carac-
terística de ese tipo de actividad; que el elemento de inin-
terrupción que según el artículo 9 caracteriza el contrato
por tiempo indefinido no consiste en que el trabajador
preste sus servicios todos los días laborales, sino que esta
en la obligación de prestarlos de conformidad con las ins-
trucciones de la empresa";

Considerando que el criterio antes expuesto lejos de
caracterizar la violación de los textos legales que señala
la recurrente implica una correcta interpretación de los
mismos; y no caracteriza en modo alguno una desnatura-
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lización de los hechos; que el juez se edificó en base al
conjunto de los elementos de juicio que le fueron someti.
dos, y muy especialmente tuvo en cuenta según se dijo an-
tes el tipo de actividad industrial a que la empresa se de-
dicaba, haciendo sus propias deducciones; que al proceder
de ese modo la Cámara a-qua hizo un uso normal de las fa-
cultades soberanas de que están investidos los jueces del
fondo en la apreciación de las pruebas sometidas; que, por
tanto, sobre ese punto los alegatos de la recurrente care-
cen de fundamento y deben ser desestimados;

Considerando que en cuanto a los documentos some-
tidos por la empresa, el examen del fallo impugnado pone
de manifiesto, contrariamente a como ella lo alega, que si
fueron ponderados, según consta en el Considerando inser-
to en las páginas 12 y 13 de dicho fallo; pero estimó el juez
a-quo que no eran suficientes por tratarse de documentos
emanados de la propia empresa; que al sustentarse ese cri-
terio en dicho fallo no se incurrió en falta de base legal,
ni en ningún otro vicio, y entraba también esa apreciación
dentro de las facultades soberanas de que gozan rl respec-
to los jueces del fondo;	 -

Considerando que en cuanto al despido, el juez decla-
ró estar edificado en base a lo declarado por la testigo Jose-
fa González, y nada se oponía a que así lo hiciera puesto
que dicha testigo no hay constancia de que fuera objeto de
tacha en razón a que ella originalmente había hecho tam-
bién una reclamación similar, tacha que nada impedía a
la empresa proponer; que, por tanto, los medios propues-
tos carecen de fundamento y deben ser desestimados;

Por tales motivos, Primero: Rechaza el recurso de ca-
sación interpuesto por Laboratorios Fragancia, C. por A.,
contra la sentencia de fecha 27 de julio de 1970, dictada
por la Cámara de Trabajo del Distrito Nacional ,en sus atri-
buciones laborales, cuyo dispositivo ha sido copiado en
parte anterior del presente fallo; Segundo: Condena a la

recurrente al pago de las costas, con distracción de las
mismas en provecho del Dr. A. Ulises Cabrera L., aboga-
do de las recurridas, quien afirma haberlas avanzado en
su totalidad.

(Firmados): Fer! ,ndo E. Ravelo de la Fuente.—.
Edwrdo Read Barreras.— Manuel D. Bergés Chupani.—
Manuel A. Amiama.— Francisco Elpidio Beras.— Joaquín
M. Alvarez Perelló.— Juan Bautista Rojas Almánzar.—
Santiago Osvaldo Rojo Carbuccia.— Ernesto Curiel hijo,
Secretario General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la
audiencia pública del día, mes y año en él expresados, y
fue firmada, leída y publicada por mí, Secretario General,
que certifico. (Firmado): Ernesto Curiel hijo.
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recurrente al pago de las costas, con distracción de las
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Santiago Osvaldo Rojo Carbuccia.— Ernesto Curiel hijo,
Secretario General.
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fne firmada, leída y publicada por mí, Secretario General,
que certifico. (Firmado): Ernesto Curiel hijo.
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SENTENCIA DE FECHA 1 9 DE SEPTIEMBRE DEL 1971.

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de Santo Domingo, de
fecha 30 de junio de 1970.

Materia: Comercial.

Recurrente: Luis A. Pichardo.
Abogado: Dr. Carlos Cornielle hijo.

Recurrido: Texaco Caribbean Inc.
Abogado: Dr. Plinio Jacobo.

Dios, Patria y Libertad.
República Dominicana.

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Manuel Ra-
món Ruiz Tejada, Presidente; Fernando E. Ravelo de la
Fuente, Primer Sustituto de Presidente; Eduardo Read
Barreras, Segundo Sustituto de Presidente; Manuel D.
Bergés Chupani, Manuel A. Amiama, Francisco Elpidio
Beras, Juan Bautista Rojas Almánzar y Santiago Osvaldo
Rojo Carbuccia, asistidos del Secretario General, en la Sa-
la donde celebra sus audiencias, en la ciudad de Santo Do-
mingo de Guzmán, Distrito Nacional ,hoy día lro. de Sep-
tiembre del año 1971, años 128' de la Independencia y 109'
de la Restauración, dicta en audiencia pública, como corte
de casación, la siguiente sentencia:

Sobre el recurso de casación interpuesto por Luis A.
Pichardo, dominicano, mayor de edad, casado, comercian-
te, residente en la casa No. 91 de la calle Josefa Brea, de
esta ciudad, portador de la cédula de identificación perso-
nal No. 17791, serie lra., contra la sentencia dictada en de-
fecto por la Corte de Apelación de Santo Domingo, en fe-
cha 30 de junio de 1970, cuyo dispositivo se transcribirá
más adelante;
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Oído al Alguacil de turno en ]a lectura del rol;
Oído al Dr. Félix Brito Mata, en representación del

Dr. Carlos Cornielle hijo, portador de la cédula de identi-
ficación personal No. 7526, serie 18, abogado del recurren-
te, en la lectura de sus conclusiones;

Oído al Dr. Plinio Jacobo, portador de la cédula per-
sonal No. 499890, serie 31, abogado de la recurrida, la Te-
xaco Caribbean Inc., Compañía comercial con domicilio en
esta ciudad, en la Avenida Tiradentes, esquina John F. Ken-
nedy, en la lectura de sus conclusiones;

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General
de la República;

Visto el memorial de casación del recurrente, suscri-
to por su abogado, y depositado en la Secretaría de la Su-
prema Corte de Justicia, en fecha 23 de setiembre de 1970,
y en el cual se invocan los medios que más adelante se in-
dicarán;

Visto el memorial de defensa de la recurrida, suscrito
por su abogado, en fecha 22 de enero de 1971;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber de-
liberado y vistos los artículos 5, 6, 7, 25 y 65 de la Ley so-
bre Procedimiento de Casación;

Considerando fue en la sentencia impugnada y en los
documentos a que ella se refiere, consta lo siguiente: a)
que en fecha 28 de julio de 1960, la Texaco Caribbean Inc.,
demandó a Luis Armando Pichardo, por ante la Cámara de
lo Civil v Comercial de la Primera Circunscripción del
Juzgado de Primera Instancia del Distrito Nacional, en pa-
go de la suma de RD$15,927.05. que alegadamente éste le
adeudaba; b) que con dicho motivo Ir expresada Primera
Cámara, dictó en fecha 7 de octubre de 1965, una senten-
cia cuyo dispositivo dice así: 'FALLA: Primero, Rechaza,
por improcedente e infundada, según los motivos ya enun-
ciados, las conclusiones formuladas en audiencia por Luis
Armando Pichardo, parte demandada tendentes a que sea
declarado nulo el acto de emplazamiento (aVenir o acto re-
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cordatorio) de fecha 26 del mes de jul i o del año 1963', no-
tificado a dicha parte demandada por el Alguacil Luis A.
Méndez, a requerimiento de la Texaco Caribbean Inc.
etc.— Segundo: Pronuncia el defecto contra dicha parte
demandrcia, Luis Armando Pichardo, por falta de concluir
en cuanto al fondo de esta instancia; Tercero: Acoge las
conclusiones presentadas en audiencia por la Texaco Carib-
bean Inc., parte demandante, por ser justas y reposar en
prueba legal, y, en consecuencia; Condena a Luis Arman-
do Pichardo, en su calidad ya indicada, a pagarle a la men-
cionada Texaco Caribbean Inc.; a) la suma de Catorce Mil
Novecientos Nueve Pesos Oro con Ochentiún Centavos
(RD$14,909.81) que le adeuda por el concepto ya indica-
do; b) los Intereses Legales Correspondientes, a partir del
día de la demanda; y c) todas las costas causadas y por
causarse en la presente instancia distraídas en provecho
del abogado Dr. César A. Liriano B., quien afirma haber-
las avanzado en su mayor parte'; b) que habiendo recurri-
do en alzada contra la expresada sentencia, el actual recu-
rrente, Luis Armando Pichardo, la Corte de Apelación de
Santo Domingo, dictó el 24 de mayo de 1967, una senten-
cia con el siguiente dispositivo: 'FALLA: Primero: Decla-
ra regular y válido en cuanto a la forma, el recurso de ape-
lación interpuesto por Luis Armando Pichardo, en fecha
veintidós (22) de octubre de mil novecientos sesenticinco
(1965), contra sentencia de fecha siete (7) de octubre de
1965, dictada por la Cámara de lo Civil y Comercial del
Juzgado de Primera Instancia del Distrito Nacional, en
atribuciones comerciales, por haber sido hecho de confor-
midad con las prescripciones legales; Segundo: Ratifica el
defecto pronunciado en audiencia contra Luis Armando Pi-
chardo, por falta de concluir; Tercero: Confirma la senten-
cia de fecha siete (7) de octubre de mil novecientos sesen-
ticinco (1965) dictada por la Cámara de lo Civil y Comer-
cial de la Primera Circunscripción del Juzgado de Prime-
ra Instancia del Distrito Nacional; Cuarto: Condena al se-
ñor Luis Armando Pichardo, parte que sucumbe al pago

de las costas, ordenando su distracción en provecho del Dr.
César A. Liriano S., abogado de la parte intimada, quien
afirma haberlas avanzado en su mayor parte'; e) que con-
tra dicha sentencia recurrió en oposición Luis Armando
Pichardo, dictando con dicho motivo la ya dicha Corte, la
sentencia l'hora impugnada cuyo dispositivo dice así: "FA-
LLA: PRIMERO: Declara, bueno y válido el recurso de
Oposición interpuesto por Luis Armando Pichardo, contra
la sentencia de fecha veinticuatro (24) del mel de Mayo del
año mil novecientos sesentisiete (1967), dictada en atribu-
ciones comerciales por esta Corte de Apelación de Santo
Domingo, y cuyo dispositivo dice: 'FALLA: PRIMERO:
Declara regular y válido en cuanto a la forma, el recurso
de apelación interpuesto por Luis Armando Pichardo, en
fecha veintidós (22) de octubre de mil novecientos sesen-
ticinco (1965), contra sentencia de fecha siete (7) de octu-
bre de 1965, dictada por la Cámara de lo Civil y Comercial
del Juzgado de Primera Instancia del Distrito Nacional, en
atribuciones comerciales, por haber sido hecho de confor-
midad con las prescripciones legales,— SEGUNDO: Rati-
fica el defecto pronunciado en audiencia contra Luis Ar-
mando Pichardo, por falta de concluir; TERCERO: Confir-
ma la sentencia de fecha siete (7) de octubre de mil no-
vecientos sesenticino (1965) dictada por la Cámara de lo
Civil y Comercial de la Primera Circunscripción del Juz-
gado de Primera Instancia del Distrito Nacional; CUAR-
TO: Condena al señor Luis Armando Pichardo, parte que
sucumbe al pago de Irs costas, ordenando su distracción
en provecho del Dr. César A. Liriano B , abogado de la par-
te intimada, quien afirma haberlas avanzado en su mayor
parte', por haber sido hecho conforme las disposiciones le-
gales;— SEGUNDO: Pronuncia el Defecto contra la parte
oponente Luis Armando Pichardo, por falta de concluir;—
TERCERO: Confirma la antes expresada sentencia en to-
das sus partes;— CUARTO: Condena al señor Luis Arman-
do Pichardo que sucumbe, el pago de las costas";
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En cuanto a la caducidad del recurso.

Considerando que en su escrito de defensa, la recurri
da, o sea la Texaco Caribbean Inc., propone la caducidad
del presente recurso, basándose en que el artículo 7 de la
Ley de Procedimiento de Casación ha sido desconocido por
el recurrente, toda vez que éste solamente le notificó su
memorial de casación e, igualmente, el Auto del Presiden-
te de la Suprema Corte de Justicia, de fecha 23 de setiem-
bre de 1970, autorizando a emplazarle, sin que al propio
tiempo esta última formalidad fuera satisfecha;

Considerando, que si es cierto que en el acto de algua-
cil de fecha 22 de octubre de 1970, mediante el cual se
notificó al recurrido el memorial de casación del recurren-
te, y el Auto del Presidente de esta Suprema Corte de Jus-
ticia, autorizando a emplazarle, no se dice expresamente
que el recurrente "cita y emplaza" al recurrido a los fines
de su recurso, no es menos cierto que por dicho acto se le
notificó el memorial de casación contentivo de su recurso,
depositado en la Secretaría de la Suprema Corte de Justi-
cia, en fecha 23 de setiembre de 1970. y también, según
se consigna en el mismo acto, "Un auto autorizando a em-
plazar a la parte contra quien se deduce el presente recur-
so", lo que era suficiente para que el recurrido entendiera
que la notificación que se le hacía era para que tomara
conocimiento de la existencia del recurso y, a su vez, para
que constituyera abogado y notificara su memorial de de-
fensa, como efectivamente lo hizo, mediante acto de fecha
22 de enero de 1971, del alguacil de estrados de la Supre-
ma Corte de Justicia, Luis A. Méndez; que, por otra parte,
el examen del memorial de casación notificado al recu-
rrente, como el del acto de alguacil mediante el cual se hi-
zo dicha notificación, revelan aue en ellos figuran todas
los datos exigidos por el artículo 6 de la Ley sobre Proce-
dimiento de Casación, a pena de nulidad, para los empla-
zamientos ante ella, tal como el nombre y calidad del re-

clz.-xente, la fecha, el lugar de la notificación la sentencia
&-;._:a la cual se recurrió la constitución de abogados, la
elección de domicilio, etc.; que si bien en el acto de noti-
ficación se expresa que el alguacil actúa a requerimiento
del Dr. Cornielle hijo, abogado del recurrente, obviamente
se trata de un lapsus que aclaran tanto las conclusiones
del Memorial como el Auto del Presidente de la Suprema
Corte de Justicia autorizando a emplazar, aue en su parte
decisoria expresa: "Autorizamos al recurrente Luis Ar-
mando Pichardo, a emplazar a la parte contra quien se di-
rige el recurso"; que en tales condiciones, y habiéndose
además hecho la notificación correspondiente dentro del
plazo de 30 días de la autorización para emplazar, es obvio
que el voto de la ley quedó cumplido en la especie; que,
en consecuencia, la caducidad solicitada debe desestimarse;

Considerando, que en apoyo de los medios primero
y segundo de su memorial, la recurrente alega, en síntesis,
que como se consigna en la sentencia dictada por la Cá-
mara Civil y Comercial del Juzgado de Primera Instancia
del Distrito Nacional, de fecha 7 de octubre de 1965, el ac-
tual recurrente, por órgano de su apoderado, que es el
mismo abogado que lo representa en esta instancia de ca-
sación, concluyó pidiendo se declarara la nulidad del acto
recordatorio de fecha 26 de julio de 1963, notificado a
nombre de la entonces demandante y actual recurrida, la
Texaco Caribbean Inc., debido a que fue en esa misma fe-
cha que fue constituído como apoderado del demandado Pi-
chardo, en sustitución del Dr. González Tirado, y que, en
consecuencia, para asumir la defensa de su representado
necesitaba conocer y estudiar, para llenar correctamente
su cometido, los elementos probatorios en que se funda-
ba la demanda, pedimento éste que el juez apoderado del
caso desestimó, "y falló al fondo de la demanda —sigue ex-
poniendo el recurrente— sin que la parte demandante ex-
pusiera, al tratarse de materia sumaria los hechos y el de-
recho en que fundamentaba sus pretensiones y poner en
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decisoria expresa: "Autorizamos al recurrente Luis Ar-
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plazo de 30 días de la autorización para emplazar, es obvio
que el voto de la ley quedó cumplido en la especie; que,
en consecuencia, la caducidad solicitada debe desestimarse;

Considerando, que en apoyo de los medios primero
y segundo de su memorial, la recurrente alega, en síntesis,
que como se consigna en la sentencia dictada por la Cá-
mara Civil y Comercial del Juzgado de Primera Instancia
del Distrito Nacional, de fecha 7 de octubre de 1965, el ac-
tual recurrente, por órgano de su apoderado, que es el
mismo abogado que lo representa en esta instancia de ca-
sación, concluyó pidiendo se declarara la nulidad del acto
recordatorio de fecha 26 de julio de 1963, notificado a
nombre de la entonces demandante y actual recurrida, la
Texaco Caribbean Inc., debido a que fue en esa misma fe-
cha que fue constituido como apoderado del demandado Pi-
chardo, en sustitución del Dr. González Tirado, y que, en
consecuencia, para asumir la defensa de su representado
necesitaba conocer y estudiar, para Henar correctamente
su cometido, los elementos probatorios en que se funda-
ba la demanda, pedimento éste que el juez apoderado del
caso desestimó, "y falló al fondo de la demanda —sigue ex-
poniendo el recurrente— sin que la parte demandante ex-
pusiera, al tratarse de materia sumaria los hechos y el de-
recho en que fundamentaba sus pretensiones y poner en
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mora al abogado del demandado para concluir al fondo,
previo el pronunciamiento del defecto"; que aunque el
presente recurso va dirigido contra la sentencia del 30 de
junio de 1970, de la Corte de Apelación de Santo Domin-
go, "en razón de los principios jurídicos que informan la
materia y abundante jurisprudencia de nuestro más alto
tribunal, el presente recurso de casación incluye en su
examen y ponderación la sentencia dictada por la Cámara
Civil y Comercial de la Primera Circunscripción del Juz-
gado de Primera Instancia del Distrito Nacional ,en fecha
7 de octubre de 1965, ya que la parte en ningún momento
ha tenido oportunidad de defenderse al fondo, y la senten-
cia recurrida hace suyos los motivos de dicha decisión;
que lo que debió hacer el juez a-quo, en buen derecho, de-
bió ser "ponderar las circunstancias c'e hecho producidas
y darle la oportunidad al abogado de la parte demandada,
tomar conocimiento del expediente ,.y fijar una nueva au-
diencia para conocer del fondo", protegiendo así el dere-
cho de defensa de la parte demandante"; que, por otra
parte, alega también el recurrente, uue la sentencia im-
pugnada no examina la situación enmarcada en los artícu-
los 342 y siguientes del Código de Procedimiento Civil, que
se refieren a la renovación de instancia por constitución
de nuevo abogado, y además que no se hace constar el por
qué la condenación que se le impuso es por la suma de
RD$14,909.81. cuando la demanda fue por una suma ma-
yor, o sea RD$15,927.05; pero;

Considerando que el- examen de los documentos del
expediente permiten determinar como constantes, los si-
guientes hechos: a) que en ocasión de conocer la demanda
intentada por la Texaco Caribbean Inc., contra Luis Ar-
mando Pichardo, en pago de la suma de RD$15,927.05, que
alegadamente le adeudaba por concepto de productos de-
rivados del petróleo, dicha Cámara dictó una primera sen-
tencia ordenando una comunicación de piezas entre las
partes; bl que cumplido este requisito, y mediante acto de

alguacil, la demandante invitó al demandado a discutir el
asunto en la audiencia que se efectuaría el 12 de agosto
de 1963, y que en dicha audiencia, el Dr. Carlos Cornielle
hijo, nuevo apoderado de Pichardo, pidió la nulidad del
acto de avenir, sobre el fundamento de lo expresado en la
exposición del presente medio; c) que en fecha 7 de octu-
bre de 1965, la Cámara apoderada de la demanda dictó una
sentencia, mediante la cual desestimó el pedimento de nu-
lidad propuesto por el demandado y decidió, en defecto, el
fondo de la demanda; d) que contra sentencia recurrió en
alzada el entonces demandante y actual recurrente, y la
Corte de Apelación de Santo Domingo por su sentencia del
24 de Mayo de 1967, falló el recurso, confirmando lo deci-
dido por el juez de primer grado, después de declarar el
defecto del intimante en la apelación, actual recurrente,
por falta de concluir; y e) que habiendo hecho oposición
a dicha sentencia, el actual recurrente no concurrió a sos-
tener su recurso, habiendo intervenido entonces la senten-
cia del 30 de junio de 1970, ahora im pugnada en casación,
que confirmó el fallo anterior dictado en defecto;

Considerando que es de principio que no pueden ser
propuestos como medios de casación las nulidades cometi-
das en primera instancia, si no hubiesen sido alegadas en
apelación; que si el recurso declarado por el actual recu-
rrente contra la sentencia de la Primera Cámara Civil
Comercial de la Primera Circunscripción del Distrito Na-
cional, de fecha 7 de octubre de 1965, corno consecuencia
del efecto devolutivo propio de apelación, facultaba a la
Corte de Apelación de Santo Domingo, para proceder al
examen y ponderación de lo decidido por el primer juez,
tal examen y ponderación solamente podía efectuarlo, en
interés del apelante, en la medida de las conclusiones que
presentara ante la jurisdicción de segundo grado; que co-
mo dicho apelante, (actual recurrente) hizo defecto por
falta de concluir ante la jurisdicción de apelación y tam-
poco concurrió a sostener su oposición ante la misma, no
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puede pretender ahora que la sentencia impugnada haya
violado su derecho de defensa; y mucho menos que tam-
bién adolezca de dicho vicio la sentencia del 7 de octubre
de 1965, de la Cámara Civil y Comercial de la Primera Cir-
cunscripción, por ante la cual propuso por primera y úni-
ca vez dicho medio, erróneamente envuelto bajo la califi-
cación de nulidad del acto recordatorio que le fuera opor-
tunamente notificado; lo que es así, ya que carece de todo
fundamento jurídico el alegato de que el recurso inter-
puesto contra la sentencia impugnada, o sea la del 30 de
junio de 1970, se extiende a la dictada en defecto el 7 de
octubre de 1965, aún cuando dicha sentencia (la impugna-
da) adoptara, según se alega, los motivos de la última, lo
que no es conforme con la verdad, pues ella se justifica
por sus propios motivos; que por lo que respecta al agra-
vio relativo a la violación del artículo 342 y siguientes del
Código Civil, la breve y genérica exposición del medio no
permite a esta Suprema Corte de Justicia hacer una pon-
deración útil del mismo, careciendo, por otra parte, de in-
terés, de parte del recurrente, la alegación de que se le
impusiera al demandante una condenación inferior a la que
originalmente se requiriera contra él; razones las anterior-
mente expresadas, por las cuales los medios examinados
deben ser desestimados;

Considerando, en cuanto al tercer y último medio;
que por el mismo lo que se hace es volver a reiterar el
agravio últimamente examinado, al sostenerse que el fallo
impugnado no da motivo alguno que justifique la reduc-
ción de la condena impuesta al recurrente, el que se des-
estima por las mismas razones ya dadas;

Por tales motivos, Primero: Rechaza el recurso de ca-
sación interpuesto por Luis A. Fichare°, contra la senten-
cia dictada por la Corte de Apelación de Santo Domingo,
en fecha 30 de junio de 1970, cuyo dispositivo se ha trans-
crito en parte anterior del presente fallo; y Segundo: Con-
dena al recurrente al pago de las costas.—

(Firmados)— Manuel Ramón Ruiz Tejada.— Fernandc

E. Ravelo de la Fuente.— Eduardo Read Barreras.— Ma-
nuel D. Bergés Chupani.— Manuel A, Amiama.— Francis-
co Elpidio Beras.— Juan Bautista Rojas Almánzar.— San-

, tiago Osvaldo Rojo Carbuccia.— Ernesto Curiel hijo.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los se-
ñores jueces que figuran en su encabezamiento en la au-
diencia pública, del día, mes y año en él expresadas y fue
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General que
certifico.— (Fdo.) Ernesto Curiel hijo.
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SENTENCIA DE FECHA 3 DE SEPTIEMBRE DEL 1971.

Sentencia impugnada: Tribunal Superior de Tierras, de fecha 24
de agosto de 1970.

Materia: Tierras.

Recurrente: Joaquín M. Ruiz Castillo.

Abogado: Dr. M. A. Brito . Mata.

Dios, Patria y Libertad.
República Dominicana.

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Fernando E.
Ravelo de la Fuente, Primer Sustitutc en funciones de Pre-
sidente; Eduardo Read Barreras , Sc cundo Sustituto de
Presidente; Manuel D. Bergés Chr.pani, Manuel A. Amia-
ma, Francisco Elpidio Beras, Joaquín M. Alvarez Perelló
Juan Bautista Rojas Almánzar y Santiago Osvaldo Rojo
Carbuccia, asistidos del Secretario General, en la Sala don-
de celebra sus audiencias, en la ciudad de Santo Domingo
de Guzmán, Distrito Nacional, hoy día 3 de septiembre dei
año 1971, años 128' de la Independencia y 109' de la Res-
tauración, dicta en audiencia pública, como corte de casa-
ción, la siguiente sentencia:

Sobre el recurso de casación interpuesto por Joaquín
M. Ruiz Castillo, dominicano, mayor de edad, casado, do.
miciliado en la casa No. 8 de la calle César Nicolás Pen-
son, cédula No. 39, serie 56, contra la sentencia del Tribu-
nal Superior de Tierras, del 24 de agosto del 1970, cuyo
dispositivo se copia más adelante;

Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol;
Oído al Dr. Félix A. Brito Mata, cédula No. 29194, se-

rie 47, abogado del recurrente, en la lectura de sus con-
clusiones;
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Oído el dictamen del Magistra.de Procurador General
de la República;

Visto el memorial de casación, suscrito en fecha 23 de
octubre del 1970, por el abogado del recurrente, en el cual
se invocan los medios que se indican más adelante;

Vista la Resolución de la Suprema Corte de Justicia
dictada en fecha 26 de abril del 1971. por la cual se decla-
ró el defecto de los recurridos, Dra. María M. Rodríguez
de Ornes, Luisa G. Iriarte de Rodríguez y el Estado Do-
minicano;

La Suprema Corte de Justi&.a, después de haber de-
liberado, y vistos los artículos 2, 8, inciso 9), 47 y 109 de la
Constitución de la República Dominicana; 2, párrafo 39;
4 y 5 de la Ley 6087 del 1962; 1625. 1640, del Código Ci-
vil; 141 y 175 del Código de Procedimiento Civil; y 1 y 65
de la Ley sobre Procedimiento de Casación;

Considerando, que en la sentencia impugnada, y en
los documentos a que ella se refiere, consta lo siguiente:
a) que de acuerdo con sentencia del Tribunal Superior de
Tierras la Parcela No. 47 del Distrito Catastral No. 123,
primera parte, del Municipio de La Vega, fue adjudicada
definitivamente en favor de Juan Rodríguez Garcia; b) que
de conformidad con la sentencia penal del Juzgado de Pri-
mera Instancia del Distrito Nacional, dictada el 30 de ene-
ro del 1948, Juan Rodríguez García fue declarado culpa-
ble, conjuntamente con otros acusados. de la comisión de
diversos crímenes contra la seguridad del Estado y fue
condenado a 30 años de trabajos públ'cos, y al pago soli-
dario de una indemnización en favor del Estado Domini-
cano de RD$13,256,000.00, para re.sarcirlo en esa forma del
daño resultante de los gastos en que incurrió el Gobierno
de la República como consecuencia de los crímenes por los
cuales fueron condenados los diversos acusados; c) que en
virtud de esta sentencia, el Estad) Dominicano procedió a
inscribir una hipoteca judicial sobre los bienes inmuebles
de Juan Rodríguez García, y como consecuencia de ello,
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inició un procedimiento de expropiación forzosa, embar-
gando al efecto, entre otras la Parcela No. 47 del
Distrito Catastral No. 123/1ra, parte, del Municipio de
Vega; d) que dicho procedimiento culminó con la senten-
cia del 5 de diciembre de 1950, dictada por la Cámara Ci-
vil y Comercial del Juzgado de Primera Instancia del Dis-
trito Judicial de La Vega; e) que de acuerdo con esta sen-
tencia el Estado Dominicano fue declarado adjudicatario
de la referida Parcela No. 47; f) que el Estado Dominica-
no vendió a Joaquín Manuel Ruiz Castillo 10 Has. 06 As.
15 Cal. 02 Dm2 dentro de la Parcela No. 47; g) que por ac-
to de Alguacil del 29 de abril de 1964, la Dra. María Mer-
cedes Rodríguez de Ornes, Luisa Guillermina Iriarte Vde.
Rodríguez y compartes, en sus calidades de herederas legí-
timas del finado Juan Rodríguez García, requirieron de
Joaquín Manuel Ruiz Castillo la entrega de ese inmueble
en el plazo de 15 días que señala la Ley 6087 del 1962; h)
que este último notificó a los Sucesores Rodríguez Gar&a
un acto de alguacil, de fecha 8 de mayo del 1964, por el
cual les hacía saber que no desalojaría dicho inmueble, ya
que lo había adquirido legalmente del Estado Dominicano:
i) que el Juez de Jurisdicción Original del Tribunal de
Tierras, apoderado de una instancia dirigida al Tribunal
Superior de Tierras por Joaquín Manuel Ruiz Castillo en
relación con el caso, dictó el 17 de ,s...diembre de 1969 una
sentencia cuyo dispositivo aparece transcrito en el de la
ahora impugnada; j) que sobre el recurso de apelación de
Joaquín Manuel Ruiz Castillo intervino la sentencia im-
pugnada, cuyo dispositivo dice así: "Falla: Primero: Se
Acoge en cuanto a la forma, y se Rechaza en cuanto al fon-
do por infundado, el recurso de apelación interpuesto por
el Dr. José Ramón Mejía Johnson a nombre y en represen-
tación del señor Joaquín Manuel Rniz Castillo; Segundo:
Se Confirma en todas sus partes la decisión recurrida y en
consecuencia se Ordena la inmediato devolución y entrega
de una porción de 10 Has., 06 As., 15 Cas., 02 Dms2, den-

tro de la parcela No. 47 del Distrito Catastral No. 123/la
parte, del Municipio de La Vega, de parte de detentor SP-

ñor Joaquín Manuel Ruiz Castillo, en favor de los Suceso
res de Juan Rodríguez García y consiguientemente la can-
celación del Certificado de Título que ampara actualmen-
te dicha parcela y la expedición do uno nuevo en que fi-
gure la porción indicada en favor de dichos Sucesores;
Tercero: Se Declara que al señor Joaquín Manuel Ruiz
Castillo le asiste el derecho de invocar por vía principal, la
demanda correspondiente a la determinación de buena fe
en la adquisición de una porción de terreno de 10 Has., 06
As., 15 Cas., 02 Dms2., dentro de la Parcela No. 47 del Dis-
trito Catastral No. 123/1a. del Municipio de La Vega, así
como lo referente a la situación jurídica de las mejoras
que él haya podido fomentar en la referida porción y todos
los demás pedimentos que estime pertinentes";

Considerando, que el recurrente ha propuesto en su
memorial los siguientes medios de casación: Primer Me-
dio: Violación de los artículos 2, 3, inciso 9), 47 y 109 pá-
rrafo II de la Constitución de la R' pública; Segundo Me-
dio: Violación de los artículos 2, 'Dárrafo III, 4 y 5 de la
Ley No. 6087 del 1962; 1625 y 1640 del Código Civil, 141
del Código de Procedimiento Civil, y 1 y 65 de la Ley so-
bre Procedimiento de Casación;

Considerando, que en el primer medio de su memorial
el recurrente alega, en síntesis, lo siguiente: que la ley
No. 6087 es inmoral al instituir el principio de que la ma-
la fe se presume, tanto contra el Estado como contra los
particulares, y de este modo viola los más elementales fun-
damentos de las buenas costumbres, y subvierte reglas de
orden público; que, por otra parte, dicha Ley autoriza el
enriquecimiento ilícito en provecho riel Estado, de sus ins-
tituciones y aún de los reclamantes. puesto que éstos se
beneficiarán, al aplicarse la Ley, de las inversiones hechas
por aquellos que se consideraron verdaderos propietarios;
que, asimismo, dicha Ley viola la Constitución del Estado
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inició un procedimiento de expropiación forzosa, embar-
gando al efecto, entre otras la Parcela No. 47 del
Distrito Catastral No. 123/1ra. parte, del Municipio de D..:
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vil y Comercial del Juzgado de Primera Instancia del Dis-
trito Judicial de La Vega; e) que de acuerdo con esta sen-
tencia el Estado Dominicano fue declarado adjudicatario
de la referida Parcela No. 47; f) que el Estado Dominica-
no vendió a Joaquín Manuel Ruiz Castillo 10 Has. 06 As.
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cedes Rodríguez de Ornes, Luisa Guillermina Iriarte Vda
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el Dr. José Ramón Mejía Johnson a nombre y en represen-
tación del señor Joaquín Manuel Ri'iz Castillo; Segundo:
Se Confirma en todas sus partes la decisión recurrida y en
consecuencia se Ordena la inmediato devolución y entrega
de una porción de 10 Has., 06 As., 15 Cas., 02 Dms2, den-

tro de la parcela No. 47 del Distrito Catastral No. 123/1a
parte, del Municipio de La Vega, de parte de detentor se-
ñor Joaquín Manuel Ruiz Castillo, en favor de los Suceso-
res de Juan Rodríguez García y consiguientemente la can-
celación del Certificado de Título que ampara actualmen-
te dicha parcela y la expedición do uno nuevo en que fi-
gure la porción indicada en favor de dichos Sucesores;
Tercero: Se Declara que al señor Joaquín Manuel Ruiz
Castillo le asiste el derecho de invocar por vía principal, la
demanda correspondiente a la determinación de buena fa
en la adquisición de una porción de terreno de 10 Has., 06
As., 15 Cas., 02 Dms2., dentro de la Parcela No. 47 del Dis-
trito Catastral No. 123/1a. del Municipio de La Vega, así
como lo referente a la situación jurídica de las mejoras
que él haya podido fomentar en la referida porción y todos
los demás pedimentos que estime pertinentes";

Considerando, que el recurrente ha propuesto en su
memorial los siguientes medios de casación: Primer Me-
dio: Violación de los artículos 2, 3, inciso 9), 47 y 109 pá-
rrafo II de la Constitución de la R,Jpública; Segundo Me-

dio: Violación de los artículos 2, párrafo III, 4 y 5 de 1?

Ley No. 6087 del 1962; 1625 y 1640 del Código Civil, 141
del Código de Procedimiento Civil, y 1 y 65 de la Ley so-
bre Procedimiento de Casación;

Considerando, que en el primer inedio de su memorial
el recurrente alega, en síntesis, lo siguiente: que la ley
No. 6087 es inmoral al instituir el principio de que la ma-
la fe se presume, tanto contra el Estado como contra los
particulares, y de este modo viola los más elementales fun-
damentos de las buenas costumbres, y subvierte reglas de
orden público; que, por otra parte, dicha Ley autoriza nl
enriquecimiento ilícito en provecho (lel Estado, de sus ins-
tituciones y aún de los reclamantes. puesto que éstos se
beneficiarán, al aplicarse la Ley, de las inversiones hechas
por aquellos que se consideraron verdaderos propietarios:
que, asimismo, dicha Ley viola la Constitución del Estado
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en su artículo 2, disposición que insiituye la independen-
cia de los tres poderes del Estado, ya que por ella se ani-
quilan las decisiones dictadas por los tribunales, sin la in-
tervención de éstos; que también esa Ley viola el articule
47 de la Constitución al atribuirle a la misma efectos re-
troactivos;  que, por último, la referida Ley viola el artícu-
lo 109, párrafo IV de nuestra Carta Fundamental al ibe-
rar al Estado de la garantía a que está obligado en sus com-
promisos pecuniarios, garantía que no puede sustituirse
con indemnizaciones en favor de la persona perjudicada,
todo en contra de las leyes que garantizan el derecho de
propiedad; pero,

Considerando, que en la sentencia impugnada se expre-
sa lo que sigue: "que un estudio del expediente revela cine
el Juez a-quo lo que ha hecho en su sentencia intervenida,
no es otra cosa que aplicar la primera fase de la Ley, que
es la que ordena la inmediata devolución en favor de sus
legítimos propietarios de los bienes que hayan sido adqui-
ridos en la forma que dicha Ley señala; que esta disposi-
ción de la Ley es obligatoria para los Jueces del fondo, y
a sus efectos no pueden sustraerse los actuales intimantes;
que en esa virtud, procede confirmar la Decisión de Juris-
dicción Original en cuanto al fondo, por estimar que en
la especie se hizo una correcta aplicación del derecho y
una buena ponderación de los hechos";

Considerando, que, en efecto, conforme al artículo R.
inciso 9 de la Constitución vigente en 1962, la propiedad
puede ser tomada por causa debidamente justificada de
utilidad pública o interés social; que ese texto no limita
la expropiación a los casos en que el Estado u otras enti-
dades de derecho público necesiten r or sí mismos los bie-
nes a tomar, sino que se extiende a los casos en que los
bienes a expropiar deban pasar al patrimonio de otras per-
sonas, públicas o privadas, cuando ello sea requerido por
el interés social; que el inciso 9 del artículo 8 de la Cons-
titución relativo al derecho de propiedad, como todos los
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demás incisos de ese artículo, están dominados por el
preámbulo de dicho artículo, según en el cual las normas
fijadas por los incisos del artículo tienen que interpretar-
se siempre de un modo que sea compatible con el bienes-
tar "general y los derechos de todos"; que, en el caso de
la Ley No. 6087, de 1962, es indudable que lo que ella ha
hecho es disponer una expropiac i 5n por causa de interés
social o con fines de bienestar general, acto de derecho
público que no puede ser calificado como retroactivo, por-
que la expropiación supone, precisamente, un reconoci-
miento formal del derecho de propiedad de la persona su-
jeta a la expropiación, como lo ratifica la obligación de in-
demnizar al expropiado, en forma justa y previa; que, por
tanto, la Ley No. 6087 de 1962, no es de carácter retro-
activo, por lo cual el primer medio del recurso carece de
fundamento y debe ser desestimado;

Considerando, que en el segundo medio de su memo-
rial el recurrente alega, en síntesis, lo siguiente: que j)1
ha sido eviccionado por una causa posterior al contrato y
por un hecho de la autoridad imputable a su vendedor, que
es el Estado Dominicano, ya que uno de sus organismos
promulgó la Ley No. 6087, el 30 de octubre del 1962, o sea
en fecha posterior a su adquisición, siendo de principio que
no hay lugar a la garantía sino cuando la turbación o a la
evicción tienen una causa anterior a la venta; pero,

Considerando, que, como se exnresa antes, en los mo-
tivos dados en esta sentencia en relación con el primer
medio del recurso la Ley 6087 del 1962 es un acto que dis-
pone una expropiación; que la autoridad para realizar ac-
tos de esa naturaleza resulta del artículo 8, inciso 9 de la
Constitución, que señala los casos en que puede cesar para
cualquier persona propietaria de bienes su derecho dn
propiedad, recibiendo en cambio una indemnización equi-
valente; por lo cual se trata de una enajenación forzosa y
no de un acto despojatorio, y, por tanto, no son aplicables
en esos casos las disposiciones del Código Civil relativas
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en su artículo 2, disposición que insiituye la independen
cia de los tres poderes del Estado, ya que por ella se ani-
quilan las decisiones dictadas por los tribunales, sin la in-
tervención de éstos; que también esa Ley viola el articule
47 de la Constitución al atribuirle a la misma efectos re-
troactivos; que, por último, la referida Ley viola el artícu-
lo 109, párrafo IV de nuestra Carta Fundamental al ibe-
rar al Estado de la garantía a que está obligado en sus com-
promisos pecuniarios, garantía que no puede sustituirse
con indemnizaciones en favor de la persona perjudicada,
todo en contra de las leyes que garantizan el derecho de
propiedad; pero,

Considerando, que en la sentencia impugnada se expr e
-sa lo que sigue: "que un estudio del expediente revela que

el Juez a-quo lo que ha hecho en su sentencia intervenida,
no es otra cosa que aplicar la primera fase de la Ley, que
es la que ordena la inmediata devolución en favor de sus
legítimos propietarios de los bienes que hayan sido adqui-
ridos en la forma que dicha Ley senda; que esta disposi--
ción de la Ley es obligatoria para los Jueces del fondo, y
a sus efectos no pueden sustraerse los actuales intimantes;
que en esa virtud, procede confirmar la Decisión de Juris-
dicción Original en cuanto al fondo, por estimar que en
la especie se hizo una correcta aplicación del derecho y
una buena ponderación de los hechos":

Considerando, que, en efecto, conforme al artículo R.
inciso 9 de la Constitución vigente en 1962, la propiedad
puede ser tomada por causa debidamente justificada de
utilidad pública o interés social; que ese texto no limito
la expropiación a los casos en que el Estado u otras enti-
dades de derecho público necesiten r or sí mismos los bie-
nes a tomar, sino que se extiende a los casos en que los
bienes a expropiar deban pasar al patrimonio de otras per-
sonas, públicas o privadas, cuando ello sea requerido por
el interés social; que el inciso 9 del artículo 8 de la Cons-
titución relativo al derecho de propiedad, como todos los
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demás incisos de ese artículo, están dominados por el
preámbulo de dicho artículo, según en el cual las normas
fijadas por los incisos del artículo tienen que interpretar-
se siempre de un modo que sea compatible con el bienes-
tar "general y los derechos de todos"; que, en el caso de
la Ley No. 6087, de 1962, es indudable que lo que ella ha
hecho es disponer una expropiación por causa de interés
social o con fines de bienestar general, acto de derecho
público que no puede ser calificado como retroactivo, por-
que la expropiación supone, precisamente, un reconocj-
miento formal del derecho de propiedad de la persona su-
jeta a la expropiación, como lo ratifica la obligación de in-
demnizar al expropiado, en forma justa y previa; que, por
tanto, la Ley No. 6087 de 1962, no es de carácter retro-
activo, por lo cual el primer medio del recurso carece de
fundamento y debe ser desestimado;

Considerando, que en el segundo medio de su memo-
rial el recurrente alega, en síntesis, lo siguiente: que M
ha sido eviccionado por una causa posterior al contrato y
por un hecho de la autoridad imputable a su vendedor, que
es el Estado Dominicano, ya que uno de sus organismos
promulgó la Ley No. 6087, el 30 de octubre del 1962, o sea
en fecha posterior a su adquisición, siendo de principio que
no hay lugar a la garantía sino cuando la turbación o a la
evicción tienen una causa anterior a la venta; pero,

Considerando, que, como se exnresa antes, en los mo-
tivos dados en esta sentencia en relación con el primer
medio del recurso la Ley 6087 del 1962 es un acto que dis-
pone una expropiación; que la autoridad para realizar ac-
tos de esa naturaleza resulta del art ;culo 8, inciso 9 de la
Constitución, que señala los casos en que puede cesar para
cualquier persona propietaria de bienes su derecho cIP

propiedad, recibiendo en cambio una indemnización equi-
valente; por lo cual se trata de una enajenación forzosa y
no de un acto despojatorio, y, por tanto, no son aplicables
en esos casos las disposiciones del Código Civil relativas
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(Firmados) : Fernando E. Ravelo óe la Fuente.— Eduar-
do R2ad Barreras.— Manuel D. Bergés Chupani.— Manuel
A. Amiama.— Francisco Elpidio Beras.— Joaquín M. Al-
varez Perelló.— Juan Bautista Rojas Almánzar.— Santia-
go Osvaldo Rojo Carbuccia.— Ernesto Curiel hijo, Secre-
tario General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los
señores Jueces que figuran en su ercabezamiento, en la
audienc ia pública del día, mes y año en él expresados, y
fue firmada, leída y publicada por mí, Secretario General
que certifico. (Firmado): Ernesto Curiel hijo.
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a la garantía por causa de evicción; que, en consecuencia.
estos alegatos del recurrente carecen de fundamento y de-
ben ser desestimados;

Considerando , que también alega el recurrente, en el
segundo medio de su memoria], en síntesis, lo siguiente:
que él presentó conclusiones formales ante el Tribunal
a-quo para que se le diera la oportunidad de probar su
buena fe para fines de la indemnización que debía acordár-
sele conforme a la Ley No. 6087, pero dicho Tribunal se li-
mitó a dar constancia en su sentencia del derecho que le
asistía de incoar por vía principal la demanda relativa a
la determinación de su buena fe en la adquisición de la
Parcela de que se trata, para fines de indemnización, así
como respecto de las mejoras fomentadas por él en el te-
rreno; pero,

Considerando, que el hecho de que el Tribunal a-quo
no resolviera por el fallo ahora impugnado la cuestión re-
lativa a la buena fe del recurrente no invalida la sentencia.
ya que por el tercer ordinal del dispositivo de la misma se
declaró que ese derecho le asistía al actual recurrente, pu-
diendo invocar esos derechos por vía principal; que en ta-
les condiciones el segundo y último medio del recurso ca•
rece de fundamento y debe ser desestimado también;

Considerando, que no procede ed el caso la condena-
ción en costas del recurrente, que sucumbe, en razón de
que los recurridos, por haber hecho defecto, no ha podido
formular ningún pedimento a esos fines;

Por tales motivos, Unico: Rechaza el recurso de casa-
ción interpuesto por Joaquín Manuel Ruiz Castillo, contra
la sentencia del Tribunal Superior de Tierras, del 24 de
agosto de 1970, dictada en relación con la Parcela No. 47
del Distrito Catastral No. 123, primera parte, Municipio
de La Vega, cuyo dispositivo se copia en parte anterior del
presente fallo.
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estos alegatos del recurrente carecen de fundamento y de-
ben ser desestimados;

Considerando , que también alega el recurrente, en 2)
segundo medio de su memoria], en síntesis, lo siguiente:
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a-quo para que se le diera la oportunidad de probar su
buena fe para fines de la indemnización que debía acordár-
sele conforme a la Ley No. 6087, pero dicho Tribunal se li-
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asistía de incoar por vía principal la demanda relativa a
la determinación de su buena fe en la adquisición de la
Parcela de que se trata, para fines de indemnización, así
como respecto de las mejoras fomentadas por él en el te-
rreno; pero,

Considerando, que el hecho de que el Tribunal a-quo
no resolviera por el fallo ahora impugnado la cuestión re-
lativa a la buena fe del recurrente no invalida la sentencia.
ya que por el tercer ordinal del dispositivo de la misma se
declaró que ese derecho le asistía al actual recurrente, pu-
diendo invocar esos derechos por vía principal; que en
les condiciones el segundo y último medio del recurso ca-
rece de fundamento y debe ser desestimado también;

Considerando, que no procede ed el caso la condenP-
ción en costas del recurrente, que sucumbe, en razón de
que los recurridos, por haber hecho defecto, no ha podido
formular ningún pedimento a esos fines;

Por tales motivos, Unico: Rechaza el recurso de casa-
ción interpuesto por Joaquín Manuel Ruiz Castillo, contra
la sentencia del Tribunal Superior de Tierras, del 24 de
agosto de 1970, dictada en relación con la Parcela No. 47
del Distrito Catastral No. 123, primera parte, Municipio
de La Vega, cuyo dispositivo se copia en parte anterior del
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(Firmados): Fernando E. Ravelo de la Fuente.— Eduar•

do R•._-.ad Barreras.— Manuel D. Bergés Chupani.— Manuel
A. Amiama.— Francisco El dio Beras.— Joaquín M. Al-
varez Perelló.— Juan Bautista Rojas Almánzar.— Santia-

ccia.— Ernesto Curiel hijo, Secre-go Osvaldo Rojo Carbu
tario General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la
audiencia pública del día, mes y año en él expresados, y
fue firmada, leída y publicada por mí, Secretario General
que certifico. (Firmado): Ernesto Cur i el hijo.

2550	 BOLETIN JUDICIAL
BOLETIN JUDICIAL	 2551



SENTENCIA DE FECHA 3 DE SEPTIEMBRE DEL 1971.

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Fernando E.
Ravelo de la Fuente, Primer Sustituto en Funciones de
Presidente; Manuel D. Bergés Chupani, Manuel A. Amia-
ma, Francisco Elpidio Beras, Joaquín 1V1'. Alvarez Perelló
Juan Bautista Rojas Almánzar y Santiago Osvaldo Rojo
Carbuccia, asistidos del Secretario General, en la Sala don •
de celebra sus audiencias, en la ciudad de Santo Domingo
de Guzmán, Distrito Nacional, hoy di.? 3 de Septiembre del
año 1971, años 128' de la Independencia y 109' de la Res-
tauración, dicta en audiencia pública, como corte de casa-
ción, la siguiente sentencia:

Sobre el recurso de casación interpuesto por el Li(..
Juan B. Mejía, dominicano, mayor de edad, casado, domi-
ciliado en la casa No. 23 de la calle Benito Monción, de e-
ta ciudad, cédula 4521, serie 1, contra la sentencia dictada
por el Tribunal Superior de Tierras el día 26 de Agosto
de 1970, cuyo dispositivo se copia más adelante;

Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol;
Oído al Lic. Juan B. Mejía, en la lectura de sus con-

clusiones como abogado de sí mismo;

Oído al Dr. Hipólito Peguero Asencio, cédula 1840,
serie 1, en la lectura de sus conclusiones, como abogado de
la recurrida que es Alejandrina Pérez Balbuena, domini-
cana, mayor de edad, domiciliada en esta ciudad, cédula
No. 1, serie 68;

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General
de la República;

Visto el memorial de casación de fecha 23 de octubre
firmado por el propio recurrente como abogado de sí mis-
mo, y depositado en la Secretaría de la Suprema Corte de
Justicia ese mismo día;

Visto el memorial de defensa de la recurrida suscrito
por su abogado;

Visto el escrito de ampliación del recurrente;
La Suprema Corte de Justicia después de haber deli-

berado y vistos los artículos 1351 del Código Civil, 7, 143
y 205 de la Ley de Registro de Tierras y 1 y 65 de la Ley
sobre Procedimiento de Casación;

Considerando que en la sentencia impugnada y en los
documentos a que ella se refiere, ,.!onsta: a) que por la De-
cisión No. 3 dictada por el Tribunal Superior de Tierras el
día 7 de noviembre de 1969, se ordenó al Registrador de
Títulos del Departamento de San Cristóbal hacer constar
al pie del certificado de Título que ampara la Parcela No.
22 Reformada del Distrito Catastral No. 7 del Municipio
de San Cristóbal, "que el Lic. Juan B. Mejía es propieta-
rio dentro de esta parcela de una porción de 196 Has., 51
As., 81 Cas., o sea, 3,624.97 tareas, y sus mejoras, por ha-
berle sido restituida por sentencia dictada en fecha 21 de
Abril de 1967, por la Corte de Apelación de Santiago, en
funciones de Tribunal de Confiscaciones'; b) que por ins-
tancia del 28 de noviembre de 1969, Alejandrina Pérez
Balbuena solicitó al Tribunal Superior de Tierras lo si-
guiente: 'Por tanto, la señora Alejandrina Pérez Balbuena,
considera se ha incurrido en un error, y por medio de te

presente instancia, se dirige al Honorable Tribunal Supe-

Sentencia impugnada: Tribunal Superior de Tierras de fecha 2$

de agosto de 1970.

Mater ia: Tierras.

Recurrentes: Lic. Juan B. Mejía.
Abogado: Lic. Juan B. Mejía.

Recurrido: Alejandrina Pérez Balbuena.

Abogado: Dr. Hipólito Peguero Asencio

Dios, Patria y Libertad.
República Dominicana.

2552	 BOLETIN JUDICIAL	 1	 BOLETIN JUDICIAL	 2553



2552	 BOLETIN JUDICIAL BOLETIN JUDICIAL	 2553

SENTENCIA DE FECHA 3 DE SEPTIEMBRE DEL 1971.

Dios, Patria y Libertad.
República Dominicana.

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Fernando E
Ravelo, de la Fuente, Primer Sustituto en Funciones de
Presidente; Manuel D. Bergés Chupani, Manuel A. Amia-
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Juan Bautista Rojas Almánzar y Santiago Osvaldo Rojo
Carbuccia, asistidos del Secretario General, en la Sala don
de celebra sus audiencias, en la ciudad de Santo Domingo
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año 1971, años 128' de la Independencia y 109' de la Res-
tauración, dicta en audiencia pública, como corte de casa-
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Juan B. Mejía, dominicano, mayor de edad, casado, domi-
ciliado en la casa No. 23 de la calle Benito Monción, de e-
ta ciudad, cédula 4521, serie 1, contra la sentencia dictada
por el Tribunal Superior de Tierras el día 26 de Agosto
de 1970, cuyo dispositivo se copia más adelante;

Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol;
Oído al Lic. Juan B. Mejía, en la lectura de sus con-

clusiones como abogado de sí mismo;

Oído al Dr. Hipólito Peguero Asencio, cédula 1840,
serie 1, en la lectura de sus conclusiones, como abogado de
la recurrida que es Alejandrina Pérez Balbuena, domini-
cana, mayor de edad, domiciliada en esta ciudad, cédula
No. 1, serie 68;

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General
de la República;

Visto el memorial de casación de fecha 23 de octubre
firmado por el propio recurrente como abogado de sí mis-
mo, y depositado en la Secretaría de la Suprema Corte de
Justicia ese mismo día;

Visto el memorial de defensa de la recurrida suscrito
por su abogado;

Visto el escrito de ampliación del recurrente;
La Suprema Corte de Justicia después de haber deli-

berado y vistos los artículos 1351 del Código Civil, 7, 143
y 205 de la Ley de Registro de Tierras y 1 y 65 de la Ley
sobre Procedimiento de Casación;

Considerando que en la sentencia impugnada y en los
documentos a que ella se refiere, consta: a) que por la De-
cisión No. 3 dictada por el Tribunal Superior de Tierras DI
día 7 de noviembre de 1969, se ordenó al Registrador de
Títulos del Departamento de San Cristóbal hacer constar
al pie del certificado de Título que ampara la Parcela No.
22 Reformada del Distrito Catastral No. 7 del Municipio
de San Cristóbal, "que el Lic. Juan E. Mejía es propieta-
rio dentro de esta parcela de una porción de 196 Has., 51
As., 81 Cas., o sea, 3,624.97 tareas, j sus mejoras, por ha-
berle sido restituída por sentencia dictada en fecha 21 do
Abril de 1967, por la Corte de Apelación de Santiago, en
funciones de Tribunal de Confiscaciones'; b) que por ins-
tancia del 28 de noviembre de 1969, Alejandrina Pérez
Balbuena solicitó al Tribunal Superior de Tierras lo si-
guiente: 'Por tanto, la señora Alejandrina Pérez Balbuenn,
considera se ha incurrido en un en/ or, y por medio de la

presente instancia, se dirige al Honorable Tribunal Supe-

Sentencia impugnada: Tribunal Superior de Tierras de fecha 213

de agosto de 1970.

Materi a: Tierras.

Recurrentes: Lic. Juan B. Mejía.

Abogado: Lic. Juan B. Mejía.
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ríor de Tierras, con fines de que dicho error sea corregido
en el sentido de que el área de terreno que le fue compra-
da al Lic. Juan B. Mejía, ha sido el de: 3092.79 tareas y no
3624.97 tareas, como dice la sentencia dictada por el Tri-
bunal Superior de Tierras, de fecha 7 de Noviembre dol
año 1969'; c) que después de discutida contradictoriamente
la indicada revisión por causa de error material, el Tribu-
nal Superior de Tierras dictó la sentencia ahora impugna-
da, cuyo dispositivo es el siguiente: "FALLA: 1 9: Se de-
clara, la competencia de este Tribunal Superior para cono-
cer de la instancia de fecha 28 de Noviembre de 1969, del
Dr. Hipólito Peguero Asencio, a nombre y en representa-
ción de la señora Alejandrina Pérez Balbuena, interponien-
do un recurso de revisión por causa de error material.-
2° Se acoge, en parte, y se rechaza, en parte, la instancia
de fecha 28 de Noviembre de 1969, en solicitud de correc-
ción de error material interpuesto por el Dr. Hipólito Pe-
guero Asencio, a nombre y en representación de la señora
Alejandrina Pérez Balbuena, en relación con la Parcela
No. 22— Reformada del Distrito Catastral No. 12 del Mu-
nicipio de San Cristóbal.— 3 Q Se Ordena, la corrección del
error material existente en la Decisión No. 3 dictada por
el Tribunal Superior de Tierras, en fecha 7 de Noviembre
de 1969, cometido al hacer figurar la equivalencia de la
porción de 196 Has., 51 As., 81 Cas.. restituída al Lic.
Juan B. Mejía, la cual es igual a 3,124 tareas 97.2 varas y
y no 3,624 tareas 97 varas, como erróneamente expresa la
aludida decisión.— 4° Se ordena, al Registrador de Títulos
del Departamento de San Cristóbal, hacer constar al pie
del certificado de título que ampara la Parcela No. 22-Re-
formada del Distrito Catastral No. 12 del Municipio de
San Cristóbal, que la equivalencia de 196 Has., 51 As., 81.
Cas., propiedad del Lic. Juan B. Mejía, de conformidad
con la Decisión No. 3 dictada por el Tribunal Superior de
Tierras, en fecha 7 de Noviembre de 1969, es igual a 3,124
tareas, 97.2 varas, en vez de 3,624 tareas 97 varas, como
erróneamente se hizo figurar en dicha sentencia";
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Considerand o que el recurrente invoca en su memo
rial de casación, los siguientes medies: Primer Medio: Vio-
lación al derecho de defensa.— Segundo Medio: Violación
del Art. 143 de la Ley de Registro de Tierras y Contradic-
ción de los motivos con el dispositivo.— Tercer Medio:
Violación del Art. 1351 del Código Civil sobre la autoridad
de la cosa juzgada.— Cuarto Medio: Violación a la regla
sobre la competencia.— Quinto Medio: Falta de base legal
e insuficiencia de motivos;

Considerando que en sus medios de casación, segundo
y cuarto, reunidos, el recurrente alega en síntesis lo si-
guiente: a) que el Tribunal Super i or de Tierras no puede
aumentar su sentencia del 7 de noviembre de 1969 que con.
tiene copiado una parte del dispositivo de la sentencia de!
Tribunal de Confiscaciones de fecha 21 de Abril de 1967,
cuyo ciispbsitivo resulta estar errado, porque fue cometido
por un tribunal que no corresponde a su misma jurisdic-
ción, ya que copiar un dispositivo o parte de un dispositi-
vo que contiene un error, tal como está, no es cometer un
error, luego quien no comete un error no tiene que corre-
gir ese error; b) que.- el Tribunal de Tierras era incompe-
tente ratione materias para conocer y enmendar una sen-
tencia dictada por la Corte de Apelación de Santiago, en
funciones de Tribunal de Confiscaciones, pues los Arts. 7

y siguientes de la Ley de Tierras señalan los asuntos que
serán de la competencia del Tribunal de Tierras y en ellas
no se señala que ese Tribunal pueda enmendar o corregir
un error material deslizado en una sentencia del Tribunal

fte Confiscaciones, el cual tiene una competencia muy ex-
cepcional; pero,

Considerando que cuando el Tribunal de Tierras or-
dena la transferencia de un derecho de propiedad, en baso
a un documento entre partes, o en bese a una sentencia de
otro Tribunal, si en tales documentos se ha deslizado un
error material en el área del derecho transferido, que ha
dado a su vez lugar al mismo erro r material al registrarse
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rior de Tierras, con fines de que dicho error sea corregido
en el sentido de que el área de terreno que le fue compra-
da al Lic. Juan B. Mejía, ha sido el de: 3092.79 tareas y no
3624.97 tareas, como dice la sentencia dictada por el Tri-
bunal Superior de Tierras, de fecha 7 de Noviembre del
año 1969'; c) que después de discutida contradictoriamente
la indicada revisión por causa de error material, el Tribu-
nal Superior de Tierras dictó la sentencia ahora impugna-
da, cuyo dispositivo es el siguiente: "FALLA: 1 9 : Se de-
clara, la competencia de este Tribunal Superior para cono-
cer de la instancia de fecha 28 de Noviembre de 1969, del
Dr. Hipólito Peguero Asencio, a nombre y en representa-
ción de la señora Alejandrina Pérez Balbuena, interponien-
do un recurso de revisión por causa de error material.-
29 Se acoge, en parte, y se rechaza, en parte, la instancia
de fecha 28 de Noviembre de 1969, en solicitud de correc-
ción de error material interpuesto por el Dr. Hipólito Pe-
guero Asencio, a nombre y en representación de la señora
Alejandrina Pérez Balbuena, en relación con la Parcela
No. 22— Reformada del Distrito Catastral No. 12 del Mu-
nicipio de San Cristóbal.— 3 9 Se Oroena, la corrección del
error material existente en la Decisión No. 3 dictada por
el Tribunal Superior de Tierras, en fecha 7 de Noviembre
de 1969, cometido al hacer figurar ja equivalencia de la
porción de 196 Has., 51 As., 81 Cas.. restituída al Lic.
Juan B. Mejía, la cual es igual a 3,124 tareas 97.2 varas y
y no 3,624 tareas 97 varas, como erróneamente expresa la
aludida decisión.— 4 9 Se ordena, al Registrador de Títulos
del Departamento de San Cristóbal, hacer constar al pie
del certificado de título que ampara la Parcela No. 22-Re-
formada del Distrito Catastral No. 12 del Municipio de
San Cristóbal, que la equivalencia de 196 Has., 51 As., 81
Cas., propiedad del Lic. Juan B. Mejía, de conformidad
con la Decisión No. 3 dictada por el Tribunal Superior de
Tierras, en fecha 7 de Noviembre de 1969, es igual a 3,124
tareas, 97.2 varas, en vez de 3,624 tareas 97 varas, como
erróneamente se hizo figurar en dicha sentencia";
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Considerand o que el recurrente invoca en su memo-
rial de casación, los siguientes medies: Primer Medio: Vio-
lación al derecho de defensa.— Segundo Medio: Violaciói:
del Art. 143 de la Ley de Registro de Tierras y Contradic-
ción de los motivos con el dispositivo.— Tercer Medio:
Violación del Art. 1351 del Código Civil sobre la autoridad
de la cosa juzgada.— Cuarto Medio: Violación a la regla
sobre la competencia.— Quinto Medio: Falta de base legal
e insuficiencia de motivos;

Considerando que en sus medios de casación, segundo
y cuarto, reunidos, el recurrente alega en síntesis lo si-
guiente: a) que el Tribunal Super i or de Tierras no puede
aumentar su sentencia del 7 de noviembre de 1969 que con•
tiene copiado una parte del dispositivo de la sentencia de!
Tribunal de Confiscaciones de fecha 21 de Abril de 1967,
cuyo ciispbsitivo resulta estar errado, porque fue cometido
por un tribunal que no corresponde a su misma jurisdic-
ción, ya que copiar un dispositivo o parte de un dispositi-
vo que contiene un error, tal como está, no es cometer un
error, luego quien no comete un error no tiene que corre-
gir ese error; b) que el Tribunal de Tierras era incompe-
tente ra.tione materias para conocer y enmendar una sen-
tencia dictada por la Corte de Apelación de Santiago, en
funciones de Tribunal de Confiscaciones, pues los Arts. 7
y siguientes de la Ley de Tierras señalan los asuntos que
serán de la competencia del Tribunal de Tierras y en ellas
no se señala que ese Tribunal pueda enmendar o corregir
un error material deslizado en una sentencia del Tribunal

Confiscaciones, el cual tiene una competencia muy ex-
cepcional; pero,

Considerando que cuando el Tribunal de Tierras or-
dena la transferencia de un derecho de propiedad, en base
a un documento entre partes, o en base a una sentencia de
otro Tribunal, si en tales documentos se ha deslizado un
error material en el área del derecho transferido, que ha
dado a su vez lugar al mismo error material al registrarse
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el derecho, es incuestionable que el único tribunal compe.
tente para corregir dicho error es el Tribunal de Tierras
pues la enmienda va a reflejarse necesariamente en el Cer.
tificado de Título; competencia que resulta de los Arts. 7
143 y 205 de la Ley de Registro de Tierras; que por tanto
los medios propuestos carecen de fundamento y deben sei
desestimados; •

Considerando que en sus medios primero, tercero y
quinto, reunidos, el recurrente ale ga en síntesis: a) que en
la sentencia impugnada se ha lesionado su derecho de de•
fensa y se ha incurrido en el vicio de falta de base legal
pues el Tribunal a-quo no ponderó el acto de venta del 14
de enero de 1970 intervenido entre el recurrente y el Lic.
Manfredo Moore sobre la Parcela No. 22 Reformada dei
Distrito Catastral No. 12 de San Crist .Sbal, toda vez que ese
documento era decisivo pera la solución del caso; que c5
Tribunal decidió el asunto basado en la sentencia del mis.
mo Tribunal de fecha 20 de agosto de 1938, sentencia que
no fue sometida por las partes ni pudo ser discutida con-
tradictoriamente por el recurrente, especialmente cuando
en esa sentencia se hace constar "la forma confusa en que
fue adjudicada en el saneamiento la Parcela No. 23"; que,
tampoco se pondera en la sentencia impugnada la afirma
ción que se hace de que la recurrida compró a Mejía
3,092.79 tareas y a la Viuda Camarera 903.50 tareas, y tan-
to el Tribunal de Confiscaciones como el de Tierras "com-
prueban que el Lic. Juan B. Mejía vendió la cantidad dr--,
3,124.50 tareas, lo que sólo podrá ser determinado por un
Agrimensor designado y mediante la celebración de
nuevo juicio, donde tenga oportunidad el recurrente de
establecer la cantidad de tareas que le corresponden; b'
que la sentencia del 7 de noviembre de 1969 del Tribunal
Superior de Tierras es una sentencia que tiene la autori-
dad de la cosa juzgada desde el día 10 de agosto de 1970.
cuando la Suprema Corte de Justicia rechazó el recurso
de casación que contra ella interpuso la señora Pérez; que
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la cosa juzgada tiene la fuerza de una presunción legal
contra la cual no se admite ninguna prueba y su funda-
mento deniega la acción judicial para alterar ese princi-
pio; c) la sentencia impugnada carece de base legal pues.
no permite a la Suprema Corte de Justicia reconocer por
qué prefirió atenerse al error materia ! en vez de hacer una
investigación más exhaustiva y más profunda como sería

disponer que la Dirección de Mensura Catastral designe un
Agrimensor para que éste determine la verdadera exten-
sión de la Parcela de que se trata; que el tribunal a-quo se
refiere a equivalencias de las áreas catastrales, para de-
terminar una extensión que no está en su capacidad deter-
minar; que ese asunto de las equivalencias no fue materia
de debates lo que corresponde a la Dirección General de
Mensura Catastral; pero,

Considerando que el examen de la sentencia impugna-
da pone de manifiesto que el Tribunal de Tierras para ad-
mitir que en la especie existía un error material en lo re-
lativo a la extensión de la Parcela de Mejía, expuso en
síntesis, en la sentencia impugnada, lo siguiente: "que al
examinar la Decisión No. 3 dictada por el Tribunal Supe-
rior de Tierras, en fecha 7 de Noviembre de 1969, este Tri-
bunal ha podido advertir que tanto en esta decisión corno
en la sentencia de la Corte de Apelación de Santiago co-
mo Tribunal de Confiscaciones de fecha 21 de Abril de
1967, se cometió un error material al hacer figurar la equi-
valencia de la porción de 196 Has , 51 As., 81 Cas., resti-
tuída al Lic. Juan B. Mejía, a unidades agrarias, porque
dicha extensión de terreno equivale a 3.124 tareas. 97.2
varas, y no 3,624 tareas 97 varas, como erradamente se ha
hecho figurar en las referidas sentencias; que este Tribu-
nal considera procedente corregir el error material com,-,-
tido en su Decisión No. 3 de fecha 7 de Noviembre de 1969
que por éstas y las demás razones expuestas procede: al
acoger en parte la instancia en solicitud de corrección de
error material interpuesta; b) ordenar la corrección del
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el derecho, es incuestionable que el único tribunal compe.
tente para corregir dicho error es el Tribunal de Tierras
pues la enmienda va a reflejarse necesariamente en el Cer•
tificado de Título; competencia que resulta de los Arts. 7.
143 y 205 de la Ley de Registro de Tierras; que por tanto
los medios propuestos carecen de fundamento y deben ser
desestimados;

Considerando que en sus medic-; primero, tercero ,'
quinto, reunidos, el recurrente alega en síntesis: a) que en
la sentencia impugnada se ha lesionado su derecho de de•
fensa y se ha incurrido en el vicio de falta de base legal
pues el Tribunal a-quo no ponderó el acto de venta del 14
de enero de 1970 intervenido entre el recurrente y el Lic.
Manfredo Moore sobre la Parcela No. 22 Reformada de.,
Distrito Catastral No. 12 de San Cristóbal, toda vez que ese
documento era decisivo para la solución del caso; que el
Tribunal decidió el asunto basado en la sentencia del mis-
mo Tribunal de fecha 20 de agosto de 1938, sentencia que
no fue sometida por las partes ni pudo ser discutida con-
tradictoriamente por el recurrente, especialmente cuando
en esa sentencia se luce constar "la forma confusa en que
fue adjudicada en el saneamiento la Parcela No. 23"; que,
tampoco se pondera en la sentencia impugnada la afirma
ción que se hace de que la recurr'da compró a Mejía ;
3,092.79 tareas y a la Viuda Camarera 903.50 tareas, y tan-
to el Tribunal de Confiscaciones como el de Tierras "com-
prueban que el Lic. Juan B. Mejía vendió la cantidad de
3,124.59 tareas, lo que sólo podrá ser determinado por un
Agrimensor designado y mediante le celebración de tei
nuevo juicio, donde tenga oportunidad el recurrente de
establecer la cantidad de tareas que le corresponden; b'
que la sentencia del 7 de noviembre de 1969 del Tribunal
Superior de Tierras es una sentencia que tiene la autori-
dad de la cosa juzgada desde el día 10 de agosto de 1970.
cuando la Suprema Corte de Justicia rechazó el recurso
de casación que contra ella interpuso la señora Pérez; que
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la cosa juzgada tiene la fuerza de una presunción legal
contra la cual no se admite ninguna prueba y su funda-
mento deniega la acción judicial para alterar ese princi-

pio; c) la sentencia impugnada carece de base legal pues
no permite a la Suprema Corte de Justicia reconocer por
qué prefirió atenerse al error materia ! en vez de hacer una
investigación más exhaustiva y más profunda como sería
disponer que la Dirección de Mensura Catastral designe un
Agrimensor para que éste determine la verdadera exten-
sión de la Parcela de que se trata; que el tribunal a-quo se
refiere a equivalencias de las áreas catastrales, para de-
terminar una extensión que no está en su capacidad deter-
minar; que ese asunto de las equivalencias no fue materia
de debates lo que corresponde a la Dirección General de
Mensura Catastral; pero,

Considerando que el examen de la sentencia impugna-
da pone de manifiesto que el Tribunal de Tierras para ad-
mitir que en la especie existía un error material en lo re-
lativo a la extensión de la Parcela de Mejía, expuso en
síntesis, en la sentencia impugnada, lo siguiente: "que al
examinar la Decisión No. 3 dictada por el Tribunal Supe-
rior de Tierras, en fecha 7 de Noviembre de 1969, este Tri-
bunal ha podido advertir que tanto en esta decisión como
en la sentencia de la Corte de Apelación de Santiago co-
mo Tribunal de Confiscaciones de fecha 21 de Abril de
1967. se cometió un error material al hacer figurar la equi-
valencia de. la porción de 196 Has , 51 As., 81 Cas., resti-
tuída al Lic. Juan B. Mejía, a unidades agrarias, porque
dicha extensión de terreno equivale a 3.124 tareas, 97.2
varas, y no 3,624 tareas 97 varas, como erradamente se ha
hecho figurar en las referidas sentencias; que este Tribu-
nal considera procedente corregir el error material com,,-
tido en su Decisión No. 3 de fecha 7 de Noviembre de 1969.
que por éstas y las demás razones expuestas procede: al
acoger en parte la instancia en solicitud de corrección de
error material interpuesta; b) ordenar la corrección del
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error material señalado; y e) ordenar al Registrador de Tí-
tulos del Departamento de San Cristóbal, hacer constar al
pie del certificado de título que ampara la Parcela No. 22-
Reformada, que la equivalencia de la porción de 196 Has.
51 As., 81 Cas., propiedad del Lic Juan B. Mejía, es de
3,124 tareas, 97.2 varas y no de 3,624.97 tareas, como erra-
damente se hizo figurar en dicho certificado de título, de
acuerdo con la Decisión No. 3 del Tribunal Superior de
Tierras de fecha 7 de Noviembre de 1969";

Considerando que como se advi erte, el Tribunal de
Tierras ponderó los documentos originales en virtud de los
cuales Mejía vendió a la señora Pérez y examinaron las
sentencias que se dictaron en relación con el asunto, y pu-
dieron, dentro de sus facultades soberanas en esa materia
realizar los cálculos de equivalencia en las medidas agra-
rias, como lo hicieron; que el hecho '.e que el error mate-
rial de que se trata figurara en el dispositivo de una sen-
tencia definitiva del Tribunal de Confiscaciones no signi-
fica que el Tribunal de Tierras no pudiese enmendar ese
error a fin de que la restitución ordenada por la senten-
cia del Tribunal de Confiscaciones se opere en el registro
de Títulos, dentro de la extensión Que verdaderamente
corresponde, y con su equivalencia correcta, situación que
no implica violación al principio de la autoridad de la co-
sa juzgada, pues, según lo ha entendido el tribunal del
fondo, se trata de un simple error material en los cálculos
de las equivalencias en las medidas agrarias, que, por otra
parte, la sentencia impugnada contiene motivos de hecha
y de derecho suficientes y pertinentes que justifican su dis-
positivo y han permitido a esta Suprema Corte de Justicia
verificar que en la especie se ha hecho una correcta apli-
cación de la ley; que, por consiguiente el Tribunal n-quo
al fallar de ese modo, no incurrió er, los vicios y violacio-
nes denunciados en los medios que se examinan, los cua-
les carecen de fundamento y deben ser desestimados;

Por tales motivos, Primero: Rechaza el recurso de ca-
sación interpuesto por el Lic. Juan B. Mejía, contra la sen-
tencia dictada el 26 de Agosto de 1970. por el Tribunal Su-
perior de Tierras en relación con la Parcela No. 22 Refor-
mada del Distrito Catastral No. 12 del Municipio de San
Cristóba l , cuyo dispositivo se ha copiado en parte anterior
del presente fallo; y Segundo: Condena al recurrente al
pago de las costas, ordenándose la distracción de ellas en
provecho del Dr. Hipólito Peguero Asencio, abogado de la
recurrida quien afirma haberlas avanzado en su mayor
parte.

(Firmados).— Fernando E. Ravelo de la Fuente.— Ma-
nuel D. Bergés Chupani.— Manuel A. Arniama.— Fran-
cisco Elpidio Beras.— Joaquín M. Alvarez Perelló.— Juan
Bautista Rojas Almánzar.— Santiago Osvaldo Rojo Car-
buccia.— Ernesto Curiel hijo, Secretario General.

La presente sentencia ha sida dada y firmada por los
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la
audiencia pública, del día, mes y año en él expresados y
fue firmada, leída y publicada por mí Secretario General
que certifico.—(Fdo.) Ernesto Curiel hijo.
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error material señalado; y c) ordenar al Registrador de Ti..
tulos del Departamento de San Cristóbal, hacer constar al
pie del certificado de título que ampara la Parcela No. 22-
Reformada, que la equivalencia de la porción de 196 Has.
51 As., 81 Cas., propiedad del Lie Juan B. Mejía, es de
3,124 tareas, 97.2 varas y no de 3,624.97 tareas, como erra-
damente se hizo figurar en dicho certificado de título, de
acuerdo con la Decis1ón No. 3 del Tribunal Superior de
Tierras de fecha 7 de Noviembre de 1969";

Considerando que como se advi erte, el Tribunal de
Tierras ponderó los documentos originales en virtud de los
cuales Mejía vendió a la señora Pérez y examinaron las
sentencias que se dictaron en relación con el asunto, y pu-
dieron, dentro de sus facultades soberanas en esa materia
realizar los cálculos de equivalencia en las medidas agra-
rias, como lo hicieron; que el hecho de que el error mate-
rial de que se trata figurara en el dispositivo de una sen-
tencia definitiva del Tribunal de Confiscaciones no signi-
fica que el Tribunal de Tierras no pudiese enmendar ese
error a fin de que la restitución ordenada por la senten-
cia del Tribunal de Confiscaciones se opere en el registre
de Títulos, dentro de la extensión oue verdaderamente
corresponde, y con su equivalencia correcta, situación que
no implica violación al principio de la autoridad de la co-
sa juzgada, pues, según lo ha entendido el tribunal del
fondo, se trata de un simple error material en los cálculo;
de las equivalencias en las medidas agrarias, que, Dor otra
parte, la sentencia impugnada contiene motivos de hech-3
y de derecho suficientes y pertinentes que justifican su dis-
positivo y han permitido a esta Suprema Corte de Justicia
verificar que en la especie se ha hecho una correcta apli-
cación de la ley; que, por consiguiente el Tribunal a-quo
al fallar de ese modo, no incurrió er_ los vicios y violacio-
nes denunciados en los medios que se examinan, los cua-
les carecen de fundamento y deben ser desestimados;

Por tales motivos, Primero: Rechaza el recurso de ca-

sación interpuesto por el Lic. JuanB.	
Jr

Meía, contra la sen-
tencia aictada el 26 de Agosto de 1970, po el Tribunal Su-
perior de Tierras en relación con la Parcela No. 22 Refor-
mada del Distrito Catastral No. 12 del Municipio de San

Cristóba l , cuyo dispositivo se ha copiado en parte anterior
del presente fallo; y Segundo: Condena al recurrente al
pago de las costas, ordenándose la distracción de ellas en
provecho del Dr. Hipólito Peguero Asencio, abogado de la
recurrida quien afirma haberlas avanzado en su maycr
parte.

(Firmados).— Fernando E. Ravelo de la Fuente.— Ma-
nuel D. Bergés Chupani.— Manuel A. Amiama.— Fran-
cisco Elpidio Beras.— Joaquín M. Alvarez Perelló.— Juan
Bautista Rojas Almánzar.— Santia go Osvaldo Rojo Car-
buccia.— Ernesto Curiel hijo, Secretario General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la
audiencia pública, del día, mes y año en él expresados y
fue firmada, leída y publicada por mí Secretario General
que certifico.—(Fdo.) Ernesto Curiel hijo.
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SENTENCIA DE FECHA 3 DE SEPTIEMBRE DEL 1971.

Sentencia impugnada: Cámara de Trabajo del Distrito Nacional,
de fecha 7 de diciembre de 1971.

Materia: Trabajo.

Recurrente: Sacos y Tejidos Dominicana, C. por A.
Abogado: Dr. Caonabo A. de la Rosa.

Recurrido: Guillermo García.
Abogado: Dr. Rafael F. Alburquerque.

Dios, Patria y Libertad.
República Dominicana.

En Nombre de la República,. La Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Manuel Ra-
món Ruiz Tejada, Presidente; Fernando E. Ravelo de la
Fuente. Primer Sustituto de Presidente; Eduardo Read Ba-
rreras, Segundo Sustituto de Presidente; Manuel D. Bergés
Chupani, Manuel A. Amiama, Francisco Elpidio Berar
Joaquín M. Alvarez Perelló, Juan Bautista Rojas Almán-
zar y Santiago Osvaldo Rojo Carbuccia, asistidos del Se-
cretario General, en la Sala donde celebra sus audiencias
en la ciudad de Santo Domingo de Guzmán, Distrito Na-
cional, hoy día 3 del mes de Septiembre de 1971, años 128'
de la Independencia y 109' de la Restauración, dicta en
audiencia pública, como corte de casación, la siguiente
sentencia:

Sobre el recurso de casación interpuesto por la em-
presa Sacos y Tejidos Dominicanos, C. por A. (División
Textil), sociedad comercial e industrial, con su principal
establecimiento en la calle Sabana Larga del Ensanche Los
Minas, de esta ciudad, contra la sentencia de fecha 7 del
mes de diciembre de 1970, dictada en sus atribuciones la-
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borales, por la Cámara de Trabajo del Distrito Nacional.
cuyo dispositiv o se copia más adelante;

Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol;
Oído al Dr. Caonabo A. de La Rosa, Cédula No. 45695

Serie 26, abogado de la recurrente, en la lectura de sus
conclusiones;

Oído al Dr. Rafael F. Alburquerque, cédula No
83902, serie ira., abogado del recurrido Guillermo García
cédula No. 10751, serie 23, mayor de edad, dominicano,
obrero, casado, domiciliado en la casa No. 169, calle Diez.
Ensanche Luperón de esta ciudad en la lectura de SL'.3

conclusiones;
Oído el dictamen del Magistrado Procurador General

de la República;

Visto el memorial de casación depositado en la Supre-
ma Corte de Justicia, en fecha 18 de Febrero de 1971 y el
de amnliación de fecha 14 de Junio de 1971, suscritos arr
bos por el abogado de la recurrente:

Visto el memorial de defensa de fecha 12 de abril de
1971, y el de ampliación o réplica de fecha 22 de junio de
1971, suscritos ambos por el abogado del recurrido;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber de-
liberado y vistos los artículos 78, ordinal 7 9 del Código de
Trabajo, 141 del Código de Procedimiento Civil y 1 y 65
de la Ley Sobre Procedimiento de_Casación;

Considerando que en la sentencia impugnada y en los
documentos a que ella se refiere, consta: al q ue con moti-
vo de una reclamación laboral del actual recurrido, Gui-
llermo García, contra la actual recurrente "Sacos y Teji-
dos Dominicanos C. por A.", que no pudo ser conciliada.
el Juzgado de Paz de Trabajo del Distrito Nacional, dictó
en fecha 20 de Enero de 1970, una sentencia con el si-
guiente dispositivo: "Falla: Primero: Se declara resuelta
por despido injustificado el contrato de trabajo que exis-
tió entre Guillermo García y Sacos y Tejidos Dominicanos,
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món Ruiz Tejada, Presidente; Fernando E. Ravelo de la
Fuente, Primer Sustituto de Presidente; Eduardo Read Ba-
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Joaquín M. Alvarez Perelló, Juan Bautista Rojas Almán-
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en la ciudad de Santo Domingo de Guzmán, Distrito Na-
cional, hoy día 3 del mes de Septiembre de 1971, años 128'
de la Independencia y 109' de la Restauración, dicta en
audiencia pública, como corte de casación, la siguiente
sentencia:

Sobre el recurso de casación interpuesto por la em-
presa Sacos y Tejidos Dominicanos, C. por A. (División
Textil), sociedad comercial e industrial, con su principal
establecimiento en la calle Sabana Larga del Ensanche Los
Minas, de esta ciudad, contra la sentencia de fecha 7 del
mes de diciembre de 1970, dictada en sus atribuciones la-
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borales, por la Cámara de Trabajo del Distrito Nacional.
cuyo dispositivo se copia más adelante;

Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol;
Oído al Dr. Caonabo A. de La Rosa, Cédula No. 45695.

Serie 26, abogado de la recurrente, en la lectura de sus
conclusiones;

Oído al Dr. Rafael F. Alburquerque, cédula No
83902, serie lra., abogado del recurrido Guillermo García
cédula No. 10751, serie 23, mayor de edad, dominicano,
obrero, casado, domiciliado en la casa No. 169, calle Diez.
Ensanche Luperón de esta ciudad en la lectura de Sl,',3

conclusiones;
Oído el dictamen del Magistrado Procurador General

de la República;

Visto el memorial de casación depositado en la Supre-
ma Corte de Justicia, en fecha 18 de Febrero de 1971 y el
de ampliación de fecha 14 de Junio de 1971, suscritos am-
bos por el abogado de la recurrente:

Visto el memorial de defensa de fecha 12 de abril de
1971, y el de ampliación o réplica de fecha 22 de junio de
1971, suscritos ambos por el abogado del recurrido;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber de-
liberado y vistos los artículos 78, ordinal 7 9 del Código de
Trabajo, 141 del Código de Procedimiento Civil y 1 y 65
de la Ley Sobre Procedimiento de_Casación;

Considerando que en la sentencia impugnada y en los
documentos a que ella se refiere, consta: a) q ue con moti-
vo de una reclamación laboral del actual recurrido, Gui-
llermo García, contra la actual recurrente "Sacos y Teji-
dos Dominicanos C. por A.", que no pudo ser conciliada.
el Juzgado de Paz de Trabajo del Distrito Nacional, dictó
en fecha 20 de Enero de 1970, una sentencia con el si-
guiente dispositivo: "Falla: Primero: Se declara resuelto
por despido injustificado el contrato de trabajo que exis-
tió entre Guillermo García y Sacos y Tejidos Dominicanos,

Sentencia Impugnada: Cámara de Trabajo del Distrito Nacional,

de fecha 7 de diciembre de 1971.

Materia: Trabajo.

Recurrente: Sacos y Tejidos Dominicanos , C. por A.
Abogado: Dr. Caonabo A. de la Rosa.

Recurrido: Guillermo García.

Abogado: Dr. Rafael F. Alburquerque.

Dios, Patria y Libertad.
República Dominicana.

!t
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C. por A., por culpa de esta última y con responsabilidad
para la misma; Segundo: Se condena a la parte demandada
a pagar al demandante las prestaciones siguientes: 24 días
de preaviso, 135 días de auxilio de cesantía y más los tres
meses de salario que habría devengado el trabajador desde
el día de su demanda y hasta la completa ejecución de la
sentencia definitiva que intervenga, sin que estos salarios
excedan de tres meses, de conformidad con el ordinal 3 del
Art. 84 del Código de Trabajo, todo a base de un salario de
RD$6.38 diarios; Tercero: Se condena a la empresa deman-
dada al pago de las costas y se ordena su distracción en fa-
vor del Dr. Rafael F. Alburquerque quien afirma haberlas
avanzado en su totalidad"; b) que después de ordenarse y
celebrarse una información testimonial, la Cámara de Tra-
bajo dictó sobre apelación de la actual recurrente, una
sentencia cuyo dispositivo dice así: "Falla: Primero: De-
clara regular y válido en la forma el recurso de apelación
interpuesto por Sacos y Tejidos Dominicanos C. por A.
(División Textil), contra sentencia del Juzgado de Paz de
Trabajo del Distrito Nacional, de fecha 20 de enero del
1970, dictada en favor de Guillermo García, cuyo disposi-
tivo ha sido copiado en parte anterior de esta misma sen-
tencia; Segundo: Relativamente al fondo rechaza dicho re-
curso de alzada y en consecuencia Confirma dicha senten-
cia recurrida; Tercero: Condena a la parte que sucumbe Sa-
cos y Tejidos Dominicanos C. por A., (División Textil), al
pago de las costas del procedimiento de conformidad con
los artículos 5 y 16 de la Ley No. 302 del 18 de junio del
1964, y 691 del Código de Trabajo, ordenando su distrac-
ción en favor del Dr. Rafael Alburquerque, quien afirma
haberlas avanzado en su totalidad";

Considerando, que la recurrente invoca en su memo-
rial de casación el siguiente único medio: Violación del ar-
tículo 141 del Código de Procedimiento Civil, contradic-
ción e insuficiencia de motivos; falta de base legal; des-
naturalización de los hechos.— Violación del artículo 78
del Código de Trabajo en su Ordinal 79.

Considerando que la recurrente en el desarrollo de su
medio de casación, alega en síntesis, que la Cámara a-qua

en la sentencia impugnada no da motivos suficientes para
justificar su fallo, negando además, la aplicación en el ca-
so, del ordinal 79 del artículo 78 del Código de Trabajo,
por lo que dicha sentencia, alega la recurrente, debe ser
casada;

Considerando que el Juez ha declarado en el fallo im-
pugnado no probado lo justificado del despido porque esti-
mó contradictoria la declaración del testigo Agustín de la
Cruz; limitándose a transcribir en dicho fallo varias par-
tes de esa declaración cuando hay frases que ponderadas
en todo su sentido y alcance hubieran podido conducir even-
tualmente a una solución distinta; y cuando el testigo con-
cluyó diciendo que ratificaba lo que había dicho a la em-
presa en el memorándum que le dirigió, el cual memorán-
dum se cita en el fallo impugnado ,y se afirma que en él
consta que el trabajador García había recibido instruccio-
nes "de no hacer nada sin su autorización"; aue, además,
si el testimonio no dejaba satisfecho al Juez en un sentido
o en otro, debió, haciendo uso de su papel activo, y en inte•
rés de una buena administración de justicia, ordenar cual-
quier otra medida de instrucción para esclarecer los he-
chos; que al no hacerlo así el fallo dictado no permite a
esta Suprema Corte de Justicia, al ejercer sus facultades
de control, determinar si la ley fue bien o mal aplicada,
por lo cual el fallo impugnado debe ser casado, sin necesi-
dad de ponderar los otros alegatos de la recurrente;

Considerando que cuando se casa una sentencia
falta de base legal, las costas podrán ser compensadas;

Por tales motivos, Primero: Casa la sentencia dictada
por la Cámara de Trabajo del Distrito Nacional en fecha
7 de diciembre de 1970, cuyo dispositivo se copia en parte
anterior del presente fallo, y envía dicho asunto por ante
el Juzgado de Primera Instancia del Distrito Judicial de
San Pedro de Macorís, en atribuciones de Trabajo y como

por
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C. por A., por culpa de esta última y con responsabilidad
para la misma; Segundo: Se condena a la parte demandada
a pagar al demendante las prestaciones siguientes: 24 días
de preaviso, 135 días de auxilio de cesantía y más los tres
meses de salario que habría devengado el trabajador desde
el día de su demanda y hasta la completa ejecución de la
sentencia definitiva que intervenga, sin que estos salarios
excedan de tres meses, de conformidad con el ordinal 3 del
Art. 84 del Código de Trabajo, todo a base de un salario de
RD$6.38 diarios; Tercero: Se condena a la empresa deman-
dada al pago de las costas y se ordena su distracción en fa-
vor del Dr. Rafael F. Alburquerque quien afirma haberlas
avanzado en su totalidad"; b) que después de ordenarse y
celebrarse una información testimonial, la Cámara de Tra-
bajo dictó sobre apelación de la actual recurrente, una
sentencia cuyo dispositivo dice así: "Falla: Primero: De-
clara regular y válido en la forma el recurso de apelación
interpuesto por Sacos y Tejidos Dominicanos C. por A.
(División Textil), contra sentencia del Juzgado de Paz de
Trabajo del Distrito Nacional, de fecha 20 de enero del
1970, dictada en favor de Guillermo García, cuyo disposi-
tivo ha sido copiado en parte anterior de esta misma sen-
tencia; Segundo: Relativamente al fondo rechaza dicho re-
curso de alzada y en consecuencia Confirma dicha senten-
cia recurrida; Tercero: Condena a la parte que sucumbe Sa-
cos y Tejidos Dominicanos C. por A., (División Textil), 11
pago de las costas del procedimiento de conformidad con
los artículos 5 y 16 de la Ley No. 302 del 18 de junio del
1964, y 691 del Código de Trabajo, ordenando su distrac-
ción en favor del Dr. Rafael Alburquerque, quien afirma
haberlas avanzado en su totalidad";

Considerando, que la recurrente invoca en su memo-
rial de casación el siguiente único medio: Violación del ar-
tículo 141 del Código de Procedimiento Civil, contradic-
ción e insuficiencia de motivos; falta de base legal; des-
naturalización de los hechos.— Violación del artículo 78
del Código de Trabajo en su Ordinal 79.

Considerando que la recurrente en el desarrollo de su
medio de casación, alega en síntesis, que la Cámara a-qua
en la sentencia impugnada no da motivos suficientes para
justificar su fallo, negando además, la aplicación en el ca-
so, del ordinal 7 9 del artículo 78 del Código de Trabajo,
por lo que dicha sentencia, alega la recurrente, debe ser
casada;

Considerando que el Juez ha declarado en el fallo im-
pugnado no probado lo justificado del despido porque esti-
mó contradictoria la declaración del testigo Agustín de la
Cruz; limitándose a transcribir en dicho fallo varias par-
tes de esa declaración cuando hay frases que ponderadas
en todo su sentido y alcance hubieran podido conducir even-
tualmente a una solución distinta; y cuando el testigo con-
cluyó diciendo que ratificaba lo que había dicho a la em-
presa en el memorándum que le dirigió, el cual memorán-
dum se cita en el fallo impugnado ,y se afirma que en él
consta que el trabajador García había recibido instruccio-
nes "de no hacer nada sin su autorización"; aue, además,
si el testimonio no dejaba satisfecho al Juez en un sentido
o en otro, debió, haciendo uso de su papel activo, y en inte•
rés de una buena administración de justicia, ordenar cual-
quier otra medida de instrucción para esclarecer los he-
chos; que al no hacerlo así el fallo dictado no permite a
esta Suprema Corte de Justicia, al ejercer sus facultades
de control, determinar si la ley fue bien o mal aplicada,
por lo cual el fallo impugnado debe ser casado, sin necesi-
dad de ponderar los otros alegatos de la recurrente;

Considerando que cuando se casa una sentencia por
falta de base legal, las costas podrán ser compensadas;

Por tales motivos, Primero: Casa la sentencia dictada
por la.Cámara de Trabajo del Distrito Nacional en fecha
7 de diciembre de 1970, cuyo dispositivo se copia en parte
anterior del presente fallo, y envía dicho asunto por ante
el Juzgado de Primera Instancia del Distrito Judicial de
San Pedro de Macorís, en atribuciones de Trabajo y como



jurisdicción de segundo grado; Segundo: Compensa las cos-
tas.-i

(Firmados): Manuel Ramón Ruiz Tejada.— Fernando
E. Ravelo de la Fuente.— Edurrdo Read Barreras.— Ma-
nuel D. Bergés Chupani.— Manuel A. Amiama.— Fran-
cisco Elpidio Beras.— Joaquín M. Alvarez Perelló.— Juan
Bautista Rojas Almánzar.— Santiago Osvaldo Rojo Car-
buccia.— Enrnesto Curiel hijo, Secretario General;

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la
audiencia pública del día, mes y año en él expresados, y
fue firmada, leída y publicada por mí, Secretario General,
que certifico. (Firmado): Ernesto Curiel hijo.

•

SENTENCIA DE FECHA 3 DE SEPTIEMBRE DEL 1971.

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de Barahona, de fecha

9 de abril de 1970.

Materia: Correccional.

Recurrente: Compañía Nacional de Seguros Pepín, S. A.

Abogado: Dr. J. O. Viñas Bonnelly.

interviniente: Alejandrina Pérez José.

Abogados: Dres. M. A. Báez Brito y Raymundo Cuevas Sena.

Dios, Patria y Libertad.
República Dominicana.

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Manuel Ra-
món Ruiz Tejada, Presidente; Fernando E. Ravelo de la
Fuente, Primer Sustituto de Presidente; Manuel D. Bergés
Chupani, Manuel A. Amiama, Francisco Elpidio Beras,
Joaquín M. Alvarez Perelló, Juan Bautista Rojas Almán-
zar y Santiago Osvaldo Rojo Carbuccia, asistidos del Secre-
tario General, en la Sala donde celebra sus audiencias, en
la ciudad de Santo Domingo de Guzmán. Distrito Nacional,
hoy día 3 de septiembre del año 1971, años 128' de la In-
dependencia y 109' de la Restauración, dicta en audiencia
pública, como corte de casación, la siguiente sentencia:

Sobre el recurso de casación interpuesto por la Com-
pañía Nacional de Seguros "Seguros Pepín", S. A., con su
domicilio en la calle Palo Hincado esquina Mercedes, de
esta ciudad, contra la sentencia dictada en sus atribucio-
nes correccionales en fecha 9 de abril de 1970, por la Cor-
te de Apelación de Barahona, cuyo dispostivo figura más
adelante;
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Joaquín M. Alvarez Perelló, Juan Bautista Rojas Almán-
zar y Santiago Osvaldo Rojo Carbuccia, asistidos del Secre-
tario General, en la Sala donde celebra sus audiencias, en
la ciudad de Santo Domingo de Guzmán, Distrito Nacional,
hoy día 3 de septiembre del año 1971, años 128' de la In-
dependencia y 109' de la Restauración, dicta en audiencia
pública, como corte de casación, la siguiente sentencia:

Sobre el recurso de casación interpuesto por la Com-
pañía Nacional de Seguros "Seguros .Pepín", S. A., con su
domicilio en la calle Palo Hincado esquina Mercedes, de
esta ciudad, contra la sentencia dictada en sus atribucio-
nes correccionales en fecha 9 de abril de 1970, por la Cor-
te de Apelación de Barahona, cuyo dispostivo figura más
adelante;
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Oído al alguacil de turno en la lectura del rol;
Oído al Dr. M. A. Báez Brito, cédula No. 31853, serie

26, por sí, y por el Dr. Raymundo Cuevas Sena, cédula No.
274, serie 78, abogados de la interviniente, en la lectura
de sus conclusiones; interviniente que es Alejandrina Pé-
rez José, dominicana, mayor de edad, domiciliada en Jima-
ní, Provincia Independencia, cédula No. 4053, serie 22;

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General
de la República;

Vista el acta de casación levantada en la Secretaría de
la Corte a-qua en fecha 15 de mayo de 1970, a requerimien-
to del Dr. Carlos Alberto Castillo, cédula No. 5992, serie
18, en nombre de la Compañía recurrente;

Visto el escrito de la recurrente, de fecha 14 de mayo
de 1971. suscrito por el Dr. J. O. Viñas Bonnelly, en el cual
propone contra la sentencia impugnada los medios que se
indican más adelante;

Visto el memorial de la interviniente, de fecha 14 de
mayo de 1971, suscrito por sus abogados, y su ampliación
de fecha 17 de mayo de 1971;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los textos legales invocados por la recu-
rrente, que se mencionan más adelante, y los artículos 1 y
65 de la Ley sobre Procedimiento de Casación;

Considerando que en la sentencia impugnada y en los
documentos a que ella se refiere, consta lo siguiente: a
que con motivo de un accidente automovilístico en el cual
resultó lesionada la actual interviniente, el Juzgado de
Primera Instancia del Distrito Judicial de Independencia
dictó en fecha 31 de enero de 1969, una sentencia cuyo dis-
positivo dice así: "FALLA: PRIMERO: Que debe Pronun-
ciar y Pronuncia, el defecto contra el nacional norteame-
ricano Linton Elwijn Maccutecheon, por no haber compa-
recido a la audiencia celebrada por este Tribunal en fecha
16 de los corrientes, no obstante haber sido legalmente ci-

tacto; SEGUNDO: Declarar y Declara, regular y válida en
cuanto a la forma y el fondo, la constitución en parte ci-
vil hecha por la señora Alejandrina Pérez José, quien tie-
ne como abogado constituído al Doctor Raymundo Cuevas,
por haber sido realizada de acuerdo con los preceptos le-
gales; TERCERO: Declarar y Declara, al nacional Norte-
americano Linton Elwin Maccutecheon, de generales anota-
das, culpable del delito de violación a las disposiciones de
la Ley No. 241 sobre Tránsito de Vehículos en perjuicio de
la señora Alejandrina Pérez José, parte civil constituida,
que se le imputa, y en consecuencia lo condena a sufrir h
pena de Seis Meses de Prisión Correccional y a pagar Tres-
cientos Pesos Oro (RDS300.00) de multa; CUARTO: Con-
denar y Condena, al nacional norteamericano Linton Elwin
Maccutecheon, a pagar una indemnización de Dos Mil Qui-
nientos Pesos Oro (RDS2,500.00), deducible de la manera
que se detalla a continuación: Cien Pesos Oro (RD$100.00)
a favor del Magistrado Procurador Fiscal de este Distrito
Judicial, para cubrir los gastos realizados por este Magis-
trado; Cuatrocientos Ochenta Pesos (RDS480.00) a favor
del Estado Dominicano para cubrir el total de la multa im-
puesta y el tiempo de la prisión aplicada y Un Mil Nove-
cientos veinte pesos oro (RD$1,920.00) a favor de la seño-
ra Alejandrina Pérez José, parte civil constituida, como
justa reparación de los daños morales y materiales ocasio-
nádoles por el desarrollo de la infracción delictuosa con-
sumada por el nacional norteamericano Elwin Maccute-
cheon; QUINTO: Declarar y Declara, vencida la fianza de
$3,500.00 (Tres Mil Quinientos Pesos), fijada por este Tri-
bunal para la obtención de la Libertad Provisional del na-
cional norteamericano Linton Elwin Maccutecheon, me-
diante ordenanza administrativa No. 2 de fecha 2 del mes
de febrero del pasado año 1968; SEXTO: Declarar y De-
clara, la presente sentencia, oponible a la Compañía de Se-
guros Pepín, S. A., instalada en Santo Domingo, Dis-
trito Nacional, en su calidad de Compañía Fiadora de la
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resultó lesionada la actual interviniente, el Juzgado de
Primera Instancia del Distrito Judicial de Independencia
dictó en fecha 31 de enero de 1969, una sentencia cuyo dis-
positivo dice así: "FALLA: PRIMERO: Que debe Pronun-
ciar y Pronuncia, el defecto contra el nacional norteame-
ricano Linton Elwijn Maccutecheon, por no haber compa-
recido a la audiencia celebrada por este Tribunal en fecha
16 de los corrientes, no obstante haber sido legalmente ci-

tado; SEGUNDO: Declarar y Declara, regular y válida en
cuanto a la forma y el fondo, la constitución en parte ci-
vil hecha por la señora Alejandrina Pérez José, quien tie-
ne como abogado constituido al Doctor Raymundo Cuevas,
por haber sido realizada de acuerdo con los preceptos le-
gales; TERCERO: Declarar y Declara, al nacional Norte-
americano Linton Elwin Maccutecheon, de generales anota-
das, culpable del delito de violación a las disposiciones de
la Ley No. 241 sobre Tránsito de Vehículos en perjuicio de
la señora Alejandrina Pérez José, parte civil constituida,
que se le imputa, y en consecuencia lo condena a sufrir h
pena de Seis Meses de Prisión Correccional y a pagar Tres-
cientos Pesos Oro (RDS300.00) de multa; CUARTO: Con-
denar y Condena, al nacional norteamericano Linton Elwin
Maccutecheon, a pagar una indemnización de Dos Mil Qui-
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fianza aportada por el nacional norteamericano Linton
Maccutecheon; y SEPTIMO: Condenar y Condena,

además al prevenido Linton Elwin Maccutecheon, al pago
de las costas penales y civiles con distracción de estas úl-
timas, en provecho del Dr. Raymundo Cuevas, abogado,
quien afirma haberlas avanzado en su mayor parte"; b)
que sobre apelación de la Compañía ahora recurrente, in-
tervino la sentencia ahora impugnada en casación ,cuyo
dispositivo dice así: FALLA: PRIMERO: Declarar regular
y válido en la forma el recurso de apelación interpuesto
por el Doctor Carlos Alberto Castillo, a nombre de la Com-
pañía de Seguros, Seguros Pepín, S. A. en fecha 12 del
mes de febrero del año 1969, contra la sentencia correccio-
nal dictada por el Juzgado de Primera Instancia del Dis-
trito Judicial de Independencia en fecha 31 del mes de ene-
ro del año 1969, cuyo dispositivo figura en otra parte del
presente fallo; SEGUNDO: Pronuncia, el defecto del pre-
venido Linton Elwin Maccutecheon, por no haber compa-
recido no obstante haber sido legalmente citado; TERCE-
RO: Revoca el ordinal Cuarto del fallo recurrido, en cuan-
to ordena la distracción de la indemnización pronunciada
en la primera parte de dicho ordinal, y en consecuencia,
dispone que dicha distribución sea hecha por acto separa-
do y a cargo de la fianza otorgada al prevenido por la Com-
pañía Seguros "Seguros Pepín S. A." mediante el Contra-
to , de Garantía Judicial número 0308-67 de fecha dos (2)
de febrero de 1968, cuyo vencimiento fue declarado por la
misma sentencia; previa formulación de los estados corres-
pondientes, según establece el artículo 11 de la Ley sobre
Libertad Provisional Bajo Fianza; CUARTO: Revoca el or-
dinal sexto de dicha sentencia, por improcedente; QUIN-
TO: Confirma la sentencia en los demás aspectos apelados;
SEXTO: Condenar a la Compañía de Seguros "Seguros Pe-
pín S. A." al pago de las costas civiles del presente recur-
so, ordenando la distracción de las mismas en provecho de
los Dctores Raymundo Cuevas y M. A. Báez Brito, quienes
afirman haberlas avanzado en su totalidad";

Considerando que la compañía recurrente propone
contra la sentencia impugnada los siguientes medios: Pri-
mer Medio: Violación al precepto constitucional de nadie
poder ser juzgado sin previamente ser citado (art. ocho);
Segundo Medio: Violación, por inobservancia, del art. 10,
de la ley sobre Libertad Provisional Bajo Fianza y viola-
ción del art. 10, por inaplicación, de la Ley No. 4117, so-
bre Seguro Obligatorio. Violación al derecho de Defensa;
Tercer Medio: Errónea interpretación del art. 184 del códi-
go de instrucción criminal y falsa aplicación del mismo;

Considerando que en el primer medio de su memorial,
la compañía sostiene que la sentencia debe ser casada a)
porque la Corte a-qua en la audiencia que precedió a la
última dictó una sentencia de reenvío para q ue se citara
al prevenido afianzado y a pesar de esto la audiencia así
fijada se celebró sin haberse citado al prevenido afianza-
do; b) porque la sentencia de primera instancia nunca fue
notificada al prevenido; pero,

Considerando que la sentencia de reenvío a que se
refiere la recurrente dice así: "En fecha siete (7) del mes
de noviembre del año mil novecientos sesenta y nueve
(1969) este tribunal (la Corte) dictó un fallo con el siguien-
te dispositivo: Primero: Reenvía el conocimiento de la pre-
sente causa para la audiencia que celebrará esta Corte el
día 22 del mes de diciembre del presente año 1969, a las
nueve horas de la mañana, a fin de dar a la compañía Se-
guros Pepín S. A. la oportunidad solicitada por dicha par-
te recurrente de presentar en la nueva audiencia, para los
fines legales correspondientes, a su afianzado Linton
Edwin Maccutecheon; Segundo: Reserva las costas"; que
la simple lectura de ese dispositivo, así como los motivos
que se dan en la sentencia impugnada, ponen de manifies-
to que lo que dispuso en él la Corte a-qua fue dar a la
Compañía ahora recurrente la oportunidad de presentar al
prevenido a quien había afianzado y que, por tanto, si el
prevenido no se presentó fue por negligencia de dicho pre-
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venido o de la Compañía, y no por falta de citación que en
cuanto al prevenido no era de rigor en el caso; que el de-
recho de defensa de la Compañía en lo relativo a la fianza
quedó satisfecho con el reenvío que se le concedió para
que presentara al afianzado, lo que no hizo; que, por tan-
to, el primer aspecto del primer medio carece de funda-
mento y debe ser desestimado; b) que el otro aspecto, ya
resumido, del primer medio carece también de fundamen-
to, pues la lectura del expediente muestra que la senten-
cia final de primera instancia fue notificada al Fiscal, fi-
jada en la puerta del tribunal y notificada a la Compañía
en cuya oficina el prevenido había hecho elección de do-
micilio para obtener la fianza, todo lo cual era suficiente
para que el prevenido se enterara de la sentencia dada en
su contra;

Considerando que, en el segundo medio de su memo-
rial, la Compañía se concreta a censurar el criterio de la
Corte a-qua según el cual las fianzas que se ponen para la
libertad provisional de los inculpados pueden ser declara-
das vencidas cuando, como ha ocurrido en la especie, el
afianzado no se presenta al Tribunal que lo juzga, en las
audiencias que se celebran, el afianzado resulta condena-
do, y la persona o entidad que ha puesto la fianza para la
libertad provisional no presenta al Tribunal una excusa,
que el Tribunal estime como legítima, por justificar las in-
comparecencias ocurridas; pero,

Considerando que esta Suprema Corte estima como
correcto el criterio de la Corte a-qua que acaba de resu-
mirse; que una vez registradas las incomparecencias y afir-
madas la culpabilidad penal del afianzado, la sentencia
queda justificante de la ejecución de la fianza, si ello se
solicita y la entidad afianzadora no presenta una excusa
que los jueces del fondo estimen como legítima, con la
cooperación del afianzado, si la entidad aseguradora obtie-
ne esa cooperación; que, por tanto, el segundo medio del
recurso, que es en esencia una reiteración del primero con

otros términos, carece también de fundamento y debe ser
desestimado;

Considerando que, en el tercero y último medio de su
memorial, la Compañía recurrente sostiene que, en la úl-
tima hoja de audiencia de la Corte .a-qua apareció el nom-
bre de un abogado como representando al prevenido, pero
que esa representación no puede ser considerada como una
presencia del afianzado, ya que la inculpación hecha al
prevenido en esta causa conllevaba pena de prisión; pero,

Considerando que, como se ha dicho en parte anterior,
la Corte a-qua lo que conoció fue de una apelación de la
Compañía afianzadora; que el prevenido no había sido ape-
lante; que, por tanto, la presentación del prevenido en ape-
lación no era necesaria sino a la Compañía a fin de que
cooperara, si le era posible, al esfuerzo que ella realizaba
para que se revocara el vencimiento de la fianza; que en
tales circunstancias el tercer medio del recurso se refiere a
una cuestión irrelevante por lo que debe ser desestimado;

Por tales motivos, Primero: Admite como intervinien-
te a Alejandrina Pérez José; Segundo: Rechaza el recurso
de casación interpuesto por la Compañía Nacional de Se-
guros "Seguros Pepín", S. A., contra la sentencia dictada
en sus atribuciones correccionales en fecha 9 de abril de
1970, por la Corte de Apelación de Barahona, cuyo dispo-
sitivo se ha copiado en parte anterior del presente fallo;
Tercero: Condena a la recurrente al pago de las costas y
ordena la distracción de las civiles en provecho de los Dres.
Raymundo Cuevas Sena y M. A. Báez Brito, abogados de
la interviniente, quienes afirman haberlas avanzado en su
totalidad.

Firmados: Manuel Ramón Ruiz Tejada.— F. E. Ravelo
de la Fuente.— Manuel D. Bergés Chupani.— Manuel A.
Amiama.— Francisco Elpidio Bera s.— Joaquín M. Alvarez
Perelló.— Juan Bautista Rojas Almánzar.— Santiago Os-
valdo Rojo Carbuccia.— Ernesto Curiel hijo, Secretario
General.
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La presente sentencia ha sido dada y firmada por los
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la
audiencia pública del día, mes y año en él expresados, y
fue firmada, leída y publicada por mí, Secretario General,
que certifico.— (Firmado): Ernesto Curiel hijo.

SENTENCIA DE FECHA 8 DE SEPTIEMBRE DEL 1971.

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de Santo Domingo de

fecha 25 de mayo de 1970.

Materia: Confiscaciones.

Recurrente: Néstor Porfirio Pérez Morales.

Abogado: Dr. Roberto Rymar K.

Recurridos: Gloria F,rminda Domínguez Vda. Ceara y Sucs. de

Ludovino Fernández.

Abogados : Dres. E. Efraín Reyes Duluc e Isabel L. Medina de

Reyes.

Dios, Patria y Libertad.
República Dominicana.

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Manuel Ra-
món Ruiz Tejida, Presidente; Fernando E. Ravelo de la
Fuente, Primer Sustituto de Presidente; Eduardo Read Ba-
rreras, Segundo Sustituto de Presidente; Manuel D. Ber-
gés Chupani, Manuel A. Amiama, Francisco Elpidio Beras,
Joaquín 1 M. Alvarez Perelló, Juan Bautista Rojas Almán-
zar y Santiago Osvaldo Rojo Crrbuccia, asistidos del Secre-
tario General, en la Sala donde celebra sus audiencias, en
la ciudad de Santo Domingo de Guzmán, Distrito Nacio-
nal, hoy día 8 del mes de Septiembre de 1971, años 128'
de la Independencia y 109' de la Restauración, dicta en
audiencia pública, como corte de casación, la siguiente sen-
tencia:

Sobre el recurso de casación interpuesto por Néstor
Porfirio Pérez Morales, dominicano, mayor de edad, con su
residencia en el Kilómetro 10 de la Carretera Duarte, em-
pleado de comercio, cédule 1737 serie lra., contra la sen-
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Abogado : Dr. Roberto Rymar K.

Recurridos: Gloria Erminda Domínguez Vda . Ceara y Sucs. de

Ludovino Fernández.

Abogados: Dres. E. Efraín Reyes Duluc e Isabel L. Medina de

Reyes.

Dios, Patria y Libertad.
República Dominicana.

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Manuel Ra-
món Ruiz Tejada, Presidente; Fernando E. Ravelo de la
Fuente, Primer Sustituto de Presidente; Eduardo Read Ba-
rreras, Segundo Sustituto de Presidente; Manuel D. Ber-
gés Chupani, Manuel A. Amiama, Francisco Elpidio Beras,
Joaquint M. Alvarez Perelló, Juan Bautista Rojas Almán-
zar y Santiago Osvaldo Rojo Carbuccia, asistidos del Secre-
tario General, en la Sala donde celebra sus audiencias, en
la ciudad de Santo Domingo de Guzmán, Distrito Nacio-
nal, hoy día 8 del mes de Septiembre de 1971, años 128'
de la Independencia y 109' de la Restauración, dicta en
audiencia pública, como corte de casación, la siguiente sen-
tencia:

Sobre el recurso de casación interpuesto por Néstor
Porfirio Pérez Morales, dominicano, mayor de edad, con su
residencia en el Kilómetro 10 de la Carretera Duarte, em-
pleado de comercio, cédula 1737 serie lra., contra la sen-
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tera, de quehaceres del hogar, cédula No. 19847, serie 56,	 1111
des de América, Arlette Fernández Vda. Fernánd ez, so -

quien actúa en su calidad de madre y tutora legal de sus
hijos menores de edad, procreados con el finado coronel--
Rafael Tomás Fernández Domínguez, cuyos niños se lla-
man: Ludovino, César Tobías, Alma Arlette Inmaculada,
Ingrid Eiizabeth y Rafael Tomás, domiciliados y residen-
tes en esta ciudad, en los altos de la casa No. 4 de la calle
Mahatma Gandhi, esquina Santiago; Celeste Aurora Fer-
nández de Reynoso, de quehaceres del hogar, domiciliada
y residente en la sección de Canca La Piedra, del Munici-
pio de Tamboril, Provincia de Santiago, cédula No. 46125,
serie 31; Dr. Emilio Ludovino Fernández Rojas, abogado,
y Coronel Agregado Militar en la Embajada Dominicana en
Italia, soltero, cédula No. 7598, serie 31, residente actual-
mente en Roma, Italia; y Mauricio Fernández Domínguez,
hacendado, cédula No. 27130, serie 18, casado, domiciliado
y residente en la sección Jumunucú, del Municipio y Pro-
vincia de La Vega, y todos dominicanos, mayores de edad,
domiciliados y residentes (con la excepción de los que se
indican en otro lugar) en esta ciudad en la casa No. 60 de
la Avenida Máximo Gómez, esquina Capitán Eugenio de
Marchena; quienes actúan en su calidad de hijos y suceso-
res del finado Ludovino Fernández;

Visto el auto dictado en fecha 7 de septiembre del co-
rriente año 1971, por el Magistrado Presidente de la Su-
prema Corte de Justicia por medio del cual llama al Ma-
gistrado Manuel A. Amiama, Juez de este Tribunal, para
integrar la Suprema Corte de Justicia, en la deliberación
y fallo del recurso de casación de que se trata, de confor-
midad con las Leyes Nos. 684 de 1934 y 926 de 1935;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado, y vistos los textos legales indicados por el recu-
rrente, que se mencionan más adelante, y los artículos 22
y 23 de la Ley 5924 de 1962 y 1 9 de la Ley sobre Procedi-

miento de Casación;
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tencia dictada en fecha 25 de mayo de 1970 por la Corte
de Apelación de Santo Domingo en funciones de Tribunal
de Confiscaciones, cuyo dispositivo figura más adelante;

Oído al alguacil de turno en la lectura del rol;
Oído al Dr. Roberto Rymer K., cédula 1644 serie ira.,

abogado del recurrente, en la lectura de sus conclusiones;
Oído el dictamen del Magistrado Procurador General

de la República;

Visto el memorial de casación del recurrente, de fecha
18 de septiembre de 1970, suscrito por su abogado, en el
cual se proponen contra la sentencia impugnada los me-
dios que se indican más adelante, y el escrito ampliativo
del mismo, de fecha 19 de abril de 1971;

Visto el memorial de defensa de los recurridos, de fe-
cha 24 de noviembre de 1970. suscrito por sus abogados,
los Dres. F. E. Efraín Reyes Du]uc e Isabel Luisa Medina
de Reyes, cédulas 22863 serie 23 y 3725 serie 24, respecti-
vamente; recurridos que son Gloria Erminda Domínguez,
soltera, de quehaceres del hogar, cédula No. 4653, serie 31,
domiciliada y residente en Puerto Rico, en Garcilaso de La
Vega No. 854, Río Piedras, y quien actúa en sus calidades
de cónyuge superviviente, común en bienes, del finado se-
ñor Ludovino Fernández y como tutora legal de sus hijos
menores, Eduardo Rrdhamés y Margarita María de la Al-
tagracia Fernández Domínguez, así como a requiximiento
de los señores Carlos Albetro Fernández Domínguez , casa-
do, estudiante, cédula No. 47180, serie 47, domiciliado y
residente en Puerto Rico en Garcilaso de La Vega No. 854,
Río Piedras, César Augusto Fernández Deimínguez, estu-
diante, cédula No. 46465, serie 47; José Caonabo Fernán-
dez González, casado, Teniente Coronel Pensionado, cédu-
la No. 27598, serie 31, Gladys Altagracia Fernández Gon-
zález, soltera, de quehaceres del hogar, cédula No. 49068,
serie lra., Francisco César Fernández González, comercian-
te, casado, cédula No. 42506, serie ira., domiciliado y resi-
dente en 622 West 137 St., New York, N. Y. Estados Uni-



2574 BOLETIN JUDICIAL  
BOLETIN JUDICIAL	 2575          

tencia dictada en fecha 25 de mayo de 1970 por la Corte
de Apelación de Santo Domingo en funciones de Tribunal
de Confiscaciones, cuyo dispositivo figura más adelante:

Oído al alguacil de turno en la lectura del rol;
Oído al Dr. Roberto Rymer K., cédula 1644 serie hl',

abogado del recurrente, en la lectura de sus conclusiones:
Oído el dictamen del Magistrado Procurador General

de la República;

Visto el memorial de casación del recurrente, de fecha
18 de septiembre de 1970, suscrito por su abogado, en el
cual se proponen contra la sentencia impugnada los me-
dios que se indican más adelante, y el escrito ampliativo
del mismo, de fecha 19 de abril de 1971;

Visto el memorial de defensa de los recurridos, de fe-
cha 24 de noviembre de 1970, suscrito por sus abogados,
los Dres. F. E. Efraín Reyes Duluc e Isabel Luisa Medina
de Reyes, cédulas 22863 serie 23 y 3725 serie 24, respecti-
vamente; recurridos que son Gloria Erminda Domínguez,
soltera, de quehaceres del hogar, cédula No. 4653, serie 31,
domiciliada y residente en Puerto Rico, en Garcilaso de La
Vega No. 854, Río Piedras, y quien actúa en sus calidades
de cónyuge superviviente, común en bienes, del finado se-
ñor Ludovino Fernández y como tutora legal de sus hijos
menores, Eduardo Rzdhamés y Margarita María de la Al-
tagracia Fernández Domínguez, así como a requerimiento
de los señores Carlos Albetro Fernández Domínguez , casa-
do, estudiante, cédula No. 47180, serie 47, domiciliado y
residente en Puerto Rico en Garcilaso de La Vega No. 854,
Río Piedras, César Augusto Fernández Domínguez, estu-
diante, cédula No. 46465, serie 47; José Caonabo Fernán-
dez González, casado, Teniente Coronel Pensionado, cédu-
la No. 27598, serie 31, Gladys Altagracia Fernández Gon-
zález, soltera, de quehaceres del hogar, cédula No. 49068,
serie lra., Francisco César Fernández González, comercian-
te, casado, cédula No. 42506, serie lra., domiciliado y resi-
dente en 622 West 137 St., New York, N. Y. Estados Uni-

dos de América, Arlette Fernández Vda. Fernández, sol-
tera, de quehaceres del hogar, cédula No. 19847, serie 56,
quien actúa en su calidad de madre y tutora legal de sus
hijos menores de edad, procreados con el finado coron es

Rafael Tomás Fernández Domínguez, cuyos niños se lla-
man: Ludovino, César Tobías, Alma Arlette Inmaculada,
Ingrid Eiizabeth y Rafael Tomás, domiciliados y residen-
tes en esta ciudad, en los altos de la casa No. 4 de la calle
Mahatma Gandhi, esquina Santiago; Celeste Aurora Fer-
nández de Reynoso, de quehaceres del hogar, domiciliada
y residente en la sección de Canca La Piedra, del Munici-
pio de Tamboril, Provincia de Santiago, cédula No. 46125,
serie 31; Dr. Emilio Ludovino Fernández Rojas, abogado,
y Coronel Agregado Militar en la Embajada Dominicana en
Italia, soltero, cédula No. 7598, serie 31, residente actual-
mente en Roma, Italia; y Mauricio Fernández Domínguez,
hacendado, cédula No. 27130, serie 18, casado, domiciliado
y residente en la sección Jumunucú, del Municipio y Pro-
vincia de La Vega, y todos dominicanos, mayores de edad,
domiciliados y residentes (con le excepción de los que se
indican en otro lugar) en esta ciudad en la casa No. 60 de
la Avenida Máximo Gómez, esquina Capitán Eugenio de
Marchena; quienes actúan en su calidad de hijos y suceso-
res del finado Ludovino Fernández;

Visto el auto dictado en fecha 7 de septiembre del co-
rriente año 1971, por el Magistrado Presidente de la Su-

' prema Corte de Justicia por medio del cual llama al Ma-
gistrado Manuel A. Amiama, Juez de este Tribunal, para
integrar la Suprema Corte de Justicia, en la deliberación
y fallo del recurso de casación de que se trata, de confor-
midad con las Leyes Nos. 684 de 1934 y 926 de 1935;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado, y vistos los textos legales indicados por el recu-
rrente, que se mencionan más adelante, y los artículos 22
y 23 de la Ley 5924 de 1962 y 1 9 de la Ley sobre Procedi-

miento de Casación;

1



BOLETIN JUDICIAL	 25772576	 I3OLETIN JUDICIAL

Considerando, que en la sentencia impugnada y en los
documentos a que ella se refiere, consta lo siguiente: a)
que con motivo de una demanda en nulidad de venta y
restitución de bienes intentada por el actual recurrente
Pérez Morales, intervino en fecha 25 de mayo de 1970 la
sentencia ahora impugnada de la Corte de Apelación, cu-
yo dispositivo dice así: "Falla: Primero: Ratifica el defecto
pronunciado en audiencia contra los demandados, por fal-
ta de comparecer; Segundo: Rechaza, por los motivos ex-
puestos, la demanda en Nulidad de Venta y Devolución de
Bienes, intentada por el señor Néstor Porfirio Pérez Mo-
rales contra los sucesores de Ludovino Fernández; Terce-
ro: Compensa las costas entre las partes en causa"; b) que
esa sentencia fue notificada el actual recurrente en su do-
micilio de elección el 31 de agosto de 1970; e) que el ac-
tual recurso de casación fue interpuesto el 18 de septiem-
bre de 1970, como consta anteriormente, ya agotado el pla-
zo para la oposición;

Considerando, que, contra la sentencia impugnada el
recurrente propone en su memorial de casación los siguien-
tes medios: Primer Medio: Falta de ponderación de los do-
cumentos aportados y de la sentencia de la Suprema Corte
de Justicia de fecha 5 de Julio del 1968;— Segundo Medio:
Desnaturalización de los hechos y falseamiento de la ver-
dad.— Tercer Medio: Mala aplicación de la Ley No. 5924,
Sobre Confiscación General de Bienes.— Cuarto Medio:
Falta de base legal.— Quinto Medio: Insuficiencia de mo-
tivos.

Considerando, que, a su vez los recurridos proponen
en su memorial de defensa que el recurso de que se trata
no sea admitido y que sea rechazado a) porque la demanda
del recurrente fue intentada el 4 de octubre de 1967, cuan-
do ya estaba en vigor la Constitución del 28 de noviembre
de 1966 que prohibió nuevas demandas bajo la Ley sobre
Confiscación General de Bienes; b) porque la reclamación
del recurrente Pérez Morales había sido ya fallada por la

Corte de Apelación el 6 de diciembre de 1967, y ese fallo
adquirió autoridad de cosa juzgada por efecto de la senten-
cia que dictó la Suprema Corte de Justicia el 5 de Julio de
1968; c) porque la acción que pudiera haber tenido Pérez
Morales en esas condiciones prescribió a más tardar a los
dos años de la muerte de Trujillo; pero,

Considerando, que esos medios de inadmisión y recha-
zamiento carecen de fundamento, a) porque lo que ha
prohibido la Constitución de 1962, son nuevas persecucio-
nes de tipo penal para el pronunciamiento de la confisca-
ción general de bienes, pero no las acciones puramente ci-
viles por enriquecimiento ilícito mediante el abuso del Po-
der, que era de lo que se trataba en este caso; b) porque
el caso fallado por la Corte de Apelación el 6 de diciem-
bre de 1967 y por esta Suprema Corte el 5 de Julio de
1968, aunque entre las mismas partes, tenía un objeto dis-
tinto al actual y también una causa diferente; e) porque
no consta en la sentencia impugnada que los actuales recu-
rridos, para hacer rechazar la demanda a fondo, formularan
ante la Corte a-qua conclusionés fundadas en la prescrip-
ción, por lo que siendo de interés privado las cuestiones
de prescripción en materia civil el medio de que se trata
no es admisible en la instancia de casación;

Considerando, que, en los medios de su memorial, el
recurrente en casación expone y alega, en síntesis, lo que
sigue: 1) que, al fallar este caso, la Corte a-qua no ha pon-
derado los documentos q ue le sometió el recurrente ni las
declaraciones de los testigos, todos demostrativos de que
el causante de los recurridos, Ludovino Fernández, para
obtener, en 1945, la venta por la cual adquirió los bienes
cuya restitución demandó el actual recurrente, empleó pre-
siones y que configuran el abuso del Poder, que sanciona
civilmente con la restitución a los perjudicados la Ley No.
5924 de 1962; que para fallar como lo hizo, además, la mis-
ma Corte desconoció sentencias anteriores de la Suprema
Corte que daban por establecido que el actual recurrente,



BOLETIN JUDICIAL	 25772576
	

BOLETIN JUDICIAL

Considerando, que en la sentencia impugnada y en los
documentos a que ella se refiere, consta lo siguiente: a)
que con motivo de una demanda en nulidad de venta y
restitución de bienes intentada por el actual recurrente
Pérez Morales, intervino en fecha 25 de mayo de 1970 la
sentencia ahora impugnada de la Corte de Apelación, cu-
yo dispositivo dice así: "Falla: Primero: Ratifica el defecto
pronunciado en audiencia contra los demandados, por fal-
ta de comparecer; Segundo: Rechaza, por los motivos ex-
puestos, la demanda en Nulidad de Venta y Devolución de
Bienes, intentada por el señor Néstor Porfirio Pérez Mo-
rales contra los sucesores de Ludovino Fernández; Terce-
ro: Compensa las costas entre las partes en causa"; b) que
esa sentencia fue notificada el actual recurrente en su do-
micilio de elección el 31 de agosto de 1970; e) que el ac-
tual recurso de casación fue interpuesto el 18 de septiem-
bre de 1970, como consta anteriormente, ya agotado el pla-
zo para la oposición;

Considerando, que, contra la sentencia impugnada el
recurrente propone en su memorial de casación los siguien-
tes medios: Primer Medio: Falta de ponderación de los do-
cumentos aportados y de la sentencia de la Suprema Corte
de Justicia de fecha 5 de Julio del 1968;— Segundo Medio:
Desnaturalización de los hechos y falseamiento de la ver-
dad.— Tercer Medio: Mala aplicación de la Ley No. 5924,
Sobre Confiscación General de Bienes.— Cuarto Medio:
Falta de base legal.— Quinto Medio: Insuficiencia de mo-
tivos.

Considerando, que, a su vez los recurridos proponen
en su memorial de defensa que el recurso de que se trata
no sea admitido y que sea rechazado a) porque la demanda
del recurrente fue intentada el 4 de octubre de 1967, cuan-
do ya estaba en vigor la Constitución del 28 de noviembre
de 1966 que prohibió nuevas demandas bajo la Ley sobre
Confiscación General de Bienes; b) porque la reclamación
del recurrente Pérez Morales había sido ya fallada por la

Corte de Apelación el 6 de diciembre de 1967, y ese fallo
adquirió autoridad de cosa juzgada por efecto de la senten-
cia que dictó la Suprema Corte de Justicia el 5 de Julio de
1968; cl porque la acción que pudiera haber tenido Pérez
Morales en esas condiciones prescribió a más tardar a los
dos años de la muerte de Trujillo; pero,

Considerando, que esos medios de inadmisión y recha-
zamiento carecen de fundamento, a) porque lo que ha
prohibido la Constitución de 1962, son nuevas persecucio-
nes de tipo penal para el pronunciamiento de la confisca-
ción general de bienes, pero no las acciones puramente ci-
viles por enriquecimiento ilícito mediante el abuso del Po-
der, que era de lo que se trataba en este caso; b) porque
el caso fallado por la Corte de Apelación el 6 de diciem-
bre de 1967 y por esta Suprema Corte el 5 de Julio de
1968, aunque entre las mismas partes, tenía un objeto dis-
tinto al actual y también una causa diferente; c) porque
no consta en la sentencia impugnada que los actuales recu-
rridos, para hacer rechazar la demanda a fondo, formularan
ante la Corte a-qua conclusionés fundadas en la prescrip-
ción, por lo que siendo de interés privado las cuestiones
de prescripción en materia civil el medio de que se trata
no es admisible en la instancia de casación;

Considerando, que, en los medios de su memorial, el
recurrente en casación expone y alega, en síntesis, lo que
sigue: 1) que, al fallar este caso, la Corte a-qua no ha pon-
derado los documentos aue le sometió el recurrente ni las
declaraciones de los testigos, todos demostrativos de que
el causante de los recurridos, Ludovino Fernández, para
obtener, en 1945, la venta por la cual adquirió los bienes
cuya restitución demandó el actual recurrente, empleó pre-
siones y que configuran el abuso del Poder, que sanciona
civilmente con la restitución a los perjudicados la Ley No.
5924 de 1962; que para fallar como lo hizo, además, la mis-
ma Corte desconoció sentencias anteriores de la Suprema
Corte que daban por establecido que el actual recurrente,



2578
	

BOLETIN JUDICIAL
	

BOLETIN JUDICIAL	 2579

en sus relaciones con Ludovino Fernández, se encontraba
en un estado de "indefensión efectiva", lo que significaba
que Ludovino Fernández era un personero de la Tiranía
imperante en 1945 y que sus actuaciones representaban
abuso del Poder; 2) que la sentencia de la Corte a-qua en
el caso actual está en contradicción con la anterior, entre
las mismas partes, por la cual la misma Corte dispuso la
devolución, al ahora recurrente, de la mitad de la octava
parte de la propiedad en litigio "como herencia de su fi-
nado • adre"; 3) que la sentencia de la Corte a-qua incu-
rrió en una violación de las reglas especiales que traza la
Ley No. 5924 de 1962 sobre la prueba, al rechazar la de-
manda del actual recurrente sobre la base de que no había
hecho la prueba de lo bien fundado de su demanda, cuando
por tratarse de Ludovino Fernández, que era un persone-
ro de la Tiranía en 1945, la referida Ley establece una pre-
sunción de abuso del Poder en su contra, en lo referente a
la venta de 1945; 4 y 5) que para fallar como lo hizo, la-
Corte a-qua incurrió en los vicios de falta de base legal en
cuanto a los hechos y en insuficiencia en cuanto a los mo-
tivos de derecho justificativos del fallo, especialmente en
relación con los documentos aportados por el recurrente y
con las declaraciones de los testigos; pero,

Considerando, 1) que, en la sentencia impugnada, la
Corte a-qua declara expresamente que ponderó todos los
documentos que le fueron sometidos por el recurrente; que
el recurrente, en su memorial, no especifica o señala ex-
presamente ningún punto o pasaje de los mismos que pue-
da admitirse como contrario al juicio global que de los mis-
mos hizo la Corte a-qua en el sentido de que no podía de-
ducirse de ellos el abuso del Poder alegado por el recu-
rrente; que para descartar los términos que se aportaron
como probantes del mismo alegato de abuso del Poder, la
Corte 2-qua dio motivos razonables y pertinentes, como lo
son los de que se trataba de testimonios indirectos, dados
por personas que declaraban sobre hechos que no les cons-

taban, sino por referencias de personas que tenían el mis-
mo interés del recurrente; que, en ese aspecto de los liti-
gios, los jueces del fondo son soberanos en sus apreciacio-
nes, salvo el caso de que se alegue y señale una eviden-
te distorsión de los testimonios, lo que no ocurre en este
caso; que el caso fallado por la Corte a-qua y por esta Su-
prema Corte en ocasión anterior en la cual se dio ganancia
de causa al actual recurrente contra Ludovino Fernández,
era completamente distinto al caso actual, ya que se tra-
taba de restituir al actual recurrente una propiedad suya,
que le correspondía por herencia paterna, que había sido
incluida indebidamente por LurGvino Fernández en una
venta que no podía comprender a esa propiedad, por lo
cual lo que se declaró en esas sentencias anteriores no po-
día influir en la solución del presente caso, en el que lo
que había que aclarar era si se había empleado o no abu-
so del Poder en ocasión de la venta de 1945; 2) que la ex-
plicación que acaba de hacerse responde a lo alegado en
el segundo medio del memorial del recurrente, en el sen-
tido de la desestimación de su alegato; 3) que es totalmen-
te erróneo el criterio del recurrente según el cual en las
demandas en restitución de bienes sobre el alegato de en-
riquecimiento ilícito mediante abuso del Poder, la prueba,
cuando la demanda vaya contra personas que desempeña-
ron cargos durante el régimen que gobernó el país de 1930
a 1961, esté a cargo del demandado, pues la presunción a
que se refiere el recurrente sólo opera en el sentido de po-
sibilitar las demandas aunque los plazos de derecho co-
mún hayan pasado y para superar el escollo de la cosa juz-
gada; todo en consideración a los propósitos de suprema
justicia que ha querido lograr, para los casos pertinentes,
la Ley No. 5924 de 1962; 4 y 5) que el examen hecho por
esta Corte de la sentencia impugnada pone de manifiesto
que ella contiene la exposición de todos los hechos y todas
las motivaciones de derecho necesarias para justificar la
solución dada al caso ocurrente; que, por lo expuesto, to-
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son los de que se trataba de testimonios indirectos, dados
por personas que declaraban sobre hechos que no les cons-

taban, sino por referencias de personas que tenían el mis-
mo interés del recurrente; que, en ese aspecto de los liti-
gios, los jueces del fondo son soberanos en sus apreciacio-
nes, salvo el caso de que se alegue y señale una eviden-
te distorsión de los testimonios, lo que no ocurre en este
caso; que el caso fallado por la Corte a-qua y por esta Su-
prema Corte en ocasión anterior en la cual se dio ganancia
de causa al actual recurrente contra Ludovino Fernández,
era completamente distinto al caso actual, ya que se tra-
taba de restituir al actual recurrente una propiedad suya,
que le correspondía por herencia paterna, que había sido
incluida indebidamente por LurGvino Fernández en una
venta que no podía comprende,- a esa propiedad, por lo
cual lo que se declaró en esas sentencias anteriores no po-
día influir en la solución del presente caso, en el que lo
que había que aclarar era si se había empleado o no abu-
so del Poder en ocasión de la venta de 1945; 2) que la ex-
plicación que acaba de hacerse responde a lo alegado en
el segundo medio del memorial del recurrente, en el sen-
tido de la desestimación de su alegato; 3) que es totalmen-
te erróneo el criterio del recurrente según el cual en las
demandas en restitución de bienes sobre el alegato de en-
riquecimiento ilícito mediante ahuso del Poder, la prueba,
cuando la demanda vaya contra personas que desempeña-
ron cargos durante el régimen que gobernó el país de 1930
a 1961, esté a cargo del demandado, pues la presunción a
que se refiere el recurrente sólo opera en el sentido de po-
sibilitar las demandas aunque los plazos de derecho co-
mún hayan pasado y para superar el escollo de la cosa juz-
gada; todo en consideración a los propósitos de suprema
justicia que ha querido lograr, para los casos pertinentes,
la Ley No. 5924 de 1962; 4 y 5) que el examen hecho por
esta Corte de la sentencia impugnada pone de manifiesto
que ella contiene la exposición de todos los hechos y todas
las motivaciones de derecho necesarias para justificar la
solución dada al caso ocurrente; que, por lo expuesto, to-



dos los medios propuestos por e.1 recurrente contra la sen-
tencia que impugna carecen de fundamento y deben ser
desestimados;

Considerando, que, conforme al artículo 23 de la Ley
No. 5924 de 1962, las costas de casación pueden ser com-
pensadas en todos los casos civiles a que dicha ley se re-
fiere;

Por tales motivos, Primero: Rechaza el recurso de ca-
sación interpuesto por Néstor Porfirio Pérez Morales con-
tra la sentencia dictada en fecha 25 de mayo de 1970 por
la Corte de Apelación de Santo Domingo en funciones de
Tribunal de Confiscaciones, cuyo dispositivo se ha copia-
do en parte anterior del presente fallo; Segundo: Compen-
sa las costas entre el recurrente y los recurridos.

(Firmados): Manuel Ramón Ruiz Tejada.— Fernando
E. Ravelo de la Fuente.— Eduardo Read Barreras.— Ma-
nuel D. Bergés Chupani.— Manuel A. Amiama.— Francis-
co Elpidio Beras.— Jorguín M. Alvarez Perelló.— Juan
Bautista Rojas Almánzar.— Santiago Osvaldo Rojo Car-
buccia.— Ernesto Curiel hijo, Secretario General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la
audiencia pública del día, mes y año en él expresados, y
fue firmada, leída y publicada por mí, Secretario General,
que certifico.— (Firmado): Ernesto Curiel hijo.

SENTENCIA DE FECHA 8 DE SEPTIEMBRE DEL 1971.

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de San Cristóbal, de

fecha 16 de julio de 1970.

Materia: Civil.

Recurrente: Altagracia Ramírez Vda. Peguero y Compartes. •

Abogado: Dr. Julio de Windt Pichardo.

Recurrida: Servio Tulio Peguero y compartes.

Abogados Dres. Rhina Castillo Valdez.

Dios, Patria y Libertad.
República Dominicana.

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Manuel Ra-
món Ruiz Tejada, Presidente; Fernando E. Ravelo de la
Fuente, Primer Sustituto de Presidente; Manuel D. Bergés
Chupani, Manuel A. Amiama, Joaquín M. Alvarez Perelló,
Juan Bautista Rojas Almánzar y Santiago Osvaldo Rojo
Carbuccia, asistidos del Secretario General, en la Sala
donde celebra sus audiencias, en la ciudad de Santo Do-
mingo de Guzmán, Distrito Nacional, hoy día 8 de septiem-
bre del año 1971, años 128' de la Independencia y 109' de
la Restauración, dicta en audiencia pública, como corte de
Casación, la siguiente sentencia:

Sobre el recurso de casación interpuesto por Altagra-
cia Ramírez Vda. Peguero, de quehaceres domésticos; Ro-
berto E. Peguero Fernández, médico; Servio Peguero Fer-
nández, propietario; y Raquel Altagracia Peguero de San-
tana, de quehaceres domésticos, todos dominicanos, mayo-
res de edad, solteros, domiciliados y residentes en la casa
No. 51 de la calle Sánchez, de esta ciudad, cédulas Nos.
50148, serie 31, 2007, serie 18, 22120, serie 12 y 12316, se-
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dos los medios propuestos por el recurrente contra la sen-
tencia que impugna carecen de fundamento y deben ser
desestimados;

Considerando, que, conforme al artículo 23 de la Ley
No. 5924 de 1962, las costas de casación pueden ser com-
pensadas en todos los casos civiles a que dicha ley se re-
fiere;

Por tales motivos, Primero: Rechaza el recurso de ca-
sación interpuesto por Néstor Porfirio Pérez Morales con-
tra la sentencia dictada en fecha 25 de mayo de 1970 por
la Corte de Apelación de Santo Domingo en funciones de
Tribunal de Confiscaciones, cuyo dispositivo se ha copia-
do en parte anterior del presente fallo; Segundo: Compen-
sa las costas entre el recurrente y los recurridos.

(Firmados): Manuel Ramón Ruiz Tejada.— Fernando
E. Ravelo de la Fuente.— Eduardo Read Barreras.— Ma-
nuel D. Bergés Chupani.— Manuel A. Amiama.— Francis-
co Elpidio Beras.— Joaquín M. Alvarez Perelló.— Juan
Bautista Rojas Almánzar.— Santiago Osvaldo Rojo Car-
buccia.— Ernesto Curiel hijo, Secretario General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la
audiencia pública del día, mes y año en él expresados, y
fue firmada, leída y publicada por mí, Secretario General.
que certifico.— (Firmado): Ernesto Curiel hijo.

SENTENCIA DE FECHA 8 DE SEPTIEMBRE DEL 1971.

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de San Cristóbal, de

fecha 16 de julio de 1970.

Materia: Civil.

Recurrente: Altagracia Ramírez Vda. Peguero y Compartes.

Abogado: Dr. Julio de Windt Pichardo.

Recurrido: Servio Tulio Peguero y compartes.

Abogados Dres. Rhina Castillo Valdez.

Dios, Patria y Libertad.
República Dominicana.

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituída por los Jueces Manuel Ra-
món Ruiz Tejada, Presidente; Fernando E. Ravelo de la
Fuente, Primer Sustituto de Presidente; Manuel D. Bergés
Chupani, Manuel A. Amiama, Joaquín M. Alvarez Perelló,
Juan Bautista Rojas Almánzar y Santiago Osvaldo Rojo
Carbuccia, asistidos del Secretario General, en la Sala
donde celebra sus audiencias, en la ciudad de Santo Do-
mingo de Guzmán, Distrito Nacional, hoy día 8 de septiem-
bre del año 1971, años 128' de la Independencia y 109' de
la Restauración, dicta en audiencia pública, como corte de
Casación, la siguiente sentencia:

Sobre el recurso de casación interpuesto por Altagra-
cia Ramírez Vda. Peguero, de quehaceres domésticos; Ro-
berto E. Peguero Fernández, médico; Servio Peguero Fer-
nández, propietario; y Raquel Altagracia Peguero de San-
tana, de quehaceres domésticos, todos dominicanos, mayo-
res de edad, solteros, domiciliados y residentes en la casa
No. 51 de la calle Sánchez, de esta ciudad, cédulas Nos.
50148, serie 31, 2007, serie 18, 22120, serie 12 y 12316, se-
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rie 12, respectivamente, contra la sentencia de fecha 16 de
julio de 1970, dictada en sus atribuciones civiles por la
Corte de Apelación de San Cristóbal, cuyo dispositivo se
copia más adelante;

Oído el alguacil de turno en la lectura del rol;
Oído al Dr. Julio de Windt Pichardo, cédula No.

27190, serie 23, en representación de los recurrentes, en la
lectura de sus conclusiones;

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General
de la República;

Visto el memorial de casación depositado en la Secre-
taría de la Suprema Corte de Justicia en fecha 12 de oc-
tubre de 1970, en el cual se invoca el medio que se indica
más adelante:

Visto el memorial de defensa de fecha 26 de noviem-
bre de 1970, suscrito por los Dres. Rhina Castillo Valdez,
cédula No. 66, serie 28 y Héctor Barón Goico, cédula No.
4804, serie 25, abogados de los recurridos Servio Tulio Pe-
guero Morales, José Augusto Peguero Morales y Rhina
Mercedes Peguero Morales, dominicanos, mayores de edad,
domiciliados y residentes en esta ciudad, cédulas Nos.
40343, serie lra., 11321, serie 25, respectivamente;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber de-
liberado y vistos los artículos 80, 141 y 190 del Código de
Procedimiento Civil, invocados por los recurrentes; y 1 y
65 de la Ley sobre Procedim iento de Casación;

Considerando que en la sentencia impugnada y en los
documentos a que ella se refiere, consta: a) que con moti-
vo de la demanda en partición y liquiración de bienes re-
lictos por el finado Servio Emiliano Peguero Matos, inten-
tada por los actuales recurridos contra lós recurrentes, la
Cámara de lo Civil y Comercial de la Primera Circunscrip-
ción del Juzgado de Primera Instancia del Distrito Nacio-
nal, dictó en fecha 17 de noviembre de 1964, una senten-

cia con el siguiente dispositivo: "FALLA: PRIMERO: Ra-
tifica el defecto pronunciado en audiencia contra Altagra-
cia Ramírez Vda. Peguero, Dr. Roberto E. Peguero Fer-
nández, Raquel Altagracia Peguero Santana y Servio Pe-
guero Fernández, por falta de concluir; SEGUNDO: Aco-
giendo las conclusiones formuladas en audiencia por los de-
mandantes Servio Tulio, José Augusto Peguero Matos y
Rhina Mercedes Concepción Peguero Morales, por ser jus-
tas y reposar en prueba legal y en consecuencia, a) Orde-
na la partición y liquidación de los bienes pertenecientes
a la comunidad legal que existió entre Servio Emiliano
Peguero Matos y Altagracia Ramírez Viuda Peguero, así
como los bienes pertenecientes a la Sucesión de Servio
Emiliano Peguero Matos, cónyuge fallecido, entre las par-
tes en causa, según sus derechos respectivos; b) Comisio-
na al Notario Público Dr. Pedro Julio Gautreaux Díaz, de
los de este Distrito Nacional, para que proceda a las ope-
raciones de cuenta, liquidación y partición ordenadas en-
tre las partes en causa, con todas sus consecuencias lega-
les; e) Nombra al Magistrado Juez Presidente de este Tri-
bunal, Juez-Comisario para que presida esas operaciones;
d) Ordena que los bienes inmuebles no susceptibles de có-
moda división en naturaleza entre las partes en causa,
sean vendidos en pública licitación por ante el mismo No-
tario Comisionado, Dr. Pedro Julio Gautreaux Díaz, sir-
viendo como precio de primera puja el que fijará este mis-
mo tribunal, en cada caso, en vista de la estimación que de
los mismos sea hecha por los peritos que habrán de ser
nombrados; e), Nombra, de oficio, a los Dres. Juan Ulises
Lantigua Fernández, Luis Marino Alvarez Alonzo y Man-
fredo A. Moore R., abogados de este domicilio y residencia,
peritos para que informen al Tribunal respecto de si los
bienes inmuebles de cuya partición se trata son o no sus-
ceptibles de cómoda división en naturaleza y hagan la es-
timación de los mismos; peritos éstos o los que las partes
designen de común acuerdo, que habrán de prestar el ju-
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rie 12, respectivamente, contra la sentencia de fecha 16 de
julio de 1970, dictada en sus atribuciones civiles por la
Corte de Apelación de San Cristóbal, cuyo dispositivo se
copia más adelante;

Oído al alguacil de turno en la lectura del rol;
Oído al Dr. Julio de Windt Pichardo, cédula No.

27190, serie 23, en representación de los recurrentes, en la
lectura de sus conclusiones;

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General
de la República;

Visto el memorial de casación depositado en la Secre-
taría de la Suprema Corte de Justicia en fecha 12 de oc-
tubre de 1970, en el cual se invoca el medio que se indica
más adelante:

Visto el memorial de defensa de fecha 26 de noviem-
bre de 1979, suscrito por los Dres. Rhina Castillo Valdez,
cédula No. 66, serie 28 y Héctor Barón Goico, cédula No.
4804, serie 25, abogados de los recurridos Servio Tulio Pe-
guero Morales, José Augusto Peguero Morales y Rhina
Mercedes Peguero Morales, dominicanos, mayores de edad,
domiciliados y residentes en esta ciudad, cédulas Nos.
40343, serie lra., 11321, serie 25, respectivamente;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber de-
liberado y vistos los artículos 80, 141 y 190 del Código de
Procedimiento Civil, invocados por los recurrentes; y 1 y
65 de la Ley sobre Procedimiento de Casación;

Considerando que en la sentencia impugnada y en los
documentos a que ella se refiere, consta: a) que con moti-
vo de la demanda en partición y liquiración de bienes re-
lictos por el finado Servio Emiliano Peguero Matos, inten-
tada por los actuales recurridos contra lós recurrentes, la
Cámara de lo Civil y Comercial de la Primera Circunscrip-
ción del Juzgado de Primera Instancia del Distrito Nacio-
nal, dictó en fecha 17 de noviembre de 1964, una senten-

cia con el siguiente dispositivo: "FALLA: PRIMERO: Ra-
tifica el defecto pronunciado en audiencia contra Altagra-
cia Ramírez Vda. Peguero, Dr. Roberto E. Peguero Fer-
nández, Raquel Altagracia Peguero Santana y Servio Pe-
guero Fernández, por falta de concluir; SEGUNDO: Aco-
giendo las conclusiones formuladas en audiencia por los de-
mandantes Servio Tulio, José Augusto Peguero Matos y
Rhina Mercedes Concepción Peguero Morales, por ser jus-
tas y reposar en prueba legal y en consecuencia, a) Orde-
na la partición y liquidación de los bienes pertenecientes
a la comunidad legal que existió entre Servio Emiliano
Peguero Matos y Altagracia Ramírez Viuda Peguero, así
como los bienes pertenecientes a la Sucesión de Servio
Emiliano Peguero Matos, cónyuge fallecido, entre las par-
tes en causa, según sus derechos respectivos; b) Comisio-
na al Notario Público Dr. Pedro Julio Gautreaux Díaz, de
los de este Distrito Nacional, para que proceda a las ope-
raciones de cuenta, liquidación y partición ordenadas en-
tre las partes en causa, con todas sus consecuencias lega-
les; e) Nombra al Magistrado Juez Presidente de este Tri-
bunal, Juez-Comisario para que presida esas operaciones;
d) Ordena que los bienes inmuebles no susceptibles de có-
moda división en naturaleza entre las partes en causa,
sean vendidos en pública licitación por ante el mismo No-
tario Comisionado, Dr. Pedro Julio Gautreaux Díaz, sir-
viendo como precio de primera puja el que fijará este mis-
mo tribunal, en cada caso, en vista de la estimación que de
los mismos sea hecha por los peritos que habrán de ser
nombrados; e), Nombra, de oficio, a los Dres. Juan Ulises
Lantigua Fernández, Luis Marino Alvarez Alonzo y Man-
fredo A. Moore R., abogados de este domicilio y residencia,
peritos para que informen al Tribunal respecto de si los
bienes inmuebles de cuya partición se trata son o no sus-
ceptibles de cómoda división en naturaleza y hagan la es-
timación de los mismos; peritos éstos o los que las partes
designen de común acuerdo, que habrán de prestar el ju-
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ramento legal correspondiente por ante el Juez-Comisario
antes de realizar las diligencias periciales encomendádales;
f) Nombra a Héctor V. Marchena, Administrador Provisio-
nal de los bienes objeto de la demanda de que se trata,
hasta que la partición y liquidación de los mismos haya
sido realmente operada, dispensándolo de la prestación de
fianza; g) Declara a cargo de la masa a partir las costas
causadas y por causarse en la presente instancia"; b) que
sobre recurso de oposición interpuesto por los demandados,
la misma jurisdicción ya expresada, dictó en fecha 2 de
febrero de 1965, una sentencia cuyo dispositivo dice así:
"FALLA: PRIMER: Ratifica el defecto pronunciado en
audiencia contra Altagracia Ramírez Viuda Peguero, Dr.
Roberto E. Peguero Fernández, Raquel Altagracia Pegue-
ro Santana, y Servio Peguero Fernández, parte oponente
por falta de concluir; SEGUNDO: Acoge las conclusiones
formuladas en audiencia por los demandantes Servio Tulio,
José Augusto y Rhina Mercedes Concepción Peguero Mora-
les, por ser justas y reposar sobre prueba legal, y, en con-
secuencia a) Rechaza el recurso de oposición interpuesto
por los señores Altagracia Ramírez Viuda Peguero, Dr.
Roberto E. Peguero Fernández, Raquel Altagracia Peguero
Santana y Servio Peguero Fernández, según acto del al-
guacil Valentín Mella de fecha 2 de diciembre de 1964,
contra la sentencia dictada por este Tribunal en fecha 17
de noviembre del año 1964, cuyo dispositivo aparece copia-
do en otro lugar de este fallo; b) Confirma en todas sus
partes la sentencia impugnada señalada anteriormente; y
c) Condena a la parte oponente que sucumbe al pago de las
costas causadas con motivo de su recurso de oposición,
ordenando la distracción de las mismas en favor del abo-
gado Dr. Héctor Barón Goico, quien asegura haberlas avan-
zado en su totalidad"; c) que sobre recurso de los deman-
dados la Corte de Apelación de Santo Domingo dictó en fe-
cha 31 de enero de 1966, una sentencia con el siguiente
dispositivo: "FALLA: PRIMERO: Ratifica el defecto pro-

nunciad o en audiencia contra Altagracia Ramírez Viuda
Peguero, Dr. Roberto E. Peguero Fernández, Raquel Alta-
gracia Peguero Santana y Servio Peguero Fernández, por
falta de concluir; SEGUNDO: Rechaza por improcedente
y mal fundado, el recurso de apelación interpuesto por los
señores Altagracia Ramírez Viuda Peguero, Dr. Roberto
E. Peguero Fernández, Raquel Altagracia Peguero Santa-
na y Servio Peguero Fernández, contra sentencia de fecha
2 de febrero de 1965, dictada por la Cámara Civil y Co-
mercial de la Primera Circunscripción del Juzgado de Pri-
mera Instancia del Distrito Nacional, cuyo dispositivo figu-
ra copiado en otra parte de la presente sentencia; TERCE-
RO: Condena a los recurrentes al pago de las costas, con
distracción de ellas en provecho del Dr. Néstor Barón Goi-
co, quien afirma haberlas avanzado en su totalidad"; que
sobre recurso de oposición contra la anterior sentencia, la
misma Corte apoderada dictó en fecha 20 de septiembre
de 1966, una sentencia cuyo dispositivo dice así: "FALLA:
PRIMERO: Ordena que, previamente a todo juicio sobre el
fondo del recurso de oposición de que se trata, los recurri-
dos Servio Tulio Peguero Morales y compartes, comuni-
quen a los recurrentes Dr. Roberto E. Peguero Fernández y
compartes, por vía de la Secretaría de esta Corte, en el
plazo legal, todos y cada uno de los documentos de que ha-
rán uso en la presente instancia; y SEGUNDO: Reserva las
costas"; y posteriormente, o sea el 30 de octubre de 1967,
dictó una sentencia cuyo dispositivo se copia a seguidas:
"FALLA: PRIMERO: Declara regular en la forma el recur-
so de oposición interpuesto por la señora Altagracia Ra-
mírez Viuda Peguero, Doctor Roberto E. Peguero Fernán-
dez, Servia Peguero Fernández y Raquel Peguero Fernán-
dez Santana, contra sentencia dictada por esta Corte en
fecha 31 de enero de 1966, la cual contiene el siguiente dis-
positivo: "Palla: Primero: Ratifica el defecto pronunciado
en audiencia contra Altagracia Ramírez Viuda Peguero,
Dr. Roberto E. Peguero Fernández, Raquel Altagracia Pe-
guero Santana y Servio Peguero Fernández por falta de
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ramento legal correspondiente por ante el Juez-Comisario
antes de realizar las diligencias periciales encomendádales;
f) Nombra a Héctor V. Marchena, Administrador Provisio-
nal de los bienes objeto de la demanda de que se trata,
hasta que la partición y liquidación de los mismos haya
sido realmente operada, dispensándolo de la prestación de
fianza; g) Declara a cargo de la masa a partir las costas
causadas y por causarse en la presente instancia"; b) que
sobre recurso de oposición interpuesto por los demandados,
la misma jurisdicción ya expresada, dictó en fecha 2 de
febrero de 1965, una sentencia cuyo dispositivo dice así:
"FALLA: PRIMER: Ratifica el defecto pronunciado en
audiencia contra Altagracia Ramírez Viuda Peguero, Dr.
Roberto E. Peguero Fernández, Raquel Altagracia Pegue-
ro Santana, y Servio Peguero Fernández, parte oponente
por falta de concluir; SEGUNDO: Acoge las conclusiones
formuladas en audiencia por los demandantes Servio Tulio,
José Augusto y Rhina Mercedes Concepción Peguero Mora-
les, por ser justas y reposar sobre prueba legal, y, en con-
secuencia a) Rechaza el recurso de oposición interpuesto
por los señores Altagracia Ramírez Viuda Peguero, Dr.
Roberto E. Peguero Fernández, Raquel Altagracia Peguero
Santana y Servio Peguero Fernández, según acto del al-
guacil Valentín Mella de fecha 2 de diciembre de 1964,
contra la sentencia dictada por este Tribunal en fecha 17
de noviembre del año 1964, cuyo dispositivo aparece copia-
do en otro lugar de este fallo; b) Confirma en todas sus
partes la sentencia impugnada señalada anteriormente; y
e) Condena a la parte oponente que sucumbe al pago de las
costas causadas con motivo de su recurso de oposición,
ordenando la distracción de las mismas en favor del abo-
gado Dr. Héctor Barón Goico, quien asegura haberlas avan-
zado en su totalidad"; c) que sobre recurso de los deman-
dados la Corte de Apelación de Santo Domingo dictó en fe-
cha 31 de enero de 1966, una sentencia con el siguiente
dispositivo: "FALLA: PRIMERO: Ratifica el defecto pro-

nunciado en audiencia contra Altagracia Ramírez Viuda
Peguero, Dr. Roberto E. Peguero Fernández, Raquel Alta-
gracia Peguero Santana y Servio Peguero Fernández, por
falta de concluir; SEGUNDO: Rechaza por improcedente
y mal fundado, el recurso de apelación interpuesto por los
señores Altagracia Ramírez Viuda Peguero, Dr. Roberto
E. Peguero Fernández, Raquel Altagracia Peguero Santa-
na y Servio Peguero Fernández, contra sentencia de fecha
2 de febrero de 1965, dictada por la Cámara Civil y Co-
mercial de la Primera Circunscripción del Juzgado de Pri-
mera Instancia del Distrito Nacional, cuyo dispositivo figu-
ra copiado en otra parte de la presente sentencia; TERCE-
RO: Condena a los recurrentes al pago de las costas, con

' distracción de ellas en provecho del Dr. Néstor Barón Goi-
co, quien afirma haberlas avanzado en su totalidad"; que
sobre recurso de oposición contra la anterior sentencia, la
misma Corte apoderada dictó en fecha 20 de septiembre
de 1966, una sentencia cuyo dispositivo dice así: "FALLA:
PRIMERO: Ordena que, previamente a todo juicio sobre el
fondo del recurso de oposición de que se trata, los recurri-
dos Servio Tulio Peguero Morales y compartes, comuni-
quen a los recurrentes Dr. Roberto E. Peguero Fernández y
compartes, por vía de la Secretaría de esta Corte, en el
plazo legal, todos y cada uno de los documentos de que ha-
rán uso en la presente instancia; y SEGUNDO: Reserva las
costas"; y posteriormente, o sea el 30 de octubre de 1967,
dictó una sentencia cuyo dispositivo se copia a seguidas:
"FALLA: PRIMERO: Declara regular en la forma el recur-
so de oposición interpuesto por la señora Altagracia Ra-
mírez Viuda Peguero, Doctor Roberto E. Peguero Fernán-
dez, Servia Peguero Fernández y Raquel Peguero Fernán-
dez Santana, contra sentencia dictada por esta Corte en
fecha 31 de enero de 1966, la cual contiene el siguiente dis-
positivo: "Falla: Primero: Ratifica el defecto pronunciado
en audiencia contra Altagracia Ramírez Viuda Peguero,
Dr. Roberto E. Peguero Fernández, Raquel Altagracia Pe-
guero Santana y Servio Peguero Fernández por falta de
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conclusión; Segundo: Rechaza por improcedente y mal
fundado, el recurso de apelación interpuesto por los seño-
res Altagracia Ramírez Vda. Peguero, Dr. Roberto E. Pe-
guero Fernández, Raquel Altagracia Peguero Santana y
Servio Peguero Fernández, contra sentencia de fecha 2 de
febrero de 1965, dictada por la Cámara Civil y Comercial
de la Primera Circunscripción del Juzgado de Primera Ins-
tancia del Distrito Nacional, cuyo dispositivo figura co-
piado en otra parte de la presente sentencia; Tercero: Con-
dena a los recurrentes al pago de las costas, con distrac-
ción de ellas en provecho del Dr. Héctor Barón Goico, quien
afirma haberlas avanzado en su totalidad", por haber sido
intentado de acuerdo con las prescripciones de ley que re-
gula esta materia; Segundo: Confirma en todas sus par-
tes, la antes expresada sentencia; y TERCERO: Condena
a las partes recurrentes, señora Altagracia Ramírez Viuda
Peguero, Doctor Roberto E. Peguero Fernández, Servio Pe-
guero Fernández y Raquel Peguero Fernández de Santana,
al pago de las costas ocasionadas con motivo de su recur-
so, y ordena su distracción a favor del Doctor Héctor Ba-
rón Goico, abogado de las partes recurridas, quien ha afir-
mado haberlas avanzado en su totalidad"; d) que sobre el
recurso de casación interpuesto, la Suprema Corte de Jus-
ticia en fecha 6 de septiembre de 1968, dictó una sentencia
con el siguiente dispositivo: "Por tales motivos, Primero:
Casa la sentencia dictada por la Corte de Apelación de
Santo Domingo, en atribuciones civiles, en fecha 30 de oc-
tubre de 1967, cuyo dispositivo se ha copiado en otra par-
te del presente fallo, y envía el asunto por ante la Corte de
Apelación de San Cristóbal; Segundo: Compensa las cos-
tas"; e) que la Corte de A pelación de San Cristóbal sobre
el envío ordenado dictó en fecha 10 de febrero de 1969, una
sentencia con el siguiente dis positivo: FALLA: PRIME-
RO: Ratifica el defecto pronunciado en audiencia contra
los señores Altagracia Ramírez Vda. Peguero, Roberto E.
Peguero Fernández, Servio Peguero Fernández y Raquel
Altagracia Peguero de Santana, de generales enunciadas

11111r."—anteriormente, por no haber comparecido a esta audien-

parte intimada, anteriormente enumeradas; TERCERO:

cia para mantener su recurso de apelación, no obstante es-
tar legalmente emplazados; SEGUNDO: Descarga de ma-
nera pura y simple de la apelación de que se trata, a la

Condena a los señores Altagracia Ramírez Vda. Peguero,
Roberto E. Peguero Fernández, Servio Peguero Fernández
y Raquel Altagracia Peguero de Santana, al pago de las
costas causadas con motivo de su recurso de apelación, y
ordena la distracción de las mismas, en favor de los abo-
gados de las partes intimadas Doctores Héctor Barón Goi-
co y Rhina Castillo Valdez, por haber afirmado que las han
avanzado en su mayor parte"; f) que sobre la oposición
formulada la misma Corte dictó el 16 de julio de 1969, la
sentencia ahora impugnada en casación, con el siguiente
dispositivo: "FALLA: PRIMERO: Declara regular y váli-
do en cuanto a la forma, y rechaza en cuanto al fondo, el
recurso de oposic i ón interpuesto ncr los señores Altagra-
cia Ramírez Viuda Peguero, doctor Roberto E. Peguero
Fernández, Servio Peguero Fernández y Raquel Peguero
Fernández de Santana, contra sentencia dictada por esta
Corte de Apelación, en fecha 10 de febrero de 1969; SE-
GUNDO: Acoge las conclusiones presentadas por los abo-
gados de la parte intimada doctores Héctor Barón Goico
y Rhina Castillo Valdez, y en consecuencia: a) Ordena la

-partición y liquidación de los bienes pertenecientes a la co-
munidad legal que existió entre Servio Emiliano Peguero
Matos y Altagracia Ramírez Viuda Peguero así como los
bienes pertenecientes a la Sucesión de Servio Emiliano Pe-
guero Matos, cónyuge fallecido, entre las partes en causa,
según sus derechos respectivos: b) Comisiona al Notario
Público Dr. Frank Cruz Salcedo, de los del Distrito Nacio-
nal, para que proceda a las operaciones de cuenta, liquida-
ción y partición ordenadas entre las partes en causa, con
todas sus consecuencias legales; e) Nombre al Magistrado
Juez Presidente de la Primera Cámara de lo Civil y Co-
mercial del Juzgado de Primera Instancia del Distrito Na-
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dena a los recurrentes al pago de las costas, con distrac-
ción de ellas en provecho del Dr. Héctor Barón Goico, quien
afirma haberlas avanzado en su totalidad", por haber sido
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gula esta materia; Segundo: Confirma en todas sus par-
tes, la antes expresada sentencia; y TERCERO: Condena
a las partes recurrentes, señora Altagracia Ramírez Viuda
Peguero, Doctor Roberto E. Peguero Fernández, Servio Pe-
guero Fernández y Raquel Peguero Fernández de Santana.
al pago de las costas ocasionadas con motivo de su recur-
so, y ordena su distracción a favor del Doctor Héctor Ba-
rón Goico, abogado de las partes recurridas, quien ha afir-
mado haberlas avanzado en su totalidad"; d) que sobre el
recurso de casación interpuesto, la Suprema Corte de Jus-
ticia en fecha 6 de septiembre de 1968, dictó una sentencia
con el siguiente dispositivo: "Por tales motivos, Primero:
Casa la sentencia dictada por la Corte de Apelación de
Santo Domingo, en atribuciones civiles, en fecha 30 de oc-
tubre de 1967, cuyo dispositivo se ha copiado en otra par-
te del presente fallo, y envía el asunto por ante la Corte de
Apelación de San Cristóbal; Segundo: Compensa las cos-
tas"; e) que la Corte de A pelación de San Cristóbal sobre
el envío ordenado dictó en fecha 10 de febrero de 1969, una
sentencia con el siguiente dis positivo: FALLA: PRIME-
RO: Ratifica el defecto pronunciado en audiencia contra
los señores Altagracia Ramírez Vda. Peguero, Roberto E.
Peguero Fernández, Servio Peguero Fernández y Raquel
Altagracia Peguero de Santana, de generales enunciadas

anteriormente, por no haber comparecido a esta audien-
cia para mantener su recurso de apelación, no obstante es-
tar legalmente emplazados; SEGUNDO: Descarga de ma-
nera pura y simple de la apelación de que se trata, a la
parte intimada, anteriormente enumeradas; TERCERO:
Condena a los señores Altagracia Ramírez Vda. Peguero,
Roberto E. Peguero Fernández, Servio Peguero Fernández
y Raquel Altagracia Peguero de Santana, al pago de las
costas causadas con motivo de su recurso de apelación, y
ordena la distracción de las mismas, en favor de los abo-
gados de las partes intimadas Doctores Héctor Barón Goi-
co y Rhina Castillo Valdez, por haber afirmado que las han
avanzado en su mayor parte"; f) que sobre la oposición
formulada la misma Corte dictó el 16 de julio de 1969, la
sentencia ahora impugnada en casación, con el siguiente
dispositivo: "FALLA: PRIMERO: Declara regular y váli-
do en cuanto a la forma, y rechaza en cuanto al fondo, el
recurso de oposic i ón interpuesto por los señores Altagra-
cia Ramírez Viuda Peguero, doctor Roberto E. Peguero
Fernández, Servio Peguero Fernández y Raquel Peguero
Fernández de Santana, contra sentencia dictada por esta
Corte de Apelación, en fecha 10 de febrero de 1969; SE-
GUNDO: Acoge las conclusiones presentadas por los abo-
gados de la parte intimada doctores Héctor Barón Goico
y Rhina Castillo Valdez, y en consecuencia: a) Ordena la
partición y liquidación de los bienes pertenecientes a la co-
munidad legal que existió entre Servio Emiliano Peguero
Matos y Altagracia Ramírez Viuda Peguero así como los
bienes pertenecientes a la Sucesión de Servio Emiliano Pe-
guero Matos. cónyuge fallecido, entre las partes en causa,
según sus derechos respectivos: b) Comisiona al Notario
Público Dr. Frank Cruz Salcedo, de los del Distrito Nacio-
nal, para que proceda a las operaciones de cuenta, liquida-
ción y partición ordenadas entre las partes en causa, con
todas sus consecuencias legales; c) Nombre al Magistrado
Juez Presidente de la Primera Cámara de lo Civil y Co-
mercial del Juzgado de Primera Instancia del Distrito Na-
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cional, Juez Comisario para que presida esas operaciones;
d) Ordenar que los bienes inmuebles no susceptibles de có-
moda división en naturaleza entre las partes en causa, sean
vendidos en pública licitación por ante el mismo notario
comisionado Dr. Frank Cruz Salcedo, sirviendo como pre-
cio de primera puja el que fijará dicha Cámara Civil y
Comercial, en cada caso, en vista de la estimación que de
los mismos sea hecha por los peritos que habrán de ser
nombrados e) Nombra de oficio a los doctores Juan Ber-
jam, Juan A. Tolentino y Juan Rafael Grullón Castañeda,
abogados del Distrito Nacional, peritos, para que informen
al Tribunal respecto de si los bienes inmuebles de cuya
partición se trata son o no susceptibles de cómoda división
en naturaleza y hagan la estimación de los mismos; peri-
tos éstos o los que las partes designen de común acuerdo,
que habrán de prestar el juramento legal correspondiente
por ante el Juez Comisario antes de realizar las diligencias
periciales encomendádales; f) Nombra al señor Héctor V.
Marchena, Administrador Prov i sional objetos de la deman-
da de que se trata, hasta que la partición y liquidación de
los mismos haya sido realmente operada, dispensándoles
de la prestación de fianza g) Declara a cargo de la masa
a partir las costas causadas y por causarse en la presente
instancia, con distracción de las mismas en favor de los
doctores Héctor Barón Goico y Rhina Castillo Valdez, quie-
nes afirman haberlas avanzado en su totalidad";

Crdnsiderando que los recurrentes proponen en su me-
morial de casación, el siguiente medio: Unico: Violación
de los artículos 80 y 190 del Código de Procedimiento Ci-
vil; contradicción de motivos; inadecuada apreciación o
interpretación de las conclusiones de los recurrentes; im-
propia aplicación de la máxima no hay nulidad sin agra-
vios; Violación del sagrado derecho de defensa, y, viola-
ción del artículo 141 del Código de Procedimiento Civil al
dejar sin motivos que justifiquen el fallo impugnado;

F.
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Considerando que en el desarrollo del medio propues-
to sostienen los recurrentes que la Corte a-qua actuaba co-
mo Corte de envío en virtud de sentencia de esta Suprema
Corte de Justicia de fecha 6 de septiembre de 1968, la cual
casó un fallo de la Corte de Apelación de Santo Domingo
del 30 de octubre de 1967; que la Corte de envío resolvió
el fondo de la demanda y nada dijo de la nulidad del acto
recordatorio generador de la casación dispuesta por la Su-
prema Corte de Justicia en el antes citado fallo del 6 de
septiembre de 1968; que la dicha Corte de envío después
de admitir en el fallo impugnado la irregularidad del cita-
do acto de procedimiento que lo viciaba de nulidad, se vol-
vió contra esa comprobación basándose en que en el acto
notificado por los actuales recurridos el 6 de noviembre
de 1968, ellos declararon que habían depositado todos los
documentos que harían valer, para que su contraparte to-
mara comunicación de los mismos; que ese acto, alegan los
recurrentes en el medio de casación propuesto, no ejerce
influencia alguna en el caso, porque además de las irregu-
laridades invocadas, lo que se litiga (entienden los recu-
rrentes) es solamente la nulidad del acto recordatorio que
había sido notificado el 10 de mayo de 1967, llamando pa-
ra la audiencia del día 15 de ese mes, en la cual se discu-
tiría el fondo; que la Corte a-qua, como Corte de envío, ha
dicho que la nulidad propuesta no ha producido agravios
porque ambas partes han hecho defensas al fondo; y que
eso no es así porque en la página 5 del fallo impugnado,
ellos, los recurrentes, lo que hicieron por su escrito am-
pliatorio fue ratificar su pedimento de que se declarara
nulo el avenir notificado el 16 de abril de 1970; que por
todo lo expuesto y al ser ellos privados de hacer sus defen-
sas al fondo, se ha incurrido en la sentencia impugnada en
las violaciones y vicios denunciados; pero,

Considerando que no es cierto que la Corte a-qua, co-
mo Corte de envío, se limitara a fallar el fondo de la de-
manda en partición pendiente entre las partes, sino que
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previamente resolvió sobre la nulidad del acto recordato-
rio del 6 de mayo de 1967 que había dado lugar al envío
ordenando: que así consta en los Considerandos insertos
en las páginas 8 y siguientes del fallo impugnado, según
resulta de su examen, en donde la Corte a-qua analiza los
fundamentos que dio la Suprema Corte de Justicia en su
sentencia del 6 de septiembre de 1968, y estudia y decide
a continuación sobre la nulidad del antes citado acto recor-
datorio, llegando a la conclusión de que la proponente de
esa nulidad había sido invitada por su contraparte a tomar
previamente comunicación de todos los documentos depo-
sitados, y luego concluyó al fondo; estimando la Corte
a-qua, que en tales condiciones, las irregularidades alega-
das no le habían hecho agravio, aplicando la máxima "no
hay nulidad sin agravio"; que, lo así resuelto por la Cor-
te a-qua revela que el derecho de defensa ante dicha Cor-
te no fue lesionado, y que las irregularidades propuestas
quedaron cubiertas, por lo cual esos alegatos quedaron
sin base y deben ser desestimados;

Considerando que en cuanto al alegato de los recu-
rrentes de que ellos no concluyeron al fondo como dice la
Corte a-qua, el examen del fallo impugnado revela que lo
que se estaba discutiendo era la oposición formulada por
los actuales recurrentes contra una sentencia en defecto
de la misma Corte de envío, de fecha 10 de febrero de 1969,
y los hoy recurrentes en casación concluyeron primero en
el sentido de que se declarara la nulidad del acto de ave-
nir agregando de modo subsidiario lo siguiente: "De modo
subsidiario: Sin renunciar a esas conclusiones principales
pues se reserva el derecho de mantenerlas en cualquier re-
curso ulterior: Que para el caso de que esa honorable Cor-
te de Apelación considere que ha sido ejecutada la refe-
rida sentencia del 20 de septiembre de 1967 a que aluden
las conclusiones principales anteriores, entonces Revoqueis
la sentencia dictada en provecho de los señores Peguero
Morales por la Corte de Apelación de Santo Domingo en
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fecha 2 del mes de febrero del año 1965, dictada en defec-
to, la cual se encuentra impugnada por las concluyentes;
y, que. al acoger una cualquiera de las presentes conclu-
siones, condenéis a los señores Servio Tulio Peguero y
compartes al pago de las costas, distrayéndolas en prove-
cho del infrascrito quien os afirma haberlas avanzado en su
mayor parte";

Considerando que esas conclusiones revelan que los
recurrentes pidieron también a la Corte de envío que revo-
cara la sentencia que a su vez había dictado en defecto en
su contra el 2 de febrero de 1965, la Corte de Apelación
de Santo Domingo, por lo cual había quedado resuelto el
fondo, es decir, a que en tales condicones ante la Corte de
envío la litis quedó íntegramente comprometida entre las
partes; que si luego en un escrito ampliativo (según tam-
bién consta en la pág. 5 del fallo impugnado) propusieron
los recurrentes la nulidad del nuevo avenir del 16 de abril
de 1970, fue en base de que ratificaban sus conclusiones
interiores, y éste quedó resuelto también dentro de los ra-
zonamientos que hizo la Corte en la parte final del segun-
do Considerando del fallo dictado, en donde obviamente
dicho fallo se refiere a la actuación de las partes ante la
Corte de envío, cuando dice que la parte recurrente "había
depositado para que tome conocimiento de ellos, todos los
documentos que harían valer sus requirientes en su de-
manda en partición judicial sus requeridos lo que demues-
tra que los señores Servio Tulio Peguero Morales, José Au-
gusto Peguero Morales y Rhina Mercedes Peguero Mora-
les, ofrecieron y no han negado a le otra parte, todos los
documentos que harían valer en la demanda de que se tra-
ta. Por otra parte, y en otro aspecto legal del asunto, por
las piezas que integran este expediente, se comprueba que
los abogados de las partes han hecho defensas al fondo de
la demanda y han presentado conclusiones en tal sentido,
en esa virtud, la nulidad propuesta no ha producido agra-
vios, pues ambas partes han tenido oportunidad de defen-
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de Santo Domingo. por lo cual había quedado resuelto el
fondo, es decir, a que en tales condiciones ante la Corte de
envío la litis quedó íntegramente comprometida entre las
partes; que si luego en un escrito ampliativo (según tam-
bién consta en la pág. 5 del fallo impugnado) propusieron
los recurrentes la nulidad del nuevo avenir del 16 de abril
de 1970, fue en base de que ratificaban sus conclusiones
anteriores, y éste quedó resuelto también dentro de los ra-
zonamientos que hizo la Corte en la parte final del segun-
do Considerando del fallo dictado, en donde obviamente
dicho fallo se refiere a la actuación de las partes ante la
Corte de envío, cuando dice que la parte recurrente "había
depositado para que tome conocimiento de ellos, todos los
documentos que harían valer sus requirientes en su de-
manda en partición judicial sus requeridos lo que demues-
tra que los señores Servio Tulio Peguero Morales, José Au-
gusto Peguero Morales y Rhina Mercedes Peguero Mora-
les, ofrecieron y no han negado a la otra parte, todos los
documentos que harían valer en la demanda de que se tra-
ta. Por otra parte, y en otro aspecto legal del asunto, por
las piezas que integran este expediente, se comprueba que
los abogados de las partes han hecho defensas al fondo de
la demanda y han presentado conclusiones en tal sentido,
en esa virtud, la nulidad propuesta no ha producido agra-
vios, pues ambas partes han tenido oportunidad de defen-
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der sus intereses recíprocos, y la nulidad invocada ha que-
dado cubierta al tenor de lo que dispone el artículo 173 del
Código de Procedimiento Civil"; es decir que al no haberse
producido ante la Corte de envío agravios con las irregu-
laridades alegadas, esos razonamientos abarcan ambas si-
tuaciones procesales: la suscitada ante la Corte de Apela-
ción de Santo Domingo que conoció primero del caso, y la
surgida ante la Corte de envío con el nuevo acto de ave-
nir; que, por consiguiente, los medios propuestos carecen
de fundamento y deben ser desestimados;

Considerando que las costas pueden ser compensadas
en el presente caso por tratarse de una litis entre herma-
mos, todo en virtud del artículo 131 del Código de Procedi-
miento Civil;

Por tales motivos, Primero: Rechaza el recurso de ca-
sación interpuesto por Altagracia Ramírez Vda. Peguero,
Roberto E. Peguero Fernández, Servio Peguero Fernández
y Raquel Altagracia Peguero de Santana, contra la senten-
cia dictada por la Corte de Apelación de San Cristóbal, en
fecha 16 de julio de 1970, en sus atribuciones civiles, cu-
yo dispositivo ha sido copiado en parte anterior del pre-
sente fallo; Segundo: Compensa las costas.

Firmados: Manuel Ramón Ruiz Tejada.— F. E. Rave-
lo de la Fuente.— Mauel D. Bergés Chupani.— Manuel A.
Amiama.— Joaquín M. Alvarez Perelló.— Juan Bautista
Rojas Almánzar y Santiago Osvaldo Rojo Carbuccia.— Er-
nesto Curiel hijo, Secretario General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresados, y fue
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que
certifico.— (Firmado): Ernesto Curiel hijo.

Dios, Patria y Libertad.
República Dominicana.

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Fernando E.
Ravelo de la Fuente, Primer Sustituto en Funciones de
Presidente; Manuel D. Bergés Chupani, Manuel A. Amia-
ma, Francisco Elpidio Beras, Joaquín M. Alvarez Perdió,
Juan Bautista Rojas Almánzar y Santiago Osvaldo Rojo
Carbuccia, asistidos del Secretario General, en la Sala don-
de celebra sus audiencias, en la ciudad de Santo Domin-
go de Guzmán, Distrito Nacional, hoy día 8 de Septiem-
bre del año 1971, años 128' de la Independencia y 109' de
la Restauración, dicta en audiencia pública, como corte de
casación, la siguiente sentencia:

Sobre el recurso de casación interpuesto por Mélida
Ramírez Rodríguez, dominicana, mayor de edad, soltera,
domiciliada en Maizal, Municipio de Esperanza, cédula N9
858, serie 31, contra la sentencia del Tribunal Superior de
Tierras del 31 de agosto de 1970, dictada en relación con
la Parcela 139 del Distrito Catastral No. 3 del Municipio
de Esperanza, cuyo dispositivo se copia más adelante;

Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol;
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go de Guzmán, Distrito Nacional, hoy día 8 de Septiem-
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la Restauración, dicta en audiencia pública, como corte de
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Sobre el recurso de casación interpuesto por Mélida
Ramírez Rodríguez, dominicana, mayor de edad, soltera,
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858, serie 31, contra la sentencia del Tribunal Superior de
Tierras del 31 de agosto de 1970, dictada en relación con
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de Esperanza, cuyo dispositivo se copia más adelante;

Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol;
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Oído, en la lectura de sus conclusiones, al Dr. Pablo
Feliz Peña, cédula No. 21462, serie 18, abogado de la re-
currente;

411
Oído en la lectura de sus conclusiones, al Lic. Man-

fredo A. Moore, cédula No. 899, serie 47, abogado de los re-
curridos, Angélica Reyes Vda. Ramírez, dominicana, ma-
yor de edad, soltera. de oficios domésticos, domiciliada y
residente en la sección de Maizal, del Municipio de Espe-
ranza, cédula No. 1250, serie 34; Bienvenido Ramírez R.,
dominicano, mayor de edad, soltero, agricultor, domicilia-
do y residente en el mismo lugar, cédula No. 4364, serie 34;
Francisca Ramírez Reyes, dominicana, mayor de edad, de
oficios domésticos, domiciliada y residente en la sección de
Maimón; Esperanza, cédula No. 1790, serie 33; Mercedes
Ramírez R., dominicana, mayor de edad, ocupada en los
oficios de la casa, casada con R. González, domiciliada y
residente en Higüey, cédula No. 7755, serie 34; Altagracia
Ramírez R. de Peralta, dominicana, mayor de edad, casa-
da, ocupada en los oficios domésticos, cédula No. 4687, se-
rie 34; M. Hilda Ramírez de Vicente, mayor de edad, do-
minicana, ocupada en los oficios de la casa, do-
miciliada y residente en New York, U. S. A., cédula No.
5544, serie 34; Modesta Ramírez, dominicana, mayor de
edad, soltera, de oficios domésticos, domiciliada y residen-
te en la sección de Maimón (Esperanza), cédula No. 7754.
serie 34; Catalina Ramírez Viuda Pascual, dominicana, ma-
yor de edad, soltera, de oficios domésticos, domiciliada y
residente en Valverde (Mao), cédula No. 5860, Serie 34;
Rafael Ramírez R., dominicano, mayor de edad, comer-
ciante, domiciliado y residente en San Pedro de Macorís,
cédula No. 5561, serie 34; Orfelina Ramírez R., dominica-
na, mayor de edad, soltera, ocupada en los oficios de la
casa, domiciliada y residente en la ciudad de New York,
Estados Unidos de Norte América, portadora de la cédula
Personal de Identificación No. 6540, serie 34; Minerva Ra-
mírez de Reyes, dominicana, mayor de edad, casada, de

oficios de la casa, domiciliada y residente en la ciudad de
_a- New York, Estados Unidos de Norte América, portadora de

la Cédula Personal de Identificación Número 1791, serie
33; Saturnino Ramírez Reyes, dominicano, mayor de edad,
casado, agricultor, domiciliado y residente en la sección
de Maimón del Municipio de Esperanza, portador de la Cé-
dula Personal de Identificación No. 6130, serie 33; y Edi-
lie Ramírez Reyes, dominicano, mayor de edad, casado, de
profesión agricultor, domiciliadc y residente en la sección
de Maimón, del Municipio de Esperanza, portador de la
Cédula Personal de Identificación No. 6566, serie 34;

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General
de la República;

Visto el memorial de casación suscrito por el abogado
de la recurrente, en fecha 30 de octubre del 1970, en el
cual propone los medios de casación que se indican más
adelante;

Visto t.1 memorial de defensa suscrito en fecha 25 de
marzo del 1971 por el abogado de los recurridos;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado, y vistos los artículos 86, de la Ley de Registro de
Tierras y 1 y 65 de la Ley sobre Procedimiento de Casa-
ción;

Considerando, que en la sentencia impugnada, y en los
documentos a que ella se refiere consta lo siguiente: a) que
la Parcela No. 139 del Distrito Catastral No. 3 del Muni-
cipio de Esperanza fue saneada y ordenado su registro por
el Tribunal Superior de Tierras en favor de Ramón Ramí-
rez, en fecha 2 de agostii-del 1946, y en su provecho fue re-
gistrada en el Registro de Título del Departamento de San-
tiago; b) que por la Resolución del Tribunal Superior de
Tierras del 6 de noviembre de 1967, se determinaron los
herederos del finado Ramón Ramírez y se ordenó la can-
celación del Certificado de Título y la expedición de uno
nuevo en favor de sus herederos que resultaron ser Bien-
venido, Francisca Antonia, Mercedes Altagracia, Hilda.
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Modesta, Catalina, Rafael, Orfelina, Minerva, Saturnino
y Edilio Ramírez Reyes, y de la esposa, común en bienes,
Angélica Reyes Vda. Ramírez; e) que con posterioridad a
esa Resolución o sea el 20 de junio de 1968, Mélida Ramí-
rez Rodríguez, hermana de Ramón Ramírez, dirigió una
instancia al Tribunal Superior de Tierras en reclamación
de una porción de dicha Parcela; d) que el Juez de Juris-
dicción Original designado al efecto dictó una sentencia el
23 de octubre de 1969, cuyo dis positivo aparece inserto en
el de la ahora impugnada; e) que sobre el recurso de ape-
lación de Mélida Ramírez Rodríguez, intervino la senten-
cia impugnada, cuyo dispositivo dice así: "FALLA: 1 9 : Se
acoge, en cuanto a la forma, y se Rechaza, en cuanto al fon-
do, la apelación interpuesta en fecha 31 de octubre de
1969, por el Dr. Pablo Feliz Peña, a nombre de la señora
Mélida Ramírez Rodríguez, contra la Decisión No. 1 dicta-
da por el Tribunal de Tierras de Jurisdicción Original, en
fecha 23 de Octubre de 1969, en relación con la Parcela N°
139 del Distrito Catastral No. 3 del Municipio de Esperan-
za.— 2do. Se confirma, la Decisión No. 1 dictada por el
Tribunal de Tierras de Jurisdicción Original, en fecha 23
de Octubre de 1969, cuyo dispositivo dice así: 'PRIMERO:
Que debe rechazar, como al efecto rechaza, la instancia de
fecha 20 del mes de Junio de 1968, elevada al Tribunal Su-
perior de Tierras por el Doctor Pablo Félix Peña a nom-
bre de la señora Mélida Ramírez Rodríguez, dominicana,
mayor de edad, soltera de oficios domésticos, domiciliada
y residente en Maizal, Municipio de Esperanza, cédula N9
858, serie 33, por improcedente y mal fundada.— SEGUN-
DO: Que debe conservar, como al efecto conserva vigente
el Certificado de Título No. 16 que ampara la Parcela No.
139, del D. C. No. 3 del Municipio de Esperapza, Sitio de
Maizal, Provincia de Valverde, objeto de esta litis";

Considerando, que la recurrente propone en su memo-
rial los siguientes medios de casación: Violación del artícu-
lo 141 del Código de Procedimiento Civil; Desnaturaliza-

ción de los hechos.— Falsos y erróneos motivos y falta de
base legal;

Considerando, que en el conjunto de sus medios de ca-
sación, la recurrente alega, en síntesis, lo siguiente: que
el juez de jurisdicción original expresó en su sentencia que
el área que arrojó la primera mensura no coincidía con el
área actual de la Parcela, que abarca otra franja del terre-
no situada al Este; que en la sentencia impugnada se seña-
la que la porción de terreno reclamada por la recurrente
se encuentra dentro de un terreno registrado, y que se ha
podido comprobar que ella no formuló su reclamación en el
proceso de saneamiento ni depositó durante el mismo los
documentos en que apoyaba sus pretensiones, por lo cual
sus derechos quedaron aniquilados por dicho saneamiento;
que, sin embargo, el Tribunal a - quo no tuvo en cuenta que
se trataba de derechos de coherederos en que éstos no po-
dían ignorar la existencia de esos derechos; pero,

Considerando, que en la sentencia impugnada se ex-
presa lo siguiente: "que evidentemente la porción de terre-
no que reclama la señora Mélida Ramírez Rodríguez, se en-
cuentra en un terreno registrado y el origen de los mismos
se remonta a una época muy anterior al saneamiento; que
este Tribunal ha podido comprobar que la apelante, Mélida
Ramírez Rodríguez, no formuló su reclamación en el pro-
ceso de saneamiento ni depositó durante el mismo los do-
cumentos en que apoya sus pretensiones, y en consecuen-
cia, es improcedente pretender ahora efectos jurídicos de
actos que, aunque relativos al inmueble, no fueron presen-
tados al saneamiento y cuyo valor jurídico, por consecuen-
cia, quedaron aniquilados por el mismo; que la sentencia
final del registro cuando adquiere la autoridad de la cosa
irrevocablemente, aniquila todos los derechos que no ha-
yan sido invocados en el saneamiento, a menos que se tra-
te de una situación de derecho distinta a la consagrada por
dicha sentencia o por los decretos de registros y certifica-
dos de título que son sus consecuencias, y a condición de

BOLETIN JUDICIAL	 25972596	 BOLETIN JUDICIAL



t.

2596	 BOLETIN JUDICIAL
	 BOLETIN JUDICIAL	 2597

Modesta, Catalina, Rafael, Orfelina, Minerva, Saturnin,
y Edilio Ramírez Reyes, y de la esposa, común en bienes
Angélica Reyes Vda. Ramírez; e) que con posterioridad
esa Resolución o sea el 20 de junio de 1968, Mélida Ramí
rez Rodríguez, hermana de Ramón Ramírez, dirigió un,
instancia al Tribunal Superior de Tierras en reclamaciói
de una porción de dicha Parcela; d) que el Juez de Juris
dicción Original designado al efecto dictó una sentencia el
23 de octubre de 1969, cuyo dis positivo aparece inserto en
el de la ahora impugnada; e) que sobre el recurso de ape-
lación de Mélida Ramírez Rodríguez, intervino la senten,
cia impugnada, cuyo dispositivo dice así: "FALLA: 1°: Se ,•
acoge, en cuanto a la forma, y se Rechaza, en cuanto al fon-
do, la apelación interpuesta en fecha 31 de octubre de
1969, por el Dr. Pablo Feliz Peña, a nombre de la señora
Mélida Ramírez Rodríguez, contra la Decisión No. 1 dicta-
da por el Tribunal de Tierras de Jurisdicción Original, en
fecha 23 de Octubre de 1969, en relación con la Parcela No
139 del Distrito Catastral No. 3 del Municipio de Esperan-
za.— 2do. Se confirma, la Decisión No. 1 dictada por el
Tribunal de Tierras de Jurisdicción Original, en fecha 23
de Octubre de 1969, cuyo dispositivo dice así: 'PRIMERO:
Que debe rechazar, como al efecto rechaza, la instancia de
fecha 20 del mes de Junio de 1968, elevada al Tribunal Su-
perior de Tierras por el Doctor Pablo Félix Peña a nom-
bre de la señora Mélida Ramírez Rodríguez, dominicana,
mayor de edad, soltera de oficios domésticos, domiciliada
y residente en Maizal, Municipio de Esperanza, cédula No
858, serie 33, por improcedente y mal fundada.— SEGUN-
DO: Que debe conservar, como al efecto conserva vigente
el Certificado de Título No. 16 que ampara la Parcela No.
139, del D. C. No. 3 del Municipio de Esperapza, Sitio de
Maizal, Provincia de Valverde, objeto de esta litis";
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que, sin embargo, el Tribunal a-quo no tuvo en cuenta que
se trataba de derechos de coherederos en que éstos no po-
dían ignorar la existencia de esos derechos; pero,

Considerando, que en la sentencia impugnada se ex-
presa lo siguiente: "que evidentemente la porción de terre-
no que reclama la señora Mélida Ramírez Rodríguez, se en-
cuentra en un terreno registrado y el origen de los mismos
se remonta a una época muy anterior al saneamiento; que
este Tribunal ha podido comprobar que la apelante, Mélida
Ramírez Rodríguez, no formuló su reclamación en el pro-
ceso de saneamiento ni depositó durante el mismo los do-
cumentos en que apoya sus pretensiones, y en consecuen-
cia, es improcedente pretender ahora efectos jurídicos de
actos que, aunque relativos al inmueble, no fueron presen-
tados al saneamiento y cuyo valor jurídico, por consecuen-
cia, quedaron aniquilados por el mismo; que la sentencia
final del registro cuando adquiere la autoridad de la cosa
irrevocablemente, aniquila todos los derechos que no ha-
yan sido invocados en el saneamiento, a menos que se tra-
te de una situación de derecho distinta a la consagrada por
dicha sentencia o por los decretos de registros y certifica-
dos de título que son sus consecuencias, y a condición de
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que la nueva si
tuación se origine en hechos jurídicos sur-gidos con posterioridad a aquellos , situación en la cual elTribunal no viola la ley admitiendo y ponderando los ele-mentos de prueba correspondientes a la nueva situación ju-rídica, producidos regularmente; que, en	 caso,los derechos reclamados por la apelante elMélida

presente
 RamírezRodríguez, como se ha expresado, son anteriores al sanea-miento y en consecuencia, el Juez a-quo realizó una buenaap

reciación de los hechos al rechazar la instancia de fecha
20 de Junio de 1968, dirigida a nombre de ella a este Tri-
bunal Superior por el Dr. Pablo Félix Peña, y mantenien-
do la vigencia del certificado de título que ampara la pre-
citada parcela; que en tal virtud es procedente: acoger en
cuanto a la forma y rechazar en cuanto al fondo, el 

recursode apelación in terpuesto y confirmar la decisión dél Tribu-nal de Tierras de Jurisdicción Original";
Considerando, que esos motivos sustentados por el Tri-bunal a-quo, en el considerando que se copia precedente-

mente son jurídicamente correctos, ya que se ajustan a lasre
gulaciones de la Ley de Registró de Tierras, y, especial-mente, a las disposiciones del artículo 86 de esta Ley, se-

gún, el cual "Las sentencias del Tribunal de Tierras dicta-
das a favor de la persona que tenga derecho al registro del
terreno o parte del mismo, sanearán el título relativo a di-
chos terrenos con las únicas excepciones indicadas en elArt. 174, y serán terminantes y oponibles a toda persona,
inclusive el Estado, el Distrito Nacional, los municipios.
y cualquiera otra subdivisión política de la República, ya
se citen por sus nombres en el requerimiento, emplaza-
miento, aviso, citación, o ya se comprendan en la frase 'atodos a quienes pueda interesar' . Dichas sentencias no po-drán ser impugnadas con motivo de ausencia, minoría deedad, impedimento, inhabilidad o incapacidad legal de laspersonas a quienes perjudique, ni por decisión de ningún
otro tribunal"; que en tales condiciones los medios del re-
curso carecen de fundamento y deben ser desestimados;
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Por tales motivos, Primero: Rechaza el recurso de ca-
sación interpuesto por Mélida Ramírez Rodríguez contra
la sentencia del Tribunal Superior de Tierras del 31 de
agosto del 1970, dictada en relación con la Parcela No. 139
del Distrito Catastral No. 3 del Municipio de Esperanza, cu-
yo dispositivo se copia en parte anterior del presente fa-
llo; y Segundo: Condena a la recurrente al pago de las cos-
tas, con distracción en provecho del Lic. Manfredo A.

4- Moore R., abogado de los recurridos, quien afirma que las
ha avanzado en su mayor parte.

(Firmados).— Fernando E. Ravelo de la Fuente.— Ma-
nuel D. Bergés Chupani.— Manuel A. Amiama.— Francis-
co Elpidio Ber-s.— Joaquín M. Alvarez Perelló.— Juan
Bautista Rojas Almánzar.— Santiago Osvaldo Rojo Car-

-i, buccia.— Ernesto Curiel hijo, Secretario General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los
señores Jueces que figuran en su encabezamiento en la au-
diencia pública, del día, mes y año en él expresadas y fue
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General que
certifico. (Fdo.) Ernesto Curiel hijo.



2598	
BOLETIN JUDICIAL

que la nueva situación se origine en hechos jurídicos sur-
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se citen por sus nombres en el requerimiento, emplaza-
miento, aviso, citación, o ya se comprendan en la frase 'a
todos a quienes pueda interesar'. Dichas sentencias no po-
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Por tales motivos, Primero: Rechaza el recurso de ca-
sación interpuesto por Mélida Ramírez Rodríguez contra

la sentencia del Tribunal Superior de Tierras del 31 de
agosto del 1970, dictada en relación con la Parcela No. 139
del Distrito Catastral No. 3 del Municipio de Esperanza, cu-
yo dispositiv o se copia en parte anterior del presente fa-

llo; y Segundo: Condena a la recurrente al pago de las cos-
tas, con distracción en provecho del Lic. Manfredo A.
Moore R., abogado de los recurridos, quien afirma que las
ha avanzado en su mayor parte.

(Firmados).— Fernando E. Ravelo de la Fuente.— Ma-
nuel D. Bergés Chupani.— Manuel A. Amiama.— Francis-
co Elpidio Berrs.— Joaquín M. Alvarez Perelló.— Juan
Bautista Rojas Almánzar.— Santiago Osvaldo Rojo Car-
buccia.— Ernesto Curiel hijo, Secretario General.

La presente sentencia ha nido dada y firmada por los
señores Jueces que figuran en su encabezamie nto en la au-
diencia pública, del día, mes y año en él expresadas y fue
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General que
certifico. (Fdo.) Ernesto Curiel hijo.
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SENTENCIA DE FECHA 10 DE SEPTIEMBRE DEL 1971.

Materia: Disciplinaria.

Prevenido: Dr. Luis A. Scheker Ortiz.

Dios, Patria y Libertad.
República Dominicana.

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Manuel Ra-
món Ruiz Tejada, Presidente; Fernando E. Ravelo de la
Fuente, Primer Sustituto de Presidente; Eduardo Read Ba-
rreras, Segundo Sustituto de Presidente; Manuel D. Ber-
gés Chupani, Manuel A. Amiama, Francisco Elpidio Beras,
Joaquín M. Alvarez Perelló, Juan Bautista Rojas Almán-
zar y Santiago Osvaldo Carbuccia, asistidos del Secretario
General, en la Sala donde celebra sus audienciaá, en la
ciudad de Santo Domingo de Guzmán, Distrito Nacional,
hoy día 10 del mes de Septiembre del año 1971, años 128'
de la Independencia y 109' de la Restauración, dicta en
audiencia pública, la siguiente sentencia:

En la causa disciplinaria seguida contra el Dr. Luis A.
Scheker Ortiz, abogado, dominicano, mayor de edad, casa-
do, domiciliado en la casa No. 36 de la calle Isabel La Ca-
tólica de esta Ciudad, cédula 19231 serie 1;

Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol;
Oído al Dr. Luis A. Scheker O., en sus generales;
Oído al Abogado Ayudante del Magistrado Procura-

dor General de la República, en la exposición de los he-
chos;

Oída la lectura de los documentos del expediente;
Oído al testigo Martín Soriano, dominicano, mayor de

edad, soltero, obrero, cédula 62636, serie 1, domiciliado en
esta ciudad, quien prestó el juramento de decir "toda la
verdad y nada más que la verdad";

Oído al Dr. Luis A. Scheker O., en la exposición de
sus medios de defensa;

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General
de la República que termina así: "Considero que el Dr.
Scheker no ha violado la ley y debe ser descargado";

Resulta que en fecha 5 de julio de 1971, el Procura-
dor General de la República, envió a la Suprema Corte de
Justicia un oficio cuyo Párrafo 2 dice así: "Como de los
anexos se desprende que los Dres. Francisco del Carpio Du-
rán y Freddy Morales le atribuyen al Dr. Luis A. Scheker
Ortiz la violación del Artículo y de la Ley No. 302, que re-
gula los honorarios de los abogados, cuya violación consti-
tuye una falta disciplinaria castigada por el Artículo 142
de la Ley de Organización Judicial, formulamos el corres-
pondiente sometimiento a la acción disciplinaria de ese
Honorable Alto Tribunal, del Dr. Luis A. Scheker Ortiz,
para que sea juzgado de acuerdo con la Ley";

Resulta que el Magistrado Presidente de la Suprema
Corte de Justicia fijó por Auto del 7 de julio de 1971, la
audiencia del lunes 30 de agosto de 1971, a las nueve de
la mañana, para conocer, en Cámara de Consejo, de la cau-
sa disciplinaria seguida contra el Dr. Scheker O., preveni-
do de haber violado el artículo 7 de la ley 302 de 1964 so-
bre Honorarios de los Abogados, en perjuicio de los Doc-
tores Francisco del Carpio Durán y Freddy Morales;

Resulta que en la fecha indicada comparecieron el
testigo Martín Soriano y el abogado sometido, Dr. Sche-
ker; que los abogados querellantes no comparecieron no
obstante haber sido citados;

Resulta que en esa audiencia tanto el prevenido co-
mo el representante del Ministerio Público presentaron
las Conclusiones antes indicadas, y la Corte resolvió apla-
zar el fallo para una próxima audiencia;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber de-
liberado y vistos los artículos 7 de la ley 302 de 1964, y
191 del Código de Procedimiento Criminal;
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SENTENCIA DE FECHA 10 DE SEPTIEMBRE DEL 1971.
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Prevenido: Dr. Luis A. Scheker Ortiz.

Dios, Patria y Libertad.
República Dominicana.
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gés Chupani, Manuel A. Amiama, Francisco Elpidio Beras,
Joaquín M. Alvarez Perelló, Juan Bautista Rojas Almán-
zar y Santiago Osvaldo Carbuccia, asistidos del Secretario
General, en la Sala donde celebra sus audienciaá, en la
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Oído al Dr. Luis A. Scheker O., en sus generales;
Oído al Abogado Ayudante del Magistrado Procura-

dor General de la República, en la exposición de los he-
chos;

Oída la lectura de los documentos del expediente;
Oído al testigo Martín Soriano, dominicano, mayor de

edad, soltero, obrero, cédula 62636, serie 1, domiciliado en
esta ciudad, quien prestó el juramento de decir "toda la
verdad y nada más que la verdad";
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Oído al Dr. Luis A. Scheker O., en la exposición de
sus medios de defensa;

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General
de la República que termina así: "Considero que el Dr.
Scheker no ha violado la ley y debe ser descargado";

Resulta que en fecha 5 de julio de 1971, el Procura-
dor General de la República. envió a la Suprema Corte de
Justicia un oficio cuyo Párrafo 2 dice así: 'Como de los
anexos se desprende que los Dres. Francisco del Carpio Du-
rán y Freddy Morales le atribuyen al Dr. Luis A. Scheker
Ortiz la violación del Artículo y de la Ley No. 302, que re-
gula los honorarios de los abogados, cuya violación consti-
tuye una falta disciplinaria castigada por el Artículo 142
de la Ley de Organización Judicial, formulamos el corres-
pondiente sometimiento a la acción disciplinaria de ese
Honorable Alto Tribunal, del Dr. Luis A. Scheker Ortiz,
para que sea juzgado de acuerdo con la Ley";

Resulta que el Magistrado Presidente de la Suprema
Corte de Justicia fijó por Auto del 7 de julio de 1971, la
audiencia del lunes 30 de agosto de 1971, a las nueve de
la mañana, para conocer, en Cámara de Consejo, de la cau-
sa disciplinaria seguida contra el Dr. Scheker O., preveni-
do de haber violado el artículo 7 de la ley 302 de 1964 so-
bre Honorarios de los Abogados, en perjuicio de los Doc-
tores Francisco del Carpio Durán y Freddy Morales;

Resulta que en la fecha indicada comparecieron el
testigo Martín Soriano y el abogado sometido, Dr. Sche-
ker; que los abogados querellantes no comparecieron no
obstante haber sido citados;

Resulta que en esa audiencia tanto el prevenido co-
mo el representante del Ministerio Público presentaron
las Conclusiones antes indicadas, y la Corte resolvió apla-
zar el fallo para una próxima audiencia;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber de-
liberado y vistos los artículos 7 de la ley 302 de 1964, y
191 del Código de Procedimiento Criminal;
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Considerando que en la audiencia han quedado esta-
blecidos los siguientes hechos: a) que el 27 de junio de
1970, Martín Soriano sufrió lesiones corporales con moti-
vo de un accidente automovilístico ocurrido en la Aveni-
da San Martín de esta ciudad; b) que el día 29 de ese mis-
mo mes, Martín Soriano le otorgó poder al abogado Dr.
Luis A. Scheker Ortiz, para que éste hiciera les reclama-
ciones correspondientes a fin de obtener la reparación del
daño sufrido; e) que ese día 29 de junio de 1970, el Dr.
Scheker solicitó una copia del acta de la Policía relativa
a ese accidente; d) que el día 1° de julio de 1970 le fue ex-
pedida la copia solicitada; e) que el día 6 de julio de 1970,
Martín Soriano, teniendo como abogado al Dr. Scheker,
emplazó tanto al prevenido chofer del camión, como a la
señora Ligia Lithgow dueña del vehículo y a la Unión de
Seguros C. por A., entidad aseguradora del referido ca-
mión, a comparecer ante la Sexta Cámara Penal a los fi-
nes de obtener la reparación correspondiente;

Considerando que como en la especie no se ha esta-
blecido que el Dr. Scheker hubiese realizado todas esas di-
ligencias a sabiendas de que Martín Soriano ya tenía co-
mo abogados a los querellantes Del Carpio y Morales, y co-
mo tampoco se ha comprobado que estos abogados habían
recibido de Soriano el Poder correspondiente para recla-
mar en su nombre, es claro que en esas condiciones, el Dr.
Scheker no ha incurrido en la violación del artículo 7 de
la Ley 302 de 1964;

Considerando, por otra parte, que el hecho de que el
Dr. Scheker recomendara a su cliente revocar el Poder que
afirmaban tener los abogados Del Carpio y Morales, con
ofrecimiento de pagarle a dichos abogados los gastos y ho-
norarios correspondientes, tan pronto como Scheker se en-
teró de esa circunstancia, ello no significa que haya incu-
rrido en ninguna falta profesional, pues su propio clien-
te Soriano ha sostenido ante esta Suprema Corte de Jus-
ticia que nunca le dio Poder a otro abogado que no sea el

Dr. Scheker, aunque admitió que tal vez un hermano su-
yo había hablado con esos otros abogados, de lo cual no
era responsable Soriano ni podía ligar al_ Dr. Scheker;

Por tales motivos, Primero: Descarga al Dr. Luis A.
Scheker del hecho que se le imputa por no haberlo come-
tido; Segunda: Declara las costas de oficio.

(Firmados): Manuel Ramón Ruiz Tejada.— Fernando
E. Ravelo de la Fuente.— Eduardo Read Barreras.— Ma-
nuel D. Bergés Chupani.— Manuel A. Amiama.— Francis-
co Elpidio Beras.— Joaquín M. Alvarez Perelló.— Juan
Bautista Rojas Almánzar.— Santiago Osvaldo Rojo Carbuc-
cia.— Ernesto Curiel hijo, Secretario General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresados, y fue
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que
certifico. (Firmado): Ernesto Curiel hijo.
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SENTENCIA DE FECHA 10 DE SEPTIEMBRE DEL 1971.

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de Santo Domingo de
fecha 17 de febrero de 1971.

Materia: Correccional.

Recurrentes: Roamer Vicente Pérez Valenzuela y José Ramón
Núñez Rodríguez.

Abogado: Dr. Jacobo Helú.

Interviniente: Juan Naar Heredia.
Abogado: Dr. Virgilio Méndez Acosta.

Dios, Patria y Libertad.
República Dominicana.

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Manuel Ra-
món Ruiz Tejada, Presidente; Fernando E. Ravelo de la
Fuente, Primer Sustituto de Presidente; Manuel D. Ber-
gés Chupani, Joaquín M. Alvarez Perelló, Juan Bautista
Rojas Almánzar y Santiago Osvaldo Rojo Carbuccia, asis-
tidos del Secretario General, en la Sala donde celebra sus
audiencias, en la ciudad de Santo Domingo de Guzmán,
Distrito Nacional, hoy día 10 de septiembre del año 1971,
años 128' de la Independencia y 109' de la Reáauración,
dicta en audiencia pública, como corte de casación, la si-
guiente sentencia:

Sobre los recursos de casación interpuestos por Roa-
mer Vicente Pérez Valenzuela y José Ramón Núñez Ro-
dríguez dominicanos, mayores de edad, propietario y cho-
fer, domiciliado en las calles 8 y Diagonal lra., Ensanche
Espaillat y Luperón, casas Nos. 151 y 57 de esta ciudad , cé-
dula el último No. 3864, serie 31, respectivamente, y la
Compañía de Seguros San Rafael, C. por A., con domicilio

en la casa No.— de la calle Leopoldo Navarro, esquina San
Francisco de Macorís, de esta ciudad, contra la sentencia
de fecha 17 de febrero de 1971, dictada en sus atribuciones
correccionales por la Corte de Apelación de Santo Domin-
go, cuyo dispositivo se copia más adelante;

Oído al alguacil de turno en la lectura del rol;
Oído al Dr. Jacobo Helú, cédula No. 18501, serie 31,

por sí y por el Dr. José María Díaz Alles, cédula No. 36606,
serie 31, abogados de los recurrentes en la lectura de sus
conclusiones;

Oído al Dr. Virgilio Méndez Acosta, cédula No. 13349,
serie 49, abogado del interviniente Juan Naar Heredia, cé-
dula No. 64684, serie lra., domiciliado en la calle "B", No.

- 150, del Ensanche Espaillat, de esta ciudad, empleado pri-
vado, mayor de edad, dominicano, en la lectura de sus con-
clusiones;

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General
de la República;

Vista el acta de los recursos de casación, levantada en
la Secretaría de la Corte a-qua en fecha 24 de febrero de
1971, en representación de los recurrentes, en la que no se
expone ningún medio determinado de casación;

Visto el memorial de casación y el escrito de amplia-
ción suscritos en fechas 3 y 12 de agosto de 1971, por los
abogados de los recurrentes y en el cual se invocan los me-
dios de casación que se indican más adelante;

Visto el memorial de defensa suscrito en fecha 9 de
agosto de 1971, por el abogado del interviniente;

Vista el acta de desistimiento levantada en la Secre-
taría de la Corte de Apelación de Santo Domingo, en fecha
9 de agosto de 1971, a requerimiento del recurrente José
Ramón Núñez Rodríguez;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los artículos 1699 del Código Civil; 141 del
Código de Procedimiento Civil; y 1, 29 y 65 de la Ley so-
bre Procedimiento de Casación;
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SENTENCIA DE FECHA 10 DE SEPTIEMBRE DEL 1971.

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de Santo Domingo de
fecha 17 de febrero de 1971.

Materia: Correccional.

Recurrentes: Roamer Vicente Pérez Valenzuela y José Ram(ii
Núñez Rodríguez.

Abogado: Dr. Jacobo Helú.

Interviniente: Juan Naar Heredia.
Abogado: Dr. Virgilio Méndez Acosta.

Dios, Patria y Libertad.
República Dominicana.

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Manuel Ra-
món Ruiz Tejada, Presidente; Fernando E. Ravelo de la
Fuente, Primer Sustituto de Presidente; Manuel D. Ber-
gés Chupani, Joaquín M. Alvarez Perelló, Juan Bautista
Rojas Almánzar y Santiago Osvaldo Rojo Carbuccia, asis-
tidos del Secretario General, en la Sala donde celebra sus
audiencias, en la ciudad de Santo Domingo de Guzmán,
Distrito Nacional, hoy día 10 de septiembre del año 1971,
años 128' de la Independencia y 109' de la Restauración,
dicta en audiencia pública, como corte de casación, la si-
guiente sentencia:

Sobre los recursos de casación interpuestos por Roa-
mer Vicente Pérez Valenzuela y José Ramón Núñez Ro-
dríguez dominicanos, mayores de edad, propietario y cho-
fer, domiciliado en las calles 8 y Diagonal lra., Ensanche
Espaillat y Luperón, casas Nos. 151 y 57 de esta ciudad, cé-
dula el último No. 3864, serie 31, respectivamente, y la
Compañía de Seguros San Rafael, C. por A., con domicilio

BOLETIN JUDICIAL	 2605

en la casa No.— de la calle Leopoldo Navarro, esquina San
Francisco de Macorís, de esta ciudad, contra la sentencia
de fecha 17 de febrero de 1971, dictada en sus atribuciones
correccionales por la Corte de Apelación de Santo Domin-
go, cuyo dispositivo se copia más adelante;

Oído al alguacil de turno en la lectura del rol;
Oído al Dr. Jacobo Helú, cédula No. 18501, serie 31,

por sí y por el Dr. José María Díaz Alles, cédula No. 36606,
serie 31, abogados de los recurrentes en la lectura de sus
conclusiones;

Oído al Dr. Virgilio Méndez Acostr, cédula No. 13349,
serie 49, abogado del interviniente Juan Naar Heredia, cé-
dula No. 64684, serie lra., domiciliado en la calle "B", No.
150, del Ensanche Espaillat, de esta ciudad, empleado pri-
vado, mayor de edad, dominicano, en la lectura de sus con-
clusiones;

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General
de la República;

Vista el acta de los recursos de casación, levantada en
la Secretaría de la Corte a-qua en fecha 24 de febrero de
1971, en representación de los recurrentes, en la que no se
expone ningún medio determinado de casación;

Visto el memorial de casación y el escrito de amplia-
ción suscritos en fechas 3 y 12 de agosto de 1971, por los
abogados de los recurrentes y en el cual se invocan los me-
dios de casación que se indicen más adelante;

Visto el memorial de defensa suscrito en fecha 9 de
agosto de 1971, por el abogado del interviniente;

Vista el acta de desistimiento levantada en la Secre-
taría de la Corte de Apelación de Santo Domingo, en fecha
9 de agosto de 1971, a requerimiento del recurrente José
Ramón Núñez Rodríguez;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los artículos 1699 del Código Civil; 141 del
Código de Procedimiento Civil; y 1, 29 y 65 de la Ley so-
bre Procedimiento de Casación;
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Considerando que en la sentencia impugnada y en los
documentos a que ella se refiere, consta: a) que con moti-
vo de un accidente automovilístico ocurrido el 2 de mayo
de 1970 en esta ciudad, la Quinta Cámara Penal del Dis-
trito Nacional, debidamente apoderada, dictó en facha 10
de julio de 1970, una sentencia cuyo dispositivo apare(
transcrito en el de la impugnada: b) que sobre recurso ci
apelación del prevenido, de la persona puesta en causa, co-
mo civilmente responsable y de la Compañía Asegurado-
ra, la Corte de Apelación de Santo Domingo, dictó en fe-
cha 17 de febrero de 1971, la sentencia ahora impugnada
en casación, cuyo dispositivo es el siguiente: "FALLA:
PRIMERO: Declara regular y válido el recurso de apela-
ción interpuesto por el Dr. Gustavo Turrul Dubral, a nom-
bre y representación del prevenido José Ramón Núñez Ro-
dríguez, de la persona civilmente responsable, señor Roa-
mer o Romer Vicente Pérez Volenzuela, contra sentencia
de la Quinta Cámara de lo Penal del Juzgado de Primera
Instancia del Distrito Nacional. en fecha 10 de julio del
1970, cuyo dispositivo dice así: "Falla: Primero: Se decla-
ra al nombrado José Ramón Núñez Rodríguez, de genera-
les anotadas, culpable del delito de violación al artículo
49 letra "C" de la Ley No. 241, (Sobre golpes y heridas
causada involuntariamente con el manejo o conducción de
vehículo de motor), curables después de 60 días y antes de
90 días, en perjuicio de Juan Naar Heredia, y en conse-
cuencia se condena al pago de una multa de veinticinco pe-
sos oro (RD$25.00) acogiendo circunstancias atenuantes y
al pago de las costas; Segundo: Se declara buena y válida
en cuanto a la forma la constitución en parte civil hecha
en audiencia por el nombrado Juan Naar Heredia, por in-
termedio de su abogado el Dr. Virgilio Méndez Acosta,
contra el prevenido José Ramón Núñez Rodríguez, por su
hecho personal; Romer o Roamer Vicente Pérez Valenzue-
la, en su calidad de persona civilmente responsable y la
Cía. Nacional de Seguros San Rafael, C. por A., en su cali-
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dad de entidad aseguradora del vehículo que produjo el
acciden t e por haber sido hecha conforme a la Ley; Terce-
ro: En cuanto al fondo se condenan al prevenido José Ra-
món Núñez Rodríguez, por su hecho personal y Romer o
Roamer Vicente Pérez Valenzuela, en su calidad de perso-
na civilmente responsable al pago conjuntamente de una
indemnización de Cuatro Mil Pesos Oro (RD$4,000.00) a
favor de Juan Naar Heredia, como justa reparación por los
daños y perjuicios morales y materiales sufridos por éste
como consecuencia del hecho antijurídico del prevenido
José Ramón Núñez Rodríguez; Cuarto: Se condenan con-
juntamente a José Ramón Núñez Rodríguez, y Romer o
Roamer Vicente Pérez Valenzuela, en sus expresadas ca-
lidades al pago de los intereses legales de la suma acorda-
da a favor de Juan Naar Heredia, a título de indemniza-
ción complementaria; Quinto: Se Condena a José Ramón
Núñez Rodríguez, y Romer Roamer Vicente Pérez Valen-
zuela, en sus ya expresadas calidades al pago conjuntamen-
te de las costas civiles con distracción en favor del Dr.
Virgilio Méndez Acosta, quien afirma haberlas avanzado
en su mayor parte; Sexto: Se Declara la presente senten-
cia con todos sus efectos y consecuencias legales oponibles
a la Cía. Nacional de Seguros San Rafael C. por A., en su
calidad de entidad aseguradora del vehículo placa No.
52723, motor No. 2333)589, que produjo el accidente en vir-
tud del artículo 10 de la Ley No. 4117'; SEGUNDO: Modi-
fica el ordinal tercero de la sentencia apelada, en el senti-
do de reducir a la suma de RD$3,000.00 (Tres Mil Pesos)
el monto de la indemnización acordada con favor de la par-
te civil constituida señor Juan A. Naar Heredia; TERCERO:
Confirma en sus demás aspectos la sentencia recurrida;
CUARTO: Condena a los apelantes al pago de las costas ci-
viles, ordenando su distracción en favor del Dr. Virgilio
Méndez Acosta, quien afirma haberlas avanzado en su to-
talidad";

Considerando que los recurrentes en su memorial de
casación invocan los siguientes medios: Violación de los
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Considerando que en la sentencia impugnada y en los
documentos a que ella se refiere, consta: a) que con moti-
vo de un accidente automovilístico ocurrido el 2 de mayo
de 1970 en esta ciudad, la Quinta Cámara Penal del Dis-
trito Nacional, debidamente apoderada, dictó en facha 10
de julio de 1970, una sentencia cuyo dispositivo aparece
transcrito en el de la impugnada: b) que sobre recurso de
apelación del prevenido, de la persona puesta en causa, co-
mo civilmente responsable y de la Compañía Asegurado
ra, la Corte de Apelación de Santo Domingo, dictó en fe
cha 17 de febrero de 1971, la sentencia ahora impugnad,:
en casación, cuyo dispositivo es el siguiente: "FALLA:
PRIMERO: Declara regular y válido el recurso de apela-
ción interpuesto por el Dr. Gustavo Turrul Dubral, a nom-
bre y representación del prevenido José Ramón Núñez Ro-
dríguez, de la persona civilmente responsable, señor Roa-
mer o Romer Vicente Pérez Volenzuela, contra sentencia
de la Quinta Cámara de lo Penal del Juzgado de Primera
Instancia del Distrito Nacional. en fecha 10 de julio del
1970, cuyo dispositivo dice así: "Falla: Primero: Se decla-
ra al nombrado José Ramón Núñez Rodríguez, de genera-
les anotadas, culpable del delito de violación al artícul,
49 letra "C" de la Ley No. 241, (Sobre golpes y herida
causada involuntariamente con el manejo o conducción de
vehículo de motor), curables después de 60 días y antes de
90 días, en perjuicio de Juan Naar Heredia, y en conse-
cuencia se condena al pago de una multa de veinticinco pe-
sos oro (RD$25.00) acogiendo circunstancias atenuantes y
al pago de las costas; Segundo: Se declara buena y válida
en cuanto a la forma la constitución en parte civil hecha
en audiencia por el nombrado Juan Naar Heredia, nor in-
termedio de su abogado el Dr. Virgilio Méndez Acosta,
contra el prevenido José Ramón Núñez Rodríguez, por su
hecho personal; Romer o Roamer Vicente Pérez Valenzue-
la, en su calidad de persona civilmente responsable y la
Cía. Nacional de Seguros San Rafael, C. por A., en su cali-

dad de entidad aseguradora del vehículo que produjo el
accidente por haber sido hecha conforme a la Ley; Terce-
ro: En cuanto al fondo se condenan al prevenido José Ra-
món Núñez Rodríguez, por su hecho personal y Romer o
Roamer Vicente Pérez Valenzuela, en su calidad de perso-
na civilmente responsable al pago conjuntamente de una
indemnización de Cuatro Mil Pesos Oro (RD$4,000.00) a
favor de Juan Naar Heredia, como justa reparación por los
daños y perjuicios morales y materiales sufridos por éste
como consecuencia del hecho antijurídico del prevenido
José Ramón Núñez Rodríguez; Cuarto: Se condenan con-
juntamente a José Ramón Núñez Rodríguez, y Romer o
Roamer Vicente Pérez Valenzuela, en sus expresadas ca-
lidades al pago de los intereses legales de la suma acorda-
da a favor de Juan Naar Heredia, a título de indemniza-
ción complementaria; Quinto: Se Condena a José Ramón
NIUñez Rodríguez, y Romer Roamer Vicente Pérez Valen-
izela, en sus ya expresadas calidades al pago conjuntamen-

de las costas civiles con distracción en favor del Dr.
Virgilio Méndez Acosta, quien afirma haberlas avanzado
en su mayor parte; Sexto: Se Declara la presente senten-
cia con todos sus efectos y consecuencias legales oponibles
a la Cía. Nacional de Seguros San Rafael C. por A., en su
calidad de entidad aseguradora del vehículo placa No.
52723, motor No. 2333)589, que produjo el accidente en vir-
tud del artículo 10 de la Ley No. 4117'; SEGUNDO: Modi-
fica el ordinal tercero de la sentencia apelada, en el senti-
do de reducir a la suma de RD$3,000.00 (Tres Mil Pesos)
el monto de la indemnización acordada con favor de la par-
te civil constituída señor Juan A. Naar Heredia; TERCERO:
Confirma en sus demás aspectos la sentencia recurrida;
CUARTO: Condena a los apelantes al pago de las costas ci-
viles, ordenando su distracción en favor del Dr. Virgilio
Méndez Acosta, quien afirma haberlas avanzado en su to-
talidad";

Considerando que los recurrentes en su memorial de
casación invocan los siguientes medios: Violación de los
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artículos 1382, 1383, 1384 y 1699 del Código Civil; y 141
del Código de Procedimiento Civil;

En cuanto al recurso del prevenido

Considerando que en el expediente hay un acta fecha-
da a 9 de , agosto de 1971, en la cual se hace constar que el
prevenido Ramón Núñez Rodríguez, ha desistido de su re-
curso de casación; desistimiento que por ser regular, pro-
cede que se le dé acta del mismo al prevenido;

En cuanto al recurso de la parte civilmente responsable
y la Compañía Aseguradora y del prevenido en el

aspecto civil.

Considerando que los recurrentes en el desarrollo de
sus medios de casación, propuestos, se quejan en definiti-
va, de que la Corte a-qua al fallar como lo hizo no ponde-
ró la cesión que había hecho por la suma de un mil pesos,
Juan Naar Heredia, constituído en parte civil, en favor de
su abogado Virgilio Méndez Acosta, de todas sus acciones,
derechos e intereses. en el proceso de que se trata, como
tampoco dio ninguna clase de motivos para el rechazamien-
to de sus conclusiones, formuladas en el sentido, de que
para la evalución de los daños y perjuicios, que pudieran
ser acordados a la parte civil, después de la mencionada
Cesión de créditos, era necesario tomar en cuenta el va-
lor en que ésta había sido hecha; que al proceder en sen-
tido contrario la Corte a-qua en el fallo impugnado, éste
debía ser casado, por haberse incurrido en la violación de
los artículos 1699 del Código Civil y 141 del Código de
Procedimiento Civil;

Considerando que el examen del fallo impugnado re-
vela que los recurrentes produjeron ante la Corte a-qua las
siguientes conclusiones: "Acoger como bueno y válido tan-
to en la forma como en el fondo el presente recurso de ape-

'ación; Segundo: Reducir la indemnización solicitada por
la parte civil, a la suma de que hecha la deducción de va-
lor de los daños sufridos por la cosa y que deberá suminis-
trar a esta Honorable Corte, resulte de la suma de Mil Pe-
sos Oro (RD$1,000.00) total de la cesión de crédito hecha
por la parte civil a su abogado constituido mediante con-
vención de fecha 9 de octubre de 1970, y notificada a la
San Rafael C. por A., en fecha 20 del mes de noviembre
de 1970, mediante acto del Ministerial Juan Luis Díaz
Fontana, Alguacil Ordinario de la Segunda Cámara Penal
del Juzgado de Primera Instancia del Distrito Nacional;
Tercero: Para el caso de que la parte civil se oponga a es-
tas conclusiones se condena al pago de las costas con dis-
tracción en provecho del abogado de que suscribe por ha-
berlas avanzado en su totalidad";

Considerando que obviamente la Corte a-qua rechazó
esas conclusiones puesto que falló el fondo; pero, para ese
rechazamiento no dio motivación alguna, como era su de-
ber, es decir, dejó de ponderar dichas conclusiones forma-
les en todos sus aspectos; que con ello lesionó el derecho
de defensa e incurrió en falta de motivos; por lo cual di-
cho fallo debe ser casado únicamente en cuanto a los in-
tereses civiles, sin ponderar los otros alegatos de los re-
currentes;

Por tales motivos, Primero: Admite como intervinien-
te a Juan Naar Heredia; Segundo: Da reta del desistimien-
to hecho por el prevenido José Ramón Núñez Rodríguez
de su recurso de casación; Tercero: Casa la sentencia dicta-
da en fecha 17 de febrero de 1971, por la Corte de Apela-
ción de Santo Domingo, cuyo dispositivo se transcribe en
parte anterior del presente fallo, en cuanto a las condena-
ciones civiles; y envía dicho asunto así delimitado por an-
te la Corte de Apelación de San Pedro de Macorís; Cuar-
to: Compensa las costas.
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Procedimiento Civil;

Considerando que el examen del fallo impugnado re-
vela que los recurrentes produjeron ante la Corte a-qua las
siguientes conclusiones: "Acoger como bueno y válido tan-
to en la forma como en el fondo el presente recurso de ape-

lación; Segundo: Reducir la indemnización solicitada por
la parte civil, a la suma de que hecha la deducción de va-
lor de los daños sufridos por la cosa y que deberá suminis-
trar a esta Honorable Corte, resulte de la suma de Mil Pe-
sos Oro (RD$1,000.00) total de la cesión de crédito hecha
por la parte civil a su abogado constituido mediante con-
vención de fecha 9 de octubre de 1970, y notificada a la
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Fontana, Alguacil Ordinario de la Segunda Cámara Penal
del Juzgado de Primera Instancia del Distrito Nacional;
Tercero: Para el caso de que la parte civil se oponga a es-
tas conclusiones se condena al pago de las costas con dis-
tracción en provecho del abogado de que suscribe por ha-
berlas avanzado en su totalidad";

Considerando que obviamente la Corte a-qua rechazó
esas conclusiones puesto que falló el fondo; pero, para ese
rechazamiento no dio motivación alguna, como era su de-
ber, es decir, dejó de ponderar dichas conclusiones forma-
les en todos sus aspectos; que con ello lesionó el derecho
de defensa e incurrió en falta de motivos; por lo cual di-
cho fallo debe ser casado únicamente en cuanto a los in-
tereses civiles, sin ponderar los otros alegatos de los re-
currentes;

Por tales motivos, Primero: Admite como intervinien-
te a Juan Naar Heredia; Segundo: Da acta del desistimien-
to hecho por el prevenido José Ramón Núñez Rodríguez
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to: Compensa las costas.
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Firmados: Manuel Ramón Ruiz Tejada.— F. E. Rave-
lo de la Fuente.— Manuel D. Bergés Chupani.— Joaquín
M. Alvarez Perelló.— Juan Bautista Rojas Almánzar.—
Santiago Osvaldo Rojo Carbuccia.— Ernesto Curiel hijo,
Secretario General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la
audiencia pública del día, mes y año en él expresados, y
fue firmada, leída y publicada por mí, Secretario General,
que certifico.— (Firmado): Ernesto Curiel hijo.
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SENTENCIA DE FECHA 15 DE SEPTIEMBRE DEL 1971.

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de Santo Domingo de
fecha 28 de septiembre de 1970.

Materia: Civil.

Recurrente: La Aguilar, S. A.
Abogado: Lic. Federico Nina hijo.

Recurrido: Santo Domingo Motors C.o., C. por A.
Abogado: Dr. Rafael Astasio Hernández.

Dios, Patria y Libertad.
República Dominicana.

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituída por los Jueces Manuel Ra-
món Ruiz Tejada, Presidente; Fernando E. Ravelo de la
Fuente, Primer Sustituto de Presidente; Manuel A. Amia-

SW ma, Segundo Sustituto de Presidente; Manuel D. Bergés
Chupani, Francisco Elpidio Beras, Joaquín M. Alvarez Pe-

411W rellón, Juan Bautista Rojas Almánzar y Santiago Osvaldo
Rojo Carbuccia, asistidos del Secretario General, en la Sa-
la donde celebra sus audiencias, en la ciudad de Santo Do-
mingo d Guzmán, Distrito Nacional, hoy día 15 del mes
de Ser aembre de 1971, años 128' de la Independencia y
109' de la Restauración, dicta en audiencia pública, como
corte de casación, la siguiente sentencia:

Sobre el recurso de casación interpuesto por la Agui-
lar S. A., compañía de comercio con domicilio en un apar-
tamiento del Edificio Baquero, situado en la calle Hostos
esquina El Conde, de esta ciudad, contra la sentencia dic-
tada en sus atribuciones civiles, por la Corte de Apelación
de Santo Domingo, en fecha 28 de septiembre de 1970, y
cuyo dispositivo se copia más adelante;
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Dios, Patria y Libertad.
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109' de la Restauración, dicta en audiencia pública, como
corte de casación, la siguiente sentencia:

Sobre el recurso de casación interpuesto por la Agui-
lar S. A., compañía de comercio con domicilio en un apar-
tamiento del Edificio Baquero, situado en la calle Hostos
esquina El Conde, de esta ciudad, contra la sentencia dic-
tada en sus atribuciones civiles, por la Corte de Apelación
de Santo Domingo, en fecha 28 de septiembre de 1970, y
cuyo dispositivo se copia más adelante;
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Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol;
Oído al Lic. Federico Nina hijo, cédula 670, serie 23,

abogado de la recurrente, en la lectura de sus conclusio-
nes;

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General
de la República;

Visto el memorial de casación de la recurrente, suscri-
to por su abogado y depositado en la Secretaría de la Su-
prema Corte de Justicia el día 7 de diciembre de 1970;

Visto el memorial de defensa de la recurrida suscri-
to por su abogado Dr. Rafael Astacio Hernández, cédula
61243, serie lra., recurrida que es la Santo Domingo Mo-
tors, C. por A., con domicilio en la Autopista Duarte esqui-
na Ábraham Lincoln, de esta ciudad;

Vistos los escritos de ampliación de ambas partes li-
tigantes;

La Suprema Corte de Justicia después de haber deli-
berado, y vistos los artículos 1315 y 1351 del Código Civil,
141, 551, 557 y 558 del Código de Procedimiento Civil y
1 y 65 de la Ley sobre Procedimiento de Casación;

Considerando que en la sentencia impugnada y en los
documentos a que ella se refiere, consta: a) que con mo-
tivo de una demanda en cobro de una suma de dinero y en
validez de un embargo retentivo intentada por la Santo
Domingo Motors contra la Aguilar S. A., la Cámara Ci-
vil y Comercial de la Primera Circunscripción del Distri-
to Nacional, dictó el día 31 de Julio de 1969, una sentencia
cuyo dispositivo es el siguiente: "Falla: Primero: Recha-
za, por los motivos expuestos, las conclusiones vertidas en
audiencia por la entidad aseguradora Aguilar, S. A., par-
te demandada; Segundo: Acoge en todas sus partes, las
conclusiones formuladas en audiencia por la razón social
Santo Domingo Motors Co., C. por A., parte demandante,
y, en consecuencia condena a la dicha entidad asegurado-
ra a pagarle a la demandante: a) la suma de Nueve Mil
Pesos Oro (RD$9,000.00) moneda de curso legal, conforme
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las especificaciones contenidas en la Póliza de Fidelidad
No. FF-032, de fecha 27 de Diciembre de 1966, y como pa-
go de las pérdidas sufridas por la razón social demandante
con los hechos delictuosos precedentemente examinados; y
b) los intereses de dicha suma calculados a partir de la fe-
cha de la demanda; Tercero: Declara bueno y válido por
regular en la forma y en el fondo, el procedimiento de
Embargo Retentivo u oposición trabado en perjuicio de la
entidad aseguradora demandada y en manos del Estado
Dominicano, Banco de Reservas de la República Domini-
cana, The Bank Of Nova Scotia, Banco Popular Dominica-
no y First National City Bank, para la seguridad, garantía
y pago de la suma precedentemente señalada, según actos
de fechas 12 y 14 de Septiembre de 1967, instrumentado y
notificados por el ministerial Federico Sánchez Feliz, Al-
guacil Ordinario de la Primera Cámara de lo Penal del Dis-
trito Nacional; Cuarto: Ordena a los terceros embargados,
el Estado Dominicano, Banco d g Reservas de la República
Dominicana, The Bank Of Nova Scotia, Banco Popular Do-
minicano y First National City Bank, pagar en las manos
de la razón social demandante todos los valores que en su
poder tuvieren o detentaren propiedad o por cuenta de la
entidad aseguradora demandada, hasta la concurrencia de
su crédito en principal y accesorios; Quinto: Condena a la
entidad aseguradora Aguilar, S. A., parte demandada que
sucumbe, al pago de las costas al abogado Doctor Rafael
Astacio Hernández, quien afirma haberlas avanzado en su
mayor parte"; b) que sobre el recurso de apelación inter-
puesto contra ese fallo, intervino la sentencia ahora im-
pugnada cuyo dispositivo es el siguiente: "FALLA: PRI-
MERO: Declara regular y válido, en la forma, el recurso
de apelación interpuesto por la Aguilar, S. A., contra sen-
tencia de la Cámara de lo Civil y Comercial de la Prime-
ra Circunscripción del Juzgado de Primera Instancia del
Distrito Nacional, de fecha 31 de Julio de 1969, cuyo dis-
positivo ha sido copiado anteriormente; SEGUNDO: Re-
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chaza las conclusiones de la apelante, por improcedentes
e infundadas; TERCERO: Acoge las conclusiones formula-
das por la intimada Santo Domingo Motors Co., C. por A., ,
y en consecuencia, confirma en todas sus partes la senten-
cia recurrida; CUARTO: Condena a la apelante al pago de
las costas, ordenando su distracción en favor del Dr. Ra- ,1
fael Astacio Hernández, quien afirma haberlas avanzado 
en su mayor parte";

Considerando que la recurrente invoca en su mema
rial de casación los siguientes medios: Primer Medio: Vio-
lación del artículo 1351 del Código Civil en cuanto la Coro 1
te a-qua al considerar con autoridad de cosa juzgada una
sentencia de orden criminal, la hizo oponible a una deman-
da y a una persona extraña a la misma; Segundo Medio:
Violación del Artículo 1315 del Código Civil por cuanto --
la Corte a-qua, admitió como probado un hecho en rela-
ción con el cual la recurrente demostró de manera feha
ciente como incierto e improbado; Tercer Medio: 'Viola-
ción del Artículo 141 del Código de Procedimiento Civil en
cuanto la Corte de Apelación a-qua no dio motivos en 1,

sentencia recurrida del porqué no tomó en cosnideraciór
la Certificación expedida por el Departamento Laboral cc,
rrespondiente, por la cual la recurrente demostró que e,
Señor Félix Castillo trabajó solamente hasta el año 1965
al servicio de la Santo Domingo Motors Co. C. por A.,
Cuarto Medio: Violación al Art. 551 del Código de Proce-
dimiento Civil en cuanto la Corte de Apelación, al confir-
mar la sentencia de Primera Instancia consecuencialmente,
validó el embargo retentivo practicado por la Santo Do-
mingo Motors Co. C. por A., en perjuicio de la Aguilar
S. A. por una deuda incierta;

Considerando que en sus tres primeros medios de ca-
sación reunidos, la recurrente alega en síntesis, que ella
no está obligada a pagar los 9 mil pesos reclamados en ra-
zón de que cuando Félix Castillo cometió el robo no era
empleado de la referida empresa asegurada; que la recu-

rrente aportó como prueba de qve Castillo no era emplea-
do de la Santo Domingo Motors en la fecha en que come-
tió el robo, una certificación del Departamento de Traba-
jo; que, sin embargo, la Corte a-qua para dar por admitida
la calidad de empleado del autor del robo, se basó exclu-
sivamente en la sentencia penal que lo condenó a tres años
de trabajos públicos; que al fallar de ese modo, sostiene
la recurrente, que la Corte a-qua desconoció las reglas de
la prueba, aplicó erróneamente el principio de la autoridad
de la cosa juzgada, e incurrió en el y icio de falta de mo.-

'. tivos;
Considerando que el examen de la sentencia impugna-

da pone de manifiesto que la Corte a-qua para dar por es-
tablecida la calidad de empleado de la asegurada que se

11 le atribuía a Castillo, y que discutía la aseguradora, expu-
so en resumen lo siguiente: que en la sentencia dictada por
las jurisdicciones represivas, la cual ha adquirido el carác-

s-ter de la cosa definitiva e irrevocablemente juzgada con
motivo de las persecuciones penales contra Félix Castillo
(a) El Pinto, se comprueba como elemento de hecho nece-
sario para la solución del proceso penal, que el acusado en
el momento del robo laboraba como sereno en la empre-
sa agraviada; que así las cosas, esa circunstancia se impo-

-t_ ne al juez civil, quien no puede desconocerla, en virtud a
4 la presunción de verdad unida a las decisiones judiciales
`1 irrevocables";

Considerando que como se. advierte, la Corte a-qua
rechazó los alegatos, y omitió ponderar los elementos de
prueba aportados por la aseguradora, sobre la única base
de que la sentencia penal que había condenado a Castillo
por el crimen de robo siendo asalariado, había adquirido la
autoridad de la cosa juzgada y que el punto relativo a la
calidad de empleado que se le atribuyó a Castillo, se im-
ponía en la jurisdicción civil;

Considerando que ese razonamiento es erróneo, pues
la calidad de empleado atribuída a Castillo en la jurisdic-
ción represiva no es oponible simplemente porque lo diga
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la sentencia penal, a la compañía aseguradora de la fide-
lidad de ese acusado, en razón de que dicha compañía no
figuró como parte en el proceso criminal y además, por-
que ha venido sosteniendo en el presente litigio civil, con
aportación de documentos, que dicho acusado cuando co-
metió ese hecho, no era empleado de la Santo Domingo
Motors; que, en consecuencia, la sentencia impugnada de-
be ser casada sin que sea necesario ponderar el otro me-
dio del recurso;

Considerando que como en la especie, la casación se
ha pronunciado entre otras causas por falta de motivos y
de base legal, las costas pueden ser compensadas;

Por tales motivos, Primero: Casa la sentencia dictada
en sus atribuciones civiles por la Corte de Apelación de
Santo Domingo, en fecha 28 de septiembre de 1970, cuyo
dispositivo se ha copiado en parte anterior del presente
fallo; y envía el asunto ante la Corte de Apelación de San
Cristóbal; y Segundo: Compensa las costas entre las partes.

(Firmados): Manuel Ramón Ruiz Tejada.— Fernando
E. Ravelo de la Fuente.— Manuel A. Amiama.— Manuel
D. Bergés Chupani.— Francisco Elpidio Beras.— Joaquín
M. Alvarez Perelló.— Juan Bautista Rojas Almánzar.—
Santiago Osvaldo Rojo Carbuccia.— Ernesto Curiel hijo,
Secretario General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los
Señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la
audiencia pública del día, mes y año en él expresados y
fue firmada, leída y publicada por mí, Secretario General
que certifico (Firmado) Ernesto Curiel hijo.
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SENTENCIA DE FECHA 15 DE SEPTIEMBRE DEL 1971.

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de San Cristóbal de
fecha 20 de abril de 1971.

Materia: Correccional.

Recurrente: San Rafael C. por A.
Abogado: Lic. Luis E. Henríquez.

Interviniente: Carmen Luz Ricardo Vda. Acosta.
Abogado: Dr. Ramón Pina Acevedo y Martínez.

Dios, Patria y Libertad.
República Dominicana.

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituída por los Jueces Manuel Ra-
món Ruiz Tejada, Presidente; Fernando E. Ravelo de la
Fuente, Primer Sustituto de Presidente; Manuel A. Amia-
ma, Segundo Sustituto de Presidente; Manuel D. Bergés
Chupani, Francisco Elpidio Beras, Joaquín M. Alvarez Pe-
relló, Juan Bautista Rojas Almánzar y Santiago Osvaldo
Rojo Carbuccia, asistidos del Secretario General, en la Sa-
la donde celebra sus audiencias, en la ciudad de Santo Do-
mingo de Guzmán, Distrito Nacional, hoy día 15 de Sep-
tiembre del año 1971, años 128' de la Independencia y 109'
de la Restauración, dicta en audiencia pública, como corte
de casación, la siguiente sentencia:

Sobre el recurso de casación interpuesto por la Com-
pañía de Seguros San Rafael C. por A., con su estableci-
miento principal en la casa No. de la calle Leopoldo Na-
varro, de esta ciudad, contra la sentencia de fecha 20 de
abril de 1971, dictada por la Corte de Apelación de San
Cristóbal, cuyo dispositivo se copia más adelante;

Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol;
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Sobre el recurso de casación interpuesto por la Com-
pañía de Seguros San Rafael C. por A., con su estableci-
miento principal en la casa No. de la calle Leopoldo Na-
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1
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Oído el dictamen del Magistrado Procurador General
de la República;

Vista el acta del recurso de casación, levantada en la
Secretaría de la Corte a-qua en fecha 30 de abril de 1971,
a requerimiento del Lic. Luis E. Henríquez Castillo, cédu-
la No. 28037, serie lra., abogado de la Compañía recurren..
te, en la cual no se expone ningún medio determinado de
casación;

Visto el memorial de casación de fecha 23 de agosto
de 1971, suscrito por el Lic. Luis E. Henríquez Castillo,
abogado de la recurrente, en el cual se invocan los medios
que se indican más adelante;

Visto el escrito de la parte interviniente Carmen Luz
Ricado Vda. Acosta, dominicana, viuda, mayor ae edad, de
oficios domésticos, domiciliada y residente en la casa
25 de la calle 7 del Ensanche Ozama de esta ciudad de San-
to Domingo, suscrito por su abogado Dr. Ramón Pina Ace-
vedo M., cédula No. 43139, serie lra.;

La Suprema Corte de Justicia después de haber deli-
berado y vistos los artículos 49, 66 y 81 de la Ley No. 241,
de 1967; 10 de la Ley No. 4117 de 1955; 1315 y 1383 del
Código Civil, y 1 y 65 de la Ley sobre Procedimiento de
Casación;

Considerando que en la sentencia impugnada y en los
documentos a que ella se refiere, costa: a) Que con motivo
de un accidente automovilístico ocurrido el 29 de enero de
1968, cerca de San Juan de la Maguana, como consecuen-
cia del cual perdió la vida Juan Ramón Acosta, el Juzga-
do de Primera Instancia de San Juan de la Maguana, dictó
en fecha 6 de marzo de 1970, una sentencia cuyo disposi-
tivo se copia más adelante; b) Que por inhibición de los
Jueces de la Corte de Apelación de San Juan de la Magua-
na, la Suprema Corte de Justicia en fecha 22 de diciembre
de 1970, dictó una resolución con el siguiente dispositivo:
"Resuelve: Primero: Que debe ordenar y ordena la decli-
natoria de la Corte de Apelación de San Juan de la Ma-

guana a la Corte de Apelación de San Cristóbal, del expe-
diente a cargo de José Antonio Jiménez, prevenido del de-
lito de violación a la Ley No. 5771, con todas sus conse-
cuencias legales; y Segundo: Que debe ordenar que la pre-
sente resolución sea comunicada al Magistrado Procura-
dor General de la República, y a las partes interesadas, pa-
ra los fines procedentes'; c) Que sobre los recursos inter-
puestos la Corte de Apelación de San Cristóbal, apodera-
da del caso, dictó en fecha 20 de abril de 1971, la senten-
cia ahora impugnada en casación con el siguiente disposi-
tivo: "FALLA: PRIMERO: Declara buenos y válidos los
recursos de apelación del Magistrado Procurador General
de la Corte de Apelación de San Juan, de la parte civil
constituida y de la Compañía de Seguros San Rafael C.
por A., contra la sentencia dictada por el Juzgado de Pri-
mera Instancia del Distrito Judicial de San Juan de la Ma-
guana, de fecha 6 del mes de Marzo del año 1970, cuyo dis-
positivo dice así: "FALLA: Primero: Declara a José Anto-
nio Jiménez, culpable de violación a los artículos 49 pá-
rrafo 1 y 221 de la Ley No. 241 de Tránsito de Vehículos en
perjuicio del que en vida respondía al nombre de Juan Ra-
món Acosta, y, en consecuencia, lo condena a pagar una
multa de Trescientos Pesos y las costas; acogiendo en su
favor circunstancias atenuantes; Segundo: Ordena, ade-
más, la suspensión de la licencia de conducir de José An-
tonio Jiménez por el período de un año; Tercero: Declara
buena y válida, en cuanto a la forma: la constitución en
parte civil hecha por la señora 'armen Luz Ricardo Vda.
Acosta por estar conforme a la Lzy; Cuarto: Condena a
José Antonio Jiménez a pagarle a la señora Carmen Luz
Ricardo Vda. Acosta, parte civil constituida, una indemni-
zación de treinta mil pesos (RD$30,000.00), más los intere-
ses legales de dicha suma a partir del día del accidente, co-
mo justa reparación de los daños y perjuicios morales y
materiales ocasionádoles con la comisión de ese delito;
Quinto: Declara oponible esta sentencia, en cuanto a lo
civil, a la Compañía Aseguradora "San Rafael", C. por
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Oído el dictamen del Magistrado Procurador General
de la República;

Vista el acta del recurso de casación, levantada en la
Secretaría de la Corte a-qua en fecha 30 de abril de 1971,
a requerimiento del Lic. Luis E. Henríquez Castillo, cédu-
la No. 28037, serie lra., abogado de la Compañía recurren-
te, en la cual no se expone ningún medio determinado de
casación;

Visto el memorial de casación de fecha 23 de agosto
de 1971, suscrito por el Lic. Luis E. Henríquez Castillo,
abogado de la recurrente, en el cual se invocan los medios
que se indican más adelante;

Visto el escrito de la parte interviniente Carmen Luz
Ricado Vda. ACosta, dominicana, viuda, mayor ae edad, de
oficios domésticos, domiciliada y residente en la casa No.
25 de la calle 7 del Ensanche Ozama de esta ciudad de San-
to Domingo, suscrito por su abogado Dr. Ramón Pina Ace-
vedo M., cédula No. 43139, serie lra.;

La Suprema Corte de Justicia después de haber deli-
berado y vistos los artículos 49, 66 y 81 de la Ley No. 241,
de 1967; 10 de la Ley No. 4117 de 1955; 1315 y 1383 del
Código Civil, y 1 y 65 de la Ley sobre Procedimiento de
Casación;

Considerando que en la sentencia impugnada y en los
documentos a que ella se refiere, costa: a) Que con motivo
de un accidente automovilístico ocurrido el 29 de enero de
1968, cerca de San Juan de la Maguana, como consecuen-
cia del cual perdió la vida Juan Ramón Acosta, el Juzga-
do de Primera Instancia de San Juan de la Maguana, dictó
en fecha 6 de marzo de 1970, una sentencia cuyo disposi-
tivo se copia más adelante; b) Que por inhibición de los
Jueces de la Corte de Apelación de San Juan de la Magua-
na, la Suprema Corte de Justicia en fecha 22 de diciembre
de 1970, dictó una resolución con el siguiente dispositivo:
"Resuelve: Primero: Que debe ordenar y ordena la decli-
natoria de la Corte de Apelación de San Juan de la Ma-

gu,ina a la Corte de Apelación de San Cristóbal, del expe-
diente a cargo de José Antonio Jiménez, prevenido del de-
lito de violación a la Ley No. 5771, con todas sus conse-
cuenci as legales; y Segundo: Que debe ordenar que la pre-
sente resolución sea comunicada al Magistrado Procura-
dor General de la República, y a las partes interesadas, pa-
ra los fines procedentes'; e) Que sobre los recursos inter-
puestos la Corte de Apelación de San Cristóbal, apodera-
da del caso, dictó en fecha 20 de abril de 1971, la senten-
cia ahora impugnada en casación con el siguiente disposi-
tivo: "FALLA: PRIMERO: Declara buenos y válidos los
recursos de apelación del Magistrado Procurador General
de la Corte de Apelación de San Juan, de la parte civil
constituida y de la Compañía de Seguros San Rafael C.
por A., contra la sentencia dictada por el Juzgado de Pri-
mera Instancia del Distrito Judicial de San Juan de la Ma-
guana, de fecha 6 del mes de Marzo del año 1970, cuyo dis-
positivo dice así: "FALLA: Primero: Declara a José Anto-
nio Jiménez, culpable de violación a los artículos 49 pá-
rrafo 1 y 221 de la Ley No. 241 de Tránsito de Vehículos en
perjuicio del que en vida respondía al nombre de Juan Ra-
món Acosta, y, en consecuencia, lo condena a pagar una
multa de Trescientos Pesos y las costas; acogiendo en su
favor circunstancias atenuantes; Segundo: Ordena, ade-
más, la suspensión de la licencia de conducir de José An-
tonio Jiménez por el período de un año; Tercero: Declara
buena y válida, en cuanto a la forma: la constitución en
parte civil hecha por la señora -.armen Luz Ricardo Vda.
Acosta por estar conforme a la	 Cuarto: Condena a
José Antonio Jiménez a pagarle a la señora Carmen Luz
Ricardo Vda. Acosta, parte civil constituida, una indemni-
zación de treinta mil pesos (RD$30,000.00), más los intere-
ses legales de dicha suma a partir del día del accidente, co-
mo justa reparación de los daños y perjuicios morales y
materiales ocasionádoles con la comisión de ese delito;
Quinto: Declara oponible esta sentencia, en cuanto a lo
civil, a la Compañía Aseguradora "San Rafael", C. por
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A.; Sexto: Condena a José Antonio Jiménez al pago de las
costas civiles con distracción de las mismas en provecho
de los Doctores César A. Garrido Cuello, Máximo H. Piña
Puello y Luis Pelayo González. quienes afirman haberlas
avanzado en su mayor parte; Séptimo: Rechaza las con-
clusiones del abogado de la defensa de José Antonio Ji-
ménez y del de la Compañía Aseguradora "San Rafael"
C. por A., por improcedentes y mal fundadas'; por habr
sido interpuestos dentro del plazo y con las formalidades
de la Ley que rige la materia;— SEGUNDO: Declara bue-
na y válida la ratificación de la constitución en parte civil
hecha por la Señora Carmen Luz Ricardo Vda. Acosta,
por sí y a nombre y representación de sus hijos legítimos
menores Omar Eduardo y Juan Ramón Acosta Ricardo,
por haber sido hechas conforme a las formalidades legales
relativas al caso;— TERCERO: Rechaza las oonclusiones'‘.
subsidiarias presentadas en audiencia por la defensa de la
Compañía de Seguros "San Rafael" C. por A., en el sen-
tido de que se ordene el cumplimiento de la sentencia dic-
tada por el Tribunal a-quo, que dispuso el traslado del Tri-
bunal al lugar del accidente, por frustratorio e inadmisi-
ble, en esta fecha;— CUARTO: Declara al señor José An-
tonio Jiménez, culpable del hecho de Homicidio Involun-
tario en perjuicio del Ing. Juan Ramón Acosta causado con
el manejo de un vehículo de motor. previsto y penado por
el párrafo 1 del art. 49 de la Ley 241, de fecha 28 de di-
ciembre de 1967, en fecha 29 de enero de 1968, en la ca-
rretera Las Matas de Farfán, en consecuencia se le conde-
na al pago de una multa de Cien Pesos Oro, moneda de
curso legal, acogiendo en su favor amplias circunstancias
atenuantes;— QUINTO: Condena al mencionado José An-
tonio Jiménez, en su condición de parte civilmente respon-
sable, a pagar a la Señora Carmen Luz Ricardo Viuda
Acosta e hijos Omar Eduardo y Juan Ramón Acosta Ricar-
do, parte civil constituida, la suma de Doce Mil Pesos, mo-
neda de curso legal, para ser repartida entre ellos en la

forma siguiente: Seis Mil Pesos, para la señora Carmen
Luz Ricardo Viuda Acosta, Tres Mil Pesos, para Omar
Eduardo Acosta Ricardo y Tres Mil Pesos, para Juan Ra-
món Acosta Ricardo, todo en moneda de curso legal;—
SEXTO: Suspende la licencia para conducir vehículos de
motor Número 733117, expedida en favor del señor José
Antonio Jiménez, durante tres años a partir del día 30 de
enero de 1968;— SEPTIMO: Condena al señor José Anto-
nio Jiménez, al pago de las costas tanto penales como ci-
viles, declarando estas últimas distraídas en provecho de
los Doctores César A. Garrido Cuello, Máximo H. Piña
Puello y Luis Pelayo González, quienes afirman estarlas
avanzando en su mayor parte; OCTAVO: Se rechazan las
demás conclusiones presentadas en audiencia por el Señor
José Antonio Jiménez, en su doble calidad, de inculpado
y de parte civilmente responsable y de la Compañía de
Seguros San Rafael, C. por A., por improcedentes e infun-
dadas,— NOVENO: Declara que la presente sentencia es
oponible a la Compañía de Seguros San Rafael, C. por A.,
conforme y hasta la cuantía indicada en la Póliza No.
A-1-2501 de fecha 30 de enero de 1967, vigente en el mo-
mento del accidente";

Considerando que la compañía aseguradora recurren-
te invoca en su memorial de casación los siguientes medios:
Primer Medio: Desnaturalización de los testimonios, Vio-
lación dell artículo 1315 del Código Civil.— Segundo Me-
dio: Falta de motivos.— Tercer Medio: Violación del De-
recho de Defensa;

Considerando que en el desarrollo de los tres medios
de casación propuestos, los cuales se reúnen para su exa-
men, la compañía recurrente se ]imita a alegar en síntesis:
a) Que se desnaturalizaron los testimonios y se violó el Art.
1315 del Código Civil porque en el expediente constan las
declaraciones de los dos testigos presenciales del acciden-
te (Oscar Bonilla y Emilio Peña Pérez) corroborado por
los testimonios de José Lucía Luna y Félix Espinosa, da-
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A.; Sexto: Condena a José Antonio Jiménez al pago de las
costas civiles con distracción de las mismas en provecho
de los Doctores César A. Garrido Cuello, Máximo H. Piña
Puello y Luis Pelayo González, quienes afirman haberla,,
avanzado en su mayor parte; Séptimo: Rechaza las con-
clusiones del abogado de la defensa de José Antonio Ji-
ménez y del de la Compañía Aseguradora "San Rafael",
C. por A., por improcedentes y mal fundadas'; por habc-
sido interpuestos dentro del plazo y con las formalidades
de la Ley que rige la materia;— SEGUNDO: Declara bue-
na y válida la ratificación de la constitución en parte civil
hecha por la Señora Carmen Luz Ricardo Vda. Acosta,
por sí y a nombre y representación de sus hijos legítimos
menores Omar Eduardo y Juan Ramón Acosta Ricardo,
por haber sido hechas conforme a las formalidades legales
relativas al caso;— TERCERO: Rechaza las conclusiones*,_
subsidiarias presentadas en audiencia por la defensa de la
Compañía de Seguros "San Rafael" C. por A., en el sen-
tido de que se ordene el cumplimiento de la sentencia dic-
tada por el Tribunal a-quo, que dispuso el traslado del Tri-
bunal al lugar del accidente, por frustratorio e inadmisi-
ble, en esta fecha;— CUARTO: Declara al señor José An-
tonio Jiménez, culpable del hecho de Homicidio Involun-
tario en perjuicio del Ing. Juan Ramón Acosta causado con
el manejo de un vehículo de motor. previsto y penado por
el párrafo I del art. 49 de la Ley 241, de fecha 28 de di-
ciembre de 1967, en fecha 29 de enero de 1968, en la ca-
rretera Las Matas de Farfán, en consecuencia se le conde-
na al pago de una multa de Cien Pesos Oro, moneda de
curso legal, acogiendo en su favor amplias circunstancias
atenuantes;— QUINTO: Condena• al mencionado José An-
tonio Jiménez, en su condición de parte civilmente respon-
sable, a pagar a la Señora Carmen Luz Ricardo Viuda
Acosta e hijos Omar Eduardo y Juan Ramón Acosta Ricar-
do, parte civil constituida, la suma de Doce Mil Pesos, mo-
neda de curso legal, para ser repartida entre ellos en la

forma siguiente: Seis Mil Pesos, para la señora Carmen
Luz Ricardo Viuda Acosta, Tres Mil Pesos, para Omar
Eduardo Acosta Ricardo y Tres Mil Pesos, para Juan Ra-
món Acosta Ricardo, todo en moneda de curso legal;—
SEXTO: Suspende la licencia para conducir vehículos de
motor Número 733117, expedida en favor del señor José
Antonio Jiménez, durante tres años a partir del día 30 de
enero de 1968;— SEPTIMO: Condena al señor José Anto-
nio Jiménez, al pago de las costas tanto penales como ci-
viles, declarando estas últimas distraídas en provecho de
los Doctores César A. Garrido Cuello, Máximo H. Piña
Fuello y Luis Pelayo González, quienes afirman estarlas
avanzando en su mayor parte; OCTAVO: Se rechazan las

-demás conclusiones presentadas en audiencia por el Señor
José Antonio Jiménez, en su doble calidad, de inculpado
y de parte civilmente responsable y de la Compañía de
Seguros San Rafael, C. por A., por improcedentes e infun-
dadas,— NOVENO: Declara que la presente sentencia es
oponible a la Compañía de Seguros San Rafael, C. por A.,
conforme y hasta la cuantía indicada en la Póliza No.
A-1-2501 de fecha 30 de enero de 1967, vigente en el mo-
mento del accidente";

Considerando que la compañía aseguradora recurren-
°-r te invoca en su memorial de casación los siguientes medios:

Primer Medio: Desnaturalización de los testimonios. Vio-
lación de)1 artículo 1315 del Código Civil.— Segundo Me-
dio: Falta de motivos.— Tercer Medio: Violación del De-
recho de Defensa;

Considerando que en el desarrollo de los tres medios
de casación propuestos, los cuales se reúnen para su exa-
men, la compañía recurrente se limita a alegar en síntesis:
a) Que se desnaturalizaron los testimonios y se violó el Art.
1315 del Código Civil porque en el expediente constan las
declaraciones de los dos testigos presenciales del acciden-
te (Oscar Bonilla y Emilio Peña Pérez) corroborado por
los testimonios de José Lucía Luna y Félix Espinosa, da-
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dos ante el Procurador Fiscal de San Juan de la Magua-
na, según los cuales Juan R. Acosta, la víctima, corría en
zig zag y en exceso de velocidad hasta estrellarse con la in
luz en alto contra el Camión aue manejaba el prevenido
José A. Jiménez; que la Corte pasó por alto esas pruebas
para atribuirle sin base, exceso de velocidad al prevenido;
que el Sargento Policía Nacional, Ignacio González, comi-
sionado por su superior jerárquico, para investigar el ca-
so, declaró que pudo pasar a la ida y a la vuelta por su de-
recha partiendo de San Juan, (lo que era la izquierda del
prevenido), de donde entiende la recurrente que resulta
justificada la declaración del prevenido Jiménez de que
entre ambos vehículos había más o menos dos metros; que
no obstante en el fallo impugnado se dice que resulta pro- is
bado lo contrario, sin expresar en cuáles testimonios se
basó para ello la Corte a-qua, lo que es también "una fla
grante carencia de motivos"; b) Que la falta de motivos ∎rt -
sulta también de negarle la Corte a-qua —antojadizamen-
te— veracidad en la declaración del Sargento González,
quien llegó al lugar antes que toda persona, a media no-
che, para que no se movieran los vehículos; que es impro-
cedente querer sustitutir la prueba por fotografías tardías,
en ausencia de la autoridad y de parte interesada, burlán-
dose una orden de traslado al lugar de los hechos dada por
el Juez de Primera Instancia, la cual se comenzó a ejecu-
tar por dicho juez; c) Que se violó el derecho de defensa
porque cuando un juez dicta una sentencia ordenando una
medida a petición de parte, y se comienza a ejecutar, sien-
do obra de la otra parte la falta de ejecución, la Corte el,
Apelación no puede por su propia cuenta pasar por alto es
pedimento como se hizo en la especie, aunque el prevenid(
haya abandonado el caso, conformándose con lo fallado e,

primera instancia, pues la solicitud de que se diera cum-
plimiento a la medida de instrucción se la hizo a la Cortr
a-qua, en audiencia, el prevenido Jiménez, y dicha Corta
la declaró sin embargo frustratoria; que con ello se violó
la regla de la contradicción de las pruebas, se violó el de-
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recho de fensa y se incurrió en vaguedad en los motivos,
pues con tales decisiones las compañías aseguradoras que-
dan sin defensa efectiva y sin garantía en la inversión de
sus intereses económicos; pero,

Considerando que el examen del fallo impugnado pone
de manifiesto que la Corte a-qua se edificó después de pon-
derar el conjunto de todos los medios de prueba presenta-
dos, y por las circunstancias de la causa, formando su ín-
tima convicción soberanamente en base al contexto de ta-
les elementos de juicio, según 11)s cuales dio por estableci-
do los siguientes hechos: a) "Que en fecha 29 de Enero de
1968, el señor José Antonio Jiménez salió del lugar de Gua-
nito, Jurisdicción de Las Matas de Farfán, hacia la ciudad
de San Juan de la Maguana, manejando su camión marca
Fiat con placa 78827 para el año 1968, a las once horas de
la noche y al llegar próximo a la ciudad de San Juan de la
Maguana y después de haber recorrido más de Treinticin-
co kilómetros, en el término de 30 minutos, se encontró
con el automóvil marca Opel, placa privada 14030, mane-
jado por su propietario señor Juan Ramón Acosta, y cho-
caron violentamente, muriendo poco después del accidente
el indicado Ing. Juan Ramón Acosta, a consecuencia de los
golpes y heridas recibidos en el indicado accidente"; b)
Que el prevenido Jiménez y su compañero de trabajo Emi-
lio Pérez Peña e Ignacio González expusieron: "que esa
noche, al llegar a la ciudad de San Juan de la Maguana,
próximo a un puentecito, se encontraron con el carrito, que
el inculpado le dio repetidos cambios de luz y al otro no
corresponder, puso las luces pequeñas y se paró a la dere-
cha, pero esta versión ha quedado desmentida por los se-
ñores Luis Felipe García y Hermógenes Gómez, quienes
afirmaron que ellos encontraron inmediatamente después
de ocurrir el accidente el camión parado en medio de la
carretera, lo que justifica que el señor José Antonio Jimé-
nez no realizó las maniobras necesarias y aconsejadas por
la pruaencia para evitar el accidente en el cual perdió la

r Elttit-
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dos ante el Procurador Fiscal de San Juan de la Magua-
na, según los cuales Juan R. Acosta, la víctima, corría en
zig zag y en exceso de velocidad hasta estrellarse con la
luz en alto contra el Camión aue manejaba el prevenido
José A. Jiménez; que la Corte pasó por alto esas pruebas
para atribuirle sin base, exceso de velocidad al prevenido;
que el Sargento Policía Nacional, Ignacio González, comi-
sionado por su superior jerárquico, para investigar el ca-
so, declaró que pudo pasar a la ida y a la vuelta por su de-
recha partiendo de San Juan, (lo que era la izquierda del
prevenido), de donde entiende la recurrente que resulta
justificada la declaración del prevenido Jiménez de que
entre ambos vehículos había más o menos dos metros; que
no obstante en el fallo impugnado se dice que resulta pro-
bado lo contrario, sin expresar en cuáles testimonios se -
basó para ello la Corte a-qua, lo que es también "una fla
grante carencia de motivos"; b) Que la falta de motivos ,r1 -
sulta también de negarle la Corte a-qua —antojadizamen-
te— veracidad en la declaración del Sargento González,
quien llegó al lugar antes que toda persona, a media no-
che, para que no se movieran los vehículos; que es impro-
cedente querer sustitutir la prueba por fotografías tardías,
en ausencia de la autoridad y de parte interesada, burlán-
dose una orden de traslado al lugar de los hechos dada pur
el Juez de Primera Instancia, la cual se comenzó a ejecu-
tar por dicho juez; c) Que se violó el derecho de defensa
porque cuando un juez dicta una sentencia ordenando un,
medida a petición de parte, y se comienza a ejecutar, sien-
do obra de la otra parte la falta de ejecución, la Corte (1,

_Apelación no puede por su propia cuenta pasar por alto es
pedimento como se hizo en la especie, aunque el prevenid,
haya abandonado el caso, conformándose con lo fallado
primera instancia, pues la solicitud de que se diera cum-
plimiento a la medida de instrucción se la hizo a la Corte
a-qua, en audiencia, el prevenido Jiménez, y dicha Corte
la declaró sin embargo frustratoria; que con ello se violó
la regla de la contradicción de las pruebas, se violó el de-
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recho de fensa y se incurrió en vaguedad en los motivos,
pues con tales decisiones las compañías aseguradoras que-
dan sin defensa efectiva y sin garantía en la inversión de
sus intereses económicos; pero,

Considerando que el examen del fallo impugnado pone
de manifiesto que la Corte a-qua se edificó después de pon-
derar el conjunto de todos los medios de prueba presenta-
dos, y por lás circunstancias de la causa, formando su ín-
tima convicción soberanamente en base al contexto de ta-
les elementos de juicio, según los cuales dio por estableci-
do los siguientes hechos: a) "Que en fecha 29 de Enero de
1968, el señor José Antonio Jiménez salió del lugar de Gua-
nito, Jurisdicción de Las 1VIatas de Farfán, hacia la ciudad
de San Juan de la Maguana, manejando su camión marca
Fiat con placa 78827 para el año 1968, a las once horas de
la noche y al llegar próximo a la ciudad de San Juan de la
Maguana y después de haber recorrido más de Treinticin-
co kilómetros, en el término de 30 minutos, se encontró
con el automóvil marca Opel, placa privada 14030, mane-
jado por su propietario señor Juan Ramón . Acosta, y cho-
caron violentamente, muriendo poco después del accidente
el indicado Ing. Juan Ramón Acosta, a consecuencia de los
golpes y heridas recibidos en el indicado accidente"; b)
Que el prevenido Jiménez y su compañero de trabajo Emi-
lio Pérez Peña e Ignacio González expusieron: "que esa
noche, al llegar a la ciudad de San Juan de la Maguana,
próximo a un puentecito, se encontraron con el carrito, que
el inculpado le dio repetidos cambios de luz y al otro no
corresponder, puso las luces pequeñas y se paró a la dere-
cha, pero esta versión ha quedado desmentida por los se-
ñores Luis Felipe García y Hermógenes Gómez, quienes
afirmaron que ellos encontraron inmediatamente después
de ocurrir el accidente el camión parado en medio de la
carretera, lo que justifica que el señor José Antonio Jimé-
nez no realizó las maniobras necesarias y aconsejadas por
la pruaencia para evitar el accidente en el cual perdió la
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vida el Ing. Juan Ramón Acosta y violó el párrafo I de la
letra a) del artículo 81 de la Ley 241, sobre Trá n sito de
Vehículos, de fecha 28 de diciembre de 1967"; e) Que "el
camión transitaba, en el momento del accidente, mucho más
a su izquierda lo que agrega una falta más generadora y
perfectamente adecuada en la ocurrencia del accidente, ya
que en tal posición el camión que manejaba el Señor José
Antonio Jiménez ocupó necesariamente, la derecha corres-
pondiente al automóvil que manejaba el Ing. Juan Ramón
Acosta, en violación de la letra a) del artículo 66 de la Ley
241 de Tránsito de Vehículos"; d) "que los vehículos acci-
dentados quedaron en posición paralela, y que el carro te-
nía las gomas delanteras en la calzada o pavimento de la
carretera, dejando entre ambos vehículos un espacio de
más o menos dos metros"; e) Que para mayor abunda-
miento, "en las fotografías depositadas en el expediente,
les cuales fueron reconocidas y aprobadas por varios < tes-
tigos que depusieron en la audiencia celebrada por esta
Corte, en fecha 12 de Abril de 1971, en el sentido de que
revelan la posición en que ellos encontraron los vehículos
accidentados momentos después de ocurrir el choque en-
tre el camión Fiat que manejaba su propietario José An-
tonio Jiménez y el automóvil Opel que también manejaba
su dueño el Ing. Juan Ramón Acosta";

Considerando que los jueces del fondo son soberanos
para apreciar el valor de las pruebas que se le someten y

cuando entre varios testimonios y varios elementos de jui-
cio, se edifican por los que les parecen más verosímiles y
sinceros, no incurren con ello en el vicio de desnaturaliza-
ción; que eso fue precisamente lo que en la especie hicie-
ron los jueces del fondo al no creer en lo dicho por los tes-
tigos a que se refiere la recurrente, y edificarse por las de-
más declaraciones y hechos y circunstancias del proceso,
para lo cual ponderaron inclusive, a mayor abundamiento,
las fotografías de la posición en que quedaron los vehícu-
los, las cuales fueron sometidas al debate público y con-

tradictorio que implica el proceso; que no es, por tanto,
cierto, que la Corte haya pasado por alto esos testimonios,
sino que se edificó en sentido contrario, sopesando los de-
más hechos y circunstancias de la causa; que de todo elle
pudo deducir razonablemente como lo hizo que el preve-
nido Jiménez manejaba su vehículo a exceso de velocidad,
y sobre ese punto, como cuestión de hecho, pudo formar
su íntima convicción en virtud de sus propias deduccio-
nes; y sin que tuviera necesidad de ponderar especifica-
mente los testimonios a que se refiere la recurrente; que
los razonamintos de la recurrente de que resulta justifica-
da la declaración del prevenido por lo que expuso el Sar-
gento González, es esa indudablemente la interpretación
qué de los hechos ha formado la recurrente, pero no cons-
tituye vicio alguno el hecho de que la Corte diera otre in-
terpretación al caso, como resulta del fallo impugnado;• que la declaración del Sargento González no fue sustituí-
da como alega la recurrente por las fotografías que obran
en el proceso, sino que éstas fueron ponderadas "a mayor
abundamiento", según consta en la página 9 del fallo irri-k„
pugnado, lo que nada se oponía que fuera hecho en esa

1- forma por los jueces del fondo, para edificarse; que en
cuanto a la orden de traslado el lugar de los hechos, cuyo
pedimento fue denegado por la Corte a-qua, ésta motivó
suficientemente su decisión al respecto, cuando dijo: "Que
la solicitud hecha en audiencia por el Señor José Antonio
Jiménez en el sentido de que se dé cumplimiento a la dis-
posición del Juzgado de Primera Instancia del Distrito Ju-
dicial de San Juan de la Maguana de realizar un descenso
al lugar de la ocurrencia de los hechos que se ventilan,
tal medida resultaría frustretoria e inoperante, ya que el
camión accidentado no se encuentra en poder del inculpa-.
do y el automóvil Opel que manejaba el Ing. Juan Barón
Acosta está destruído y a mucha distancia del lugar de
los hechos, y por le acción del tiempo, cualquier señal,
marca o indicio que han podido quedar en el lugar, han
desaparecido, y además, en razón de que esta Corte se en-
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los, las cuales fueron sometidas al debate público y con-
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cuentra suficientemente edificada para resolver el caso y
estima innecesaria la medida solicitada";

Considerando que al dar la Corte a-qua esos motivos
y rechazar en esa virtud el pedimento que se le hizo, no
lesionó el derecho de defensa del peticionario, sino que hi-
zo uso del poder soberano que tienen los jueces del fondo
de apreciar la utilidad o no de una medida de instrucción,
y de negarla si la estiman innecesaria por haber otros ele-
mentos de juicio para su edificación; que ese criterio, exter-
nado por la Corte a-qua es correcto, sin que fuera óbice
para su corrección que en primera instancia se comenzara
o no a ejecutar otra medida al respecto, pues por el efecto
devolutivo de las apelaciones interpuestas, el tribunal de
alzada estaba plenamente apoderado del caso, y podía de-
cidir sobre la conveniencia de reiterar o no alguna medi-
da del juez del primer grado; que, además por todo lo ex-
puesto, y por el examen del fallo impugnado, se advierte
que éste contiene motivos suficientes y pertinentes que
justifican su dispositivo, y una relación de hechos que per-
mite apreciar que la ley fue bien aplicada; que habiendo
declarado penalmente responsable al prevenido Jiménez,
y al hacer oponible a la Compañía Aseguradora puesta en
causa, hasta la cuantía del seguro, las condenaciones civi-
les pronunciadas, la Corte hizo una correcta aplicación de
los artículos 1383 del Código Civil y 1 y 10 de la Ley No.
4117; que, por consiguiente, los medios propuestos carecen
de fundamento y deben ser desestimados;

Por tales motivos, Primero: Admite como intervinien-
te a Carmen Luz Ricardo Vda. Acosta; Segundo: Rechaza
el recurso de casación interpuesto por la Compañía de Se-
guros San Rafael, C. por A., contra la sentencia dictada
por la Corte de Apelación de San Cristóbal, en fecha 20
de abril de 1971, cuyo dispositivo ha sido copiado en par-
te anterior del presente fallo; y Tercero: Condena a la re-
currente al pago de las costas, con distracción en favor del
Dr. Ramón Pina Acevedo M., quien afirma haberlas avan-
zado en su totalidad.

(Firmados).— Manuel Ramón Ruiz Tejada.— Fernan-
do E. Ravelo de la Fuente.— Manuel A. Amiama.— Manuel
D. Bergés Chupani.— Francisco Elpidio Beras.— Joaquín
M. Alvarez Perelló.— Juan Bautista Rojas Almánzar.—
Satiago Osvaldo Rojo Carbuccia.— Ernesto Curiel hijo.
Secretario General.

...	 La presente sentencia ha sido dada y firmada por los..t'
-señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública, del día, mes y año en él expresados y fue
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General que
certifico. (Fdo.) Ernesto Curiel hijo.
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el recurso de casación interpuesto por la Compañía de Se-
guros San Rafael, C. por A., contra la sentencia dictada
por la Corte de Apelación de San Cristóbal, en fecha 20
de abril de 1971, cuyo dispositivo ha sido copiado en par-
te anterior del presente fallo; y Tercero: Condena a la re-
currente al pago de las costas, con distracción en favor del
Dr. Ramón Pina Acevedo M., quien afirma haberlas avan-
zado en su totalidad.
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SENTENCIA DE FECHA 15 DE SEPTIEMBRE DEL 1971.

Sentencia Impugnada: Corte de Apelación de Santo Domingo de
fecha 22 de diciembre de 1970.

Materia: Correccional.

Re( urrentes: José Franklin Fermín, Francisco José Cruz y
Seguros, Pepín, S. A.

Abogado: Dr. Francisco A. Avelino García.

Interviniente: Julio César Natera.
Abogados: Dres. Ferreras Pérez y A. Sandino González de León.

Dios, Patria y Libertad.
República Dominicana.

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Juces Manuel Ra-
món Ruiz Tejada, Presidente; Fernando E. Ravelo de ln
Fuente, Primer Sustituto de Presidente; Manuel D. Bergé,
Chupani, Manuel A. Amiama, Francisco Elpidio Beras,
Joaquín M. Alvarez Perelló y Juan Bautista Rojas Al-
mánzar, asistidos del Secretario General, en la Sala donde
celebra sus audiencias, en la ciudad de Santo Domingo de
Guzmán, Distrito Nacional, hoy día 15 del mes de Sep-
tiembre del año 1971, años 128' de la Independencia y 109'
de la Restauración, dicta en audiencia pública, como corte
de casación, la siguiente sentencia:

Sobre los recursos de casación interpuestos por José
Franklin Fermín, dominicano, mayor de edad, soltero, cho-
fer, cédula No. 35392, serie 47, domiciliado y residente en
la calle Barney N. Morgan No. 259 de esta capital; Fran-
cisco José Cruz Polanco, domiciliado en la calle "C" No.
17 Barrio Domingo Savio de esta ciudad, cédula No. 31666
serie 31, y la Compañía de Seguros Pepín, S. A.. do-

miciliada en esta ciudad, contra la sentencia dictada en fe-
cha 22 de diciembre de 1979 por la Corte de Apelación de
Santo Domingo en sus atribuciones correccionales, cuyo
dispositivo figura más adelante;

Oído al alguacil de turno en la lectura del rol;
Oído al Dr. Francisco A. Avelino García, cédula 66650

serie lra., abogado de los recurrentes Francisco José Cruz
Polanco y la Compañía de Seguros Pepín S. A. en la lectu-
ra de sus conclusiones;

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General
de la República;

Vista el Acta de Casación No. 9 de fecha 29 de enero
de 1971, levantada a requerimiento del Dr. Francisco A.
Avelino García en la Secretaría de la Corte a-qua, en re-
presentación de Francisco José Cruz Polanco y la Compa-
ñía de Seguros Pepín, S. A., en la que no se indica nin-
gún medio determinado de casación;

Vista el Acta de Casación No. 28, de fecha 19 de abril
de 1971, levantada en la Secretaría de la Corte a-qua a
requerimiento del Dr. Félix Antonio Brito Mata, cédula
29194 serie 47, en representación del prevenido José
Franklin Fermín, de Francisco José Cruz y Seguros Pepín,
S. A., en la que no se indica ningún medio determina-
do de casación;

Visto el memorial de casación de los recurrentes Fran-
cisco José Cruz y la Compañía Nacional de Seguros Pepín,
S. A., de fecha 27 de agosto de 1971, suscrito por su
abogado el Dr. Avelino García, en el cual se proponen con-
tra la sentencia impugnada los medios que se indican más
adelante;

Vistos los escritos presentados por el interviniente en
fechas 26 y 30 de agosto de 1971, suscritos por sus aboga-
dos los Dres. A. Sandino González de León, Manuel Ferre-
ras Pérez y Bienvenido Figuereo Méndez; interviniente
que es Julio César Natera, dominicano, mayor de edad, ca-
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cado, comerciante, domiciliado en la Avenida Teniente
Amado García No. 147 de esta capital, cédula 19016, se-
rie 23;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber de- :
liberado, y vistos los artículos 49 y siguientes de la Ley
No. 241 de 1967 sobre Tránsito de Vehículos, 463 del Có- •
digo Penal, 1383 y 1394 del Código Civil, y 1 y siguientes
de la Ley No. 4117 de 1955 sobre Seguro Obligatorio de
Vehículos de Motor, y 1 y 65 de la Ley sobre Procedimien-
to de Casación;

Considerando, que, en la sentencia impugnada, y en
los documentos a que ella se refiere, consta lo siguiente:
a) que, con motivo, de un accidente automovilístico ocurri-
do en esta ciudad el 15 de diciembre de 1969, en el cual
resultó con lesiones Julio César Natera, la Segunda Cáma-
ra de lo Penal del Juzgado de Primera Instancia del Distri-
to Nacional dictó en fecha 3 de agosto de 1970 una sei ten-
cia condenatoria, cuyo dispositivo figura más adelante, in-
serto en el de la ahora impugnada; bl que, sobre recurso
del prevenido, de la parte puesta en causa como civilmen-
te responsable y de la Compañía de Seguros Pepín, S.
A., intervino la sentencia hora impugnada, cuyo dispositi-
vo dice así: "Falla: Primero: Declara regular y válido el
recurso de apelación interpuesto por el Dr. Francisco An-
tonio Avelino G., a nombre y en representación del preve-'j
nido José Franklin Fermín, de la persona civilmente res-
ponsable, señor Francisco José Cruz y de la Compañía de
Seguros Pepín, S. A., contra sentencia de la Segunda Cá-
mara de lo Penal del Juzgado de Primera Instancia del Dis-
trito Nacional, de fecha 3 de agosto de 1970, cuyo disposi-
tivo dice así: 'Falla: Primero: Declara el defecto contra del
nombrado José Franklin Fermín, por no haber compareci-
do a la audiencia no obstante haber sido legalmente cita-,
do; Segundo: Declara al defecta•te José Franklin Fermin,
culpable de violar el artículo 65 de la Ley No. 241 del Trán-
sito de Vehículos en perjuicio del señor Julio César Nate-

ra, y en consecuencia lo condena conforme al inciso d) del
artículo 49 de la aludida ley No. 241 de Tránsito de Ve-.
hículo, en perjuicio del señor Julio César Natera y en con-
secuencia lo condena conforme al inciso 49 de la aludida
Ley No. 241, de Tránsito . de Vehículo a sufrir 9 meses de
prisión correccional y al pago de una multa de RD$200.00
oro, así como al pago de las costas penales 41 proceso;
Tercero: Declara regular y válido en cuanto a la forma la
constitución en parte civil formulada en audiencia por el
señor Julio César Natera, por órgano de sus abogados Doc-
tores Manuel Ferreras Pérez, A. Sandino González de
León y Denny Abal Duval Feliz, en contra de los señores
José Franklin Fermín, por su hecho personal y Francisco
José Cruz Polanco, como persona civilmente responsable
con oponibilidad de la sentencia a intervenir en contra de
la Compañía de Seguros Pepín S. A., como entidad asegu-
radora del vehículo propiedad del señor Francisco José
Cruz Polanco, al momento de producirse el accidente de
que se trata, por haber sido formulada conforme al artícu-
lo 3 del Código de Procedimiento Cr;minal; Cuarto: En
cuanto al fondo de dicha constitución en parte civil conde-
na solidariamente a los señores José Franklin Fermín, y
Francisco José Cruz Polanco, al pago de una indemnización
de RD$8,000.00) Ocho Mil Pesos Oro, a favor del señor Ju-
lio César Natera, como justa reparación por los daños mo-r rales y materiales por éste sufridos a consecuencia del ac-
cidente; Quinto: Condena solidariamente a los señores José
Franklin y Francisco José Cruz Folanco, al pago de las cos-
tas civiles con distracción de las mismas en favor de los
Doctores Manuel Ferreras Pérez, A. Sandino González de
León y Denny Abel Duval Félix, quienes afirman haber-
las avanzado en su totalidad; Sexto: Declara y Ordena que
esta sentencia le sea oponible en cuanto al aspecto civil
se refiere, a la Compañía de Seguros Pepín, S. A., por ser
la entidad aseguradora del vehículo causante del daño'.
Segundo: Pronuncia el defecto contra el prevenido José
Franklin Fermín, por no haber comparecido estando legal-
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cado, comerciante, domiciliado en la Avenida Teniente
Amado García No. 147 de esta capital, cédula 19016, se-
rie 23;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber de-
liberado, y vistos los artículos 49 y siguientes de la Ley
No. 241 de 1967 sobre Tránsito de Vehículos, 463 del Có- 111
digo Penal, 1383 y 1394 del Código Civil, y 1 y siguientes
de la Ley No. 4117 de 1955 sobre Seguro Obligatorio de
Vehículos de Motor, y 1 y 65 de la Ley sobre Procedimien-
to de Casación;

Considerando, que, en la sentencia impugnada, y en
los documentos a que ella se refiere, consta lo siguiente:
a) que, con motivo de un accidente automovilístico ocurri- ..
do en esta ciudad el 15 de diciembre de 1969, en el cual I
resultó con lesiones Julio César Natera, la Segunda Cáma-  
ra de lo Penal del Juzgado de Primera Instancia del Distri-
to  Nacional dictó en fecha 3 de agosto de 1970 una ser ten-
cia condenatoria, cuyo dispositivo figura más adelante, in-
serto en el de la ahora impugnada; b) que, sobre recurro
del prevenido, de la parte puesta en causa como civilmen-
te responsable y de la Compañía de Seguros Pepín, S.
A., intervino la sentencia hora impugnada, cuyo dispositi-
vo dice así: "Falla: Primero: Declara regular y válido el
recurso de apelación interpuesto por el Dr. Francisco An-
tonio Avelino G., a nombre y en representación del preve-
nido José Franklin Fermín, de la persona civilmente res-
ponsable, señor Francisco José Cruz y de la Compañía de
Seguros Pepín, S. A., contra sentencia de la Segunda Cá-
mara de lo Penal del Juzgado de Primera Instancia del Dis-
trito Nacional, de fecha 3 de agosto de 1970, cuyo disposi-
tivo dice así: 'Falla: Primero: Declara el defecto contra del
nombrado José Franklin Fermín, por no haber compareci-
do a la audiencia no obstante haber sido legalmente cita-
do; Segundo: Declara al defectarte José Franklin Fermín,
culpable de violar el artículo 65 de la Ley No. 241 del Trán-
sito de Vehículos en perjuicio del señor Julio César Nate-

.4-

1 ra, y en consecuencia lo condena conforme al inciso d) del
1- artículo 49 de la aludida ley No. 241 de Tránsito de Ve-
r! hículo, en perjuicio del señor Julio César Natera y en con-

secuencia lo condena conforme al inciso 49 de la aludida
Ley No. 241, de Tránsito de Vehículo a sufrir 9 meses de
prisión correccional y al pago de una multa de RD$200.00
oro, así como al pago de las costas penales 01 proceso;
Tercero: Declara regular y válido en cuanto a la forma la
constitución en parte civil formulada en audiencia por el
 señor Julio César Natera, por órgano de sus abogados Doc-
tores Manuel Ferreras Pérez, A. Sandino González de
León y Denny Abal Duval Feliz, en contra de los señores
José Franklin Fermín, por su hecho personal y Francisco
José Cruz Polanco, como persona civilmente responsable
con oponibilidad de la sentencia a intervenir en contra de
la Compañía de Seguros Pepín S. A., como entidad asegu-
radora del vehículo propiedad del señor Francisco José
Cruz Polanco, al momento de producirse el accidente de
que se trata, por haber sido formulada conforme al artícu-
lo 3 del Código de Procedimiento Criminal; Cuarto: En
cuanto al fondo de dicha constitución en parte civil conde-
na solidariamente a los señores José Franklin Fermín, y
Francisco José Cruz Polanco , al pago de una indemnización
de RD$8,000.00 ► Ocho Mil Pesos Oro, a favor del señor Ju-
lio César Natera, como justa reparación por los daños mo-
rales y materiales por éste sufridos a consecuencia del ac-
cidente; Quinto: Condena solidariamente a los señores José
Franklin y Francisco José Cruz Polanco, al pago de las cos-
tas civiles con distracción de las mismas en favor de los
Doctores Manuel Ferreras Pérez, A. Sandino González de
León y Denny Abel Duval Félix, quienes afirman haber-
las avanzado en su totalidad; Sexto: Declara y Ordena que
esta sentencia le sea oponible en cuanto al aspecto civil
se refiere, a la Compañía de Seguros Pepín, S. A., por ser
la entidad aseguradora del vehículo causante del daño'.
Segundo: Pronuncia el defecto contra el prevenido José
Franklin Fermín, por no haber comparecido estando legal-
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mente citado; Tercero: Modifica el ordinal segundo de la
sentencia apelada, en el sentido de condenar al prevenido
José Franklin Fermín, por el hecho que se le imputa, al
pago de una multa de RD$200.00 (Doscientos Pesos Oro)
acogiendo en su favor más amplias circunstancias atenuan.
tes; Cuarto: Modifica el ordinal cuarto de la aludida deci-
sión, en el sentido de reducir a la suma de RD$5,000.00
(Cinco Mil Pesos Oro), el monto de la indemnización acor-
dada en favor de la parte civil constituida, señor Julio Cé-
sar Natera; Quinto: Confirma en sus demás aspectos la sen
tencia recurrida; Sexto: Condena al prevenido al pago di
las costas penales; Séptimo: Condena a los apelantes al pai

go de las costas civiles, ordenando su distracción en favor
del Dr. Manuel Ferreras Pérez, quien afirma haberlas avan-
zado en su totalidad";

En cuanto al aspecto penal.

Considerando, en cuanto al recurso del prevenido, que
en la sentencia impugnada se da por establecido: a) que
más o menos a las doce y media del día 15 del mes de di-
ciembre del año 1969, transitaba de este a oeste por la Ave-
nida John F. Kennedy, de esta ciudad, el prevenido José
Franklin Fermín, conduciendo la Station Wagon placa No.
25148, marca Fiat, modelo 1967, color gris, propiedad del
señor Francisco José Cruz Polanco; b) que cuando se acer-
caba al sitio donde está instalada la panadería Pepín, ob-
servó que cruzaba la vía de sur a norte, una persona que
resultó ser el agraviado Julio César Natera; c) que cuan-
do ya éste había atravesado dos de los carriles de la cita-
da arteria y cuando se disponía a cruzar el tercero fue al-
canzado y golpeado por el vehículo manejado por el pre-
venido, que le produjo lesiones que curaron después de 120
y antes de 180 días; d) que el prevenido conducía su ve-
hículo a una elevada velocidad; e) que no redujo ésta al
advertir que una persona estaba cruzando la calle, ni tarn-

poco tomó ninguna precaución para evitar un accidente;
que los hechos de la causa revelan que el accidente de que
se trata tuvo su causa generadora y eficiente en las faltas
cometidas por el prevenido de conducir su vehículo a una
elevada velocidad por una avenida donde el tránsito de
vehículo y peatones es muy intenso, no reducir esa veloci-
dad pese a observar que la vía estaba siendo atravesada
por una persona a pie y no tomar ninguna precaución que
condujera a evitar que con su vehículo arrollara a la per-
sona que cruzaba la vía; que los hechos así establecidos
configuran el delito previsto en el artículo 49 apartado e)
de la Ley sobre Tránsito de Vehículos de Motor, No. 241
de 1967, y sancionado por el mismo texto con las penas de
6 meses a 2 años de prisión y multa de RD$100.00 a
RD$500.00 cuando las heridas o lesiones causan una enfer-
medad o imposibilidad para el trabajo que dure más de
20 días; que, por tanto, al imponer al prevenido, después
e declararlo culpable de ese delito, a RD$200.00 de mul-
, acogiendo en su favor circunstancias atenuantes, le apli-

có una pena ajustada a la ley, por lo que su recurso de ca-
sación carece de fundamento y debe ser rechazado;

Considerando, que examinada la sentencia impugna-
da en cuanto concierne al interés del prevenido, ella no
contiene vicio alguno que justifique su casación;

En cuanto al aspecto civil.

Considerando, que el memorial de casación de la par-
e civilmente responsable y de la Compañía Nacional de

Seguros Pepín, S. A., se limita a solicitar la casación
de la sentencie impugnada, en lo relativo al monto de la
reparación acordada a la víctima del accidente, por esti-
mar que la sentencia impugnada carece de base legal y de
motivos suficientes para justificar el monto de la repara-
ción acordada, (RD$5,000.00), toda vez que, según los recu-
rrentes, la sentencia no describe la naturaleza de las lesio-
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mente citado; Tercero: Modifica el ordinal segundo de la
sentencia apelada, en el sentido de condenar al prevenido
José Franklin Fermín, por el hecho que se le imputa, al
pago de una multa de RD$200.00 (Doscientos Pesos Oro)
acogiendo en su favor más amplias circunstancias atenuan-
tes; Cuarto: Modifica el ordinal cuarto de la aludida deci-
sión, en el sentido de reducir a la suma de RD$5,000.00
(Cinco Mil Pesos Oro), el monto de la indemnización acor-
dada en favor de la parte civil constituida, señor Julio Cé-
sar Natera; Quinto: Confirma en sus demás aspectos la sen
tencia recurrida; Sexto: Condena al prevenido al pago
las costas penales; Séptimo: Condena e los apelantes al pa
go de las costas civiles, ordenando su distracción en favor
del Dr. Manuel Ferreras Pérez, quien afirma haberlas avan-
zado en su totalidad";

En cuanto al aspecto penal.

Considerando, en cuanto al recurso del prevenido, que
en la sentencia impugnada se da por establecido: a) que
más o menos a las doce y media del día 15 del mes de di-
ciembre del año 1969, transitaba de este a oeste por la Ave-
nida John F. Kennedy, de esta ciudad, el prevenido José
Franklin Fermín, conduciendo la Station Wagon placa No.
25148, marca Fiat, modelo 1967, color gris, propiedad del
señor Francisco José Cruz Polanco; b) que cuando se acer-
caba al sitio donde está instalada la panadería Pepín, ob-
servó que cruzaba la vía de sur a norte, una persona que
resultó ser el agraviado Julio César Natera; c) que cuan-
do ya éste había atravesado dos de los carriles de la cita-
da arteria y cuando se disponía a cruzar el tercero fue al-
canzado y golpeado por el vehículo manejado por el pre-
venido, que le produjo lesiones que curaron después de 120
y antes de 180 días; d) que el prevenido conducía su ve-
hículo a una elevada velocidad; e) que no redujo ésta al j.
advertir que una persona estaba cruzando la calle, ni tam-__

poco tomó ninguna precaución para evitar un accidente;
que los hechos de la causa revelan que el accidente de que
se trata tuvo su causa generadora y eficiente en las faltas
cometidas por el prevenido de conducir su vehículo a una
elevada velocidad por una avenida donde el tránsito de
vehículo y peatones es muy intenso, no reducir esa veloci-
dad pese a observar que la vía estaba siendo atravesada
por una persona a pie y no tomar ninguna precaución que
condujera a evitar que con su vehículo arrollara a la per-
sona que cruzaba la vía; que los hechos así establecidos
configuran el delito previsto en el artículo 49 apartado e)
de la Ley sobre Tránsito de Vehículos de Motor, No, 241
de 1967, y sancionado por el mismo texto con las penas de
6 meses a 2 años de prisión y multa de RD$100.00 a
RD$500 00 cuando las heridas o lesiones causan una enfer-
medad o imposibilidad para el trabajo que dure más de
20 días; que, por tanto, al imponer al prevenido, después
'le declararlo culpable de ese delito, a RD$200.00 de mul-
ni, acogiendo en su favor circunstancias atenuantes, le apli-
có una pena ajustada a la ley, por lo que su recurso de ca-
-ación carece de fundamento y debe ser rechazado;

Considerando, que examinada la sentencia impugna-
rla en cuanto concierne al interés del prevenido, ella no
ontiene vicio alguno que justifique su casación;

En cuanto al aspecto civil.

Considerando, que el memorial de casación de la par-
te civilmente responsable y de la Compañía Nacional de
Seguros Pepín, S. A., se limita a solicitar la casación
de la sentencie impugnada, en lo relativo al monto de la
reparación acordada a la víctima del accidente, por esti-
mar que la sentencia impugnada carece de base legal y de
motivos suficientes para justificar el monto de la repara-
ción acordada, (RD$5,000.00), toda vez que. según los recu-
rentes, la sentencia no describe la naturaleza de las lesio-
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nes sufridas por la víctima en una forma que permita apre-
ciar que fueron tan graves como para concederle una repa-
ración tan excesiva como resulta, en la especie, la suma
de RD$5,000; que la jurisprudencia y la doctrina en esta
materia están de acuerdo en proclamar que si bien las re-
paraciones deben resarcir la totalidad del daño sufrido, no
deben llegar al extremo de enriquecer injustamente a la
víctima con sacrificio del responsable de la reparación;
pero,

Considerando, que, en el caso particular de los daños
causados por heridas y lesiones corporales de las víctimas,
la misma ley en su aspecto represivo gradúa las penas, en
el caso de las heridas y lesiones, por la duración de sus
efectos, sean ellos enfermedad o incapacidad para el tra-
bajo, de modo que su gravedad se mide finalmente por su
duración; que, por tanto, en la especie que se examina, si
la curación de las lesiones requería un plazo mínimo de
120 días, como se estabbleció que duraría sin que ese pun-
so se pusiera en controversia ante los jueces del fondo, la
incapacidad para el trabajo productivo, los gastos de cu-
ración y recuperación, y el sufrimiento físico y moral que
necesariamente aquejan a un lesionado por ese tiempo,
constituyen, a juicio de esta Suprema Corte, daños sufi-
cientes para que el monto de la reparación acordada en es-
te caso no resulte irrazonable; que, por lo expuesto, los:
medios del recurso de la parte civilmente responsable y de
la Compañía de Seguros Pepín, S. A., carecen de fun-
damento y deben ser desestimados; que los motivos del re-
chazamiento que acaban de darse, se extienden al recur-
so del prevenido, en el aspecto civil;

Por tales motivos, Primero: Admite como intervinien-
te a Jadio César Natera, parte civil en el proceso; Segun-
do: Rechaza el recurso del prevenido José Franklin Fermín,
contra la sentencia dictada en fecha 22 de diciembre de
1970 por la Corte de Apelación de Santo Domingo, en sus
atribuciones correccionales, cuyo dispositivo ha sido co-

piado en parte anterior del presente fallo, y lo condena al
pago de las costas penales; Tercero: Rechaza los recursos
de Francisco José Cruz Polanco y la Compañía de Segu-
ros Pepín, S. A., contra la misma sentencia y condena
a los recurrentes al pago de las costas civiles y dispone su
distracción en provecho de los Doctores A. Sandino Gon-
zález de León, Manuel Ferreras Pérez y Bienvenido Fi-
Guereo Méndez, abogados del interviniente, quienes afir-
man haberlas avanzado en su totalidad.

(Firmados): Manuel Ramón Ruiz Tejada.— Fernando
E. Ravelo de la Fuente.— Manuel D. Bergés Chupani.—
Manuel A. Amiama.— Francisco Elpidio Beras.— Joaquín
M. Alvarez Perelló.— Juan Bautista Rojas Almánzar.—
Ernesto Curiel hijo, Secretario General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la
audiencia pública del día, mes y año en él expresados, y
fue firmada, leída y publicada por mí, Secretario General,
que certifico. (Firmado): Ernesto Curiel hijo.
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nes sufridas por la víctima en una forma que permita apre-
ciar que fueron tan graves como para concederle una repa-
ración tan excesiva como resulta, en la especie, la suma
de RD$5,000; que la jurisprudencia y la doctrina en esta
materia están de acuerdo en proclamar que si bien las re-
paraciones deben resarcir la totalidad del daño sufrido, no
deben llegar al extremo de enriquecer injustamente a la
víctima con sacrificio del responsable de la reparación;
pero,

Considerando, que, en el caso particular de los daños
causados por heridas y lesiones corporales de las víctimas,
la misma ley en su aspecto represivo gradúa las penas, en
el caso de las heridas y lesiones, por la duración de sus
efectos, sean ellos enfermedad o incapacidad para el tra-
bajo, de modo que su gravedad se mide finalmente por su
duración; que, por tanto, en la especie que se examina, si
la curación de las lesiones requería un plazo mínimo de
120 días, como se estabbleció que duraría sin que ese pun-
so se pusiera en controversia ante los jueces del fondo, la
incapacidad para el trabajo productivo, los gastos de cu-
ración y recuperación, y el sufrimiento físico y moral que
necesariamente aquejan a un lesionado por ese tiempo,
constituyen, a juicio de esta Suprema Corte, daños sufi-
cientes para que el monto de la reparación acordada en es-
te caso no resulte irrazonable; que, por lo expuesto, los
medios del recurso de la parte civilmente responsable y de
la Compañía de Seguros Pepín, S. A., carecen de fun-
damento y deben ser desestimados; que los motivos del re-
chazamiento que acaban de darse. se extienden al recur-
so del prevenido, en el aspecto civil;

Por tales motivos, Primero: Admite como intervinien-
te a Julio César Natera, parte civil en el proceso; Segun-

do: Rechaza el recurso del prevenido José Franklin Fermín,-
contra la sentencia dictada en fecha 22 de diciembre de

1970 por la Corte de Apelación de Santo Domingo, en sus
atribuciones correccionales, cuyo dispositivo ha sido co-

p do en parte anterior del presente fallo, y lo condena al
pago de las costas penales; Tercero: Rechaza los recursos
de Francisco José Cruz Polanco y la Compañía de Segu-
ros Pepín, S. A., contra la misma sentencia y condena
a los recurrentes al pago de las costas civiles y dispone su
distracción en provecho de los Doctores A. Sandino Gon-
zález de León, Manuel Ferreras Pérez y Bienvenido Fi-
Guereo Méndez, abogados del interviniente, quienes afir-
man haberlas avanzado en su totalidad.

(Firmados): Manuel Ramón Ruiz Tejada.— Fernando
E. Ravelo de la Fuente.— Manuel D. Borges Chupani.—
Manuel A. Amiama.— Francisco Elpidio Beras.— Joaquín
M. Alvarez Perelló.— Juan Bautista Rojas Almánzar.—
Ernesto Curiel hijo, Secretario General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la
audiencia pública del día, mes y año en él expresados, y
fue firmada, leída y publicada por mí, Secretario General,
que certifico. (Firmado): Ernesto Curiel hijo.
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SENTENCIA DE FECHA 17 DE SEPTIEMBRE DEL 1974;

Sentencia impugnada: Juzgado de Primera Instancia del Distrito ,
Judicial de Monte Cristy de fecha 25 de febrero de 1970,

Abogado: Dres. Santiago Cruz López y Ramón Cáceres Troncoso.
Recurrido: Compañía Dominicana de Desarrollo Agrícola.

Abogado: Lic. Federico Nina hijo.
Recurrente: Dámaso Adolfo Delgado.

Materia: Trabajo.	 z

Firill
Dios, Patria y Libertad.
República Dominicana.

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituída por los Jueces Manuel Ra-
món Ruiz Tejada, Presidente; Fernando E. Ravelo de la
Fuente, Primer Sustituto de Presidente; Manuel A. Amia-
ma, Segundo Sustituto de Presidente; Manuel D. Bergés
Chupani, Francisco Elpidio Beras, Joaquín M. Alvarez Pe-
relló, Juan Bautista Rojas Almánzar y Santiago Osvaldo
Rojo Carbuccia, asistidos del Secretario General, en la Sa-
la donde celebra sus audiencias, en la ciudad de Santo Do-
mingo de Guzmán, Distrito Nacional, hoy día 17 de Sep-
tiembre del año 1971, años 128' de la Independencia y 109'
de la Restauración, dicta en audiencia pública, como cor-
te de casación, la siguiente sentencia:

Sobre el recurso de casación interpuesto por Dámaso
Adolfo Delgado, boliviano, mayor de edad, ingeniero , ac-
tualmente residente en Bolivia, con domicilio elegido en el
estudio de su abogado, en la calle Mercedes No. 5 de esta
capital, contra la sentencia dictada por el Juzgado de Pri-
mera Instancia del Distrito Judicial de Monte Cristi como
Tribunal de Trabajo de Segundo Grado, en fecha 25 de fe-
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brero de 1970, cuyo dispositivo figura más adelante;
Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol;
Oído al Lic. Quírico Elpidio Pérez, en representación

del Lic. Federico Nina hijo, cédula No. 620, serie 23, abo-
gado del recurrente, en la lectura de sus concusiones;

Oído e' dictamen del Magistrado Procurador General
de la Repúk,:ca;

Visto el memorial de casación del recurrente, suscri-
to por su abogado, de fecha 7 de mayo de 1970, en el cual
se proponen contra la sentencia impugnada los medios que
se indican más adelante, así como su ampliación de fecha
14 de mayo de 1971;

Visto el memorial de defensa de la recurrida, de fecha
26 de mayo de 1970, suscrito por sus abogados, Dres. Ra-
món Cáceres Troncoso y Santiago Cruz López, cédulas Nos.
55348, serie ira. y 17640, serie 47, respectivamente; re-
currida que es la Coddea, Inc., (Compañía Dominicana de
Desarrollo Agrícola), constituída en el Estado de Nebras-
ka, Estados Unidos de América, y domiciliada en el país
en Pepillo Salcedo y en la calle José Contreras No. 30 de
esta capital;

La Suprema . Corte de Justicia, después de haber de-
liberado y vistos los textos legales invocados por el recu-
rrente, que se mencionan más adelante, y los artículos 1
y 65 de la Ley sobre Procedimiento de Casación;

Considerando, que, en la sentencia impugnada y en las
documentos a que ella se refiere, consta lo siguiente: a)
que, con motivo de una reclamación laboral que no pudo
ser conciliada, el Juzgado de Paz del Municipio de Pepillo
Salcedo dictó en fecha 26 de mayo de 1969, como Tribu-
nal de Trabajo de Primer Grado, una sentencia, marcada
con el No. 1, cuyo dispositivo figura más adelante, inserto
en el de la ahora impugnada; b) que, sobre apelación del
actual recurrente, intervino en fecha 25 de febrero de 1970,
la sentencia ahora impugnada, cuyo dispositivo dice así:
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Recurrente: Dámaso Adolfo Delgado.
Abogado: Lic. Federico Nina hijo.

Recurrido: Compañía Dominicana de Desarrollo Agrícola.
Abogado: Dres. Santiago Cruz López y Ramón Cáceres Troncoso.

Dios, Patria y Libertad.
República Dominicana.

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regulrrmente constituida por los Jueces Manuel Ra-
món Ruiz Tejada, Presidente; Fernando E. Ravelo de la
Fuente, Primer Sustituto de Presidente; Manuel A. Amia-
ma, Segundo Sustituto de Presidente; Manuel D. Bergés
Chupani, Francisco Elpidio Beras, Joaquín M. Alvarez Pe-
relló, Juan Bautista Rojas Almánzar y Santiago Osvaldo
Rojo Carbuccia, asistidos del Secretario General, en la Sa-
la donde celebra sus audiencias, en la ciudad de Santo Do-
mingo de Guzmán, Distrito Nacional, hoy día 17 de Sep-
tiembre del año 1971, años 128' de la Independencia y 109'de la Restauración, dicta en audiencia pública, como cor-
te de casación, la siguiente sentencia:

Sobre el recurso de casación interpuesto por Dámaso
Adolfo Delgado, boliviano, mayor de edad, ingeniero , ac-
tualmente residente en Bolivia, con domicilio elegido en el
estudio de su abogado, en la calle Mercedes No. 5 de esta
capital, contra la sentencia dictada por el Juzgado de Pri-
mera Instancia del Distrito Judicial de Monte Cristi como
Tribunal de Trabajo de Segundo Grado, en fecha 25 de fe-

brero de 1970, cuyo dispositivo figura más adelante;
Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol;
Oído al Lic. Quírico Elpidio Pérez, en representación

del Lic. Federico Nina hijo, cédula No. 620, serie 23, abo
gado del recurrente, en la lectura de sus concusiones;

Oído e' dictamen del Magistrado Procurador General
de la Repúb...ca;

Visto el memorial de casación del recurrente, suscri-
to por su abogado, de fecha 7 de mayo de 1970, en el cual
se proponen contra la sentencia impugnada los medios que
se indican más adelante, así como su ampliación de fecha
14 de mayo de 1971;

Visto el memorial de defensa de la recurrida, de fecha
26 de mayo de 1970, suscrito por sus abogados, Dres. Ra-
món Cáceres Troncoso y Santiago Cruz López, cédulas Nos.
55348, serie lra. y 17640, serie 47, respectivamente; re-
currida que es la Coddea, Inc., (Compañía Dominicana de
Desarrollo Agrícola), constituida en el Estado de Nebras-
ka, Estados Unidos de América, y domiciliada en el país
en Pepillo Salcedo y en la calle José Contreras No. 30 de
esta capital;

La Suprema , Corte de Justicia, después de haber de-
liberado y vistos los textos legales invocados por el recu-
rrente, que se mencionan más adelante, y los artículos 1
y 65 de la Ley sobre Procedimiento de Casación;

Considerando, que, en la sentencia impugnada y en los
documentos a que ella se refiere, consta lo siguiente: a)
que, con motivo de una reclamación laboral que no pudo
ser conciliada, el Juzgado de Paz del Municipio de Pepillo
Salcedo dictó en fecha 26 de mayo de 1969, como Tribu-
nal de Trabajo de Primer Grado, una sentencia, marcada
con el No. 1, cuyo dispositivo figura más adelante, inserto
en el de la ahora impugnada; b) que, sobre apelación del
actual recurrente, intervino en fecha 25 de febrero de 1970,
la sentencia ahora impugnada, cuyo dispositivo dice así:

SENTENCIA DE FECHA 17 DE SEPTIEMBRE DEL 1971,

Sentencia impugnada: Juzgado de Primera Instancia del Distrito .Judicial de Monte Cristy de fecha 25 de febrero de 1970.

Materia: Trabajo.	 z
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`PALLA: Primero: Declara regular y válido en cuanto a
la forma, el presente recurso de apelación; Segundo: Re-
chaza las conclusiones del señor Dámaso Adolfo Delgado,
apelante, por improcedentes e infundadas y en consecuen-
cia, confirma la sentencia recurrida, cuyo dispositivo dice
así: 'Primero: que debe rechazar y rechaza, la demanda la-
boral interpuesta por el Agrónomo Dámaso Adolfo Delga-
do, contra Coddea, Inc. (Compañía Dominicana de Desarro-
llo Agrícola), por improcedente y mal fundada; Segundo:
que debe condenar y condena al demandante Agrónomo
Dámaso Adolfo Delgado, parte que sucumbe, al pago de
las costas; y Tercero: Condena al señor Dámaso Adolfo
Delgado, parte apelante que sucumbe, al pago de las cos-
tas del presente recurso";

Considerando, que, contra la sentencia cuyo disposití
vo acaba de copiarse, el Ingeniero recurrente propone los
siguientes medios de casación: Primer Medio: Violación del
Artículo 89 del Código de Trabajo en cuanto el Tribunal
a-quo hizo una incorrecta aplicación del mismo y errónea
interpretación de sus términos.— Segundo Medio: Viola-
ción del Artículo 141 del Código de Procedimiento Civil
en cuanto la sentencia contiene motivos erróneos e insufi-
cientes;

Considerando, que, en sus medios de casación, el recu-
rrente expone y alega, en síntesis, lo siguiente: 1) que la
sentencia impugnada, al fundar el rechazamiento de su

demanda en la circunstancia de q ue, al presentar su dimi-
sión, no la comunicó a la oficina de Trabajo de Pepillo Sal-
cedo, hizo una errónea aplicación del artículo 89 del Códi-
go de Trabajo, pues, —según el memorial del recurrente—
esa formalidad no es indispensable cuando, como se hizo
en el caso ocurrente, la dimisión es comunicada por el em-
pleado o trabajador dimitente al patrono y éste reconoce
el recibo de esa comunicación; 2) que los motivos dados
por el Juzgado w:quo para interpretar así el referido texto
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legal son erróneos e insuficientes y no justifican, por tan-
to, la solución dada al caso por dicho Juzgado; pero,

Considerando, 1) que el artículo 89 del Código de Tra-
bajo dispone lo siguiente: "En las cuarenta y ocho horas
subsiguientes a la dimisión, el trabajador la comunicará,
con indicación de la causa, al Departamento de Trabajo
o a la autoridad local que ejerza sus funciones, que a su
vez la denunciará al patrono.— La dimisión no comunica-
da a la autoridad del trabajo correspondiente en el térmi-
no indicado en este artículo, se reputa que carece de justa
causa"; que el simple examen de esa disposición legal lle-
va a la convicción de que lo que ella requiere en los casos
de dimisión (como en los casos de despido, mutatis mutan-
di el artículo 81) no es una simple formalidad que pueda
quedar cubierta por actuaciones ulteriores, sino una cate-
górica reintegración de voluntad que demuestra la serie-
dad del caso; que, además, esa formalidad no se limita, co-
mo claramente lo indica el texto, a comunicar la dimisión,
sino que requiere la indicación de la causa de la dimisión,
obviamente con la finalidad de que la actuación concilia-
dora que debe subseguir tanto a las dimisiones como a los

>t--despidos, pueda ejercitarse con un conocimiento previo y
definido de la situación anormal surgida entre los traba-
jadores y los patronos; que, por lo expuesto, lo decidido en
este caso por los jueces del fondo no se ha hecho en vio-
lación del artículo 89 del Código de Trabajo; 2) que los mo-
tivos dados por los Jueces del fondo en este caso, por lo mis-

s mo expuesto anteriormente, son correctos y esta Suprema
Corte los estima además suficientes para justificar la sen-
tencia impugnada; 1 y 2) que por tanto, los medios del re-
curso carecen de fundamento y deben ser desestimados;

Por tales motivos, Primero: Rechaza el recurso de ca-
, sación interpuesto por Dámaso Adolfo Delgado contra la

sentencia dictada en fecha 25 de febrero de 1970 por el
Juzgado de Primera Instancia del Distrito Judicial de Mon-
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'PALLA: Primero: Declara regular y válido en cuanto a
la forma, el presente recurso de apelación; Segundo: Re-
chaza las conclusiones del señor Dámaso Adolfo Delgado,
apelante, por improcedentes e infundadas y en consecue,
cia, confirma la sentencia recurrida, cuyo dispositivo
así: 'Primero: que debe rechazar y rechaza, la demanda la-
boral interpuesta por el Agrónomo Dámaso Adolfo Delga-
do, contra Coddea, Inc. (Compañía Dominicana de Desarro-
llo Agrícola), por improcedente y mal fundada; Segundo:
que debe condenar y condena al demandante Agrónomo
Dámaso Adolfo Delgado, parte que sucumbe, al pago de
las costas; y Tercero: Condena al señor Dámaso Adolfo
Delgado, parte apelante que sucumbe, al pago de las cos-
tas del presente recurso";

Considerando, que, contra la sentencia cuyo dispositi
vo acaba de copiarse, el Ingeniero recurrente propone los
siguientes medios de casación: Primer Medio: Violación del
Artículo 89 del Código de Trabajo en cuanto el Tribunal
a-quo hizo una incorrecta aplicación del mismo y errónea
interpretación de sus términos.— Segundo Medio: Viola-
ción del Artículo 141 del Código de Procedimiento Civil
en cuanto la sentencia contiene motivos erróneos e insufi
cientes;

Considerando, que, en sus medios de casación, el recu-
rrente expone y alega, en síntesis, lo siguiente: 1) que la
sentencia impugnada, al fundar el rechazamiento de su
demanda en la circunstancia de que, al presentar su dimi-
sión, no la comunicó a la oficina de Trabajo de Pepino Sal-
cedo, hizo una errónea aplicación del artículo 89 del Códi-
go de Trabajo, pues, —según el memorial del recurrente—
esa formalidad no es indispensable cuando, como se hizo
en el caso ocurrente, la dimisión es comunicada por el em-
pleado o trabajador dimitente al patrono y éste reconoce
el recibo de esa 9omunicación; 2) que los motivos dados
por el Juzgado a,quo para interpretar así el referido texto
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legal son erróneos e insuficientes y no justifican, por tan-
to, la solución dada al caso por dicho Juzgado; pero,

Considerando, 1) que el artículo 89 del Código de Tra-
bajo dispone lo siguiente: "En las cuarenta y ocho horas
subsiguientes a la dimisión, el trabajador la comunicará,
con indicación de la causa, al Departamento de Trabajo
o a la autoridad local que ejerza sus funciones, que a su
vez la denunciará al patrono.— La dimisión no comunica-
da a la autoridad del trabajo correspondiente en el térmi-
no indicado en este artículo, se reputa que carece de justa
causa"; que el simple examen de esa disposición legal lle-
va a la convicción de que lo que ella requiere en los casos
de dimisión (como en los casos de despido, mutatis mutan-
di el artículo 81) no es una simple formalidad que pueda
quedar cubierta por actuaciones ulteriores, sino una cate-
górica reintegración de voluntad que demuestra la serie-
dad del caso; que, además, esa formalidad no se limita, co-

,1 mo claramente lo indica el texto, a comunicar la dimisión,
sino que requiere la indicación de la causa de la dimisión,
obviamente con la finalidad de que la actuación concilia-

-1. dora que debe subseguir tanto a las dimisiones como a los
despidos, pueda ejercitarse con un conocimiento previo y
definido de la situación anormal surgida entre los traba-
jadores y los patronos; que, por lo expuesto, lo decidido en
este caso por los jueces del fondo no se ha hecho en vio-
lación del artículo 89 del Código de Trabajo; 2) que los mo-
tivos dados por los Jueces del fondo en este caso, por lo mis-
mo expuesto anteriormente, son correctos y esta Suprema
Corte los estima además suficientes para justificar la sen-
tencia impugnada; 1 y 2) que por tanto, los medios del re-
curso carecen de fundamento y deben ser desestimados;

Por tales motivos, Primero: Rechaza el recurso de ca-
sación interpuesto por Dámaso Adolfo Delgado contra la
sentencia dictada en fecha 25 de febrero de 1970 por el
Juzgado de Primera Instancia del Distrito Judicial de Mon-

Ij



2640	 DOLETIN JUDICIAL BOLETIN JUDICIAL 2641          

te Cristi, como Tribunal de Trabajo de Segundo Grado, cu-
yo dispositivo se ha transcrito en parte anterior del presen-
te fallo; y Segundo: Condena al recurrente al pago de las
costas.

(Firmados).— Manuel Ramón Ruiz Tejada.— Fernan-
do E. Ravelo de la Fuente.— Manuel A. Amiama.— Ma-
nuel D. Bergés Chupani.— Francisco Elpidio Beras.---
Joaquín M. Alvarez Perelló.— Juan Bautista Rojas Almán-
zar.— Santiago Osvaldo Rojo Carbuccia.— Ernesto Curiel
hijo, Secretario General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la
audiencia pública del día, mes y año en él expresados y
fue firmada, leída y publicada por mí, Secretario General
que certifico. (Fdo.) Ernesto Curiel hijo.

SENTENCIA DE FECHA 17 DE SEPTIEMBRE DEL 1971.

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de Santo Domingo, de
fecha 5 de octubre de 1970.

Materia: Civil.

Recurrente: Julio García.
abogado: Lic. Bernardo Díaz hijo.

Recurrido: Unión de Seguros, C. por A.
Abogados: Dres. J. Enrique Hernández Machado y Juan E. Ariza

Mendoza.

Dios, Patria y Libertad.
República Dominicana.

do!

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Manuel Ra-
món Ruiz Tejada, Presidente; Fernando E. Ravelo de la
Fuente, Primer Sustituto de Presidente; Manuel D. Ber-
gés Chupani, Joaquín M. Alvarez Perelló, Juan Bautista
Rojas Almánzar y Santiago Osvaldo Rojo Carbuccia, asis-
tidos del Secretario General, en la Sala donde celebra sus
audiencias, en la ciudad de Santo Domingo de Guzmán,
Distrito Nacional, hoy día 17 del mes de Septiembre del
año 1971, años 128' de la independencia y 109' de la Res-
tauración, dicta en audiencia pública, como corte de casa-
ción, la siguiente sentencia:

Sobre el recurso de casación interpuesto por Julio
García, dominicano, mayor de edad, soltero, chofer, domi-
ciliado y residente en la ciudad de Santiago de los Caba-
lleros, cédula No. 37901, serie lra., contra la sentencia de
fecha 5 de octubre de 1970, dictada en sus atribuciones ci-
viles por la Corte de Apelación de Santo Domingo, cuyo
dispositivo se copia más adelante;
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te Cristi, como Tribunal de Trabajo de Segundo Grado, cu-
yo dispositivo se ha transcrito en parte anterior del presen-
te fallo; y Segundo: Condena al recurrente al pago de las
costas.

(Firmados).— Manuel Ramón Ruiz Tejada.— Fernan-
do E. Ravelo de la Fuente.— Manuél A. Amiama.— Ma-
nuel D. Bergés Chupani.— Francisco Elpidio Beras.—
Joaquín M. Alvarez Perelló.— Juan Bautista Rojas Almán-
zar.— Santiago Osvaldo Rojo Carbuccia.— Ernesto Curiel
hijo, Secretario General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la
audiencia pública del día, mes y ario en él expresados y
fue firmada, leída y publicada por mí, Secretario General
que certifico. (Fdo.) Ernesto Curiel hijo.
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SENTENCIA DE FECHA 17 DE SEPTIEMBRE DEL 1971.

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de Santo Domingo, de
fecha 5 de octubre de 1970.

Ylfateria: Civil.

Recurrente: Julio García.
Abogado: Lic. Bernardo Díaz hijo.

- Recurrido: Unión de Seguros, C. por A.
., . Abogados: Dres. J. Enrique Hernández Machado y Juan E. Ariza.1, Mendoza.

Dios, Patria y Libertad.
República Dominicana.

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Manuel Ra-
món Ruiz Tejada, Presidente; Fernando E. Ravelo de la
Fuente, Primer Sustituto de Presidente; Manuel D. Ber-
gés Chupani, Joaquín M. Alvarez Perelló, Juan Bautista
Rojas Almánzar y Santiago Osvaldo Rojo Carbuccia, asis-
tidos del Secretario General, en la Sala donde celebra sus

.f audiencias, en la ciudad de Santo Domingo de Guzmán,
Distrito Nacional, hoy día 17 del mes de Septiembre del
ario 1971, arios 128' de la Independencia y 109' de la Res-
tauración, dicta en audiencia pública, como corte de casa-
ción, la siguiente sentencia:

Sobre el recurso de casación interpuesto por Julio
García, dominicano, mayor de edad, soltero, chofer, domi-
ciliado y residente en la ciudad de Santiago de los Caba-
lleros, cédula No. 37901, serie ira., contra la sentencia de
fecha 5 de octubre de 1970, dictada en sus atribuciones ci-
viles por la Corte de Apelación de Santo Domingo, cuyo
dispositivo se copia más adelante;
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Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol;
Oído al Lic. Bernardo Díaz hijo, cédula No. 271 serie

18, abogado del recurrente, en la lectura de sus conclusio-
nes;

Oído al Dr. Raúl Reyes Vásquez, cédula No. 6556 se-
rie 5, en representación del Dr. J. Enrique Hernández Ma-
chado, cédula No. 57969, serie 1, y Lic. Juan E. Ariza Men-
doza, cédula No. 47326, serie 1, abogados de Unión de Se-
guros C. por A., sociedad comercial organizada de acuerdo
con las leyes del país, con su domicilio social y principal
establecimiento en la casa No. 48 de la calle "San Luis",
de la ciudad de Santiago de los Caballeros, representada
por su Presidente-Administrador, señor Belarminio Corti-,
na, dominicano, mayor de edad, casado, comerciante, do-
miciliado y residente en Santiago de los Caballeros, con
cédula No. 46869 serie 31, parte recurrida, en la lectura
de sus conclusiones;

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General
de la República;

Visto el memorial de casación depositado en la Secre-
taría de la Suprema Corte de Justicia en fecha 22 de Di-
ciembre de 1970, y suscrito por el abogado del recurren-
te, en el cual se invocan los medios que se indican más
adelante;

Visto el memorial de defensa de fecha 3 de febrero
de 1971, suscrito por los abogados de la parte recurrida;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los artículos 1315, 1317, 1382, 1383 y 1384
del Código Civil; 141, 150 y 153 del Código de Procedi-
miento Civil; Ley No. 432 de 1964; 1 y siguientes de la Ley
No. 57 de 1965; 10 de la Ley No. 4117 de 1959 y 1 y 65 de
la Ley Sobre Procedimiento de Casación;

Considerando que en la sentencia impugnada y en los
documentos a que ella se refiere, consta: a) Que con mo-
tivo de una demanda en recobro de pesos intentada el 9 de
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mayo de 1966 por la actual recurrida contra Julio García,
junto con la Compañía Dominicana de Seguros C. por A.,
la Cámara de lo Civil y Comercial de la Primera Circuns-
cripción del Distrito Nacional, dictó en fecha 26 de julio
de 1966, una sentencia en defecto, con el siguiente dispo-
sitivo: "Falla: Primero: Ratifica el defecto pronunciado en
audiencia contra Julio García, co-demandado en recobro,
por falta de comparecer; Segundo: Desestima, por extem-
poráneas, según los motivos ya enunciados, las conclusio-
nes formuladas en la audiencia de este juicio por las par-
tes en causa, la "Unión de Seguros, C. por A.", demandan-
te y la co-demandada "Compañía Dominicana de Seguros,
C. por A."; Tercero: de oficio. a) Acumula a la causa de
que se trata (demanda civil en recobro) el beneficio del de-
fecto pronunciado contra el co-demandado Julio García; b)
Ordena que dicho co-demandado Sea Nuevamente Empla-
zado conforme señala la ley, para que comparezca a los
fines de esta instancia; e) Fija la audiencia pública del día
jueves Dieciocho (18) del mes de Agosto del año mil no-
vecientos sesenta y seis (1966) en curso, a las Nueve (9)
Horas de la Mañana, que celebrará este Tribunal pública-
mente y en atribuciones civiles, para conocer nuevamente
de la demanda de que se trata d) Reserva las costas de es-
te incidente, para que sigan la suerte de la principal y e)
Comisiona al ministerial Horacio Ernesto Castro Ramírez,
alguacil de Estrados de este Tribunal para la notificación
de esta sentencia"; b) Que en fecha 27 de noviembre de
1966, la misma Cámara dictó otra sentencia con el siguien-
te dispositivo: "Falta: Primero: Ratifica el Defecto pronun-
ciado en audiencia, a) contra el co-demandado Julio Gar-
cía, reasignado, por Falta de Comparecer; y b) contra la
co-demandada Compañía Dominicana de Seguros, C. por
A., por falta de concluir, Segundo: Acogiendo las conclusio-
nes formuladas por la Unión de Seguros C. por A., parte
demandante, por ajustar al derecho y reposar en prueba
legal, y en consecuencia; b) Da Acta a dicha Unión de Se-

3.
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Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol;
Oído al Lic. Bernardo Díaz hijo, cédula No. 271 serie

18, abogado del recurrente, en la lectura de sus conclusio-
nes;

Oído al Dr. Raúl Reyes Vásquez, cédula No. 6556 se-
rie  5, en representación del Dr. J. Enrique Hernández Ma-
chado, cédula No. 57969, serie 1, y Lic. Juan E. Ariza Men-
doza, cédula No. 47326, serie 1, abogados de Unión de Se-
guros C. por A., sociedad comercial organizada de acuerdo
con las leyes del país, con su domicilio social y principal
establecimiento en la casa No. 48 de la calle "San Luis",
de la ciudad de Santiago de los Caballeros, representada
por su Presidente-Administrador, señor Belarminio Corti-
na, dominicano. mayor de edad, casado, comerciante, do-
miciliado y residente en Santiago de los Caballeros, con
cédula No. 46869 serie 31, parte recurrida, en la lectura
de sus conclusiones;

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General
de la República;

Visto el memorial de casación depositado en la Secre-
taría de la Suprema Corte de Justicia en fecha 22 de Di-
ciembre de 1970, y suscrito por el abogado del recurren-
te, en el cual se invocan los medios que se indican más
adelante;

Visto el memorial de defensa de fecha 3 de febrero
de 1971, suscrito por los abogados de la parte recurrida; -,

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-;,
berado y vistos los artículos 1315, 1317, 1382, 1383 y 1384
del Código Civil; 141, 150 y 153 del Código de Procedi-
miento Civil; Ley No. 432 de 1964; 1 y siguientes de la Ley
No. 57 de 1965; 10 de la Ley No. 4117 de 1959 y 1 y 65 de
la Ley Sobre Procedimiento de Casación;

Considerando que en la sentencia impugnada y en los
documentos a que ella se refiere, consta: a) Que con mo-
tivo de una demanda en recobro de pesos intentada el 9 de

mayo de 1966 por la actual recurrida contra Julio García,
junto con la Compañía Dominicana de Seguros C. por A.,
la Cámara de lo Civil y Comercial de la Primera Circuns-
cripción del Distrito Nacional, dictó en fecha 26 de julio
de 1966, una sentencia en defecto, con el siguiente dispo-
sitivo : "Falla: Primero: Ratifica el defecto pronunciado en
audiencia contra Julio García, co-demandado en recobro,
por falta de comparecer; Segundo: Desestima, por extem-
poráneas, según los motivos ya enunciados, las conclusio-
nes formuladas en la audiencia de este juicio por las par-
tes en causa, la "Unión de Seguros, C. por A.", demandan-
te y la co-demandada "Compañía Dominicana de Seguros,
C. por A."; Tercero: de oficio. a) Acumula a la causa de
que se trata (demanda civil en recobro) el beneficio del de-
fecto pronunciado contra el co-demandado Julio García; b)
Ordena que dicho co-demandado Sea Nuevamente Empla-

-- zado conforme señala la ley, para que comparezca a los
fines de esta instancia; e) Fija la audiencia pública del día
jueves Dieciocho (18) del mes de Agosto del año mil no-
vecientos sesenta y seis (1966) en curso, a las Nueve (9)
Horas de la Mañana, que celebrará este Tribunal pública-
mente y en atribuciones civiles, para conocer nuevamente
de la demanda de que se trata d) Reserva las costas de es-

- te incidente, para que sigan la suerte de la principal y e)
Comisiona al ministerial Horacio Ernesto Castro Ramírez,
alguacil de Estrados de este Tribunal para la notificación
de esta sentencia"; b) Que en fecha 27 de noviembre de
1966, la misma Cámara dictó otra sentencia con el siguien-
te dispositivo: "Falla: Primero: Ratifica el Defecto pronun-
ciado en audiencia, a) contra el co-demandado Julio Gar-
cía, reasignado, por Falta de Comparecer; y b i contra la
co-demandada Compañía Dominicana de Seguros, C. por
A., por falta de concluir, Segundo: Acogiendo las conclusio-
nes formuladas por la Unión de Seguros C. por A., parte
demandante, por ajustar el derecho y reposar en prueba
legal, y en consecuencia; b) Da Acta a dicha Unión de Se-



2644	 BOLETIN JUDICIAL

guros, C. por A., de los términos contenidos en el ordina
tercero de sus conclusiones formuladas en la audiencia del
este juicio, y, consecuentemente ordena que la comunica.
ción de documentos a su cargo y a que se contrae la excep-
ción a tales fines propuesta por la co-demandada Compa-
ñía Dominicana de Seguros, C. por A., notificada por acto
del 31 de mayo de 1966, por el Alguacil Pedro Antonio
Read Tolentino, se lleve a efecto por Vía de Secretaría de
este Tribunal y en el término de Tres (3) Días Francos, a
contar de la fecha de la notificación y ejecución de esta
sentencia; y c) Reserva las costas de este incidente, para
que siga la suerte de lo principal"; c) Que en fecha 27 de
junio de 1967, la misma Cámara dictó sobre el fondo una
sentencia cuyo dispositivo dice así: "Falla: Primero: Rati-
fica el defecto pronunciado en audiencia: a) contra el co-
demandado Julio García, reasignado, Dor falta de compa-
recer; y b) contra la co-demandada Compañía Dominicana
de Seguros, C. por A., por falta de concluir; Segundo: Aco-
ge las conclusiones formuladas en audiencia por la Unión
de Seguros C. por A., parte demandante, por ser justas y
reposar en prueba legal, y, en consecuencia, Condena a di-
chos demandados Julio García y la Compañía Dominicana
de Seguros, C. por A., a pagarle solidariamente a la men-
cionada demandante Unión de Seguros, C. por A., la suma
de Ochocientos Sesenta Pesos Oro (RD$860.00), a título
de recobro, y más los intereses legales sobre esa suma a
contar desde el día de la demanda; y Tercero: Condena
asimismo a dichos demandados, al pago de las costas del

proceso, con distracción de éstas en provecho de los abo-
gados Dres. José Enrique Hernández Mechado, y Juan Es-
teban Ariza Mendoza, quienes aseguran haberlas avanzado
en su mayor parte"; d) Que sobre el recurso de apelación
del demandado Julio García, la Corte a-qua dictó en fe-
cha 5 de Octubre de 1970, la sentencia ahora impugnada
en casación, con el siguiente dispositivo: "Falla: Primero:
Declara regular y válido en cuanto a la forma, el recurso
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de apelación interpuesto por el señor Julio García, contra
sentencia de la Cámara de lo Civil y Comercial de la Pri-
mera Circunscripción del Juzgado de Primera Instancia del
Distrito Nacional, de fecha 26 de julio de 1966, 27 de sep-
tiembre de 1966, y 27 de junio de 1967, cuyos dispositivos
han sido copiados anteriormente; Segundo: Rechaza las
conclusiones del apelante, por improcedentes e infunda-
das; Tercero: Confirma en todas sus partes la sentencia de
fecha 27 de septiembre del 1966; Cuarto: Acoge las con-
clusiones de la intimada, Unión de Seguros, C. por A., y
en consecuencia, modifica el ordinaI segundo de la senten-
cia de fecha 27 de junio de 1967, en el sentido de rOducir
a la suma de RD$750.00 (Setecientos Cincuenta Pesos Oro)
más los intereses legales a partir de la fecha de la deman-
da, el valor a pagar por Julio García en favor de la Unión
de Seguros, C. por A.; Sexto: Confirma en los demás as-
pectos en que está apoderada esta Corte la última senten-
cia apuntada; Séptimo: Condena al intimante Julio García,
al pago de las costas, ordenando su distracción en favor de
los Doctores José Enrique Hernández Machado y Juan Es-
teban Ariza Mendoza, quienes afirman haberlas avanzado
en su totalidad; Octavo: Ordena que la presente sentencia
sea, oponible a la Compañía Dominicana de Seguros, C.
por A.„ en su condición de entidad aseguradora";

4.«
Considerando que el recurrente en su Memorial de

Casación propone los siguientes medios: Primer Medio:—Violación del Derecho de Defensa.— Violación de los ar-
tículos 150 y 153 del Código de Procedimiento Civil y la
Constitución de la República.— Violación de la Ley 432;
Motivos erróneos y ultra-pe.tita— Incompetencia del Tri-
bunal.— Segundo Medio: Violación al Art. 2271 del Códi-
go Civil, (modificado).— Falsa interpretación y errónea
aplicación de la Ley No. 57 del 24 de Noviembre de 1965.—
Tercer Medio:— Violación de los Arts. 1382 y 1384 del Có-
digo Civil.— Desnaturalización de los hechos y circuns-
tancias.— Violación del Art. 141 del Código de Procedi-
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guros, C. por A., de los términos contenidos en el ordinal
tercero de sus conclusiones formuladas en la audiencia de
este juicio, y, consecuentemente ordena que la comunica-
ción de documentos a su cargo y a que se contrae la excep-
ción a tales fines propuesta por la co-demandada Compa-
ñía Dominicana de Seguros, C. por A., notificada por acto
del 31 de mayo de 1966, por el Alguacil Pedro Antonio
Read Tolentino, se lleve a efecto por Vía de Secretaría de
este Tribunal y en el término d€ Tres (3) Días Francos, a
contar de la fecha de la notificación y ejecución de esta
sentencia; y c) Reserva las costas de este incidente, para
que siga la suerte de lo principal"; c) Que en fecha 27 de
junio de 1967, la misma Cámara dictó sobre el fondo una
sentencia cuyo dispositivo dice así: "Falla: Primero: Rati-
fica el defecto pronunciado en audiencia: a) contra el co-
demandado Julio García, reasignado, por falta de compa-
recer; y b) contra la co-demandada Compañía Dominicana
de Seguros, C. por A., por falta de concluir; Segundo: Aco-
ge las conclusiones formuladas en audiencia por la Unión
de Seguros C. por A., parte demandante, por ser justas y
reposar en prueba legal, y, en consecuencia, Condena a di-
chos demandados Julio García y la Compañía Dominicana
de Seguros, C. por A., a pagarle solidariamente a la men-
cionada demandante Unión de Seguros, C. por A., la suma
de Ochocientos Sesenta Pesos Oro (RD$860.00), a título
de recobro, y más los intereses legales sobre esa suma a
contar desde el día de la demanda; y Tercero: Condena
asimismo a dichos demandados, al pago de las costas del
proceso, con distracción de éstas en provecho de los abo-
gados Dres. José Enrique Hernández Mechado, y Juan Es-
teban Ariza Mendoza, quienes aseguran haberlas avanzado
en su mayor parte"; d) Que sobre el recurso de apelación
del demandado Julio García, la Corte a-qua dictó en fe

-cha 5 de Octubre de 1970, la sentencia ahora impugnada
en casación, con el siguiente dispositivo: "Falla: Primero:
Declara regular y válido en cuanto a la forma, el recurso
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de apelación interpuesto por el señor Julio García, contra
sentencia de la Cámara de lo Civil y Comercial de la Pri-
mera Circunscripción del Juzgado de Primera Instancia del
Distrito Nacional, de fecha 26 de julio de 1966, 27 de sep-
tiembre de 1966, y 27 de junio de 1967, cuyos dispositivos
han sido copiados an teriormente; Segundo: Rechaza lasconclusiones del apelante, por improcedentes e infunda-
das; Tercero: Confirma en todas sus partes la sentencia de
fecha 27 de septiembre del 1966; Cuarto: Acoge las con-
clusiones de la intimada, Unión de Seguros, C. por A., y
en consecuencia, modifica el ordinal segundo de la senten-
cia de fecha 27 de junio de 1967, en el sentido de réducir
a la suma de RD$750.00 (Setecientos Cincuenta Pesos Oro)
más los intereses legales a partir de la fecha de la deman-
da, el valor a pagar por Julio García en favor de la Unión
de Seguros, C. por A.; Sexto: Confirma en los demás as-
pectos en que está apoderada esta Corte la última senten-
cia apuntada; Séptimo: Condena al intimante Julio García,
al pago de las costas, ordenando su distracción en favor de
los Doctores José Enrique Hernández Machado y Juan Es-
teban Ariza Mendoza, quienes afirman haberlas avanzado
en su totalidad; Octavo: Ordena que la presente sentencia
sea. oponible a la Compañía Dominicana de Seguros, C.
por A.,, en su condición de entidad aseguradora";

Considerando que el recurrente en su Memorial de
Casación propone los siguientes medios: Primer Medio: —
Violación del Derecho de Defensa.— Violación de los ar-
tículos 150 y 153 del Código de Procedimiento Civil y laConstitución de la República.— Violación de la Ley 432;
Motivos erróneos y ultra-patita— Incompetencia del Tri-bunal.— Segundo Medio: Violación al Art. 2271 del Códi-
go Civil, (modificado).— Falsa interpretación y errónea
aplicación de la Ley No. 57 del 24 de Noviembre de 1965.—
Tercer Medio:— Violación de los Arts. 1382 y 1384 del Có-
digo Civil.— Desnaturalización de los hechos y circuns-tancias, Violación del Art. 141 del Código de Procedi-
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miento Civil.— Falta de Motivos.— Cuarto Medio: Viola.
ción de los Artículos 1317 y 1315 del Código Civil.— Vio-
lación de los Artículos 1382 y 1384 del Código Civil (otros
aspectos).— Violación al Art. 141 del Código de Procedi-
miento Civil.— Falta de Motivos y de Base Legal.— Des-
naturalización de hechos y Circunstancias.— Otros Aspec-
tos.—

Considerando que en el desarrollo del primer medio
de su recurso sostiene en resumen el recurrente que cuan-
do la Corte a-qua revocó la sentencia de primera instancia
de fecha 26 de julio de 1966 (una de las tres apeladas) por
la cual se había acumulado el defecto pronunciado contra 1"
el hoy recurrente Julio García y se había fijado nueva au-
diencia para discutir el caso, dicha Corte olvidó que el
propósito de la ley No. 432, de 1964, que suprimió el re- -Z
curso de oposición cuando una compañía aseguradora es
citada con motivo de una reclamación por un accidente
producido con el manejo de un vehículo de motor, lo que
se quiso fue evitar que las compaííías aseguradoras hicie-
ran un uso exagerado de los recursos, pero no impedir que
se acumulara el defecto, pues nadie puede distinguir don&
la ley no distingue; que la Constitución establece que na-
die puede ser juzgado sin ser oído o regularmente citado;
que acumulado el defecto, el demandante tiene que actuar
o recurrir contra esa sentencia, y que dicha parte deman-
dante, no intentó ningún recurso; que, además, en la espe-
cie, no era aplicable la Ley No. 57, de 1965, que extendió
con motivo de la guerra civil los plazos de procedimiento
en el Distrito Nacional pues el recurrente Julio García se-
gún un acto del ministerio de Finanzas del 6 de mayo de
1966, tenía su domicilio en Santiago, y que como esa ley
es de orden público puede proponer ahora este alegato;
que. además, para la audiencia que culminó con la sen-
tencia de primera instancia apelada, Julio García no fue
citado; que nadie le solicitó a la Corte a-qua la revocación
de la sentencia del 26 de julio de 1966 qué acumuló el de-

fecto, ni la del 27 de septiembre de 1966 que ratificó el
defecto contra el reasignado Julio García, por todo lo cual
se falló ultrapetita; que por todo ello la Corte a-qua incu-
rrió en la sentencia impugnada en los vicios y violaciones
denunciados; pero,

Considerando que tal como lo expone la Corte a-qua
en el fallo impugnado, según resulta de su examen, la fi-
nalidad de la regla establecida en el artículo 153 del Códi-
go de Procedimiento Civil, al disponer que se acumule el
defecto cuando hay varios demandados, es evitar contra-
dicción de sentencias, por lo cual, si en la materia de que
se trata no ha lugar a opolción, la acumulación del defec-
to pronunciado en primera instancia era improcedente;
nue, por ende, cuando la Corte a-qua, apoderada de las ape-
laciones interpuestas, así lo proclamó y dispuso, no incu-
rrió en vicio alguno; que, además, como la Corte a-qua es-
taba juzgando los recursos de apelación contra las 3 sen-

13encias dadas en primera instancia (la que acumuló el de-
fecto, la que pronunció luego el defecto contra el defec-
tuante resignado, y la que falló el fondo) podía por el efec-
to devolutivo de esos recursos, examinar como lo hizo, la
situación procesal planteada, sobre todo cuando la parte
intimada en apelación (según se lee en el fallo ahora im-
pugnado) concluyó en relación con esas tres sentencias, y

; también la otra p2rte, por lo cual su decisión no puede ca-
lificarse de tiara petita; que sobre la afirmación del hoy
recurrente en casación de que no se le notificó la senten-
cia que acumuló el defecto y no se le citó luego, la Corte
a-qua, tuvo en cuenta que él había sido citado con motivo
de la demanda y que en esta materia no ha lugar a opo-
sición, y al efecto dijo lo siguiente: "que, en esas condicio-
.ies, la sentencia del 26 de julio de 1966, que acumuló el

„defecto en beneficio de la causa resulta frustratorio e in-
',1-operante, de donde se desprende que aún cuando sea cier-
to que dicha sentencia no llegó a conocimiento del apelan-
te, éste no tiene derecho a quejarse puesto que su caso de-
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miento Civil.— Falta de Motivos.— Cuarto Medio: Viola.
ción de los Artículos 1317 y 1315 del Código Civil.— Vio-
lación de los Artículos 1382 y 1384 del Código Civil (otros
aspectos).— Violación al Art. 141 del Código de Procedi-
miento CiviL— Falta de Motivos y de Base Legal.— Des-
naturalización de hechos y Circunstancias.— Otros Aspec-
tos.—

Considerando que en el desarrollo del primer medio
de su recurso sostiene en resumen el recurrente que cuan-
do la Corte a-qua revocó la sentencia de primera instancia
de fecha 26 de julio de 1966 (una de las tres apeladas) por -*
la cual se había acumulado el defecto pronunciado contra 1.
el hoy recurrente Julio García y se había fijado nueva au-
diencia para discutir el caso, dicha Corte olvidó que el
propósito de la ley No. 432, de 1964, que suprimió el re-
curso de oposición cuando una compañía aseguradora es
citada con motivo de una reclamación por un accidente
producido con el manejo de un vehículo de motor, lo que
se quiso fue evitar que las compañías aseguradoras hicie-
ran un uso exagerado de los recursos, pero no impedir que
se acumulara el defecto, pues nadie puede distinguir donde
la ley no distingue; que la Constitución establece que na-
die puede ser juzgado sin ser oído o regularmente citado;
que acumulado el defecto, el demandante tiene que actuar
o recurrir contra esa sentencia, y que dicha parte deman-
dante, no intentó ningún recurso; que, además, en la espe-
cie, no era aplicable la Ley No. 57, de 1965, que extendió
con motivo de la guerra civil los plazos de procedimiento
en el Distrito Nacional pues el recurrente Julio García se-
gún un acto del ministerio de Finanzas del 6 de mayo de
1966, tenía su domicilio en Santiago, y que como esa ley
es de orden público puede proponer ahora este alegato;
que, además, para la audiencia que culminó con la sen-
tencia de primera instancia apelada, Julio García no fue
citado; que nadie le solicitó a la Corte a-qua la revocación
de la sentencia del 26 de julio de 1966 qué acumuló el de-

fecto, ni la del 27 de septiembre de 1966 que ratificó el
defecto contra el reasignado Julio García, por todo lo cual
se falló ultrapetita; que por todo ello la Corte a-qua incu-
rrió en la sentencia impugnada en los vicios y violaciones
denunciados; pero,

Considerando que tal como lo expone la Corte a-qua
t en el fallo impugnado, según resulta de su examen, la fi-

calidad de la regla establecida en el artículo 153 del Códi-
go de Procedimiento Civil, al disponer que se acumule el
defecto cuando hay varios demandados, es evitar contra-
dicción de sentencias, por lo cual, si en la materia de que
se trata no ha lugar a opolción, la acumulación del defec-
to pronunciado en primera instancia era improcedente;
que, por ende, cuando la Corte a-qua, apoderada de las ape-
laciones interpuestas, así lo proclamó y dispuso, no incu-
rrió en vicio alguno; que, además, como la Corte a-qua es-
taba juzgando los recursos de apelación contra las 3 sen-
tencias dadas en primera instancia (la que acumuló el de-
fecto, la que pronunció luego el defecto contra el defec-
ruante resignado, y la que falló el fondo) podía por el efec-
to devolutivo de esos recursos, examinar como lo hizo, la
situación procesal planteada, sobre todo cuando la parte
intimada en apelación (según se lee en el fallo ahora im-
pugnado) concluyó en relación con esas tres sentencias, y
•Iimbién la otra parte, por lo cual su decisión no puede ca-
ificarse de tiltra petita; que sobre la afirmación del hoy

recurrente en casación de que no se le notificó la senten-
zqa que acumuló el defecto y no se le citó luego, la Corte
a-qua, tuvo en cuenta que él había sido citado con motivo
de la demanda y que en esta materia no ha lugar a opo-
sición, y al efecto dijo lo siguiente: "que, en esas condicio-

-.9ies, la sentencia del 26 de julio de 1966, que acumuló el
Idefecto en beneficio de la causa resulta frustratorio e in-
operante, de donde se desprende que aún cuando sea cier-
to que dicha sentencia no llegó a conocimiento del apelan-
te, éste no tiene derecho a quejarse puesto que su caso de-
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bió ser juzgado sin necesidad de que interviniera la aludi-
da sentencia; que, así las cosas, es evidente que el derecho•*
de defensa del intimante no fue lesionado en el procedi-
miento ante el tribunal del primer grado, y que, por lo
tanto, no procede acoger su pedimento de nulidad de di-
cho procedimiento";

Considerando que las alegadas irregularidades proce,
sales de primera instancia, si no se repitieron en apelación,
podían y debían ser resueltas y reparadas como lo fueron
ante la Corte a-qua, teniendo en cuenta la regla procesal
básica que regía en la especie, o sea, la de un procedimien-
to en donde por no haber la posibilidad de la oposición era
inoperante la sentencia pronunciando defecto en primera
instancia; y como el hoy recurrente apeló de ese fallo y del
de fecha 27 de septiembre de 1966 que ratificó el defecto
contra el reasignado y ordenó comunicación de documento
y apeló también contra el fallo dictado sobre el fondo, a
fin de descargarse de las condenaciones contra él pronun-
ciadas, es claro que estuvo en aptitud d edefenderse de esas
tres sentencias; y que, por consiguiente, tal situación no
le perjudicó; pues habiendo podido ser juzgado en defecto,
sin derecho a oposición, se le dio esa oportunidad a que
según la ley no tenía derecho; que, por tanto, los alegatos
que se han examinado del primer medio del recurso care-
cen de fundamento y deben ser desestimados;

Considerando que en el desarrollo de la segunda par-
te del primer medio y en el desenvolvimiento del segundo
medio de su recurso sostiene en síntesis el recurrente que
la ley No. 57 de 1965, previó una situación especial, limita-
da a las acciones en el Distrito Nacional; que sería absur-
do pretender que esa ley tuviera el propósito de operar la
interrupción de una corta prescripción; que la demanda
en recobro intentada contra Julio García por la Unión de--
Seguros C. por A., es una acción civil cuasi-delictual que
se presume en la especie nacida el 11 de diciembre de 1964,
fecha del accidente, y como fue ejercida la acción el 8 de

mayo de 1966, estaba prescrita porque la nueva ley No.
57 consagró en su Considerando único que se mantenía el
derecho de acción, pero sin afectar los derechos adquiri-
dos; que, por tanto, el recurrente estima violado el artícu-
lo 2271 del Código Civil y falsa y erróneamente interpreta-
da la Ley No. 57 de 1965; pero,

Considerando que a este aspecto la Corte a-qua en los
considerandos insertos en las páginas 12 y 13 del fallo im-
pugnado, dijo lo siguiente: "que el accidente automovilísti-
co que ha originado la presente litis ocurrió el 11 de di-
ciembre de 1964, y la demanda en reparación de los daños
en él causados fue intentada el día 7 de mayo de 1966, es
decir, cuando ya había transcurrido el plazo de seis meses
acordado por el texto antes citado para el ejercicio de la
acción, ya que ese plazo debió cumplirse el 11 de junio de
1965, pero como en el interin sucedieron los acontecimien-
tos bélicos de 1965, intervino la ley No. 57 del 24 de no-
viembre de ese mismo año, que dispuso la interrupción
hasta la entrada en vigencia de dicha ley, de los plazos pa-
ra la realización de los actos jurídicos procedimentales den-
tro del período del 24 de abril cl g 1965, y la vigencia de di-
cha ley, limitado a los actos que debían realizarse en el
Distrito Nacional; que como en el presente caso el acto de
demanda debía notificarse en el Distrito Nacional, puesto
que en él tienen su domicilio principal las personas contra
las que había de dirigirse la demanda, es obvio que el mis-
mo quedó incurso dentro de las previsiones de la aludida
ley"; "que, en tales condiciones en la especie, el plazo de
la prescripción quedó interrumpido, en virtud a la referi-
da ley, el día 24 de abril de 1965, y se inició de nuevo el

•día 24 de noviembre del mismo año, de modo que el plazo
de la prescripción de seis meses se alcanzaba el 24 de ma-
yo de 1966; ahora bien, como la demanda fue lanzada en
fecha 7 de mayo de este último año, es evidente que cuan-
do ella fue incoada se estaba todavía dentro del plazo acor-
dado por la ley para intentarla; que, por todo ello, proce-
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bió ser juzgado sin necesidad de que interviniera la aludi-
da sentencia; que, así las cosas, es evidente que el derecho
de defensa del intimante no fue lesionado en el procedi-
miento ante el tribunal del primer grado, y que, por lo
tanto, no procede acoger su pedimento de nulidad de di-
cho procedimiento";

Considerando que las alegadas irregularidades proce,
sales de primera instancia, si no se repitieron en apelación,
podían y debían ser resueltas y reparadas como lo fueron
ante la Corte a-qua, teniendo en cuenta la regla procesal
básica que regía en la especie, o sea, la de un procedimien-
to en donde por no haber la posibilidad de la oposición era
inoperante la sentencia pronunciando defecto en pri:nera
instancia; y como el hoy recurrente apeló de ese fallo y del
de fecha 27 de septiembre de 1966 que ratificó el defecto
contra el reasignado y ordenó comunicación de documento
y apeló también contra el fallo dictado sobre el fondo, a
fin de descargarse de las condenaciones contra él pronun-
ciadas, es claro que estuvo en aptitud d edefenderse de esas
tres sentencias; y que, por consiguiente, tal situación no
le perjudicó; pues habiendo podido ser juzgado en defecto,
sin derecho a oposición, se le dio esa oportunidad a que
según la ley no tenía derecho; que, por tanto, los alegatos
que se han examinado del primer medio del recurso care-
cen de fundamento y deben ser desestimados;

Considerando que en el desarrollo de la segunda par-
te del primer medio y en el desenvolvimiento del segundo
medio de su recurso sostiene en síntesis el recurrente que
la ley No. 57 de 1965, previó una situación especial, limita-
da a las acciones en el Distrito Nacional; que sería absur-
do pretender que esa ley tuviera el propósito de operar la
interrupción de una corta prescripción; que la demanda
en recobro intentada contra Julio García por la Unión de
Seguros C. por A., es una acción civil cuasi-delictual que
se presume en la especie nacida el 11 de diciembre de 1964,
fecha del accidente, y como fue ejercida la acción el 8 de

mayo de 1966, estaba prescrita porque la nueva ley No.
57 consagró en su Considerando único que se mantenía el
derecho de acción, pero sin afectar los derechos adquiri-
dos; que, por tanto, el recurrente estima violado el artícu-
lo 2271 del Código Civil y falsa y erróneamente interpreta-
da la Ley No. 57 de 1965; pero,

Considerando que a este aspecto la Corte a-qua en los
considerandos insertos en las páginas 12 y 13 del fallo im-
pugnado, dijo lo siguiente: "que el accidente automovilísti-
co que ha originado la presente litis ocurrió el 11 de di-
ciembre de 1964, y la demanda en reparación de los daños
en él causados fue intentada el día 7 de mayo de 1966, es
decir, cuando ya había transcurrido el plazo de seis meses
acordado por el texto antes citado para el ejercicio de la
acción, ya que ese plazo debió cumplirse el 11 de junio de
1965, pero como en el interin sucedieron los acontecimien-
tos bélicos de 1965, intervino la ley No. 57 del 24 de no-

„viembre de ese mismo ario, que dispuso la interrupción
hasta la entrada en vigencia de dicha ley, de los plazos pa-
ra la realización de los actos jurídicos procedimentales den-
tro del período del 24 de abril elg 1965, y la vigencia de di-
cha ley, limitado a los actos que debían realizarse en el
Distrito Nacional; que como en el presente caso el acto de
demanda debía notificarse en el Distrito Nacional, puesto
que en él tienen su domicilio principal las personas contra
las que había de dirigirse la demanda, es obvio que el mis-
mo quedó incurso dentro de las previsiones de la aludida
ley”; "que, en tales condiciones en la especie, el plazo de
la prescripción quedó interrumpido, en virtud a la referi-
da ley, el día 24 de abril de 1965, y se inició de nuevo el

.día 24 de noviembre del mismo ario, de modo que el plazo
de la prescripción de seis meses se alcanzaba el 24 de ma-
yo de 1966; ahora bien, como la demanda fue lanzada en
fecha 7 de mayo de este último ario, es evidente que cuan-
do ella fue incoada se estaba todavía dentro del plazo acor-
dado por la ley para intentarla; que, por todo ello, proce-
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de rechazar la excepción de prescripción propuesta por el
apelante";

Considerando que no es cierto que la Ley No. 57 de-
jara fuera de sus previsiones aquellas acciones que tienen
por base un hecho cuasi-delictual, por lo cual todos los ale-
gatos formulados al respecto, carecen de fundamento; y en
cuanto a la aseveración del recurrente hecha en la segun-
da parte del primer medio, y la que tiene conexión con el
presente medio, que según un documento de la Secretaría
de Finanzas él tenía su domicilio en Santiago, y que él
puede proponer ahora ese alegato porque la Ley No. 57 es
de orden público, es evidente que el fallo impugnado da
constancia de que su domicilio era en el Distrito Nacional,
pues así lo dice expresamente al dar sus calidades en la
página primera del fallo impugnado, y esto no fue ni acla-
rado ni desmentido en sus conclusiones ante la Corte a-qua;
es más, en el acto de Alguacil de fecha 16 de enero de
1971, por el cual el recurrente emplaza a los fines del re-
curso de casación, también expresa que Viene su domicilio
en Santo Domingo, Distrito Nacional, aunque sitúa su re-
sidencia en este acto en Santiago, según lo ha comprobado
esta Suprema Corte de Justicia; que. por tanto la segunda
parte del primer medio y el segundo medio del recurso,
carecen de fundamento y deben ser desestimados;

Considerando que en el desarrollo del medio tercero
de su memorial, sostiene en síntesis el recurrente que en
los Considerandos insertos en las páginas 13 y siguientes
de la Corte a-qua aprecia que el automóvil propiedad del
intimado tuvo una participación activa en la cristalización
de los daños sufridos por el automóvil de Sebastián Salce-
do Rosario, daños que reparó la Compañía aseguradora de
ese vehículo la Unión de Seguros C. por A., y que ascen-
dieron a $750.00; la cual entidad había quedado subroga-
da en los derechos de su asegurado Sebastián Salcedo Ro-
sario, en cuya virtud intentó contra el hoy recurrente Ju-
lio García el recobro; que para acoger esa demanda la Cor-

te a-qua dijo que el propietario de la cosa es presumible res-
ponsable por ser el guardián de ella; salvo caso fortuito
o de fuerza mayor, o el hecho de un tecero; y que por ello
el apelante Julio García era responsable de los daños oca-
sionados al vehículo de Sebastián Salcedo Rosario, y, en
tal virtud, lo condenó al pago solicitado; que al fallar así
en la sentencia recurrida no se dieron motivos justifica-
tivos y se incurrió en el error de incluir la acción atribuí-
da al recurrente en su condición de guardián ;y se desco-
nocieron las declaraciones dadas por los actores que esce-
nificaron el choque el 11 de diciembre de 1964, las que fi-
guran en el acta de la policía, agregando "al que los des-
perfectos sufridos por el vehículo asegurado por la Unión
de Seguros, C. por A., no fueron ocasionados, directamen-
te, por el vehículo manejado por el apelante; b) que el ve-
hículo de Sebastián Salcedo Rosario (Unión de Seguros,
C. por A.), fue chocado por el carro de Domingo Antonio
Díaz, cuando estaba estacionado frente a su establecimien-
to, después de éste darle, en el bomper trasero al de Julio
García que estaba dando riversa; c) que el choque dado al
vehículo conducido por Salcedo Rosario resultó éste con
la parte delantera totalmente destruída"; que el triple cho-
que plantea, pese al aspecto penal, la necesidad (entiende
el recurrente) de determinar la responsabilidad civil de ca-
da uno de los actores; que, finalmente, aún dando por es-
•tablecido que Julio García fuese culpable de una contra-
vención, era preciso determinar las consecuencias directas,
inmediatas y exclusivas del hecho dañoso y sus relaciones
de causa efecto; y que aún en el caso improbable de que
se considere la acción de Julio García como la iniciadora
del accidente, éste no está obligado a responder de los he-
chos de imprudencia imputables a Domingo Antonio Díaz;
pero,

Considerando que el tribunal a-quo dio por establecido,
según resulta del fallo impugnado, los siguientes hechos:
"a1 que en la mañana del día 11 de diciembre del 1964, ocu-
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de rechazar la excepción de prescripción propuesta por el
apelante";

Considerando que no es cierto que la Ley No. 57 de-
jara fuera de sus previsiones aquellas acciones que tienen
por base un hecho cuasi-delictual, por lo cual todos los ale.
gatos formulados al respecto, carecen de fundamento; y en
cuanto a la aseveración del recurrente hecha en la segun-
da parte del primer medio, y la que tiene conexión con el
presente medio, que según un documento de la Secretaría
de Finanzas él tenía su domicilio en Santiago, y que él
puede proponer ahora ese alegato porque la Ley No. 57 es
de orden público, es evidente que el fallo impugnado da
constancia de que su domicilio era en el Distrito Nacional,
pues así lo dice expresamente al dar sus calidades en la
página primera del fallo impugnado, y esto no fue ni acla-
rado ni desmentido en sus conclusiones ante la Corte a-qua;
es más, en el acto de Alguacil de fecha 16 de enero de
1971, por el cual el recurrente emplaza a los fines del re-
curso de casación, también expresa que tiene su domicilio
en Santo Domingo, Distrito Nacional, aunque sitúa su re-
sidencia en este acto en Santiago, según lo ha comprobado
esta Suprema Corte de Justicia; que, por tanto la segunda
parte del primer medio y el segundo medio del recurso,
carecen de fundamento y deben ser desestimados;

Considerando que en el desarrollo del medio tercero
de su memorial, sostiene en síntesis el recurrente que en

los Considerandos insertos en las páginas 13 y siguientes
de la Corte a-qua aprecia que el automóvil propiedad del
intimado tuvo una participación activa en la cristalización
de los daños sufridos por el automóvil de Sebastián Salce-
do Rosario, daños que reparó la Compañía aseguradora de
ese vehículo la Unión de Seguros C. por A., y que ascen-
dieron a $750.00; la cual entidad había quedado subroga-
da en los derechos de su asegurado Sebastián Salcedo Ro-
sario, en cuya virtud intentó contra el hoy recurrente Ju-
lio García el recobro; que para acoger esa demanda la Cor-

te a-qua dijo que el propietario de la cosa es presumible res-
ponsable por ser el guardián de ella; salvo caso fortuito
o de fuerza mayor, o el hecho de un tetero; y que por ello
el apelante Julio García era responsable de los daños oca-
sionado s al vehículo de Sebastián Salcedo Rosario, y, en
tal virtud, lo condenó al pago solicitado; que al fallar así
en la sentencia recurrida no se dieron motivos justifica-
tivos y se incurrió en el error de incluir la acción atribuí-
da al recurrente en su condición de guardián ;y se desco-
nocieron las declaraciones dadas por los actores que esce-
nificaron el choque el 11 de diciembre de 1964, las que fi-
guran en el acta de la policía, agregando "a) que los des-
perfectos sufridos por el vehículo asegurado por la Unión
de Seguros, C. por A., no fueron ocasionados, directamen-
te, por el vehículo manejado por el apelante; b) que el ve-
hículo de Sebastián Salcedo Rosario (Unión de Seguros,
C. por A.), fue chocado por el carro de Domingo Antonio
Díaz, cuando estaba estacionado frente a su establecimien-
to, después de éste darle, en el bomper trasero al de Julio
García que estaba dando riversa; c) que el choque dado al
vehículo conducido por Salcedo Rosario resultó éste con
la parte delantera totalmente destruida"; que el triple cho-
que plantea, pese al aspecto penal, la necesidad (entiende
el recurrente) de determinar la fesponsebilidad civil de ca-
da uno de los actores; que, finalmente, aún dando por es-
tablecido que Julio García fuese culpable de una contra-
vención, era preciso determinar las consecuencias directas,
inmediatas y exclusivas del hecho dañoso y sus relaciones
de causa efecto; y que aún en el caso improbable de que
se considere la acción de Julio García como la iniciadora
del accidente, éste no está obligado a responder de los he-
chos de imprudencia imputables a Domingo Antonio Díaz;
pero,

Considerando que el tribunal a-quo dio por establecido,
según resulta del fallo impugnado, los siguientes hechos:
"al que en la mañana del día 11 de diciembre del 1964, ocu-
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rrió una colisión de vehículos, en el kilómetro 8 de la au-
topista Duarte, entre los automóviles placas No. 33406
propiedad del señor Julio García y conducido por su Pro.
pietario y el No. 35277, manejado por su propietario Do-
mingo Antonio Díaz; lo) que el choque se originó cuando
ambos vehículos que transitaban en sentido contrario por
la citada vía, se encontraron en el indicado sitio momen-
to en el cual el conductor del primero se detuvo y de in-
mediato dio riversa a fin de tomar un pasajero, pero con
esa maniobra se introdujo dentro del carril por el que cir-
culaba el segundo coche, siendo alcanzado por éste en el
bomper trasero; cl que el segundo vehículo impulsado por
el golpe y por un giro que hacia la derecha la imprimió
su chofer, fue a estrellarse contra el automóvil placa No.
13528, propiedad del señor Sebastián Salcedo Rosario, el
cual se encontraba estacionado fuera del pavimento de la
autopista, frente a un negocio de su propiedad; d) que a
consecuencia de este accidente el coche estacionado resul-
tó con la parte delantera totalmente destruída; e) que
apoderada del caso la justicia represiva fue resuelto por
el Juzgado de Paz de la Primera Circunscripción del Muni-
cipio de Santiago, por su sentencia de fecha 15 de diciem-
bre de 1964, que condenó al señor Julio García, conductor
del primero de los automóviles accidentados, al pago de
una multa de dos pesos oro, por el delito de violación a la
Ley No. 241; f) que esta sentencia ha adquirido el carácter
de la cosa irrevocablemente juzgada; g) que según póliza
No. 00361, que obra en el expediente, el señor Sebastián
Salcedo tenía asegurado su vehículo por daños recibidos
en colisión, con la Compañía Unión de Seguros, C. por A.,
h) que en cumplimiento a ese contrato la entidad asegura-
dora referida, expidió en favor de su asegurado en fecha
28 de diciembre de 1964, el cheque No. 000823 por la su-
ma de RD$750.00, para cubrir los daños sufridos por el se-
ñor Sebastián Salcedo, con motivo de la colisión en cues-
tión, cuyo cheque fue pagado en la misma fecha por The

Roya' Bank Of Canada, contra quien se libró; i) que en
el momento del accidente el apelante Julio García, tenía
asegurado su vehículo cubriendo los riesgos de responsa-
bilidad civil, daños a terceros, colisión y robo, conforme a
póliza No. 5684, con vigencia del 24 de junio de 1963, al
24 de dicfembre de 1964, según certificación al efecto ex-
pedida en fecha 17 de junio de 1966, por el Superintenden-
te de Seguros, con la Compañía Dominicana de Seguros,
C. por A.";

Considerando que evidentemente si el hoy recurrente
Julio García fue condenado penalmente por estimársele
culpable del accidente, tal sentencia se imponía a la juris-
dicción civil apoderada de la acción que en recobro de los
$750.00 que pagó la compañía aseguradora Unión de Segu-
ros, C. por A., a su asegurado Sebastián Salcedo; y bastaba
para el éxito de esa demanda el hecho no negado de que
Julio García (condenado penalmente) era el conductor del
vehículo de su propiedad con que se produjo el daño, pues
esa propiedad le daba necesariamente la condición inevi-
table de guardián de su propio vehículo, sin que hubiera
necesidad de dar otros motivos particulares al respecto,
pues desde el momento en que el vehículo de su propiedad
produjo el daño, la responsabilidad de su propietario y
guardián quedó comprometida aunque produjera ese daño
chocando primero a otro vehículo, ya que no era necesario
que se pusiera en contacto directo o inmediato con la cosa
dañada; y la compañía aseguradora del automóvil dañado,
al pagar a su asegurado Salcedo, quedó subrogada en los
derechos y acciones que tenía dicho asegurado de reclamar
el pago al propietario y guardián del automóvil con el cual
se produjeron los perjuicios sufridos; que no era preciso
que la Corte para edificarse al respecto tuviera como en-
tiende el recurrente que atenerse a lo que dice el acta po-
licial, sino como lo expresa el fallo impugnado por el con-
junto de los medios de prueba aportados al debate; que
además el recurrente no ha señalado en cuáles puntos se
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rrió una colisión de vehículos, en el kilómetro 8 de la au -
topista Duarte, entre los automóviles placas No. 33408,
propiedad del señor Julio García y conducido por su pro-
pietario y el No. 35277, manejado por su propietario Do.
mingo Antonio Díaz; b) que el choque se originó cuando
ambos vehículos que transitaban en sentido contrario por
la citada vía, se encontraron en el indicado sitio momen-
to en el cual el conductor del primero se detuvo y de in-
mediato dio riversa a fin de tomar un pasajero, pero con
esa maniobra se introdujo dentro del carril por el que cir-
culaba el segundo coche, siendo alcanzado por éste en el
bomper trasero; c) que el segundo vehículo impulsado por
el golpe y por un giro que hacia la derecha la imprimió
su chofer, fue a estrellarse contra el automóvil placa No.
13528, propiedad del señor Sebastián Salcedo Rosario, el
cual se encontraba estacionado fuera del pavimento de la
autopista, frente a un negocio de su propiedad; d) que a
consecuencia de este accidente el coche estacionado resul-
tó con la parte delantera totalmente destruída; e) que
apoderada del caso la justicia represiva fue resuelto por
el Juzgado de Paz de la Primera Circunscripción del Muni-
cipio de Santiago, por su sentencia de fecha 15 de diciem-
bre de 1964, que condenó al señor Julio García, conductor
del primero de los automóviles accidentados, al pago de
una multa de dos pesos oro, por el delito de violación a la
Ley No. 241; f) que esta sentencia ha adquirido el carácter
de la cosa irrevocablemente juzgada; g) que según póliza
No. 00361, que obra en el expediente, el señor Sebastián
Salcedo tenía asegurado su vehículo por daños recibidos
en colisión, con la Compañía Unión de Seguros, C. por A.,
h) que en cumplimiento a ese contrato la entidad asegur a

-dora referida, expidió en favor de su asegurado en fecha
28 de diciembre de 1964, el cheque No. 000823 por la su-
ma de RD$750.00, para cubrir los daños sufridos por el se-
ñor Sebastián Salcedo, con motivo de la colisión en cues-
tión, cuyo cheque fue pagado en la misma fecha por The

Boyal Bank Of Canada, contra quien se libró; i) que en
el momento del accidente el apelante Julio García, tenía
asegurado su vehículo cubriendo los riesgos de responsa-
bilidad civil, daños a terceros, colisión y robo, conforme a
póliza No. 5684, con vigencia del 24 de junio de 1963, al
24 de diciembre de 1964, según certificación al efecto ex-
pedida en fecha 17 de junio de 1966, por el Superintenden-
te de Seguros, con la Compañía Dominicana de Seguros,
C. por A.";

Considerando que evidentemente si el hoy recurrente
Julio García fue condenado penalmente por estimársele
culpable del accidente, tal sentencia se imponía a la juris-
dicción civil apoderada de la acción que en recobro de los
$750.00 que pagó la compañía aseguradora Unión de Segu-
ros, C. por A., a su asegurado Sebastián Salcedo; y bastaba
para el éxito de esa demanda el hecho no negado de que
Julio García (condenado penalmente) era el conductor del
vehículo de su propiedad con que se produjo el daño, pues
esa propiedad le daba necesariamente la condición inevi-
table de guardián de su propio vehículo, sin que hubiera
necesidad de dar otros motivos particulares al respecto,
pues desde el momento en que el vehículo de su propiedad
produjo el daño, la responsabilidad de su propietario y
guardián quedó comprometida aunque produjera ese daño
chocando primero a otro vehículo, ya que no era necesario
que se pusiera en contacto directo o inmediato con la cosa
dañada; y 12 compañía aseguradora del automóvil dañado,
al pagar a su asegurado Salcedo, quedó subrogada en los
derechos y acciones que tenía dicho asegurado de reclamar
el pago al propietario y guardián del automóvil con el cual
se produjeron los perjuicios sufridos; que no era preciso
que la Corte para edificarse al respecto tuviera como en-
tiende el recurrente que atenerse a lo que dice el acta po-
licial, sino como lo expresa el fallo impugnado por el con-
junto de los medios de prueba aportados al debate; que
además el recurrente no ha señalado en cuáles puntos se
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desconoció la citada acta policial; que aunque el choque fue..
se triple, ello no descartaba la posibilidad de que julio
García fuera declarado por la justicia represiva penahnen,
te responsable como lo fue, y que luego ese fallo se irripu,

siera a la jurisdicción civil; que para una acción en reco.
bro no era preciso como lo entiende también el recurrente,
puesto que existía ya como se ha dicho un fallo penal irre-
vocable, que la Corte a-qua entrara a examinar la culpabi-
lidad y responsabilidad de otras personas, en un hecho en
el cual su responsabilidad exclusiva ya había quedado
irrevocablemente establecida; sobre todo que en sus con-
clusiones ante los jueces del fondo el recurrente no plan-
teó esa tesis, y no puede hacerlo ahora en casación por pri-
mera vez; que la relación de causa a efecto entre el hecho
y el perjuicio, resulta obviamente de las comprobaciones
hechas por los jueces del fondo, precedentemente copiadas;
que, por tanto, el tercer medio del recurso carece de fun-
damento y debe ser desestimado;

Considerando que en el desarrollo del cuarto y último
medio de su recurso, sostiene en resumen el recurrente
que la Corte a-qua no dio motivos sobre su afirmación de
que el carro manejado por el recurrente tuviera una parti-
cipación activa en el accidente, después de haber admitido
que el vehículo manejado por Díaz también intervino en el
mismo; que también se pretende en el fallo impugnado
que el fardo de la prueba estaba a cargo del recurrente;
que si se admite que por hipótesis el recurrente es el único
responsable, la Corte a-qua debió determinar el valor y la
extensión de los daños causados; que la Corte no transcri-
bió sus conclusiones subsidiarias en cuanto solicitó la de-
signación de un perito para determinar la incidencia "de la
imprudencia y actuación de Domingo Antonio Díaz en el
hecho dañoso y en el monto y extensión de los daños"; que
sobre esas conclusiones no dio motivos; que, por tódo ello
estima el recurrente que se ha incurrido en el fallo impug-
nado en los vicios y violaciones denunciados en este últi-
mo medio de su memorial; pero,

__-- -

Considerando que los dos primeros alegatos que se
examinan relativos a la participación del automóvil del re-
currente en el hecho, y a la incidencia del vehículo que

_ manejaba Díaz en el accidente y en los daños producidos,
son en definitiva una reiteración con otras palabras de ale-
gatos ya desestimados en los medios anteriores; que, ade-
más, al dejar establecido la Corte a-qua que los hechos,
como resultado de la apreciación soberana que hizo de los
medios de prueba presentados, podía colegir de allí, como
lo hizo, la responsabilidad única del recurrente, lo que la
redimía de dar otros motivos para deferir a las conclusio-
nes subsidiarias sobre la designación de un peritaje, pues
éste se hacía innecesario si ya los elementos de juicio le
habían conducido, sin desnaturalizar los hechos, a la con-
vicción de esa responsabilidad única lo que era excluyen-
te de la responsabilidad del otro conductor y hacía frustra-
torio un peritaje a tales fines; que, además las conclusio-
nes del recurrente figuran copiadas en las páginas 2 y 3
del fallo impugnado, y en ellas no se inserta el pedimento
subsidiario de peritaje, el cual, aún en la hipótesis de no
haber sido copiado, no podía por sí solo esa omisión condu-
cir a invalidar el fallo que se examina, en el cual se plan-
tean suficientemente las tesis de todas las partes, y se dan
- otivos suficientes y pertinentes que justifican su dispo-1

- tivo y se ofrece una relación de hechos que permite apre-
ciar que la ley fue bien aplicada; que, por consiguiente, el
cuarto y último medio carece también de fundamento y
uebe ser desestimado;

Por tales motivos, Primero: Rechaza el recurso de ca-
ación interpuesto por Julio García, contra la sentencia de

fecha 5 de octubre de 1970, dictada en sus atribuciones ci-
viles por la Corte de Apelación de Santo Domingo cuyo dis-
PosItivo ha sido copiado en parte anterior del presente fa-
llo; Segundo: Condena al recurrente al pago de las costas,
Con distracción de las mismas en provecho de los Dres. Jo-
sé Enrique Hernández Machado y Juan Esteban Ariza Men-
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desconoció la citada acta policial; que aunque el choque fue.
se triple, Illo no descartaba la posibilidad de que julio
García fuera declarado por la justicia represiva penalmen.
te responsable como lo fue, y que luego ese fallo se impu.,
siera a la jurisdicción civil; que para una acción en neo,
bro no era preciso como lo entiende también el recurrente,
puesto que existía ya como se ha dicho un fallo penal irre-
vocable, que la Corte a-qua entrara a examinar la culpabi-
lidad y responsabilidad de otras personas, en un hecho en
el cual su responsabilidad exclusiva ya había quedado
irrevocablemente establecida; sobre todo que en sus con-
clusiones ante los jueces del fondo el recurrente no plan-
teó esa tesis, y no puede hacerlo ahora en casación por pri-
mera vez; que la relación de causa a efecto entre el hecho
y el perjuicio, resulta obviamente de las comprobaciones
hechas por los jueces del fondo, precedentemente copiadas;
que, por tanto, el tercer medio del recurso carece de fun-
damento y debe ser desestimado;

Considerando que en el desarrollo del cuarto y último
medio de su recurso, sostiene en resumen el recurrente
que la Corte a-qua no dio motivos sobre su afirmación de
que el carro manejado por el recurrente tuviera una parti-
cipación activa en el accidente, después de haber admitido
que el vehículo manejado por Díaz también intervino en el
mismo; que también se pretende en el fallo impugnado
que el fardo de la prueba estaba a cargo del recurrente;
que si se admite que por hipótesis el recurrente es el único
responsable, la Corte a-qua debió determinar el valor y la
extensión de los daños causados; que la Corte no transcri-
bió sus conclusiones subsidiarias en cuanto solicitó la de-
signación de un perito para determinar la incidencia "de la
imprudencia y actuación de Domingo Antonio Díez en el
hecho dañoso y en el monto y extensión de los daños"; que
sobre esas conclusiones no dio motivos; que, por tódo ello
estima el recurrente que se ha incurrido en el fallo impug-
nado en los vicios y violaciones denunciados en este últi-
mo medio de su memorial; pero,

Considerando que los dos primeros alegatos que se
examinan relativos a la participación del automóvil del re-
currente en el hecho, y a la incidencia del vehículo que
manejaba Díaz en el accidente y en los daños producidos,
son en definitiva una reiteración con otras palabras de ale-
gatos ya desestimados en los medios anteriores; que, ade-
más, al dejar establecido la Corte a-qua que los hechos,
como resultado de la apreciación soberana que hizo de los
medios de prueba presentados, podía colegir de allí, como
lo hizo, la responsabilidad única del recurrente, lo que la
redimía de dar otros motivos para deferir a las conclusio-
nes subsidiarias sobre la design;!ción de un peritaje, pues
éste se hacía innecesario si ya los elementos de juicio le
habían conducido, sin desnaturalizar los hechos, a la con-
vicción de esa responsabilidad única lo que era excluyen-
te de la responsabilidad del otro conductor y hacía frustra-
torio un peritaje a tales fines; que, además las conclusio-
nes del recurrente figuran copiadas en las páginas 2 y 3
del fallo impugnado, y en ellas no se inserta el pedimento
subsidiario de peritaje, el cual, aún en la hipótesis de no
haber sido copiado, no podía por sí solo esa omisión condu-
cir a invalidar el fallo que se examina, en el cual se plan-
tean suficientemente las tesis de todas las partes, y se dan

illotivos suficientes y pertinentes que justifican su dispo-
sitivo y se ofrece una relación de hechos que permite apre-
ciar que la ley fue bien aplicada; que, por consiguiente, el
cuarto y último medio carece también de fundamento y
debe ser desestimado;

t Por tales motivos, Primero: Rechaza el recurso de ca-
*ación interpuesto por Julio García, contra la sentencia de
fecha 5 de octubre de 1970, dictada en sus atribuciones ci-
viles por la Corte de Apelación de Santo Domingo cuyo dis-
positivo ha sido copiado en parte anterior del presente fa-
llo; Segundo: Condena al recurrente al pago de las costas,
Con distracción de las mismas en provecho de los Dres. Jo-
sé Enrique Hernández Machado y Juan Esteban Ariza Men-
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doza, quidnes afirman haberlas avanzado en su totalidad,
(Firmados): Manuel Ramón Ruiz Tejada.— Fernando

E. Ravelo de la Fuente.— Manuel D. Bergés Chupani.—
Joaquín M. Alvarez Perelló.— Juan Bautista Rojas Almán.
zar.— Santiago Osvaldo Rojo Carbuccia.— Ernesto Curiel
hijo, Secretario General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresados, y fue
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General que
certifico. (Firmado): Ernesto Curiel hijo.

SENTENCIA DE FECHA 17 DE SEPTIEMBRE DEL 1971.

Sentencia impugnada: Cámara de Trabajo del Distrito Nacional
de fecha 8 de Julio de 1970.

Recurrente: Opa, C. por A.
Abogado : Dr. Manuel Ma. Miniño Rodríguez.

Recurrido: Rafael E. Prez Quezada.
Abogados: Dres. Rafael Moya y Julio A. Suárez.

10:7'
Materia : Trabajo.

41101'
En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-

ticia, regularmente constituida por los Jueces Manuel Ra-
món Ruiz Tejada, Presidente; Fernando E. Ravelo de la

-Fuente, Primer Sustituto de Presidente; Manuel D. Ber-
gés Chupani, Manuel A. Amiama, Francisco Elpidio Beras,
Joaquín M. Alvarez Perelló, Juan Bautista Rojas Almán-
zar y Santiago Osvaldo Rojo Carbuccia, asistidos del Se-

`. cretario General, en la Sala donde celebra sus audiencias,
en la ciudad de Santo Domingo de Guzmán, Distrito Nacio-
nal, hoy día 17 de septiembre del año 1971, años 128' de la
Independencia y 109' de la Restauración, dicta en audien-
cia pública, como corte de casación, la siguiente sentencia:

Sobre el recurso de casación interpuesto por Opa, C.
por A., sociedad comercial, con domicilio en la casa No. 153
de la Avenida Mella de esta ciudad, contra la sentencia de
fecha 8 de julio de 1970, dictada por la Cámara de Trabajo
del Distrito Nacional, cuyo dispositivo se .copia más ade-
Jante ;

Oído al alguacil de turno en la lectura del rol;
Oído al Dr. Julio Aníbal Suárez, por sí y por los Dres.

Robinson Lara Báez y Rafael Moya, abogados del recurri-

Dios, Patria y Libertad.
República Dominicana.
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doza, quidnes afirman haberlas avanzado en su totalidad.
(Firmados): Manuel Ramón Ruiz Tejada.— Fernando

E. Ravelo de la Fuente.— Manuel D. Bergés Chupani.—
Joaquín M. Alvarez Perelló.— Juan Bautista Rojas Almán-
zar.— Santiago Osvaldo Rojo Carbuccia.— Ernesto Curiel
hijo, Secretario General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresados, y fue
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General que
certifico. (Firmado): Ernesto Curiel hijo.
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SENTENCIA DE FECHA 17 DE SEPTIEMBRE DEL 1971.

1.-:Sentencia impugnada: Cámara de Trabajo del Distrito Nacional
de fecha 8 de Julio de 1970.

Materia : Trabajo.

Recurrente: Opa, C. por A.
Abogado : Dr. Manuel Ma. Miniño Rodríguez.

Recurrido: Rafael E. Prez Quezada.
Abogados: Dres. Rafael Moya y Julio A. Suárez.

Dios, Patria y Libertad.
República Dominicana.

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Manuel Ra-
món Ruiz Tejada, Presidente; Fernando E. Ravelo de la
Fuente, Primer Sustituto de Presidente; Manuel D. Ber-
gés Chupani, Manuel A. Amiama, Francisco Elpidio Beras,
Joaquín M. Alvarez Perelló, Juan Bautista Rojas Almán-
zar y Santiago Osvaldo Rojo Carbuccia, asistidos del Se-
cretario General, en la Sala donde celebra sus audiencias,
en la ciudad de Santo Domingo de Guzmán, Distrito Nacio-
nal, hoy día 17 de septiembre del año 1971, años 128' de la
Independencia y 109' de la Restauración, dicta en audien-
cia pública, como corte de casación, la siguiente sentencia:

Sobre el recurso de casación interpuesto por Opa, C.
por A., sociedad comercial, con domicilio en la casa No. 153
de la Avenida Mella de esta ciudad, contra la sentencia de
!'echa 8 de julio de 1970, dictada por la Cámara de Trabajo
del Distrito Nacional, cuyo dispositivo se copia más ade-
lante;

Oído al alguacil de turno en la lectura del rol;
Oído al Dr. Julio Aníbal Suárez, por sí y por los Dres.

Robinson Lara Báez y Rafael Moya, abogados del recurri-
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do Rafael E. Pérez Quezada, dominicano, mayor de edad,
domiciliado y residente en esta ciudad, soltero, empleado
privado, cédula No. 116335, serie lra., en la lectura de sus
conclusiones;

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General
de la República;

Visto el memorial de casación depositado en la Secre-
taría de la Suprema Corte de Justicia en fecha 21 de agos-
to de 1970, en el cual se invocan los medios que se indican
más adelante;

Visto el memorial de defensa de fecha 9 de octubre
de 1970, suscrito por los abogados del recurrido;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los artículos 85 y 86, párrafo 2° del artícu-
lo V del Código de Trabajo; y 1 y 65 de la Ley sobre Pro-
cedimiento de Casación;

Considerando que en la sentencia impugnada y en los
documentos a que ella se refiere, consta: a) que con mo-
tivo de una reclamación laboral que no pudo ser concilia-
da, hecha por el actual recurrido contra la recurrente, el
Juzgado de Paz de Trabajo del Distrito Nacional dictó en
fecha 8 de octubre de 1969, una sentencia con el siguiente
dispositivo: "FALLA: PRIMERO: Se declara resuelto por
dimisión justificada, el contrato de trabajo que existió en-
tre el reclamante Rafael E. Pérez Quezada y la empresa
Opa C. por A., con responsabilidad para esta última; SE-
GUNDO: Se condena a la empresa demandada a pagar al
reclamante los valores siguientes: 12 días de,preaviso, 10
días de auxilio de cesantía, 7 días de vacaciones, la Rega-
lía Pascual Proporcional Obligatoria, correspondiente al
año 1968, y más, los salarios correspondientes a tres meses,
de conformidad con el ordinal 3ro. del artículo 84 del Có-
digo de Trabajo; calculadas todas estas prestaciones, sala-
rios e indemnizaciones a base de un salario de RD$125.00
mensuales; TERCERO Se condena a la empresa demandada

a pagar al demandante, la suma de RD$375.00 que le adeu-
da por concepto de salarios correspondientes a tres meses
de trabajo a RD$125.00 cada uno; CUARTO: Se condena
a la parte demandada al pago de las costas, y se ordena la
distracción de las mismas en favor del Dr. Julio Aníbal
Suárez, que afirma haberlas avanzado en su totalidad";
b) que sobre apelación de la demandada, la Cámara a-qua
dictó la sentencia ahora impugnada en casación, con el si-
guiente dispositivo: "FALLA: PRIMERO: Declara regu-
lar y válido en cuanto a la forma el recurso de apelación
interpuesto por Opa C. por A., contra sentencia del Juz-
gado de Paz de Trabajo del Distrito Nacional, de fecha 8
de octubre del 1969, dictada en favor de Rafael E. Pérez
cuyo dispositivo figura copiado en parte anterior de esta
misma sentencia; SEGUNDO: Relativamente al fondo, re-
chaza dicho recurso de alzada y en consecuencia Confirma
en todas sus partes la sentencia recurrida; TERCERO: Con-
dena a la parte que sucumbe Opa C. por A., al pago de las
costas del procedimiento de conformidad con los artículos
5 y 16 de la ley No. 302 del 18 de junio del 1964 y 691 del
Código de Trabajo, ordenando su distracción en favor del
Dr. Julio Aníbal Suárez, quien afirma haberlas avanzado
en su totalidad";

Considerando que la recurrente en su memorial de
casación, invoca los siguientes medios: Primer Medio: Vio-
lación al párrafo 2do., del artículo V del Código de Traba-
jo; Segundo: Medio: Violación al artículo 85 dhl Código de
Trabajo;

Considerando que la recurrente en el desarrollo de sus
medios de casación, alega en definitiva, que el demandan-
te, Enrique E. Pérez Quezada, al no ser un trabajador de
la Empresa, sino un Comisionista, no estaba ligado a ésta

_ por ningún Contrato de trabajo y en consecuencia no po-
día dimitir de acuerdo al Código de Trabajo; que el Juez
a-qua al admitir lo contrario incurrió en la violación del
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do Rafael E. Pérez Quezada, dominicano, mayor de edad,
domiciliado y residente en esta ciudad, soltero, empleado
privado, cédula No. 116335, serie lra., en la lectura de sus
conclusiones;

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General
de la República;

Visto el memorial de casación depositado en la Secrez'zI--
taría de la Suprema Corte de Justicia en fecha 21 de agos-
to de 1970, en el cual se invocan los medios que se indican
más adelante;

Visto el memorial de defensa de fecha 9 de octubre
de 1970, suscrito por los abogados del recurrido;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber dell- .11
berado y vistos los artículos 85 y 86, párrafo 2 9 del artícu-
lo V del Código de Trabajo; y 1 y 65 de la Ley sobre Pro-
cedimiento de Casación;

Considerando que en la sentencia impugnada y en los
documentos a que ella se refiere, consta: a) que con mo-
tivo de una reclamación laboral que no pudo ser concilia-
da, hecha por el actual recurrido contra la recurrente, el
Juzgado de Paz de Trabajo del Distrito Nacional dictó en
fecha 8 de octubre de 1969, una sentencia con el siguiente
dispositivo: "FALLA: PRIMERO: Se declara resuelto por
dimisión justificada, el contrato de trabajo que existió en-
tre el reclamante Rafael E. Pérez Quezada y la empresa
Opa C. por A., con responsabilidad para esta última; SE-
GUNDO: Se condena a la empresa demandada a pagar al
reclamante los valores siguientes: 12 días de,preaviso, 10
días de auxilio de cesantía, 7 días de vacaciones, la Rega-
lía Pascual Proporcional Obligatoria, correspondiente al
año 1968, y más, los salarios correspondientes a tres meses,
de conformidad con el ordinal 3ro. del artículo 84 del Có-
digo de Trabajo; calculadas todas estas prestaciones, sala-
rios e indemnizaciones a base de un salario de RD$125.00
mensuales; TERCERO Se condena a la empresa demandada

a pagar al demandante, la suma de RD$375.00 que le adeu-
da por concepto de salarios correspondientes a tres meses
de trabajo a RD$125.00 cada uno; CUARTO: Se condena
a la parte demandada al pago de las costas, y se ordena la
distracción de las mismas en favor del Dr. Julio Aníbal
Suárez, que afirma haberlas avanzado en su totalidad";
b) que sobre apelación de la demandada, la Cámara a-qua
dictó la sentencia ahora impugnada en casación, con el si-
guiente dispositivo: "FALLA: PRIMERO: Declara regu-
lar y válido en cuanto a la forma el recurso de apelación
interpuesto por Opa C. por A., contra sentencia del Juz-
gado de Paz de Trabajo del Distrito Nacional, de fecha 8
de octubre del 1969, dictada en favor de Rafael E. Pérez
cuyo dispositivo figura copiado en parte anterior de esta
misma sentencia; SEGUNDO: Relativamente al fondo, re-
chaza dicho recurso de alzada y en consecuencia Confirma
en todas sus partes la sentencia recurrida; TERCERO: Con-
dena a la parte que sucumbe Opa C. por A., al pago de las
costas del procedimiento de conformidad con los artículos
5 y 16 de la ley No. 302 del 18 de junio del 1964 y 691 del
Código de Trabajo, ordenando su distracción en favor del
Dr. Julio Aníbal Suárez, quien afirma haberlas avanzado
en su totalidad";

-4i1	 Considerando que la recurrente en su memorial de
casación, invoca los siguientes medios: Primer Medio: Vio-
lación al párrafo 2do., del artículo V del Código de Traba-
jo; Segundo: Medio: Violación al artículo 85 dhl Código de
Trabajo;

Mirr
Considerando que la recurrente en el desarrollo de sus

medios de casación, alega en definitiva, que el demandan-
te, Enrique E. Pérez Quezada, al no ser un trabajador de
la Empresa, sino un Comisionista, no estaba ligado a ésta
por ningún Contrato de trabajo y en consecuencia no po-
día dimitir de acuerdo al Código de Trabajo; que el Juez
a-quo al admitir lo contrario incurrió en la violación del
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párrafo 2 9 del artículo V del Código de Trabajo y el ar.
tículo 85 del mismo Código, y en consecuencia dicha sea.
tencia debe ser casada; pero,

Considerando que la sentencia impugnada pone de ma-
nifiesto que el juez a-quo, antes de dictar fallo sobre el
fondo, ordenó entre otras medidas de instrucción un infor-
mativo testimonial y como resultado de ese informativo di-
cho juez a-quo dio por establecidos los siguientes hechos:
que el demandante Pérez trabajaba como vendedor, de 8
a 12 en la mañana y de 2 a 6 por la tarde en la Empresa
Opa C. por A., devengando por su trabajo un sueldo de
RD$125.00 mensuales; que permaneció trabajando en di-
cha Empresa en esas condiciones durante seis meses, y que
en vista de que la misma no le pagó su sueldo mensual du-
rante el último trimestre, previo requerimiento de pago,
por acto de alguacil, con resultado infructuoso, se vio pre-
cisado a dimitir de su cargo;

Considerando que en justicia no basta alegar los he-
chos, sino que es necesario probarlos, y no obstante haber
sido reservado el contra-informativo en favor de la Em-
presa Opa C. por A., ésta no hizo uso de dicha medida de
instrucción, para establecer la prueba contraria, es decir,
que el demandante, Rafael E. Pérez, no era un trabajador
a sueldo en la Empresa sino un verdadero comisionista,
que como tal trabajaba independientemente según ésta lo
ha venido sosteniendo; que tampoco revela la sentencia im

-pugnada que la Empresa hiciera la prueba antes dicha, por
ningún otro medio; que en tales circunstancias, siendo és-
te el único punto en discusión entre las partes, al no haber
ésta hecho la prueba de su alegato y existiendo la presun-
ción legal, de que todo el que mantiene una relación de
trabajo al servicio de otro está ligado a ésta por un Con-
trato de Trabajo es preciso admitir, que los alegatos de la
recurrente carecen de fundamento y deben ser desestim a

-dos;

Por tales motivos, Primero: Rechaza el recurso de ca-
sación interpuesto por La Opa C. por A., contra la senten-
cia dictada por la Cámara de Trabajo del Distrito Nacio-
nal , en fecha 8 de julio de 1970, cuyo dispositivo se copia
en parte anterior del presente fallo; Segundo: Condena a
la recurrente al pago de las costas, distrayédolas en favor
de los Dres. Julio Aníbal Suárez, Robinson Lara Báez y
Rafael Moya, quienes afirman haberlas avanzado en su to-
talidad.

Firmados: Manuel Ramón Ruiz Tejada.— F. E. Rave-
lo de la Fuente.— Manuel D. Bergés Chupani.— Manuel
A. Amiama.— Francisco Elpidio Beras.— Joaquín M. Al-
varez Perelló.— Juan Bautista Rojas Almánzar.— Santia-
go Osvaldo Rojo Carbuccia.— Ernesto Curiel hijo, Secre-
tario General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresados, y fue
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que
certifico.— (Firmrdol: Ernesto Curiel hijo.
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párrafo 29 del artículo V del Código de Trabajo y el ar.
título 85 del mismo Código, y en consecuencia dicha seri

-tencia debe ser casada; pero,

Considerando que la sentencia impugnada pone de ma.
nifiesto que el juez a-quo, antes de dictar fallo sobre el
fondo, ordenó entre otras medidas de instrucción un infor-
mativo testimonial y como resultado de ese informativo di-
cho juez a-quo dio por establecidos los siguientes hechos:
que el demandante Pérez trabajaba como vendedor, de 8
a 12 en la mañana y de 2 a 6 por la tarde en la Empresa
Opa C. por A., devengando por su trabajo un sueldo de
RD$125.00 mensuales; que permaneció trabajando en di-
cha Empresa en esas condiciones durante seis meses, y que
en vista de que la misma no le pagó su sueldo mensual du-
rante el último trimestre, previo requerimiento de pago,
por acto de alguacil, con resultado infructuoso, se vio pre-
cisado a dimitir de su cargo;

Considerando que en justicia no basta alegar los he-
chos, sino que es necesario probarlos, y no obstante haber
sido reservado el contra-informativo en favor de la Em-
presa Opa C. por A., ésta no hizo uso de dicha medida de
instrucción, para establecer la prueba contraria, es decir,
que el demandante, Rafael E. Pérez, no era un trabajador
a sueldo en la Empresa sino un verdadero comisionista,
que como tal trabajaba independientemente según ésta lo
ha venido sosteniendo; que tampoco revela la sentencia im-
pugnada que la Empresa hiciera la prueba antes dicha, por
ningún otro medio; que en tales circunstancias, siendo és-
te el único punto en discusión entre las partes, al no haber
ésta hecho la prueba de su alegato y existiendo la presun-
ción legal, de que todo el que mantiene una relación de
trabajo al servicio de otro está ligado a ésta por un Con-
trato de Trabajo es preciso admitir, que los alegatos de la
recurrente carecen de fundamento y deben ser desestim a

-dos;

Por tales motivos, Primero: Rechaza el recurso de ca-
sación interpuesto por La Opa C. por A., contra la senten-
cia dictada por la Cámara de Trabajo del Distrito Nacio-
nal, en fecha 8 de julio de 1970, cuyo dispositivo se copia
en parte anterior del presente fallo; Segundo: Condena a
la recurrente al pago de las costas, distrayédolas en favor
de los Dres. Julio Aníbal Suárez, Robinson Lara Báez y
Rafael Moya, quienes afirman haberlas avanzado en su to-
talidad.

Firmados: Manuel Ramón Ruiz Tejada.— F. E. Rave-
lo de la Fuente.— Manuel D. Bergés Chupani.— Manuel

- A. Amiama.— Francisco Elpidio Beras.— Joaquín M. Al-
varez Perelló.— Juan Bautista Rojas Almánzar.— Santia-
go Osvaldo Rojo Carbuccia.— Ernesto Curiel hijo, Secre-
tario General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresados, y fue
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que

F.

	 (Firmado): Ernesto Curiel hijo.
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te haber sido legalmente citado; Segundo: Se confirma la
sentencia del Juzgado de Paz de este municipio, en todas
sus partes";

Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol;
Oído el dictamen del Magistrado Procurador General

de la República;

Vista el acta del recurso de casación de fecha 15 de
agosto de 1969, levantada en la Secretaría del Juzgado
a-quo y a requerimiento del Doctor Rafael Ruiz Báez, abo-
gado, cédula No. 18082, serie 2, actuando a nombre y en re-
presentación de Félix Leonel Romero Ortiz y sin invocar
ningún medio determinado de casación;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber de-
liberado y vistos los artículos 1, 30 y 65 de la Ley sobre
Procedimiento de Casación;

Considerando que las sentencias en defecto pronun-
ciadas por los tribunales no pueden ser impugnadas en ca-
sación, mientras esté abierto el plazo de la oposición, ya
que, mediante el ejercicio de esa vía de retractación, pue-
den ser subsanadas las violaciones a la ley que afecten a
las referidas sentencias;

Considerando que la sentencia que ahora es impugna-
da se dictó en defecto, por falta de comparecer, contra el
inculpado y recurrente Félix Leonel Romero Ortiz; que en
el expediente relativo al presente caso penal no hay cons-
tancia de que dicha sentencia le fuera notificada al men-
cionado Romero Ortiz; que, por tanto, el plazo de la opo-
sición estaba aún abierto el día en que fue interpuesto el
recurso de casación de que se trata, por lo q ue, obviamen-
te, resulta prematuro;

Por tales motivos, Primero: Declara inadmisible el re-
curso de casación interpuesto por Félix Leonel Romero Or-
tiz, contra la sentencia de fecha 18 de junio de 1969, dicta-
da en atribuciones correccionales por el Juzgado de Pri-

SENTENCIA DE FECHA 17 DE SEPTIEMBRE DEL 1971

Sentencia impugnada: Juzgado de Primera Instancia del Distrito:.
Judicial de San Cristóbal de fecha 18 de Junio de 1969.

Materia: Correccional.

Recurrente: Félix Leonel Romero Ortiz.

Dios, Patria y Libertad.
República Dominicana.

.40En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia,  regularmente constituida por los Jueces Manuel Ra-
món Ruiz Tejada, Presidente; Fernando E. Ravelo de la
Fuente, Primer Sustituto de Presidente; Manuel A. Amia-
ma, Segundo Sustituto de Presidente; Manuel D. Bergés
Chupani, Francisco Elpidio Beras, Joaquín M. Alvarez Pe-
relló y Juan Bautista Rojas Almánzar, asistidos del Secre-
tario General, en la Sala donde celebra sus audiencias, en
la ciudad de Santo Domingo de Guzmán, Distrito Nacio-
nal, hoy día 17 del mes de septiembre de 1971, años 128'
de la Independencia y 109' de la Restauración, dicta en au-
diencia pública, como corte de casación, la siguiente sen-
tencia:

Sobre el recurso de casación interpuesto por Félix Leo-
nel Romero Ortiz, dominicano, mayor de edad, soltero, cho-
fer, residente en la calle Albert Thomas, casa No. 427, de
esta ciudad de Santo Domingo de Guzmán, cédula No.
97662, serie lra., contra la sentencia de fecha 18 de junio
de 1969, dictada en atribuciones correccionales por el Juz-
gado de Primera Instancia del Distrito Judicial de San
Cristóbal, cuyo dispositivo es copiado a continuación: "Fa-
lla: Primero: Se declara bueno y válido en cuanto a la for-
ma y se rechaza el recurso de apelación por no haber com-
parecido el apelante Félix Leonel Romero Ortiz, no obstan-
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SENTENCIA DE FECHA 17 DE SEPTIEMBRE DEL 1971

Sentencia impugnada: Juzgado de Primera Instancia del Distrito
Judicial de San Cristóbal de fecha 18 de Junio de 1969.

Materia: Correccional.

Recurrente: Félix Leonel Romero Ortiz.

Dios, Patria y Libertad.
República Dominicana.

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus
ticia, regularmente constituída por los Jueces Manuel Ra-
món Ruiz Tejada, Presidente; Fernando E. Ravelo de la
Fuente, Primer Sustituto de Presidente; Manuel A. Amia-
ma, Segundo Sustituto de Presidente; Manuel D. Bergés
Chupani, Francisco Elpidio Beras, Joaquín M. Alvarez Pe-
relló y Juan Bautista Rojas Almánzar, asistidos del Secre-
tario General, en la Sala donde celebra sus audiencias, en
la ciudad de Santo Domingo de Guzmán, Distrito Nacio-
nal, hoy día 17 del mes de septiembre de 1971, años 128'
de la Independencia y 109' de la Restauración, dicta en au-
diencia pública, como corte de casación, la siguiente sen-
tencia:

Sobre el recurso de casación interpuesto por Félix Leo-
nel Romero Ortiz, dominicano, mayor de edad, soltero, cho-
fer, residente en la calle Albert Thomas, casa No. 427, de
esta ciudad de Santo Domingo de Guzmán, cédula No.
97662, serie lra., contra la sentencia de fecha 18 de junio
de 1969, dictada en atribuciones correccionales por el Juz-
gado de Primera Instancia del Distrito Judicial de San
Cristóbal, cuyo dispositivo es copiado a continuación: "Pa-
lla: Primero: Se declara bueno y válido en cuanto a la for-
ma y se rechaza el recurso de apelación por no haber com-
parecido el apelante Félix Leonel Romero Ortiz, no obstan-

te haber sido legalmente citado; Segundo: Se confirma la
sentencia del Juzgado de Paz de este municipio, en todas
sus partes";

Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol;
Oído el dictamen del Magistrado Procurador General

de la República;

Vista el acta del recurso de casación de fecha 15 de
agosto de 1969, levantada en la Secretaría del Juzgado
a.quo y a requerimiento del Doctor Rafael Ruiz Báez, abo-
gado, cédula No. 18082, serie 2, actuando a nombre y en re-
presentación de Félix Leonel Romero Ortiz y sin invocar
ningún medio determinado de casación;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber de-
liberado y vistos los artículos 1, 30 y 65 de la Ley sobre
Procedimiento de Casación;

Considerando que las sentencias en defecto pronun-
ciadas por los tribunales no pueden ser impugnadas en ca-
sación, mientras esté abierto el plazo de la oposición, ya
que, mediante el ejercicio de esa vía de retractación, pue-
den ser subsanadas las violaciones a la ley que afecten a
las referidas sentencias;

Considerando que la sentencia que ahora es impugna-
da se dictó en defecto, por falta de comparecer, contra el
inculpado y recurrente Félix Leonel Romero Ortiz; que en
el expediente relativo al presente caso penal no hay cons-
tancia de que dicha sentencia le fuera notificada al men-
cionado Romero Ortiz; que, por tanto, el plazo de la opo-
sición estaba aún abierto el día en que fue interpuesto el
recurso de casación de que se trata, por lo q ue, obviamen-
te, resulta prematuro;

Por tales motivos, Primero: Declara inadmisible el re-
curso de casación interpuesto por Félix Leonel Romero Or-
tiz, contra la sentencia de fecha 18 de junio de 1969, dicta-
da en atribuciones correccionales por el Juzgado de Pri-
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mera Instancia del Distrito Judicial de San Cristóbal, cu-
yo dispositivo ha sido copiado en otro lugar del presente
fallo, y Segundo: Condena al recurrente al pago de las cos-
tas;

SENTENCIA DE FECHA 17 DE SEPTIEMBRE DEL 1971.

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de Santo Domingo de
fecha 7 de agosto de 1970.

Materia: Correccional.

Recurrentes: Luis Nova Guzmán, Estado Dominicano y San Rafael
C. por A., (Dr. Jacob.o Helú, abogado del Estado y de la
San Rafael, C. por A.)

Intervinientes: Carlos Aníbal Petrone y Víctor Manuel Almánzar.
Abogados: Dres. Rafael L. Márquez, Jesús Ma. Reyes Badía y Dr.

Ismael A. Peralta Mora.

Dios, Patria y Libertad.
República Dominicana.

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Manuel Ra-
món Ruiz Tejada, Presidente; Fernando E. Ravelo de la
Fuente, Primer Sustituto de Presidente; Manuel A. Amia-
ma, Segundo Sustituto de Presidente; Manuel D. Bergés
Chupani, Francisco Elpidio Beras, Joaquín M. Alvarez Pe-
relló y Juan Bautista Rojas Almánzar, asistidos del Secre-
tario General, en la Sala donde celebra sus audiencias, en
la ciudad de Santo Domingo de Guzmán, Distrito Nacional,
hoy día 17 de Septiembre del año 1971, años 128' de la In-
dependencia y 109' de la Restauración, dicta en audiencia
público, como corte de casación, la siguiente sentencia:

Sobre los recursos de casación interpuestos por Luis
ova Guzmán, dominicano, mayor de edad, casado, cédula

No. 148, serie 77, domiciliado y residente en el kilómetro
25 de la Carretera Duarte calle No. 11 Campamento Mili-
tar Francisco del Rosario Sánchez; Estado Dominicano y
San Rafael, C. por A., contra la sentencia de fecha 7 de

(Firmados): Manuel Ramón Ruiz Tejada.— Fernando
E. Ravelo de la Fuente.— Manuel A. Amiama.— Manuel
D. Bergés Chupani.— Francisco Elpidio Beras.— Joaquín
M. Alvarez Perelló.— Juan Bautista Rojas Almánzar.—
Ernesto Curiel hijo, Secretorio General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los
Señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la
audiencia pública del día, mes y año en él expresados y
fue firmada, leída y publicada por mí, Secretario General
que certifico (Firmado): Ernesto Curiel hijo.
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mera Instancia del Distrito Judicial de San Cristóbal, cu-
yo dispositivo ha sido copiado en otro lugar del presente
fallo, y Segundo: Condena al recurrente al pago de las cos-
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(Firmados): Manuel Ramón Ruiz Tejada.— Fernando
E. Ravelo de la Fuente.— Manuel A. Amiama.— Manuel
D. Bergés Chupani.— Francisco Elpidio Beras.— Joaquín
M. Alvarez Perelló.— Juan Bautista Rojas Almánzar.—	

Beeurrentes: Luis Nova Guzmán, Estado Dominicano y San Rafael
C. por A., (Dr. Jacoho Helú, abogado del Estado y de la

Ernesto Curiel hijo, Secretario General. San Rafael, C. por A.)
La presente sentencia ha sido dada y firmada por los

Señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la 	 pitervinientes: Carlos Aníbal Petrone y Víctor Manuel Almánzar.
audiencia pública del día, mes y año en él expresados y 	 -Abogados: Dres. Rafael L. Márquez, Jesús Ma. Reyes Badía y Dr.
fue firmada, leída y publicada por mí, Secretario General	 Ismael A. Peralta Mora.

que certifico (Firmado): Ernesto Curiel hijo.

ticia, regularmente constituida por los Jueces Manuel Ra-
món Ruiz Tejada, Presidente; Fernando E. Ravelo de la
Fuente, Primer Sustituto de Presidente; Manuel A. Amia-
ma, Segundo Sustituto de Presidente; Manuel D. Bergés
Chupani, Francisco Elpidio Beras, Joaquín M. Alvarez Pe-
relló y Juan Bautista Rojas Almánzar, asistidos del Secre-
tario General, en la. Sala donde celebra sus audiencias, en
la ciudad de Santo Domingo de Guzmán, Distrito Nacional,
hoy día 17 de Septiembre del año 1971, años 128' de la In-
dependencia y 109' de la Restauración, dicta en audiencia
»úblice, como corte de casación, la siguiente sentencia:

Sobre los recursos de casación interpuestos por Luis
Nova Guzmán, dominicano, mayor de edad, casado, cédula
No. 148, serie 77, domiciliado y residente en el kilómetro
25 de la Carretera Duarte calle No. 11 Campamento Mili-
tar Francisco del Rosario Sánchez; Estado Dominicano yisan Rafael, C. por A., contra la sentencia de fecha 7 de

:%fateria: Correccional.

Dios, Patria y Libertad.
República Dominicana.

1114•.-.	 En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-



agosto de 1970, dictada en sus atribuciones correccionales
por la Corte de Apelación de Santo Domingo cuyo disposi-
tivo se copia más adelante;

Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol;	 41
Oído al Dr. Jacobo Helú B., cédula No. 18501, serie

31, abogado de la Compañía San Rafael, C. por A., y del
Estado Dominicano, recurrentes, en la lectura de sus con_
clusiones;

Oído al Dr. Rafael L. Márquez, cédula No. 26811, se-
rie 54, por sí y por los Dres. Jesús M. Reyes Badía, cédula
No. 25928, serie 54 e Ismael A. Peralta Mora, cédula No.
29177, serie 54, abogados de los intervinientes Carlos Aní-
bal Petrone y Víctor Manuel Almánzar, dominicanos, ma-
yores de edad, casados, portadores de las cédulas persona-
les de identidad Nos. 11444, serie 3 y 13351, serie 55, res-
pectivamente, domiciliados y residentes en esta ciudad, en
la lectura de sus conclusiones;

Oído el dictamen c 1 Magistrado Procurador General
de la República;

Vista el acta del recurso de Casación, levantada en la
Secretaría de la Corte a-qua, en fecha 14 de diciembre de
1970, a requerimiento del Dr. José M. Díaz Alles, cédula
No. 36606, serie 31, abogado de los recurrentes, en la cual
no se expone ningún medio determinado de casación;

Visto el memorial de casación del Estado Dominican
y de la Compañía San Rafael C. por A., en el cual se invo
can los medios que se indican más adelante;

Visto el escrito de conclusiones de los intervinientes.
suscrito por sus abogados;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli
berado y vistos los artículos 49 de la Ley No. 241, de 1968;
1315, 1383 y 1384 del Código Civil; 141 del Código de Pro-
cedimiento Civil; y 1 y 65 de la Ley sobre Procedimiento
de Casación;

Considerando que en la sentencia impugnada y en los
documentos a que ella se refiere, consta: a) Que con mo•
tivo de un accidente automovilístico en el cual resultó le-
sionado Víctor Ml. Almánzar, hecho ocurrido en esta ciu-
dad en la calle San Cristóbal el día 10 de julio de 1968, la
Quinta Cámara de lo Penal del Juzgado de Primera Ins-
tancia del Distrito Nacional, dictó en fecha 4 de septiem-
bre de 1969, una sentencia cuyo dispositivo se copia má7.
adelante; b) Que sobre los recursos interpuestos, la Corte
a-qua dictó en fecha 7 de agosto de 1970, la sentencia im-
pugnada en casación, con el siguiente dispositivo: "FA-
LLA: PRIMERO: Declara regular y válido el recurso de
apelación interpuesto por el Dr. José María Díaz Allen, a
nombre y en representación del prevenido Luis Nova, del
Estado Dominicano, persona, civilmente responsable, y de
la Compañía de Seguros San Rafael, C. por A., contra sen-
tencia de la Quinta Cámara de lo Penal del Juzgado de
Primera Instancia del Distrito Nacional, de fecha 4 de sep-
tiembre de 1969, cuyo dispositivo dice así: 'FALLA: Pri-
mero: Se declara al nombrado Víctor Manuel Almánzar,
de generales anotadas, no culpable de violar la ley 241 (so-
bre accidentes de Vehículos de motor), y en consecuencia,
se descarga de toda responsabilidad penal; Segundo: Se
declara al nombrado Luis Nova Guzmán, de generales
anotadas, culpable de violar la ley 241 (sobre accidentes de
vehículos) en perjuicio de los nombrados Carlos Aníbal
Petrone Lara y Víctor Manuel Almánzar, y en consecuen-
cia acogiendo en su favor circunstancias atenuantes se le
condena a pagar una multa de cincuenta pesos ($50.00) y
costas; Tercero: Se declara a Víctor Manuel Almánzar,
culpable del delito de violación a la ley 4117 (sobre Segu-
ros Obligatorio de Vehículos) y en consecuencia se conde-
na a pagar una multa de cincuenta pesos oro ($50.00) y
costas; Cuarto: Se declara buena y válida la constitución
en parte civil hecha por los señores Carlos Aníbal Petro-
ne Lara y Víctor Manuel Almánzar por ser buena en la
forma y justa en el fondo; Quinto: Se condena a Luis No-
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agosto de 1970, dictada en sus atribuciones correccionales
por la Corte de Apelación de Santo Domingo cuyo disposi-
tivo se copia más adelante;

Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol; 	 4/Iiiiii1v
Oído al Dr. Jacobo Helú B., cédula No. 18501, serie

31, abogado de la Compañía San Rafael, C, por A., y del
Estado Dominicano, recurrentes, en la lectura de sus con-
clusiones;

Oído al Dr. Rafael L. Márquez, cédula No. 26811, se_
rie 54, por sí y por los Dres. Jesús M. Reyes Badía, cédula
No. 25928, serie 54 e Ismael A. Peralta Mora, cédula No.
29177, serie 54, abogados de los intervinientes Carlos Aní-
bal Petrone y Víctor Manuel Almánzar, dominicanos, ma-
yores de edad, casados, portadores de las cédulas persona-
les de identidad Nos. 11444, serie 3 y 13351, serie 55, res-
pectivamente, domiciliados y residentes en esta ciudad, en
la lectura de sus conclusiones;

Oído el dictamen c 1 Magistrado Procurador General
de la República;

Vista el acta del recurso de Casación, levantada en la
Secretaría de la Corte a-qua, en fecha 14 de diciembre de
1970, a requerimiento del Dr. José M. Díaz Alles, cédula
No. 36606, serie 31, abogado de los recurrentes, en la cual.
no se expone ningún medio determinado de casación;

Visto el memorial de casación del Estado Dominican
y de la Compañía San Rafael C. por A., en el cual se inv
can los medios que se indican más adelante;

Visto el escrito de conclusiones de los intervinientes,,
suscrito por sus abogados;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los artículos 49 de la Ley No. 241, de 1968;
1315, 1383 y 1384 del Código Civil; 141 del Código de Pro-
cedimiento Civil; y 1 y 65 de la Ley sobre Procedimiento
de Casación;

Considerando que en la sentencia impugnada y en 109
documentos a que ella se refiere, consta: a) Que con mo-
tivo de un accidente automovilístico en el cual resultó le-
sionado Víctor Ml. Almánzar, hecho ocurrido en esta ciu-
dad en la calle San Cristóbal el día 10 de julio de 1968, la
Quinta Cámara de lo Penal del Juzgado de Primera Ins-
tancia del Distrito Nacional, dictó en fecha 4 de septiem-
bre de 1969, una sentencia cuyo dispositivo se copia más
adelante; b) Que sobre los recursos interpuestos, la Corte
a-qua dictó en fecha 7 de agosto de 1970, la sentencia im-
pugnada en casación, con el siguiente dispositivo: "FA-
LLA: PRIMERO: Declara regular y válido el recurso de
apelación interpuesto por el Dr. José María Díaz Allen, a
nombre y en representación del prevenido Luis Nova, del
Estado Dominicano, persona, civilmente responsable, y de
la Compañía de Seguros San Rafael, C. por A., contra sen-
tencia de la Quinta Cámara de lo Penal del Juzgado de
Primera Instancia del Distrito Nacional, de fecha 4 de sep-
tiembre de 1969, cuyo dispositivo dice así: 'FALLA: Pri-
mero: Se declara al nombrado Víctor Manuel Almánzar,
de generales anotadas, no culpable de violar la ley 241 (so-
bre accidentes de Vehículos de motor), y en consecuencia,
se descarga de toda responsabilidad penal; Segundo: Se
declara al nombrado Luis Nova Guzmán, de generales
anotadas, culpable de violar la ley 241 (sobre accidentes de
vehículos) en perjuicio de los nombrados Carlos Aníbal
Petrone Lara y Víctor Manuel Almánzar, y en consecuen-
cia acogiendo en su favor circunstancias atenuantes se le
condena a pagar una multa de cincuenta pesos ($50.00) y
costas; Tercero: Se declara a Víctor Manuel Almánzar,
culpable del delito de violación a la ley 4117 (sobre Segu-
ros Obligatorio de Vehículos) y en consecuencia se conde-
na a pagar una multa de cincuenta pesos oro ($50.00) y
costas; Cuarto: Se declara buena y válida la constitución
en parte civil hecha por los señores Carlos Aníbal Petro-
ne Lara y Víctor Manuel Almánzar por ser buena en la
forma y justa en el fondo; Quinto: Se condena a Luis No-
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va Guzmán, solidariamente con el Estado Dominicano, a
este último en su calidad de comitente de su preposé Luis
Nova Guzmán, a pagarle a Carlos Aníbal Petrone Lara , la
suma de quince mil pesos oro ($15,000.00) y la suma de
cinco mil pesos oro ($5,000.00) a favor de Víctor Manuel
Almánzar, como justa reparación por los daños físicos y
morales sufridos por ellos al ser estropeados por el preve-
nido Luis Nova Guzmán, mientras conducía el camión pla-
ca oficial No. 1206, para el año 1968, ficha No. 172, pro-
piedad del Estado Dominicano, pero asignado al Ejército
Nacional, a consecuencia de lo cual el primero de los agra-
viados sufrió lesiones permanentes, en la -'erna izquierda
y el segundo estuvo incapacitado para las labores habitua-
les por tres (3) meses en virtud de los artículos 13 y 4 2d,7.
parte del Código Civil; Sexto: Se condena al Sargento E.
N. Luis Nova Guzmán y al Estado Dominicano, al pago de
las costas civiles con distracción de las mismas en favor de
los Dres. Ismael Alcides Peralta Mora, Rafael L. Márquez
y Jesús María Reyes Badía, quienes afirman haberlas avan-
zado en su totalidad; Séptimo: Se declara la presente sen-
tencia oponible a la Cía. de Seguros San Rafael, C. por A.,
por haber sido puesta en causa, en su calidad de asegura-
dora del camión placa oficial No. 1206, para el año 1968,
ficha No. 172 y del Estado Dominicano, en virtud del ar-
tículo No. 10 de le Ley No. 4117'.— SEGUNDO: Da acta
al prevenido Luis Nova, de su retractación al desistimien-
to del recurso de apelación por él intentado:— TERCERO:
Modifica el ordinal quinto de la sentencia recurrida, en el
sentido de reducir el monto de las indemnizaciones acorda-
das en favor de Carlos Aníbal Patrone Lara y Víctor Ma-
nuel Almánzar, a las sumas de $8,000.00 (ocho mil pesos
m/n) y $3,000.00 (tres mil peso3 m/n), respectivamente:—
CUARTO: Confirma en sus demás aspectos la sentencia
apelada;— QUINTO: Condena al prevenido al pago de las
costas penales;— SEXTO: Condena al prevenido y al Es-
tado Dominicano, al pago solidario de las costas civiles,

rdenando su distracción en favor de los Doctores Rafael
Márquez, Ismael Peralta Mora y Jesús María Reyes Ba-

ía, quienes afirman haberlas avanzado en su totalidad:—
EPTIMO: Ordena que la presente sentencia sea oponible

a la Compañía de Seguros San Rafael, C. por, A., en su con-
dición de entidad aseguradora del vehículo causa del daño";

Considerando que el Estado Dominicano y la Compa-
ñía Aseguradora, recurrentes, en su memorial de casación
han propuesto los siguientes medios: Primer medio: Vio-
lación del Artículo 141 del Código de Procedimiento Ci-
vil;— Segundo Medio: Violación del Artículo 141 del Có-
digo de Procedimiento Civil en conexidad con los Artícu-
los 1315 y 1384 del Código Civil;

In Considerando que mediante la ponderación de los ele-
entos de juicio que fueron regularmente administrados

en la instrucción de la causa, la Corte a-qua dio por esta-
blecido: a) que más o menos a las tres y treinta minutos
de la tarde del día 10 de julio de 1968, transitaba a su de-
recha de Este a Oeste por la calle San Cristóbal, de esta
ciudad, el prevenido Luis Nova Guzmán conduciendo el
camión placa Oficial No. 1206, ficha No. 172, marca Inter-
national, color verde olivo, modelo 1967, propiedad del Es-
tado Dominicano y al servicio del Ejército Nacional; b) que
en dirección opuesta y por la misma vía, circulaba también
a su derecha el nombrado Víctor Manuel Almánzar San-
tos manejando la motocicleta placa No. 12438, mar,
B. S. A., de su propiedad, llevando en la parte trasera al
señor Carlos Aníbal Patrone; c) que al llegar ambos ve-
hículos a la intersección de la calle San Cristóbal con la
Avenida Tiradentes, el conductor de la camioneta siguió
directo para cruzar la referida intersección, mientras que
el del camión dobló hacia la izquierda para tomar la Ave-
nida Tiradentes; d) que cuando la motocicleta había logra-

En cuanto al recurso del prevenido.
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va Guzmán, solidariamente con el Estado Dominicano, a
este último en su calidad de comitente de su preposé Luis
Nova Guzmán, a pegarle a Carlos Aníbal Petrone Lara, la
suma de quince mil pesos oro ($15,000.00) y la suma de
cinco mil pesos oro ($5,000.00) a favor de Víctor Manuel
Almánzar, como justa reparación por los daños físicos
morales sufridos por ellos al ser estropeados por el preve-
nido Luis Nova Guzmán, mientras conducía el camión pla-
ca oficial No. 1206, para el año 1968, ficha No. 172, pro-
piedad del Estado Dominicano, pero asignado al Ejército
Nacional, a consecuencia de lo cual el primero de los agra-
viados sufrió lesiones permanentes, en la i erna izquierda
y el segundo estuvo incapacitado para las labores habitua-
les por tres (3) meses en virtud de los artículos 13 y 4 2da.
parte del Código Civil; Sexto: Se condena al Sargento E.
N. Luis Nova Guzmán y al Estado Dominicano, al pago de
las costas civiles con distracción de las mismas en favor de
los Dres. Ismael Alcides Peralta Mora, Rafael L. Márquez
y Jesús María Reyes Badía, quienes afirman haberlas avan-
zado en su totalidad; Séptimo: Se declara la presente sen-
tencia oponible a la Cía. de Seguros San Rafael, C. por A.,
por haber sido puesta en causa, en su calidad de asegura-;
dora del camión placa oficial No. 1206, para el año 1968,';'
ficha No. 172 y del Estado Dominicano, en virtud del ar-
tículo No. 10 de la Ley No. 4117'.— SEGUNDO: Da acta'.
al prevenido Luis Nova, de su retractación al desistimien-
to del recurso de apelación por él intentado;— TERCERO:
Modifica el ordinal quinto de la sentencia recurrida, en el
sentido de reducir el monto de las indemnizaciones acorda-
das en favor de Carlos Aníbal Patrone Lara y Víctor Ma-
nuel Almánzar, a las sumas de $8,000.00 (ocho mil pesos
m/n) y $3,000.00 (tres mil pesos m/n), respectivamente;—
CUARTO: Confirma en sus demás aspectos la sentencia
apelada;— QUINTO: Condena al prevenido al pago de las
costas penales;— SEXTO: Condena al prevenido y al Es-
tado Dominicano, al pago solidario de las costas civiles,

ordenando su distracción en favor de los Doctores Rafael
L. Márquez, Ismael Peralta Mora y Jesús María Reyes Ba-
día, quienes afirman haberlas avanzado en su totalidad,—
SEPTIMO: Ordena que la presente sentencia sea oponible
a la Compañía de Seguros San Rafael, C. por, A., en su con-
dición de entidad aseguradora del vehículo causa del daño";

Considerando que el Estado Dominicano y la Compa-
ñía Aseguradora, recurrentes, en su memorial de casación
han propuesto los siguientes medios: Primer medio: Vio-
lación del Artículo 141 del Código de Procedimiento Ci-
vil;— Segundo Medio: Violación del Artículo 141 del Có-
digo de Procedimiento Civil en conexidad con los Artícu-
los 1315 y 1384 del Código Civil;

En cuanto al recurso del prevenido.

Considerando que mediante la ponderación de los ele-
mentos de juicio que fueron regularmente administrados
en la instrucción de la causa, la Corte a-qua dio por esta-
blecido: a) que más o menos a las tres y treinta minutos
de la tarde del día 10 de julio de 1968, transitaba a su de-
recha de Este a Oeste por la calle San Cristóbal, de esta
ciudad, el prevenido Luis Nova Guzmán conduciendo el
camión placa Oficial No. 1206, ficha No. 172, marca Inter-
national, color verde olivo, modelo 1967, propiedad del Es-
tado Dominicano y al servicio del Ejército Nacional; b) que
en dirección opuesta y por la misma vía, circulaba también
a su derecha el nombrado Víctor Manuel Almánzar San-
tos manejando la motocicleta placa No. 12438, marca/
B. S. A., de su propiedad, llevando en la parte trasera 'al
señor Carlos Aníbal Patrone; c) que al llegar ambos ve-
hículos a la intersección de la calle San Cristóbal con la
Avenida Tiradentes, el conductor de la camioneta siguió
directo para cruzar la referida intersección, mientras que
el del camión dobló hacia la izquierda para tomar la Ave-
nida Tiradentes; d) que cuando la motocicleta había logra-
r
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nuel Almánzar, constituídos en parte civil, cuyo monto
apreció en $8,000.00 y $3,090.00.00 respectivamente; que
en consecuencia, al condenar al pre -venido, solidariamente

iskt

con el Estado Dominicano, persona puesta en causa como
civilmente responsable, al pago de esas sumas, y al hacer
oponible esas condenaciones a la compañía aseguradora
puesta en causa, la Corte a-qua hizo una correcta aplica-
ción de los Arts. 1383 y 1384 del Código Civil; y 1 y 10 de
la Ley No. 4117, de 1955;

Considerando que examinada la sentencia impugnada
-- --, en sus demás rspectos en los que concierne al interés del

:prevenido recurrente, ella no contiene vicio alguno que
J(justifique su casación;
.	 . _

En cuanto a los recursos del Estado Dominicano
y la Compañía Aseguradora:

Considerando que los recurrentes sostienen en sínte--.
sis en los dos medios propuestos, los cuales se reúnen pa-
ra su examen, que al acordar indemnizaciones de $8,000.00
y de $3,090.00 en favor respectivamente de cada uno de
los dos lesionados, debió motivar "el cuantim" de dichas
indemnizaciones, pues no basta con dejar establecido cuá-
les fueron los daños; que la sentencia no dice que tuvo en
cuenta para evaluar dichos daños, pues su deber era deter-
minar con exactitud cuáles fueron los gastos en que incu-
rrieron para su curación los dos lesionados, y al "índice o
el patrón de apreciación" en lo relativo a la privación tem-
poral de sus trabajos; que al no hacerlo así se violó el Art.
141 del Código de Procedimiento Civil; que también se vio-
ló ese texto y los Arts. 1382 y 1384 del Código Civil por-
que a juicio de los recurrentes no existe en la especie una
presunción legal de comitencia, pues la responsabilidad
que se atribuye a los amos y comitentes por el hecho de sus
asalariados, es una sanción al hecho de que ellos escogen
libremente esas personas, pero debe probarse la comiten-

2670	 BOLETIN JUDICIAL

do llegar hasta la mitad de la intersección, se originó una
colisión entre los indicados vehículos; e) que el chofer del
camión no hizo ninguna señal de que se disponía a doblar
hacia la izquierda; f) que el propio prevenido admite que
alcanzó a ver la motocicleta que se acercaba a la esquina,
cuando ésta se encontraba todavía a una distancia de 20
a 25 metros de ese punto; g) que a consecuencil. Je ese
choque el señor Víctor Manuel Almánzar sufrió golpes que
curaron después de sesenta y antes de noventa días; 11.1
que por su parte el señor Carlos Aníbal Patrone, recibió
lesiones que le dejaron lesión permanente; i) que el acci-
dente se debió a las faltas cometidas por el prevenido Luis
Nova Guzmán, de no hacer ninguna señal de que se dispo-
nía doblar hacia la izquierda y en realizar esta maniobra
no obstante observar que a una distancia próxima se acer-
caba otro vehículo, cuando la prudencia le mandaba dete-
ner el camión que manejaba y esperar que la motocicle-
ta terminara de cruzar la esquina, puesto que para doblar
hacia la izquierda el prevenido tenía que abandonar su de-
recha y ocupar la del conductor de la motocicleta";

Considerando que los hechos así establecidos configu-
ran el delito de golpes y heridas por imprudencia, produ-
cidos con el manejo de un vehículo de motor, previsto por
el Art. 49 de la Ley No. 241, de 1968, y sancionado por ese
mismo texto legal, en su letra "D", con la pena de nueve
meses a tres años de prisión y con multa de $290.00 a
$700.00 cuando las heridas y los golpes ocasionara a la víc-
tima lesión permanente, como ccurrió en la especie; que.
en consecuencia, al condenar al prevenido Luis Nova Guz-
mán, después de declararlo culpable, y acogiendo circuns-
tancias atenuantes, a $50.00 de multa, la Corte a-qua le
aplicó una sanción ajustada a la ley;

Considerando que asimismo la Corte a-qua dio por es-
tablecido que el hecho cometido por el prevenido Luis No-
va Guzmán había ocasionado daños y perjuicios, morales
y materiales a Carlos Aníbal Patrone Lara y Víctor Ma-
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do llegar hasta la mitad de la intersección, se originó una
colisión entre los indicados vehículos; e) que el chofer del
camión no hizo ninguna señal de que se disponía a doblar
hacia la izquierda; f) que el propio prevenido admite que
alcanzó a ver la motocicleta que se acercaba a la esquina,
cuando ésta se encontraba todavía a una distancia de 20.,1-,,
a 25 metros de ese punto; g) que a consecuencil. Je ese '
choque el señor Víctor Manuel Almánzar sufrió golpes que
curaron después de sesenta y antes de noventa días; h)
que por su parte el señor Carlos Aníbal Patrone, recibió
lesiones que le dejaron lesión permanente; il que el acci-
dente se debió a las faltas cometidas por el prevenido Luis
Nova Guzmán, de no hacer ninguna señal de que se dispo-
nía doblar hacia la izquierda y en realizar esta maniobra
no obstante observar que a una distancia próxima se acer-
caba otro vehículo, cuando la prudencia le mandaba dete-
ner el camión que manejaba y esperar que la motocicle-
ta terminara de cruzar la esquina, puesto que para doblar
hacia la izquierda el prevenido tenía que abandonar su de-
recha y ocupar la del conductor de la motocicleta";

Considerando que los hechos así establecidos configu-
ran el delito de golpes y heridas por imprudencia, produ-
cidos con el manejo de un vehículo de motor, previsto por
el Art. 49 de la Ley No. 241, de 1968, y sancionado por ese
mismo texto legal, en su letra "D", con la pena de nueve
meses a tres años de prisión y con multa de $200.00 a
$700.00 cuando las heridas y los golpes ocasionara a la víc-
tima lesión permanente, como ccurrió en la especie; que.
en consecuencia, al condenar al prevenido Luis Nova Guz-
mán, después de declararlo culpable, y acogiendo circuns-
tancias atenuantes, a $50.00 de multa, la Corte a-qua le
aplicó una sanción ajustada a la ley;

Considerando que asimismo la Corte a-qua dio por es- it.
tablecido que el hecho cometido por el prevenido Luis No-
va  Guzmán había ocasionado daños y perjuicios, morales '.
y materiales a Carlos Aníbal Patrone Lara y Víctor Ma-

nuel Almánzar, constituidos en parte civil, cuyo monto
apreció en $8,000.00 y $3,000.00.00 respectivamente; que
en consecuencia, al condenar al prevenido, solidariamente
con el Estado Dominicano, persona puesta en causa como
civilmente responsable, al pago de esas sumas, y al hacer
oponible esas condenaciones a la compañía aseguradora
puesta en causa, la Corte a-qua hizo una correcta aplica-
ción de los Arts. 1383 y 1384 del Código Civil; y 1 y 10 de
la Ley No. 4117, de 1955;

Considerando que examinada la sentencia impugnada
en sus demás aspectos en los que concierne al interés del
prevenido recurrente, ella no contiene vicio alguno que

"justifique su casación;

En cuanto a los recursos del Estado Dominicano
y la Compañía Aseguradora:

Considerando que los recurrentes sostienen en sínte-
sis en los dos medios propuestos, los cuales se reúnen pa-
ra su examen, que al acordar indemnizaciones de $8,000.00
y de S3,000.00 en favor respectivamente de cada uno de
los dos lesionados, debió motivar "el cuantim" de dichas
indemnizaciones, pues no basta con dejar establecido cuá-
les fueron los daños; que la sentencia no dice que tuvo en
cuenta para evaluar dichos daños, pues su deber era deter-
minar con exactitud cuáles fueron los gastos en que incu-
rrieron para su curación los dos lesionados, y al "índice o
el patrón de apreciación" en lo relativo a la privación tem-
poral de sus trabajos; que al no hacerlo así se violó el Art.
141 del Código de Procedimiento Civil; que también se vio-
ló ese texto y los Arts. 1382 y 1384 del Código Civil por-
que a juicio de los recurrentes no existe en la especie una
presunción legal de comitencia, pues la responsabilidad
que se atribuye a los amos y comitentes por el hecho de sus
asalariados, es una sanción al hecho de que ellos escogen
libremente esas personas, pero debe probarse la comiten-
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cia; y además debe probarse "qué cantidad de dinero pa-
garon por medicina, atención médica, internamiento de
hospital"; etc.; que los jueces dieron al respecto una mo-
tivación vaga, dubitativa e imprec:sa que equivale a falta
de motivos; que finalmente al Estado Dominicano se le ha
condenado a pagar por el hecho de su "prepose" sin que
se hiciera la prueba de ese vehículo o relación, pues la
Constitución da facultad el Poder Ejecutivo para escoger
los empleados y no se ha probado por medio de un nom-
bramiento, de que el prevenido tuviera la calidad de em-
pleado de la administración pública, por lo cual la respon-
sabilidad del Estado, en la especie, no pudo quedar com-
prometida; pero,

Considerando que, en primer término, el examen del
fallo impugnado pone de manifiesto que los recurrentes no
plantearon ante la Corte a-qua por medio de conclusiones
formales que el prevenido no era empleado del Estado, si-
no concluyeron al fondo al pedir el rechazamiento de las
reclamaciones de las partes civiles constituídas; que, en
efecto, las conclusiones del abogado de la defensa, en las
que se abarcaron los intereses de los actuales recurrentes,
fueron éstas: "Que se declare regular y válido el presente
recurso de apelación; Que descarguéis al prevenido de to-
da responsabilidad penal y civil; por no cometido el he-
hecho que se le imputa; en cuanto al Estado Dominicano,
que rechacéis por improcedentes y mal fundadas las con-
clusiones de la parte civil constituída y que la condenéis
al pago de las costas; en cuanto a. la Compañía de Seguros
San Rafael, C. por A., que rechacéis por improcedentes y

mal fundadas las conclusiones de la parte civil y la conde-
néis al pago de las costas"; y a su vez en el fallo de pri-
mera instancia las conclusiones del Estado Dominicano, he-
chas por su abogado fueron éstas: "Oído: Al Dr. Alfredo
Ramírez, a nombre y en representación del Estado Domi-
nicano, concluir de la manera siguiente: Que se declare al
Sgto. Luis Novas Guzmán, no culpable del delito de viola-

ción a la ley No. 241 y en consecuencia sea descargado de
toda responsabilidad penal, que se rechace la constitución
en parte civil por improcedente y mal fundada";

Considerando que como se advierte por las conclusio-
nes copiadas, los recurrentes aceptaron el debate sin negar
la calidad de preposé del prevenido con respecto al Esta-
do, es más, dieron conclusiones que implicaban reconoci-
miento de la calidad de empleado y de la comitencia; por lo
cual no pueden proponerlo ahora por primera vez en ca-
sación, razón ésta por la que su alegato al respecto debe
ser desestimado;

Considerando, en cuanto a los alegatos sobre el monto
de las indemnizaciones acordadas, la Corte a-qua, según
resulta del examen del fallo impugnado dijo lo siguiente:
"Que con la comisión de esos hechos el prevenido apelante
ha causado daños morales y materiales a los señores Car-
los Aníbal Patrone y Víctor Manuel Almánzar, constituí-
dos en parte civil, consistente en dolores, molestias, mor-
tificaciones, gastos de curación, privación temporal de sus
trabajos, etc.; que la Corte estima que indemnizaciones

• respectivas de $8,000.00 (Ocho Mil Pesos), y $3,000.00
(Tres Mil Pesos), en favor de cada uno de los agraviados in-
dicados, es suficiente para la reparación de tales daños";

Considerando que al decidir de cse modo la Corte
,, a-qua redujo las indemnizaciones acordadas en primera

instancia que habían sido de $15,090.00 y $5,000.00, a
$8,000.00 la primera, y a $3,000.00, la segunda; que para
ello acogió en parte el recurso de apelación del preveni-
do, del Estado Dominicano como persona puesta en causa
como civilmente responsable y de la Compañía Asegura-
dora; que a su vez en primera instancia, según resulta del
examen del fallo dictado, el cual en cuanto a la compro-
bación de los daños, no fue modificado, éstos fueron des-
critos del siguiente modo: "Que como consecuencia del re-
ferido accidente automovilístico, los señores Víctor Manuel

, Almánzar y Carlos Aníbal Petrone, sufrieron lesiones gra-
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cia; y además debe probarse "qué cantidad de dinero pa-
garon por medicina, atención médica, internamiento de
hospital"; etc.; que los jueces dieron al respecto una mo.
tivación vaga, dubitativa e imprecisa que equivale a falta
de motivos; que finalmente al Estado Dominicano se le ha
condenado a pagar por el hecho de su "prepose" sin que

se hiciera la prueba de ese vehículo o relación, pues la
Constitución da facultad el Poder Ejecutivo para escoger
los empleados y no se ha probado por medio de un nom-
bramiento, de que el prevenido tuviera la calidad de em-
pleado de la administración pública, por lo cual la respon-
sabilidad del Estado, en la especie, no pudo quedar com-
prometida; pero,

Considerando que, en primer término, el examen del
fallo impugnado pone de manifiesto que los recurrentes no
plantearon ante la Corte a-qua por medio de conclusiones
formales que el prevenido no era empleado del Estado, si-
no concluyeron al fondo al pedir el rechazamiento de les
reclamaciones de las partes civiles constituidas; que, en
efecto, las conclusiones del abogado de la defensa, en las
que se abarcaron los intereses de los actuales recurrentes,
fueron éstas: "Que se declare regular y válido el presente
recurso de apelación; Que descarguéis al prevenido de to-
da responsabilidad penal y civil; por no cometido el he-
hecho que se le imputa; en cuanto al Estado Dominicano,
que rechacéis por improcedentes y mal fundadas las con-
clusiones de la parte civil constituída y que la condenéis
al pago de las costas; en cuanto z s, la Compañía de Seguros
San Rafael, C. por A., que rechacéis por improcedentes y

mal fundadas las conclusiones de la parte civil y la conde-
néis al pago de las costas"; y a su vez en el fallo de pri-
mera instancia las conclusiones del Estado Dominicano, he-
chas por su abogado fueron éstas: "Oído: Al Dr. Alfredo
Ramírez, a nombre y en representación del Estado Domi-
nicano, concluir de la manera siguiente: Que se declare al
Sgto. Luis Novas Guzmán, no culpable del delito de viola-

ción a la ley No. 241 y en consecuencia sea descargado de
toda responsabilidad penal, que se rechace la constitución
en parte civil por improcedente y mal fundada";

Considerando que como se advierte por las conclusio-
nes copiadas, los recurrentes aceptaron el debate sin negar
la calidad de preposé del prevenido con respecto al Esta-

r,	 do, es más, dieron conclusiones que implicaban reconoci-
miento de la calidad de empleado y de la comitencia; por lo
cual no pueden proponerlo ahora por primera vez en ca-
sación, razón ésta por la que su alegato al respecto debe
ser desestimado;

Considerando, en cuanto a los alegatos sobre el monto
de las indemnizaciones acordadas, la Corte a-qua, según
resulta del examen del fallo impugnado dijo lo siguiente:
"Que con la comisión de esos hechos el prevenido apelante
ha causado daños morales y materiales a los señores Car-
los Aníbal Patrone y Víctor Manuel Almánzar, constitui-
dos en parte civil, consistente en dolores, molestias, mor-
tificaciones, gastos de curación, privación temporal de sus
trabajos, etc.; que la Corte estima que indemnizaciones

11 respectivas de $8,000.00 (Ocho Mil Pesos), y $3,000.00
(Tres Mil Pesos), en favor de cada uno de los agraviados in-
dicados, es suficiente para la reparación de tales daños";

Considerando que al decidir de ese modo la Corte
.q a-qua redujo las indemnizaciones acordadas en primera

instancia que habían sido de $15,000.00 y $5,000.00, a
$8,000.00 la primera, y a $3,000.00, la segunda; que para
ello acogió en parte el recurso de apelación del preveni-
do, del Estado Dominicano como persona puesta en causa
como civilmente responsable y de la Compañía Asegura-
dora; que a su vez en primera instancia, según resulta del
examen del fallo dictado, el cual en cuanto a la compro-

,	 .bación de los daños, no fue modificado, éstos fueron des-
1 1, tintos del siguiente modo: "Que como consecuencia del re-

ferido accidente automovilístico, los señores Víctor Manuel
Almánzar y Carlos Aníbal Petrone, sufrieron lesiones gra-
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ves, el primero 'Traumatismos cráneo cerebral moderado
que lo mantuvo incapacitado durante ochenta (80) días; y
el Segundo: 'Fractura abierta de fémur izquierdo en su
1/3 inferior, fractura abierta de tibia y peroné izquierdo.—
Fue operado de ingerto peroné en fémur en fecha 31 de
enero de 1969; Continúa tratamiento ambulatorio. Le fue-
ron extirpadas 2 1/2 (dos y media) pulgadas de tejido óseo
como medida terapéutica. Lesión Permanente. Según cons-
ta en certificados médicos legales de fecha 25 de Agos
de 1969, que reposan en el expediente";

Considerando que obviamente dado el carácter grav
de las lesiones recibidas por ambas personas constituid
en partes civiles, unido al hecho de que junto a los dañ
materiales se apreciaron daños morales, los cuales son co
secuencia de las lesiones corporales recibidas, y en lo cu
tienen los jueces poder de apreciación, hacía innecesario
para los jueces del fondo entrar en otros detalles en lo que
concierne a evaluar partida por partida los daños mate-
riales antes descritos; que, por tanto, es evidente que nada
conduce a admitir que las indemnizaciones acordadas sean
irrazonables por no guardar la debida proporción con los
perjuicios recibidos; y lo que obligaría a la casación del fa-
llo impugnado en el punto que se examina; que, en conse-
cuencia, los jueces del fondo hicieron al respecto un uso
normal de sus poderes de apreciación; que, finalmente, por
el examen del antes mencionado fallo y por todo cuanto se
ha venido exponiendo, es evidente que él contiene motivos
suficientes y pertinentes que justifican su dispositivo, y
una relación de los hechos que permite apreciar que la ley
fue bien aplicada; que, por tanto. los medios propuestos ca-
recen le fundamento y deben ser desestimados;

Por tales motivos, Primero: Admite como intervinien
-tes a Carlos Aníbal Petrone y Víctor Manuel Almánzar;

Segundo: Rechaza los recursos de casación interpuestos
por Luis Nova Guzmán, el Estado Dominicano y la San Ra-

fael, C. por A., contra la sentencia dictada por la Corte de
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Apelación de Santo Domingo, en sus atribuciones correc-
cionales, en fecha 7 de agosto de 1970, cuyo dispositivo ha
sido copiado en parte anterior del presente fallo; y Terce-
ro: Condena a los recurrentes al pago de las costas, distra-
yendo las civiles en favor de los Dres. Rafael L. Márquez,
Ismael A. Peralta Mora y Jesús María Reyes Badía, quie-
nes afirman haberlas avanzado en su totalidad.

(Firmados).— Manuel Ramón Ruiz Tejada.— Fer-
nando E. Ravelo de la Fuente.— Manuel A. Amiama.—
Manuel D. Bergés Chupani.— Francisco Elpidio Beras.—
Joaquín M. Alvarez Perelló.— Juan Bautista Rojas Almán-
zar.— Ernesto Curiel hijo, Secretario General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por -los
señores Jueces que figuran en su encabezamiento , en la
audiencia pública, del día, mes y año en él expresados y
fue firmada, leída y publicada por mí, Secretario General
que certifico. (Fdo.) Ernesto Curiel hijo.

16,
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Apelación de Santo Domingo, en sus atribuciones correc-
cionales, en fecha 7 de agosto de 1970, cuyo dispositivo ha
sido copiado en parte anterior del presente fallo; y Teme-

e
ro: Condena a los recurrentes al pago de las costas, distra-
yendo las civiles en favor de los Dres. Rafael L. Márquez,
Ismael A. Peralta-Mora y Jesús María Reyes Badía, quie-
nes afirman haberlas avanzado en su totalidad.

(Firmados).— Manuel Ramón Ruiz Tejada.— Fer-
nando E. Ravelo de la Fuente.— Manuel A. Amiama.—
Manuel D. Bergés Chupani.— Francisco Elpidio Beras.—
Joaquín M. Alvarez Perelló.— Juan Bautista Rojas Almán-
zar.— Ernesto Curiel hijo, Secretario General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los
" señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la

4- audiencia pública, del día, mes y año en él expresados y
fue firmada, leída y publicada por mí, Secretario General
que certifico. (Fdo.) Ernesto Curiel hijo.

1

2674
	

BOLETIN JUDICIAL

ves, el primero 'Traumatismos cráneo cerebral moderado
que lo mantuvo incapacitado durante ochenta (80) días; y
el Segundo: 'Fractura abierta de fémur izquierdo en su
1/3 inferior, fractura abierta de tibia y peroné izquierdo.—
Fue operado de ingerto peroné en fémur en fecha 31 de
enero de 1969; Continúa tratamiento ambulatorio. Le fue-
ron extirpadas 2 1/2 (dos y media) pulgadas de tejido óseo
como medida terapéutica. Lesión Permanente. Según cons-
ta en certificados médicos legales de fecha 25 de Agosto
de 1969, que reposan en el expediente";

Considerando que obviamente dado el carácter grave
de las lesiones recibidas por ambas personas constituidas
en partes civiles, unido al hecho de que junto a los daños
materiales se apreciaron daños morales, los cuales son con-
secuencia de las lesiones corporales recibidas, y en lo cual
tienen los jueces poder de apreciación, hacía innecesario
para los jueces del fondo entrar en otros detalles en lo que
concierne a evaluar partida por partida los daños mate-
riales antes descritos; que, por tanto, es evidente que nada
conduce a admitir que las indemnizaciones acordadas sean
'irrazonables por no guardar la debida proporción con los
perjuicios recibidos; y lo que obligaría a la casación del fa-
llo impugnado en el punto que se examina; que, en conse-
cuencia, los jueces del fondo hicieron al respecto un uso
normal de sus poderes de apreciación; que, finalmente, por
el examen del antes mencionado fallo y por todo cuanto se
ha venido exponiendo, es evidente que él contiene motivos
suficientes y pertinentes que justifican su dispositivo, y
una relación de los hechos que permite apreciar que la ley
fue bien aplicada; que, por tanto, los medios propuestos ca-
recen le fundamento y deben ser desestimados;

Por tales motivos, Primero: Admite como intervinien-
tes a Carlos Aníbal Petrone y Víctor Manuel Almánzar;
Segundo: Rechaza los recursos de casación interpuestos
por Luis Nova Guzmán, el Estado Dominicano y la San Ra-
fael, C. por A., contra la sentencia dictada por la Corte de
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SENTENCIA DE FECHA 22 DE SEPTIEMBRE DE 1971.

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de Santo Domingo de
fecha 6 de mayo de 1969.

Materia: Civil.

Recurrente: Antonia Almonte de Risk.
Abogado: Dr. Guarionex A. García de Peña.

Recurridos: Banco Agrícola de la República Dominicana y
Tenería Santa Bárbara, C. por A.

Abogados: Dres. Margarita A. TaVá-rez y Froilán J. R. Tavárez
(De la Tenería) y Dres. Víctor Garrido h., y Raúl E.
Fontana Olivier y Jorge A. Matos Feliz (del Banco).

Dios, Patria y Libertad.
República Dominicana.

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Manuel Rh-
món Ruiz Tejada, Presidente; Fernando E. Ravelo de la
Fuente, Primer Sustituto de Presidente; Manuel A. Amia-
ma, Segundo Sustituto de Presidente; Manuel D. Bergés
Chupani, Francisco Elpidio Beras, Joaquín M. Alvarez Pe-
relló, Juan Bautista Rojas Almánzar y Santiago Osvaldo $
Rojo Carbuccia, asistidos del Secretario General, en la Sa-
la  donde celebra sus audiencias, en la ciudad de Santo Do-
mingo de Guzmán, Distrito Nacional, hoy día 22 de sep-
tiembre del año 1971, años 128' de la Independencia y 109'
de la Restauración, dicta en audiencia pública, como corte
de casación, la siguiente sentencia:

Sobre el recurso de casación interpuesto por Antonia
Almonte de Risk, dominicana, mayor de edad, casada, de
quehaceres domésticos, domiciliada en la calle Santiago
No. 14 de esta ciudad, cédula No. 3058, serie 56, casada
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con José J. Risk, contra la sentencia dictada en sus atribu-
ciones civiles el 6 de mayo de 1969, por la Corte de Apela-
ción de Santo Domingo, cuyo dispositivo se copia más ade-
lante;	 -

Oído al alguacil de turno en la lectura del rol;
Oído al Dr. Guarionex A. García de Peña, cédula No.

12486, serie 56, abogado de la recurrente, en la lectura de
sus conclusiones;

Oído al Dr. Francisco Herrera Mejía, cédula No.
19640, serie lra., en representación de los Dres. Víctor Ga-
rrido hijo, cédula No. 31843, serie lra., Jorge A. Matos Fe-
liz, cédula No. 3098, serie 19, y Raúl E. Fontana Olivier,
cédula No. 20608, serie 56, abogados del Banco Agrícola
de la República Dominicana en la lectura de sus conclusio-
nes como recurrido;

Oído al Dr. Luis Enrique Garrido, cédula No. 32877,
serie 47. en representación de los Dres. Froilán J. R. Ta-
vares, cédula No. 45081, serie lra. y Margarita A. Tavares,
cédula No. 30652, serie lra., abogados de la Tenería "San-
ta Bárbara", C. por A., de esta ciudad, en la lectura de sus
conclusiones como recurrida;

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General
de la República;

Visto el memorial de casación de la recurrente, suscri-
to por su abogado, de fecha 10 de julio de 1969, en el cual
se proponen contra la sentencia impugnada los medios que
se indican más adelante; y su ampliación de fecha 18 de
mayo de 1971;

Visto el memorial de defensa del Banco Agrícola, sus-
' crito por sus abogados, de fecha 3 de marzo de 1971;

Visto el memorial de defensa de la Tenería "Santa
Bárbara", suscrito por sus abogados, de fecha 28 de agos-
to de 1971;

ti
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con José J. Risk, contra la sentencia dictada en sus atribu-
ciones civiles el 6 de mayo de 1969, por la Corte de Apela-
ción de Santo Domingo, cuyo dispositivo se copia más ade-
lante;

Oído al alguacil de turno en la lectura del rol;
Oído al Dr. Guarionex A. García de Peña, cédula No.

12486, serie 56, abogado de la recurrente, en la lectura de
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liz, cédula No. 3098, serie 19, y Raúl E. Fontana Olivier,
cédula No. 20608, serie 56, abogados del Banco Agrícola
de la República Dominicana en la lectura de sus conclusio-
nes como recurrido;

Oído al Dr. Luis Enrique Garrido, cédula No. 32877,
serie 47. en representación de los Dres. Froilán J. R. Ta-
vares, cédula No. 45081, serie lra. y Margarita A. Tavares,
cédula No. 30652, serie Ira., abogados de la Tenería "San-
ta Bárbara", C. por A., de esta ciudad, en la lectura de sus
conclusiones como recurrida;

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General
de la República;

Visto el memorial de casación de la recurrente, suscri-
to por su abogado, de fecha 10 de julio de 1969, en el cual
',e proponen contra la sentencia impugnada los medios que

indican más adelante; y su ampliación de fecha 18 de
mayo de 1971;

Visto el memorial de defensa del Banco Agrícola, sus-
crito por sus abogados, de fecha 3 de marzo de 1971;

Visto el memorial de defensa de la Tenería "Santa
Bárbara", suscrito por sus abogados, de fecha 28 de agos-
to de 1971;
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Visto el auto dictado en fecha 21 de septiembre de
19971, por el Magistrado Presidente de la Suprema Corte
de Justicia, por medio del cual llama a los Magistrados
Fernando E. Ravelo de la Fuente y Francisco Elpidio Be-
ras, Jueces de este Tribunal, para integrar la Suprema Cor-
te de Justicia, en la deliberación y fallo del recurso de ca-
sación de que se trata, de conformidad con las leyes Nos.
684 de 1934 y 926 de 1935;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber de-
liberado y vistos los textos legales invocados por la recu-
rrente, que se mencionan más adelante; los artículos 142
y 143 de la Ley de Fomento Agrícola No. 186 de 1963; la
Ley No. 659 de 1965; y 1 y 65 de la Ley sobre Procedimien-
to de Casación;

Considerando que en la sentencia impugnada y en los
documentos a que ella se refiere, consta lo siguiente: a)
que con motivo de un embargo inmobiliario trabado por la
actual recurrente contra el Banco Agrícola sobre una Par- -7
cela de terreno que dicho Banco tenía recibida en hipoteca
de parte de su propietaria, la Tenería "Santa Bárbara", el
referido Banco demandó la nulidad de ese embargo, y so-
bre esa demanda la Cámara de lo Civil y Comercial de la ,
Segunda Circunscripción del Juzgado de Primera Instan-
cia del Distrito Nacional dictó en fecha 24 de noviembre
de 1967 una sentencia con el siguiente dispositivo: "FA-
LLA: PRIMERO: Rechaza las conclusiones vertidas en au-
diencia por la parte demandante, el Banco Agrícola de la
República Dominicana, por las razones y motivos indica-
dos	

I,
 en esta sentencia;SEGUNDO: Acoge las conclusiones 4

formuladas por la parte demandada señora Antonia Al- 2.
monte de Risk, por ser justas y reposar sobre prueba legal,
y en consecuencia: a) Declara inadmisible, por caduca, la
demanda incidental en nulidad de embargo inmobiliario
de que se trata, propuesta por el Banco Agrícola a la Re-
pública: Dominicana, en fecha 19 de noviembre de 1967,
sobre el fundamento de que el inmueble embargado era

inembarga ble en virtud del artículo 143 de la Ley No.
6186 acerca de Fomento Agrícola; b) Condena al Banco
Agrícola de la República Dominicana, parte demandante
que sucumbe, al pago de las costas del procedimiento"; b)
que sobre recurso del Banco Agrícola, intervino la senten-
cia ahora impugnada en casación, cuyo dispositivo dice
así: "FALLA: PRIMERO: Declara regular y válido en
cuanto a la forma, el recurso de apelación interpuesto en
fecha 21 de diciembre de 1967, por el Banco Agrícola de
la República Dominicana, contra sentencia dictada en fe-
cha 24 de noviembre de 1967, por la Cámara Civil y Co-
mercial de la Segunda Circunscripción del Juzgado de Pri-
mera Instancia del Distrito Nacional, cuyo dispositivo se
halla copiado en el cuerpo de la presente sentencia; SE-
GUNDO Revoca la antes exprsada -sentencia en todas sus
partes, y obrando por propia autoridad y contrario impe-
rio declara improcedente por ilegal el embargo inmobiliar
trabado por la señora Antonia Almonte de Risk, en perjui-
cio de la Tenería "Santa Bárbara", C. por A., sobre el So-
lar No. 22 de la manzana No. 586, del Distrito Catastral
No. 1 del Distrito Nacional, y sus mejoras; y en conse-
cuencia ordena el levantamiento de dicho embargo; y,
TERCERO: Condena a la señora Antonia Almonte de Risk,
que sucumbe, al pago de las costas";

Considerando que, contra la sentencia cuyo dispositivo
acaba de copiarse, la recurrente propone los siguientes me-
dios de casación: Primer Medio: Violación del artículo 728
del Código de Procedimiento Civil y Falsa Aplicación del
artículo 143 de la Ley 6186 del 12 de febrero de 1963, so-
bre Fomento Agrícola; Segundo Medio: Falta de Base Le-
gal;

Considerando que en sus medios de casación, que se
reúnen para su examen, la recurrente alega en síntesis lo
siguiente: a) que la Corte a-qua al admitir una demanda
de fondo, como era el caso la del Banco Agrícola, violó el
artículo 728 del Código de Procedimiento Civil, puesto que
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esa demanda fue incoada después de la lectura del Pliego de
Condiciones de la venta que perseguía la embargante, en
contrariedad con el texto legal ya citado, que requiere, pa-
ra la admisión de esas demandas, que ellas sean incoadas
por lo menos diez días antes del día fijado para esa lectu-
ra; b) que, para admitir la demanda en tiempo tardío, la
Corte a-qua hizo una falsa aplicación del artículo 143 de
la Ley sobre Fomento Agrícola, pues —según la recurren-
te— ese texto legal lo que prohibe es la constitución de
hipotecas en provecho de particulares, adicionales a las
que tenga ya a su favor, sobre los mismos bienes, el Ban-
co Agrícola, pero no los embargos de terceros contra esos
bienes que tengan como base un título ejecutorio (présta-
mo de dinero convenido notarialmente) como el que tenía
la embargante; e) que la regla que establece el artículo 143
ya citado no es de orden público; d) que la sentencia im-
pugnada carece de base legal al no explicar por qué la
Corte a-qua consideró que la demanda en nulidad que in-
tentó el Banco Agrícola no estaba comprendida entre aque-
llas para las cuales el artículo 728 del Código de Procedi-
miento Civil fija un momento determinado y perentorio
cuando está en curso un embargo hipotecario; pero,

Considerando, como cuestión fundamental en el pre-
sente caso, que las disposiciones de la Ley de Fomento
Agrícola que prohiben a los que obtienen préstamos del
Banco Agrícola consentir nuevos gravámenes en pfovecho
de particulares sobre los bienes que ya hayan dado en hi-
poteca al Banco, son imperativas y de orden público, pues-
to que ellas tienden a la seguridad del patrimonio de una
entidad crediticia del Estado cuya solidez económica inte-
resa al público e n general; que esas disposiciones conte-
nidas en los artículos 142 y 143 de la Ley de Fomento
Agrícola, están ampliadas por la Ley No. 659 del 12 de

marzo de 1965, según la cual "los bienes dados en garan-
tía el Banco en razón de un préstamo, no serán embarg a

-dos por créditos personales posteriores a la constitución

de la hipoteca, a menos que no haya habido previo consen-
timiento del Banco Agrícola"; que, por tanto, en el caso
ocurrente existía la prohibición en que se apoyó la Corte
a-qua, aún cuando el embargo trabado por la recurrente
no tuviera como base una hipoteca, sino otro tipo de títu-
lo ejecutorio; que, en consecuencia, por tratarse en el ca-
so ocurrente de la preservación de un patrimonio fundada
en un canon de orden público, la Corte a-qua aplicó correc-
tamente los principios jurídicos relativos al orden público
al admitir y acoger la demanda del Banco Agrícola, no obs-
tante haber sido intentada más allá del momento que fija
el artículo 728 del Código de Procedimiento Civil, obvia-
mente concebido para la protección de intereses puramen-
te privados y principalmente para prevenir maniobras di-
latorias de los embargados, pero no para la intervención
de terceros en el embargo investidos de derechos protegi-
dos por razones de orden público; que, finalmente, aún
cuando en la sentencia impugnada no se hayan dado, para
justificar la solución dada al caso ocurrente, todos los mo-
tivos que acaban de darse, ello no puede conducir a la ca-
sación propuesta por la recurrente, pues no se trata de mo-
tivos sobre cuestiones de hecho que corresnondan exclusi-
vamente a los jueces del fondo, sino de motivos de dere-
cho, que esta Suprema Corte puede suplir de oficio, como
lo hace en este caso;

Considerando que la recurrente ha limitado su recur-
so a lo que acaba de exponerse, aún después de los memo-
riales de defensa de la Tenería "Santa Bárbara", C. por A.,
a que ya se ha hecho referencia al comienzo del presente
fallo;

Por tales motivos, Primero: Rechaza el recurso de ca-14E_ sación interpuesto por Antonia Almonte de Risk contra la
4	 sentencia dictada en sus atribuciones civiles por la Corte

de Apelación de Santo Domingo en fecha 6 de mayo de
1969, cuyo dispositivo se ha copiado en parte anterior del
presente fallo: Segundo: Condena a la recurrente al pago
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de la hipoteca, a menos que no haya habido previo consen-
timiento del Banco Agrícola"; que, por tanto, en el caso
ocurrente existía la prohibición en que se apoyó la Corte
a-qua, aún cuando el embargo trabado por la recurrente
no tuviera como base una hipoteca, sino otro tipo de títu-
lo ejecutorio; que, en consecuencia, por tratarse en el ca-
so ocurrente de la preservación de un patrimonio fundada
en un canon de orden público, la Corte a-qua aplicó correc-
tamente los principios jurídicos relativos al orden público
al admitir y acoger la demanda del Banco Agrícola, no obs-
tante haber sido intentada más allá del momento que fija
el artículo 728 del Código de Procedimiento Civil, obvia-
mente concebido para la protección de intereses puramen-
te privados y principalmente para prevenir maniobras di-
latorirs de los embargados, pero no para la intervención
de terceros en el embargo investidos de derechos protegi-
dos por razones de orden público; que, finalmente, aún
cuando en la sentencia impugnada no se hayan dado, para
justificar la solución dada al caso ocurrente, todos los mo-
tivos que acaban de darse, ello no puede conducir a la ca-
sación propuesta por la recurrente, pues no se trata de mo-
tivos sobre cuestiones de hecho que corresnondan exclusi-
vamente a los jueces del fondo, sino de motivos de dere-
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de las costas, con distracción de las mismas en provecho
de los Dres. Víctor Garrido hijo, Jorge A. Matos Feliz y

Raúl E. Fontana Olivier, abogados del Banco Agrícola de
la República Dominicana y de los Dres. Froilán J. R. Ta-
várez y Margarita A. Tavárez, abogados de la Tenería
"Santa Bárbara", C. por A., quienes afirman haberlas
avanzado en su mayor parte.

Firmados: Manuel Ramón Ruiz Tejada.— F. E. Ravelo
de la Fuente.— Manuel A. Amiama.— Manuel D. Bergés
Cupani.— Francisco Elpidio Beras.— Joaquín M. Alvarez
Perelló.— Juan Bautista Rojas Almánzar.— Santiago Os-
valdo Rojo Carbuccia.— Ernesto Curiel hijo, Secretario
General.

'01
La presente sentencia ha sido dada y firmada por los

señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la
audiencia pública del día, mes y año en él expresados, y
fue firmada, leída y publicada por mí, Secretario General,
que certifico.— (Firmado): Ernesto Curiel hijo.

SENTENCIA DE FECHA 22 DE SEPTIEMBRE DEL 1971,

ii.

entencia impugnada: Cámara de Trabajo del Distrito Nacional,
de fecha 25 de enero de 1970.

Materia: Trabajo.

Recurrente: Constructora Dolarca, C. por A.
Abogados: Dr. Lupo Hernández Rueda y Dario O. Fernández.

Recurrido: José Ml. Castillo.
Abogado: Dr. A. Ulises Cabrera.

Dios, Patria y Libertad.
República Dominicana.

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Fernando E.
Ravelo de la Fuente, Primer Sustituto en funciones de Pre-
sidente; Manuel A. Amiama, Segundo Susetituto de Presi-
dente; Manuel D. Bergés Chupani, Francisco Elpidio Be-
ras, Joaquín M. Alvarez Perelló, Juan Bautista Rojas Al-
mánzar y Santiago Osvaldo Rojo Carbuccia, asistidos del
Secretario General, en la Sala donde celebra sus audien-
cias, en la ciudad de Santo Domingo de Guzmán, Distrito
Nacional, hoy día 22 del mes de Septiembre del año 1971,
años 128' de la Independencia y 109' de la Restauración,
dicta en audiencia pública, como corte de casación, la si-

-guiente sentencia:

Sobre el recurso de casación interpuesto por la Cons-
tructora Dolarca, C. por A., Compañía comercial organiza-
da de acuerdo con las leyes de la República, de este domi-
eilio y asiento social en la calle 38 No. 27, de esta ciudad,
contra la sentencia de fecha 25 de enero de 1971, dictada
Por la Cámara de Trabajo del Distrito Nacional, cuyo dis-
positivo se copia más adelante;
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de las costas, con distracción de las mismas en provecho
de los Dres. Víctor Garrido hijo, Jorge A. Matos Féliz y
Raúl E. Fontana Olivier, abogados del Banco Agrícola de
la República Dominicana y de los Dres. Froilán J. R. Ta-
várez y Margarita A. Tavárez, abogados de la Tenería
"Santa Bárbara", C. por A., quienes afirman haberlas
avanzado en su mayor parte.

Firmados: Manuel Ramón Ruiz Tejada.— F. E. Ravelo
de la Fuente.— Manuel A. Amiama.— Manuel D. Bergés
Cupani.— Francisco Elpidio Beras.— Joaquín M. Alvarez
Perelló.— Juan Bautista Rojas Almánzar.— Santiago Os- w
valdo Rojo Carbuccia.— Ernesto Curiel hijo, Secretario
General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la
audiencia pública del día, mes y año en él expresados, y
fue firmada, leída y publicada por mí, Secretario General,
que certifico.— (Firmado): Ernesto Curiel hijo.
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SENTENCIA DE FECHA 22 DE SEPTIEMBRE DEL 1971.

entencia impugnada: Cámara de Trabajo del Distrito Nacional,
de fecha 25 de enero de 1970.

Yiaterla : Trabajo.

Recurrente: Constructora Dolarca, C. por A.
Abogados: Dr. Lupo Hernández Rueda y Darío O. Fernández.

Recurrido: José Ml. Castillo.
Abogado: Dr. A. Ulises Cabrera.

Dios, Patria y Libertad.
•	 República Dominicana.

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Fernando E.
Ravelo de la Fuente, Primer Sustituto en funciones de Pre-
sidente; Manuel A. Amiama, Segundo Susetituto de Presi-
dente; Manuel D. Bergés Chupani, Francisco Elpidio Be-
ras, Joaquín M. Alvarez Perelló, Juan Bautista Rojas Al-
mánzar y Santiago Osvaldo Rojo Carbuccia, asistidos del
Secretario General, en la Sala donde celebra sus audien-
cias, en la ciudad de Santo Domingo de Guzmán, Distrito
Nacional, hoy día 22 del mes de Septiembre del año 1971,
años 128' de la Independencia y 109' de la Restauración,
dicta en audiencia pública, como corte de casación, la si-
guiente sentencia:

Sobre el recurso de casación interpuesto por la Cons-
tructora Dolarca, C. por A., Compañía comercial organiza-
da de acuerdo con las leyes de la República, de este domi-
cilio y asiento social en la calle 38 No. 27, de esta ciudad,
contra la sentencia de fecha 25 de enero de 1971, dictada
por la Cámara de Trabajo del Distrito Nacional, cuyo dis-
positivo se copia más adelante;
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Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol;
Oído al Dr. Juan Pablo Espinosa, en representación

de Lupo Hernández Rueda, cédula No. 52000 serie lra., y

Darío O. Fernández cédula No. 21669 serie 37, abogados
de la recurrente en la lectura de sus conclusiones;

Oído al Dr. A. Ulises Cabrera L., cédula No. 12215 se-
rie 48, abogado del recurrido, en la lectura de sus conclu-
siones, recurrido que lo es José Manuel Castillo, domini-
cano, mayor de edad, soltero, chofer, cédula No. 12 serie
94, domiciliado y residente en esta ciudad;

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General

de la República;
Visto el memorial de casación depositado en la Secre-

taría de la Suprema Corte de Justicia el día 2 de abril de
1971, y suscrito por los Doctores Lupo Hernández Rueda y
Darío O. Fernández, abogados de la recurrente, en el cual
proponen los medios que se indican más adelante;

Visto el memorial de defensa de fecha 5 de mayo de
1971, suscrito por el Dr. A. Ulises Cabrera L., abogado del
recurrido, José Manuel Castillo;

Visto el memorial de ampliación suscrito en fecha 9
de Julio de 1971, por los abogados de la recurrente;

Visto el escrito de ampliación de defensa de fecha 20
de Julio de 1971, suscrito por el abogado del recurrido;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los artículos 45, 46 y 77 del Código de Tra-
bajo; 1135 y 1156 del Código Civil; 47 de la Ley 637 de
1944 y 1, 20 y 65 de la Ley Sobre Procedimiehto de Casa-

ción;
Considerando que en la sentencia impugnada y en los

documentos a que ella se refiere, consta lo siguiente: al
que con motivo de una reclarriación laboral que no pudo
ser conciliada, presentada por el actual recurrido contra la
recurrente, el Juzgado de Paz de Trabajo del Distrito Na-

cional, dictó en fecha 21 de agosto de 1969, una sentencia
cuyo dispositivo dice así: "Falla: Primero: Ratifica el de-
fecto pronunciado en audiencia contra la Constructora Do-
larca, C. por A., por no haber comparecido no obstante ha-
ber sido legalmente citada; Segundo: Se declara resuelto
por despido injustificado el contrato de trabajo por tiempo
indefinido que existió entre José Manuel Castillo y la
Constructora Dolarca, C. por A.; Tercero: Se condena a la
Constructora Dolarca, C. por A., parte demandada, a pagar
gl demandante José Manuel Castillo, las prestaciones si-
guientes: 24 días de preaviso, 150 días de auxilio de cesan-
tía, 14 días de vacaciones no disfrutadas ni pagadas corres-
pondientes al año 1968, la Regalía Pascual proporcional
obligatoria, correspondiente al año 1968 y más, los sala-
rios que habría devengado el trabajador desde el día de su
demanda, y hasta la completa ejecución de la sentencia
definitiva que intervenga, sin que estos salarios excedan
de tres meses de conformidad con el ordinal 3ro. del ar-
tículo 84 del Código de Trabajo, calculadas todas estas pres-
taciones, salarios e indemnizaciones a base de un salario de
RD$6.00 diarios; Cuarto: Se condena a la parte demanda-
da al pago de las costas, y se ordena la distracción de las
mismas en favor del Dr. A. Ulises Cabrera L., que afirma
haberlas avanzado en su totalidad"; b) que sobre el recur-
so de apelación interpuesto por Constructora Dolarca, C.
por A., intervino la sentencia ahora impugnada en casa-
ción, cuyo dispositivo dice así: "Falla: Primero: Declara
regular y válido en cuanto a la forma el recurso de apela-
ción interpuesto por Constructora Dalarca C. por A., con-
tra sentencia del Juzgado de Paz de Trabajo del Distrito
Nacional, de fecha 21 de agosto de 1969, dictada en favor
de José Manuel Castillo, cuyo dispositivo ha sido copiado
en parte anterior de esta misma sentencia; Segundo: Rela-
tivamente al fondo rechaza dicho recurso de alzada y en
consecuencia Confirma la sentencia impugnada, pero re-
formándola en el sentido de que reduce a setenticinco días
de salario los valores por concepto de auxilio de cesantía,

fe
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Oído al Dr. A. Ulises Cabrera L., cédula No. 12215 se-
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94, domiciliado y residente en esta ciudad;

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General
de la República;

Visto el memorial de casación depositado en la Secre-
taría de la Suprema Corte de Justicia el día 2 de abril de
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bajo; 1135 y 1156 del Código Civil; 47 de la Ley 637 de
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documentos a que ella se refiere, consta lo siguiente: al
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recurrente, el Juzgado de Paz de Trabajo del Distrito Na-

cional, dictó en fecha 21 de agosto de 1969, una sentencia
cuyo dispositivo dice así: "Falla: Primero: Ratifica el de-
fecto pronunciado en audiencia contra la Constructora Do-
larca, C. por A., por no haber comparecido no obstante ha-
ber sido legalmente citada; Segundo: Se declara resuelto
por despido injustificado el contrato de trabajo por tiempo
indefinido que existió entre José Manuel Castillo y la
Constructora Dolarca, C. por A.; Tercero: Se condena a la
Constructora Dolarca, C. por A., parte demandada, a pagar
el demandante José Manuel Castillo, las prestaciones si-
guientes: 24 días de preaviso, 150 días de auxilio de cesan-
tía, 14 días de vacaciones no disfrutadas ni pagadas corres-
pondientes al año 1968, la Regalía Pascual proporcional
obligatoria, correspondiente al año 1968 y más, los sala-
rios que habría devengado el trabajador desde el día de su
demanda, y hasta la completa ejecución de la sentencia
definitiva que intervenga, sin que estos salarios excedan
de tres meses de conformidad con el ordinal 3ro. del ar-
tículo 84 del Código de Trabajo, calculadas todas estas pres-
taciones, salarios e indemnizaciones a base de un salario de
RD$6.00 diarios; Cuarto: Se condena a la parte demanda-
da al pago de las costas, y se ordena la distracción de las
mismas en favor del Dr. A. Ulises Cabrera L., que afirma
haberlas avanzado en su totalidad"; bl que sobre el recur-
so de apelación interpuesto por Constructora Dolarca, C.
por A., intervino la sentencia ahora impugnada en casa-
ción, cuyo dispositivo dice así: "Falla: Primero: Declara
regular y válido en cuanto a la forma el recurso de apela-
ción interpuesto por Constructora Dalarca C. por A., Con-
tra sentencia del Juzgado de Paz de Trabajo del Distrito
Nacional, de fecha 21 de agosto de 1969, dictada en favor
de José Manuel Castillo, cuyo dispositivo ha sido copiado
en parte anterior de esta misma sentencia; Segundo: Rela-
tivamente al fondo rechaza dicho recurso de alzada y en
consecuencia Confirma la sentencia impugnada, pero re-
formándola en el sentido de que reduce a setenticinco días
de salario los valores por concepto de auxilio de cesantía,
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en vez de ciento cincuenta días como se consigna en el o
dinal tercero de su dispositivo y asimismo en lo relativo-
regalía pascual de 1968, aspecto que se rechaza según los
motivos expuestos; Tercero: Condena a la parte que sucum-
be Constructora Dolarca C. por A., al pago de las costas
del procedimiento de conformidad con los artículos 5 y 16
de la Ley No. 302, del 18 de junio del 1964 y 691 del Códi-
go de Trabajo, ordenando su distracción en favor del Dr.
A. Ulises Cabrera L., que afirma haberlas avanzado en su
totalidad";

Considerando que la recurrente propone en su memo-
rial de casación los siguientes medios: Primer Medio: Fal-
ta de base legal. Violación de los artículos 6, 7, 8, 	 y 15
del Código de Trabajo. Contradicción de Motivos. Viola-
ción del artículo 141 del Código de Procedimiento Civil.
Falta o ausencia de Motivos; Segundo Medio: Desnaturali-
zación de los hechos y documentos de la causa. Violación
de los Artículos 45, 46 y 77 del Código de Trabajo. El des-
pido y la suspensión son dos figuras jurídicas distintas con
sus características propias. Violación de los artículos 1135.
1156, 1157, 1158, 1159, 1161 y siguientes del Código Civil.—
Tercer Medio: Exceso de Poder. Violación al II Principio
fundamental del Código de Trabajo. Violación de los prin-
cipios y reglas de la prueba. Violación del artículo 29 del
Código de Trabajo. Violación del artículo 57 de la Ley 637
sobre Contrato de Trabajo. Violación del artículo 1315 del
Código Civil;

Considerando que en el desarrollo de los medios pro-
puestos reunidos, la Compañía recurrente sostiene, entre
otros alegatos que, resulta un absurdo la existencia de dos
contratos distintos entre las mismas partes para la presta-
ción del mismo servicio subordinado (de chófer) en la mi s

-ma jornada de trabajo; que la cláusula que figura al dorso
del contrato escrito de fecha 16 de marzo de 1969, debe :in-
terpretarse en el sentido de que dicho contrato no altera Ja

relación de trabajo preexistente, ni interrumpe su dura-
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cien, sino que como se lee en dicha cláusula el referido
contrato está en vigor y que lo único que se introdujo en
el mismo fueron ciertas modificaciones una de las cuales
fue el aumento de salario; que ni la recurrente ni el recu-
rrido pretendieron jamás establecer la coexistencia parale-
la de dos contratos entre ellos y que la relación de trabajo
anterior no obstante lo pactado por escrito, se mantiene en
vigor;

Considerando que de la lectura de la cláusula que fi-
gura copiada al dorso del contrato, escrito de fecha 16 de
marzo de 1969, a cuyo examen ha procedido esta Suprema
Corte de Justicia, en vista de la desnaturalización alega-
da, se advierte claramente que el trabajador había admi-
tido el cambio de posición en la empresa, aunque con la
seguridad de que se le reconocerían los derechos y benefi-
cios que derivaría de su primer contrato; que la Cámara
a-qua al entender que en la es pecie se trataba de un ca-
so de despido del trabajador por el hecho de haberse ope-
rado una suspensión de las mismas labores que él acepte,
le dio a dicha clásula un alcance que no tiene, y al hacerlo
así incurrió en el vicio denunciado, por lo cual el fallo im-
pugnado debe ser casado, sin necesidad de examinar los
otros medios de casación invocados por la recurrente;

Considerando que de acuerdo con el artículo 65 de la
Ley Sobre Procedimiento de Casación, las costas pueden
ser compensadas, cuando un fallo es casado por desnatura-
lización de los hechos de la causa;

Por tales motivos, Primero: Casa la sentencia dictada
por la Cámara de Trabajo del Distrito Nacional, de fecha
25 de enero de 1971, cuyo dispositivo se copia en parte an-
terior del presente fallo, y envía el asunto por ante le Juz-
gado de Primera Instancia de San Pedro de Macorís en sus
atribuciones laborales como tribunal de segundo grado;
Segundo: Compensa las costas.
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la de dos contratos entre ellos y que la relación de trabajo
anterior no obstante lo pactado por escrito, se mantiene en
vigor;

Considerando que de la lectura de la cláusula que fi-
gura copiada al dorso del contrato, escrito de fecha 16 de
marzo de 1969, a cuyo examen ha procedido esta Suprema
Corte de Justicia, en vista de la desnaturalización alega:
da, se advierte claramente que el trabajador había admi-
tido el cambio de posición en la empresa, aunque con la
seguridad de que se le reconocerían los derechos y benefi-
cios que derivaría de su primer contrato; que la Cámara
a-qua al entender que en la especie se trataba de un ca-
so de despido del trabajador por el hecho de haberse ope-
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41111"-	 Considerando que de acuerdo con el artículo 65 de la
Ley Sobre Procedimiento de Casación, las costas pueden
ser compensadas, cuando un fallo es casado por desnatura-
lización de los hechos de la causa;

Por tales motivos, Primero: Casa la sentencia dictada
,por la Cámara de Trabajo del Distrito Nacional, de fecha
, 25 de enero de 1971, cuyo dispositivo se copia en parte an-
terior del presente fallo, y envía el asunto por ante le Juz-
gado de Primera Instancia de San Pedro de Macorís en sus
,atribuciones laborales como tribunal de segundo grado;

egundo: Compensa las costas.
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(Firmados): Fernando E. Ravelo de la Fuente.— Ala..
nuel A. Amiama.— Manuel D. Bergés Chupani.— Francis-
co Elpidio Beras.— Joaquín M. Alvarez Perelló.— Juan
Bautista Rojas Almánzar.— Santiago Osvaldo Rojo Car..
buccia.— Ernesto Curiel hijo, Secretario General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, eri la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresados, y fue
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que
certifico. (Firmado): Ernesto Curiel hijo.

e.

SENTENCIA DE FECHA 22 DE SEPTIEMBRE DEL 1971.

Materia: Correccional.

Recurrente: Céspedes Sena Rivas (Diputado al Congreso Nacional
por la Provincia de Bahoruco).

Dios, Patria y Libertad.
República Dominicana.

101F En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Manuel Ra-
món Ruiz Tejada, Presidente; Fernando E. Ravelo de la
Fuente, Primer Sustituto de Presidente; Manuel A. Amia-
ma, Segundo Sustituto de Presidente; Manuel D. Bergés
Chupani, Francisco Elpidio Beras, Joaquín M. Alvarez Pe-
relló, Juan Bautista Rojas Almánzar y Santiago Osvaldo
Rojo Carbuccia, asistidos del Secretario General, en la Sa-
la donde celebra sus audiencias, en la ciudad de Santo Do-
mingo de Guzmán, Distrito Nacional, hoy día 22 del mes
de septiembre de 1971, años 128' de la Independencia y
109' de la Restauración, dicta en audiencia pública y en
única instancia, la siguiente sentencia:

En la causa correccional seguida a Céspedes Sena Ri-
vas, dominicano, mayor de edad, casado, Diputado al Con-
greso Nacional por la Provincia de Bahoruco, residente en
el Municipio de Villa Jaragua, cédula No. 310, serie 78,
prevenido del delito de violación a la Ley No. 2402, de 1950,
sobre asistencia obligatoria de los hijos menores de 18
años, en perjuicio de sus hijos Exnicso Niobelis y Reynal-
da Niobelis, procreados con Zoraida María Ferreras Pérez,
dominicana, mayor de edad, soltera, de ocupación of. do-
mésticos, cédula No. 550, serie 78, domiciliada y residente
en la calle María Trinidad Sánchez No. 13, del Municipio
de Villa Jaragua, Provincia de Bahoruco;

• 6
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(Firmados): Fernando E. Ravelo de la Fuente.— Ma-
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co Elpidio Beras.— Joaquín M. Alvarez Perelló.— Juan
Bautista Rojas Almánzar.— Santiago Osvaldo Rojo Car-
buccia.— Ernesto Curiel hijo, Secretario General.
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señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresados, y fue
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que
certifico. (Firmado): Ernesto Curiel hijo.

SENTENCIA DE FECHA 22 DE SEPTIEMBRE DEL 1971.

Materia: Correccional.
•

Recurrente: Céspedes Sena Rivas (Diputado al Congreso Nacional
por la Provincia de Bahoruco).

Dios,Tatria y Libertad.
República Dominicana.

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Manuel Ra-
món Ruiz Tejada, Presidente; Fernando E. Ravelo de la
Fuente, Primer Sustituto de Presidente; Manuel A. Amia-
ma, Segundo Sustituto de Presidente; Manuel D. Bergés
Chupani, Francisco Elpidio Beras, Joaquín M. Alvarez Pe-
relló, Juan Bautista Rojas Almánzar y Santiago Osvaldo
Rojo Carbuccie, asistidos del Secretario General, en la Sa-
la donde celebra sus audiencias, en la ciudad de Santo Do-
mingo de Guzmán, Distrito Nacional, hoy día 22 del mes
de septiembre de 1971, años 128' de la Independencia y
109' de la Restauración, dicta en audiencia pública y en
única instancia, la siguiente sentencia:

En la causa correccional seguida a Céspedes Sena Ri-
vas, dominicano, mayor de edad, casado, Diputado al Con-
greso Nacional por la Provincia de Bahoruco, residente en
el Municipio de Villa Jaragua, cédula No. 310, serie 78,
prevenido del delito de violación a la Ley No. 2402, de 1950,
sobre asistencia obligatoria de los hijos menores de 18
años, en perjuicio de sus hijos Exnicso Niobelis y Reynal-
da Niobelis, procreados con Zoraida María Ferreras Pérez,
dominicana, mayor de edad, soltera, de ocupación of. do-
mésticos, cédula No. 550, serie 78, domiciliada y residente
en la calle María Trinidad Sánchez No. 13, del Municipio
de Villa Jaragua, Provincia de Bahoruco;
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Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol;
Oídlo al prevenido en sus generales de ley;
Oído al Magistrado Procurador General de la Repú

blica en la exposición de los hechos;
Oído al secretario en la lectura de las piezas del ex-

pediente;
Oída la declaración de la querellante Zoraida María

Ferreras;
Oídas las declaraciones del prevenido Céspedes Sena

Rivas;
Oído el dictamen del Magistrado Procurador General

de la República; que termina as: "Que se descargue al pre-
venido por no haber violado la ley 2402 y que se le fije-
la suma de $40.00 mensuales de pensión";

Resulta que el día 9 de diciembre de 1970, Zoraida Fe-
rreras  Pérez presentó querella por ante el Magistrado Pro-
curador General de la República, contra Céspedes Sena
Rivas, Diputado al Congreso Nacional, por no atender a
sus obligaciones de padre con respecto a dos menores que
ambos han procreado;

Resulta que en fecha 12 de mayo de 1971, se agotó an-
te la Procuraduría General de la República, y previa cita-
ción de las partes, el preliminar de conciliación, no llegan-

' dose a conciliación alguna;

Resulta que en fecha 24 de mayo de 1971, el Procura.
dor General de la República apoderó del caso a la Supre-
ma Corte de Justicia, mediante requerimiento que así con-
cluye: "De las piezas de dicho expediente se infiere que el
señor Céspedes Sena Rivas, quien está investido de las fun-
ciones de Diputado al Congreso Nacional por la Provincia
de Bahoruco, no está cumpliendo con sus obligaciones de
padre respecto de sus hijos menores Exnicso Niobelis y
Reynalda Niobelis, de 6 y 2 años de edad, respectivamen-
te, procreados con la señora Zoraida María Ferreras Pé-
rez, lo que constituye una violación a la Ley No. 2402, so-

bre asistencia obligatoria de los hijos menores de diez y
ocho años";

Resulta que el Magistrado Presidente de la Suprema
Corte de Justicia por auto dictado al efecto fijó la audien-
cia pública del día 28 de junio de 1971, a las nueve de la
mañana, para conocer del caso, pero esa audiencia fue re-
enviada por inasistencia del prevenido, previa excusa pre-
sentada;

Resulta que por auto de fecha 2 de agosto de 1971, del
Magistrado Presidente de la Suprema Corte de Justicia se
fijó de nuevo la audiencia pública del día 13 de septiem-
bre de 1971, a las nueve de la mañana, para conocer del ca-
so, la cual audiencia se efectuó con el resultado que consta
en el acta levantada, y la que figura en el expediente; y
en ella se oyó a la querellante, el prevenido en su defensa
y el dictamen del Ministerio Público, precedentemente co-
piado, aplazándose el fallo para una próxima audiencia;

La Suprema Corte de Justicia después de haber deli-
berado;

Considerando que la madre querellante Zoraida María
Ferreras Pérez, le declaró a la Suprema Corte de Justicia
que ella y el prevenido tienen dos hijos menores; que "él
está al día en el pago de la pensión, pero que ella lo que
quiere es que se la aumenten"; que ambos llegaron a un
acuerdo para que la pensión sea de RD$40.00 mensuales
para los dos menores; agregando: "El prevenido nunca ha
dejado de pasarme la pensión. Lo que yo quiero es que la
aumenten";

Considerando que a su vez el prevenido admitió que
los menores eran hijos suyos; que siempre los ha atendido
de acuerdo a sus entradas; que él tiene otros hijos y su es-
posa; que como ahora gana más está de acuerdo en que se
fije una pensión de cuarenta pesos;

Considerando que de conformidad con los hechos así
establecidos es evidente que el prevenido no se ha negado
en ningún momento a cumplir con sus obligaciones de pa-
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dre, por lo cual no ha incurridc en la violación a la- Ley
No. 2402, de 1950, y debe ser descargado del delito que se
le imputa por no haberlo cometido;

Considerando que en cuanto a la pensión teniendo en
cuenta las necesidades de los menores y las posibilidades
económicas de ambos padres, según lo determina la ley, y
muy especialmente que las dos partes llegaron a la conclu-
sión de que una pensión de $40.00 mensuales es suficiente
para dichos menores, procede fijar en dicha suma la cita-
da pensión;

Vistos los artículos 67, inciso lro. de la Constitución
de la República; y 1 y 2 de la Ley No. 2402, de 1950; y el
párrafo IV del artículo 4 de la misma ley, que dicen así:
El artículo 67, inciso lro. de la Constitución dice as: "Art.
67.— Corresponde exclusivamente a la Suprema Corte de
Justicia, sin perjuicio de las demás atribuciones que le con-
fiere la ley: 1.— Conocer en única instancia de las causas
penales seguidas al Presidente y al Vicepresidente de la
República, a los Senadores, Diputados, Secretarios de Es-
tado, Subsecretarios de Estado, Jueces de la Suprema Cor-
te de Justicia, Procurador General de la República, Jueces
y Procuradores Generales de las Cortes de Apelación, Abo-
gado del Estado ante el Tribunal de Tierras, Jueces del
Tribunal Superior de Tierras, a los miembros del Cuerpo
Diplomático, de la Junta Central Electoral y de la Cáma-
ra de Cuentas"; Los artículos 1 y 2, y el inciso IV del ar-
tículo 4 de la Ley No. 2402, del 1950, dicen así: "Art. 1.—
La obligación de los padres de atender a sus hijos menores
de 18 años es de orden público y de interés social. En con-
secuencia, el padre en primer término, y la madre, des-
pués están obligados a alimentar, vestir, sostener, educar
y procurar alberque a sus hijos menores de 18 años que
hayan nacido o no dentro del matrimonio, de acuerdo con
las necesidades de los menores y en relación con los m e

-dios de que puedan disponer los padres"; "Art. 2.— El pa-
dre o la madre que faltare a esas obligaciones, o se nega-
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Primero: Descarga al prevenido Céspedes Sena Rivas,
Diputado al Congreso Nacional, del delito puesto a su car-
go por no haberlo cometido; Segundo: Fija en $40.00 men-
suales la suma que deberá pasar el prevenido Céspedes Se-
na Rivas para la manutención de sus dos hijos menores
Exnicso Niobelis y Reynalda Niobelis, procreados con Zo-
raida María Ferreras; Tercero: Declara las costas de ofi-
cio.

(Firmados): Manuel Ramón Ruiz Tejada.— Fernando
E. Ravelo de la Fuente.— Manuel A. Amiama.— Manuel
D. Bergés Chupani.— Francisco Elpidio Beras.— Joaquín
M. Alvarez Perelló.— Juan Bautista Rojas Almánzar.—
Santiago Osvaldo Rojo Carbuccia.— Ernesto Curiel hijo,
Secretario General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los
Señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la
audiencia pública del día, mes y año en él expresados y
fue firmada, leída y publicada por mí, Secretario General
que certifico. (Firmado): Ernesto Curiel hijo.

re a cumplirlas y persista en su negativa después de haber
sido requerido a ello, sufrirá la pena de dos años de pri-
sión correccional, la cual se impondrá de igual modo si en- ,
tre la fecha del requerimiento y la fecha de la audiencia 

1

correspondiente, han transcurrido más de once días"; "Pá-
rrafo IV.— En los casos que procedan, el Tribunal, por la
misma sentencia, fijará el monto de las obligaciones";

Por tales motivos, la Suprema Corte de Justicia admi-
nistrando justicia en nombre de la República, por autori-
dad de la Ley y en virtud de los artículos citados:

FALLA:



2692 BOLETIN JUDICIAL BOLETIN JUDICIAL	 2693    

dre, por lo cual no ha incurrido en la violación a la- Ley
No. 2402, de 1950, y debe ser descargado del delito que se
le imputa por no haberlo cometido;

Considerando que en cuanto a la pensión teniendo en
cuenta las necesidades de los menores y las posibilidades
económicas de ambos padres, según lo determina la ley, y
muy especialmente que las dos partes llegaron a la conclu-
sión de que una pensión de $40.00 mensuales es suficiente
para dichos menores, procede fijar en dicha suma la cita-
da pensión;

Vistos los artículos 67, inciso 1ro. de la Constitución
de la República; y 1 y 2 de la Ley No. 2402, de 1950; y el
párrafo IV del artículo 4 de la misma ley, que dicen así:
El artículo 67, inciso 1ro. de la Constitución dice as: "Art.
67.— Corresponde exclusivamente a la Suprema Corte de
Justicia, sin perjuicio de las demás atribuciones que le con-
fiere la ley: 1.— Conocer en única instancia de las causas
penales seguidas al Presidente y al Vicepresidente de la
República, a los Senadores, Diputados, SecretariOs de Es-
tado, Subsecretarios de Estado, Jueces de la Suprema Cor-
te de Justicia, Procurador General de la República, Jueces
y Procuradores Generales de las Cortes de Apelación, Abo-
gado del Estado ante el Tribunal de Tierras, Jueces del
Tribunal Superior de Tierras, a los miembros del Cuerpo
Diplomático, de la Junta Central Electoral y de la Cáma-
ra de Cuentas"; Los artículos 1 y 2, y el inciso IV del ar-

tículo 4 de la Ley No. 2402, del 1950, dicen así: "Art. 1.—
La obligación de los padres de atender a sus hijos menores
de 18 años es de orden público y de interés social. En con-
secuencia, el padre en primer término, y la madre, des-
pués están obligados a alimentar, vestir, sostener, educar
y procurar alberque a sus hijos menores de 18 años que
hayan nacido o no dentro del matrimonio, de acuerdo con
las necesidades de los menores y en relación con los me-
dios de que puedan disponer los padres"; "Art. 2.— El pa-
dre o la madre que faltare a esas obligaciones, o se nega-

re a cumplirlas y persista en su negativa después de haber
sido requerido a ello, sufrirá la pena de dos años de pri-
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SEGUNDO: Reenvía para la audiencia pública del día 28
de abril de 1970, a las 9 horas de la mañana, la causa
seguida al nombrado Máximo José Veras, prevenido del de-
lito de violación a la Ley 241, en perjuicio de Telésforo
María Cornelio, a fin de practicar un descenso al lugar del
hecho y oir los testigos en ese lugar, valiendo citación para
el prevenido Máximo José Veras y su abogado Dr. Gre-
gorio de Jesús Batista Gil; para la parte civil constituída,
Telésforo María Cornelio, y su abogado Dr. Hugo • Fran-
cisco Alvarez Valencia, y para los testigos Juan Medrano,
Silvio Antonio Rojas, Florencio de la Rosa y Florentino
Ulloa. TERCERO: Condena a la Cía. de Seguros Pepín,
S. A., al pago de las costas procedentes en lo relativo a su
recurso de apelación, y en cuanto al fondo del asunto las
reserva";

Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol;
Oído al Dr. Hugo Francisco Alvarez V., cédula No.

20267, serie 47, abogado de Telésforo María Cornelio, per-
-ona constituida en parte civil, interviniente en esta ins-
' anda;

Oído el dictamen del Magistralo Procurador General
de la República;

Visto el escrito de intervención firmado por el Dr.
Hugo Francisco Alvarez V.;

-4	 Vista el acta del recurso de casación levantada en la
Secretaría de la Corte a-qua, en fecha 11 de agosto de
i 970, a requerimiento de la Compañía de Seguros Pepín,
S. A., recurrente, en la cual no se invoca ningún medio
determinado de casación;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los artículos 1, 37 y 65 de la Ley sobre
Procedimiento de Casación;

Considerando que al tenor del artícuo 37 de la Ley
sobre Procedimiento de Casación, cuando el recurso de ca-
sación sea interpuesto por el Ministerio Público, por la

Dios, Patria y Libertad.
República Dominicana.

En Nombre de la República, la Suprema Corte de
Justicia, regularmente constituída por los Jueces Manuel
Ramón Ruiz Tejada, Presidente; Fernando E. Ravelo de
la Fuente, Primer Sustituto de Presidente; Manuel A.
Amiama, Segundo Sustituto de Presidente; Manuel D. Ber-
gés Chupani, Francisco Elpidio Beras, Joaquín M. Alvarez
Perelló, y Juan Bautista Rojas Almánzar, asistidos del
Secretario General, en la Sala donde celebran sus audien-
cias, en la ciudad de Santo Domingo de Guzmán, Distrito
Nacional, hoy día 22 de Septiembre del año 1971, años
128' de la Independencia y 109' de la Restauración, dicta
en audiencia pública, como corte de casación, la siguiente
sentencia:

Sobre el recurso de casación interpuesto por la Com-
pañía de Seguros Pepín, S. A., contra la sentencia dictada
por la Corte de Apelación de La Vega, en sus atribuciones
correccionales, en fecha 16 de febrero de 1970, cuyo dis-
positivo dice así: "FALLA: PRIMERO: Declara inadmisi-
ble el recurso de apelación interpuesto por la Cía. de Se-
guros Pepín, S. A., por haber sido hecho tardíamente.

SENTENCIA DE FECHA 22 DE SEPTIEMBRBE DE 1971

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de La Vega de fecha
16 de febrero de 1970.

Materia: Correccional.

Itecurrente de Seguros Pepín, S. A.
Interviniente: Telésforo María Cornelio.

Abogado: Dr. Hugo Francisco Alvarez V.
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SENTENCIA DE FECHA 22 DE SEPTIEIVIBRBE DE 1971

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de La Vega de lecha

16 de febrero de 1970.

Materia: Correccional.

Recurrente de Seguros Pepín, S. A.

Interviniente: Telésforo María Cornelio.

Abogado: Dr. Hugo Francisco Alvarez V.
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Ramón Ruiz Tejada, Presidente; Fernando E. Ravelo de
la Fuente, Primer Sustituto de Presidente; Manuel A
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Secretario General, en la Sala donde celebran sus audien-
cias, en la ciudad de Santo Domingo de Guzmán, Distrito
Nacional, hoy día 22 de Septiembre del año 1971, años
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positivo dice así: "FALLA: PRIMERO: Declara inadmisi-
ble el recurso de apelación interpuesto por la Cía. de Se-
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Oído el dictamen del Magistralo Procurador General
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Visto el escrito de intervención firmado por el Dr.
Hugo Francisco Alvarez V.;

Vista el acta del recurso de casación levantada en la
Secretaría de la Corte a-qua, en fecha 11 de agosto de
J970, a requerimiento de la Compañía de Seguros Pepín,
S. A., recurrente, en la cual no se invoca ningún medio
determinado de casación;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los artículos 1, 37 y 65 de la Ley sobre
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sobre Procedimiento de Casación, cuando el recurso de ca-
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parte civil constituida o por la persona puesta en causa co-
mo civilmente responsable, el depósito de un memorial, con
la exposición de los medios en que se funda, será obligato-
rio a pena de nulidad, si no se ha motivado el recurso en
la declaración correspondiente;

Considerando que en el presente caso, la recurrente
no expuso al declarar su recurso de casación los medios que
les sirvirían de fundamento, ni han presentado luego, me-
morial alguno contentivo de dichos medios; por lo cual,
en tales condiciones, el recurso que se examina, resulta
bulo al tenor del artículo 37 de la Ley sobre Procedimiento
de Casación;

Por tales motivos, Primero: Admite como intervinien-
te a Telésforo María Cornelio; Segundo: Declara nulo el
recurso de casación interpuesto por la Compañía de Segu-
ros Pepín, S. A., contra la sentencia dictada por la Corte
de Apelación de La Vega, en sus atribuciones correccio-
nales, en fecha 1-6 de febrero de 1970, cuyo dispositivo ha
sido copiado en parte anterior del presente fallo; y Tercero:
Condena a la recurrente al pago de las costas, con distrac-
ción de las mismas en provecho del Dr. Hugo Francisco
Alvarez V., quien las ha avanzado en su totalidad.

(Firmados).— Manuel Ramón Ruiz Tejada.— Fernan-
E . Ravelo de la Fuente.— Manuel A. Amiama.— Manuel
D. Bergés Chupani.— Francisco Elpidio Beras.— Joaquín
M. Alvarez Perelló.— Juan Bautista Rojas Almánzar. —
Ernesto Curiel hijo, Secretario General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la
audiencia pública, del día, mes y año en él expresados Y

fue firmada, leída y publicada por mí, Secretario General
que certifico. (Fdo.) Ernesto Curiel hijo.

SENTENCIA DE FECHA 27 DE SEPTIEMBRE DEL 1971

Sentencia impugnada: Cámara Civil, Comercial y de Trabajo del
Distrito Judicial de La Vega, de fecha 18 de diciembre
de 1970.

Materia: Civil.

Recurrente: Leonidas Mejía Tolentino.
Abogados:  Dres. Roberto A. Rosario Peña y Juan Luperón V.

Recurrido: Rafael González Ventura (Defecto).

Dios, Patria y Libertad.
República Dominicana.

En Nombre de la República, la Suprema Corte de
Justicia, regularmente constituida por los Jueces Manuel
Ramón Ruiz Tejada, Presidente; Fernando E. Ravelo de
la Fuente, Primer Sustituto de Presidente; Manuel D. Ber-
gés Chupani, Joaquín M. Alvarez Perelló, Juan Bautista
Rojas Almánzar y Santiago Osvaldo Rojo Carbuccia, asis-
tidos del Secretario General, en la Sala donde celebra sus
audiencias, en la ciudad de Santo Domingo de Guzmán,
Distrito Nacional, hoy día 27 de Septiembre del año 1971,
años 128' de la Independencia y 109' de la Restauración,
dicta en audiencia pública, como corte de casación, la si-
guiente sentencia:

Sobre el recurso de casación interpuesto por Leonidas
Mejía Tolentino, dominicana, mayor de edad, soltera, de
quehaceres domésticos, cédula No. 60629, serie 31, domi-
ciliada en la casa No. 75 de la calle Las Mercedes, de la
ciudad de Bonao, contra la sentencia No. 864, dictada en
sus atribuciones civiles y como tribunal de segundo grado,
Por la Cámara Civil, Comercial y de Trabajo del Distrito
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SENTENCIA DE FECHA 27 DE SEPTIEMBRE DEL 1971

Sentencia impugnada: Cámara Civil, Comercial y de Trabajo del
Distrito Judicial de La Vega, de fecha 18 de diciembre
de 1970.

materia: Civil.

Recurrente: Lecnidas Mejía Tolentino.
Abogados: Dres. Roberto A. Rosario Peña y Juan Luperón V.

Recurrido: Rafael González Ventura (Defecto).

Dios, Patria y Libertad.
República Dominicana.

' 	 En Nombre de la República, la Suprema Corte de
Justicia, regularmente constituida por los Jueces Manuel
Ramón Ruiz Tejada, Presidente; Fernando E. Ravelo de
la Fuente, Primer Sustituto de Presidente; Manuel D. Ber-
gés Chupani, Joaquín M. Alvarez Perelló, Juan Bautista
Rojas Almánzar y Santiago Osvaldo Rojo Carbuccia, asis-
tidos del Secretario General, en la Sala donde celebra sus
audiencias, en la ciudad de Santo Domingo de Guzmán,
Distrito Nacional, hoy día 27 de Septiembre del año 1971,
años 128' de la Independencia y 109' de la Restauración,
dicta en audiencia pública, como corte de casación, la si-
guiente sentencia:

Sobre el recurso de casación interpuesto por Leonidas
Mejía Tolentino, dominicana, mayor de edad, soltera, de
quehaceres domésticos, cédula No. 60629, serie 31, domi-

0 .E ciliada en la casa No. 75 de la calle Las Mercedes, de la

Sí_
ciudad de Bonao, contra la sentencia No. 864, dictada en
sus atribuciones civiles y como tribunal de segundo grado,
por la Cámara Civil, Comercial y de Trabajo del Distrito
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parte civil constituida o por la persona puesta en causa co-
mo civilmente responsable, el depósito de un memorial, con
la exposición de los medios en que se funda, será obligato-
rio a pena de nulidad, si no se ha motivado el recurso en
la declaración correspondiente;

Considerando que en el presente caso, la recurrente
no expuso al declarar su recurso de casación los medios que
les sirvirían de fundamento, ni han presentado luego, me-
morial alguno contentivo de dichos medios; por lo cual,
en tales condiciones, el recurso que se examina, resulta
nulo al tenor del artículo 37 de la Ley sobre Procedimiento
de Casación;

Por tales motivos, Primero: Admite como intervinien-
te a Telésforo María Cornelio; Segundo: Declara nulo el
recurso de casación interpuesto por la Compañía de Segu-
ros Pepín, S. A., contra la sentencia dictada por la Corte
de Apelación de La Vega, en sus atribuciones correccio-
nales, en fecha 1-8 de febrero de 1970, cuyo dispositivo ha
sido copiado en parte anterior del presente fallo; y Tercero:
Condena a la recurrente al pago de las costas, con distrac-
ción de las mismas en provecho del Dr. Hugo Francisco
Alvarez V., quien las ha avanzado en su totalidad.

(Firmados).— Manuel Ramón Ruiz Tejada.— Fernan-
E . Ravelo de la Fuente.— Manuel A . Amiama.— Manuel
D. Bergés Chupani.— Francisco Elpidio Beras.— Joaquín
M. Alvarez Perelló.— Juan Bautista Rojas Almánzar .—
Ernesto Curiel hijo, Secretario General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la
audiencia pública, del día, mes y año en él expresados y
fue firmada, leída y publicada por mí, Secretario General
que certifico. (Fdo.) Ernesto Curiel hijo.
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Judicial de La Vega, en fecha 18 de diciembre de 1970,
cuyo dispositivo se copia más adelante;

Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol;
Oído al Dr. Manuel Ferreras Pérez, cédula No. 5891

serie lra., en la lectura de sus conclusiones, en represen-
tación de los Doctores Róberto A. Rosario Peña, cédula
No. 14879, serie 48, y Juan Luperón Vásquez, cédula No.
24229, serie 18, abogados de la recurrente;

Oído el dictamen del Magistrado Procurador Gener.~
de la República;

Visto el memorial de casación de la recurrente, sus-
crito por sus abogados, depositado en la Secretaría de la
Suprema Corte de Justicia el día 22 de febrero de 1971, y
en el cual se invocan contra la sentencia impugnada, los
medios que luego se indican;

Vista la Resolución de la Suprema Corte de Justicia
de fecha 26 de abril de 1971, mediante la cual se pronun-
ció el defecto del recurrido, Rafael González Ventura;

La Suprema Corte de Justicia después de haber dé=
liberado y vistos los artículos 1 y siguientes de la ley 483
de 1964 y sus modificaciones, 141 del Código de Procedi-
miento Civil y 1 y 65 de la Ley sobre Procedimiento le

Casación;

Considerando que en la sentencia impugnada y en los
documentos a que ella se refiere, consta: a) que con motivo
de la venta de un automóvil hecha por la hoy recurrente
al hoy recurrido, el Juzgado de Paz del Municipio de Mon-
señor Nouel, dictó el día 18 de Agosto de 1970, su Auto
No. 30, cuyo dispositivo es el siguiente: "Resolvemos: Pri-
mero: Ordenar, como al efecto ordenamos, que por Minis-
terio de Alguacil y a requerimiento de la señora Leonidas
Mejía Tolentino, quien tiene como abogado y apoderado
especial al Dr. Roberto A. Rosario Peña, se proceda a la
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incautación del Carro Marca Chevrolet, Modelo "Biscay-
ne" del año 1963, color blanco, matriculado con el No.26548, en cualquiera manos en que se encuentre y el cualfue vendido condicionalmente al señor Rafael González y
Ventura; Segundo: Advertir, como al efecto advertimos,
ciue la señora Leonidas Mejía Tolentino, por conducto de,
abogado y apoderado especial, deberá observar todas y
cada una de las formalidades que son necesarias para ladebida ejecución del presente auto de incautación, ejecu-
torio no obstante cualquier recurso incidental de oposición
o apelación al mismo"; b) que contra ese Auto, González
interpuso el recurso de a pelación; c) que en fecha 13 de
noviembre de 1970, la Cámara Civil, Comercial y de Tra-
bajo del Distrito Judicial de La Vega, dictó una sentencia
cuyo dispositivo es el siguiente: "FALLA: Primero: Acoge
las conclusiones presentadas en audiencia por la parte in-
timada Leonidas Mejía Tolentino, por conducto de sus abo-
gados constituídos y en parte las conclusiones de la parteintlmante, por conducto de su abogado constituido Dr.Flector Aurelio Abréu Genao y en consecuencia, DEBE:ordenar la comunicación de las piezas y documentos de aueharán uso en la presente demanda las partes, específica-
mente el contrato de venta condicional de muebles, objetodel presente recurso de apelación y la patente expedidapor la Colecturío de Rentas Internas, por la parte intimadaseñora 

Leonidas Mejía Tolentino, por depósito de piezas ensecretaría de este tribunal y que dicha comuni cación depiezas sea recíproca; Segundo: Se reservan las costas'; d)que posteriormente intervino el fallo ahora impugnado cu-yo dispositivo es el siguiente: "FALLA: PRIMERO: Rati-fica el defecto pronunciado en audiencia contra la señoraLeonidas Mejía Tolentino, parte intimada, por no haberconcluido, no obstante haber sido regularmente emplaza-da; SEGUNDO: Declara bueno y vá l ido, en cuanto a laforma, el presente recurso de a pelación, por haberse in-te
ntado en tiempo hábil y conforme a la ley; TERCERO:

41,1	 40
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Judicial de La Vega, en fecha 18 de diciembre de 1970 -
cuyo dispositivo se copia más adelante;

Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol;
Oído al Dr. Manuel Ferreras Pérez, cédula No. 58913,

serie lra., en la lectura de sus conclusiones, en represen-
tación de los Doctores Roberto A. Rosario Peña, cédula:4'-
No. 14879, serie 48, y Juan Luperón Vásquez, cédula No.11.
24229, serie 18, abogados de la recurrente;

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General
de la República;

Visto el memorial de casación de la recurrente, sus-

crito por sus abogados, depositado en la Secretaría de la
Suprema Corte de Justicia el día 22 de febrero de 1971, y
en el cual se invocan contra la sentencia impugnada, los
medios que luego se indican;

Vista la Resolución de la Suprema Corte de Justicia
de fecha 26 de abril de 1971, mediante la cual se pronun-
ció el defecto del recurrido, Rafael González Ventura;

La Suprema Corte de Justicia después de haber de-
liberado y vistos los artículos 1 y siguientes de la ley 483
de 1964 y sus modificaciones, 141 del Código de Procedi-
miento Civil y 1 y 65 de la Ley sobre Procedimiento le
Casación;

Considerando que en la sentencia impugnada y en los
documentos a que ella se refiere, consta: a) que con motivo
de la venta de un automóvil hecha por la hoy recurrente
al hoy recurrido, el Juzgado de Paz del Municipio de Mon-
señor Nouel, dictó el día 18 de Agosto de 1970, su Auto
No. 30, cuyo dispositivo es el siguiente: "Resolvemos: Pri-
mero: Ordenar. como al efecto ordenamos, que por Minis-
terio de Alguacil y a requerimiento de la señora Leonidas
Mejía Tolentino, quien tiene como abogado y apoderado
especial al Dr. Roberto A. Rosario Peña, se proceda a la

BOLETIN JUDICIAL	 2699

incautacion del Carro Marca Chevrolet, Modelo "Biscay-
ne" del año 1963, color blanco, matriculado con el No.
26548, en cualquiera manos en que se encuentre y el cual
"ue vendido condicionalmente al señor Rafael González y
ventura; Segundo: Advertir, como al efecto advertimos,
que la señora Leonidas Mejía Tolentino, por conducto de
abogado y apoderado especial, deberá observar todas y
cada una de las formalidades que son necesarias para la
debida ejecución del presente auto de incautación, ejecu-
torio no obstante cualquier recurso incidental de oposición
o apelación al mismo"; b) que contra ese Auto, González
interpuso el recurso de apelación; c) que en fecha 13 de
noviembre de 1970, la Cámara Civil, Comercial y de Tra-
bajo del Distrito Judicial de La Vega, dictó una sentencia
cuyo dispositivo es el siguiente: "FALLA: Primero: Acoge
jas conclusiones presentadas en audiencia por la parte in-
timada Leonidas Mejía Tolentino, por conducto de sus abo-
gados constituidos y en parte las conclusiones de la parte
hitimante, por conducto de su abogado constituido Dr.
Flector Aurelio Abréu Genao y en consecuencia, DEBE:
ordenar la comunicación de las piezas y documentos de aue
harán uso en la presente demanda las partes, específica-
mente el contrato de venta condicional de muebles, objeto
del presente recurso de apelación y la patente expedida
por la Colecturío de Rentas Internas, por la parte intimada
señora Leonidas Mejía Tolentino, por depósito de piezas en
secretaría de este tribunal y que dicha comun i cación de
piezas sea recíproca; Segundo: Se reservan las costas'; d)
que posteriormente intervino el fallo ahora impugnado cu-
yo dispositivo es el siguiente: "FALLA: PRIMERO: Rati-
fica el defecto pronunciado en audiencia contra la señora
Leonidas Mejía Tolentino, parte intimada, por no haber
concluido, no obstante haber sido regularmente emplaza- •
da; SEGUNDO: Declara bueno y vá l ido, en cuanto a laforma, el presente recurso de apelación, por haberse in-tentado en tiempo hábil y conforme a la ley; TERCERO:
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Acoge las conclusiones presentadas en audiencia por la par-
te intimante, por conducto de su abogado constituido y eri
consecuencia, debe: Revoca el Auto No. 30 de fecha die-
ciocho del mes de agosto del año 1970, dictado por el Ma-
gistrado Juez de Paz de Monseñor Nouel, y estatuyendo
de nuevo sobre la contestación, dejar el citado auto sin
ningún valor ni efecto; CUARTO: Ordena la devolució
inmediata, del vehículo incautado, el cual se encuentra ba
jo la guarda del ministerial Demetrio Antonio Bidó, algua-
cil de Estrados del Juzgado de Paz de Monseñor Nouel, en
favor del señor Rafael González Ventura; QUINTO: Or-
dena que la sentencia sea ejecutoria no obstante cualquier
recurso; SEXTO: Condena a la señora Leonidas Mejía To-
lentino, al pago de las costas del procedimiento en favor
del Dr. Héctor Aurelio Abréu Genao, abogalo, quien afir-
ma haberlas avanzado en su totalidad; SEPTIMO: Comi-
siona al ministerial del Jdo. Paz, Bonao, alguacil de Es-
trados de ese Tribunal, para la notificación de la presente
sentencia";

Considerando que la recurrente invoca en su memorial
el siguiente medio: Unico: Desnaturalización del contrato
de fecha 22 de enero de 1970.— Violación por falsa inter-
pretación y aplicación de la Ley 483 _de 1964, sobre venta
condicional de muebles, especialmente de los artículos 1,
11 y 21 de la misma.. Falsa aplicación de los Arts. 1101,
1134, 1135, 1144, 1156 y 1164 del Código Civil. Violación
al artículo 1315 del mismo Código y a la Regla General
obre La Prueba.— Violación de los artículos 1 de la Ley

362 de 1932 y 77, 78, 135 y 462 del Código de Procedimien

-to Civil.— Violación del Derecho de Defensa.— Violación
al Art. 141 del Código de Procedimiento Civil por falta,
ausencia o insuficiencia de motivos.— Falta de base le-
gal.— Falsa aplicación de la Ley 6186 de 1963 sobre Fo-
mento Agrícola";

Considerando que en su único medio de casación, la
recurrente alega en síntesis, lo siguiente: a) que a ella se
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e privó del uso normal y adecuado de su derecho de de-
fensa, pues no se le dieron los plazos legales para tomar y
dar comunicación de documentos; que, en efecto el plazo
le. gal, en virtud del acto de notificación de dicho fallo,
comenzaba para ella tomar comunicación de documentos
cl día 10 de Nov. de 1970 y terminaba el día 14 del- mis-
mo mes, el que al no ser laborable se extendía hasta el
Lunes 16 de ese mes; y, el otro plazo para ella depositar
documentos y dar comunicación se iniciaba el día 17 de
Nov. de 1970 y terminaba el día 21 que al resultar no
laborable se extendía hasta el Lunes 23 según fue reque-
rido y día que se celebró en defecto suyo la audiencia en
yue se conoció extemporáneamente del fondo del asunto,
o sea, dentro de los plazos de que disponía la recurrente
para dar cumplimiento a la comunicación de documentos;
y, para el supuesto de que los plazos de la recurrente ter-
minaban el día 19 y no el 23, resulta que la parte apelante
disponía en virtud de la sentencia de tres días francos, o
sea, 5 días a partir de esa fecha, que en este último su-
puesto terminaban el día 24 para tomar comunicación de
las piezas que pudiera depositar la recurrente, plazo éste
último al que no renunció el apelante, ya que nada a ese
respecto se expresa en la sentencia impugnada. No podía
pues celebrarse audiencia el día 23 de Noviembre de 1970,
porque evidentemente se violaba el derecho de defensa de
la exponente"; b) que el acto de venta intervenido entre
las partes tiene al final una cláusula que dice que "cuando
el comprador pague la totalidad de la suma adeudada, es-
tará libre de cargas respecto a la venta y compra forma-
l izada mediante este acto"; que esa cláusula significa que
esa venta quedaba regida por la ley 483 de 1964, sobre
venta condicional de Muebles, pues el comprador no ad-
quiría la propiedad del automóvil sino después de pagar
:a totalidad de la suma adeudada; c) que el juez a-quo alre

vocar el auto de incautación dictado por el Juzgado de
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Acoge las conclusiones presentadas en audiencia .por la par_
te intimante, por conducto de su abogado constituído y en
consecuencia, debe: Revoca el Auto No. 30 de fecha die-
ciocho del mes de agosto del año 1970, dictado por el Ma-
gistrado Juez de Paz de Monseñor Nouel, y estatuyendo
de nuevo sobre la contestación, dejar el citado auto sin
ningún valor ni efecto; CUARTO: Ordena la devolución
inmediata, del vehículo incautado, el cual se encuentra ba-
jo la guarda del ministerial Demetrio Antonio Bidó, algua-
cil de Estrados del Juzgado de Paz de Monseñor Nouel, en
favor del señor Rafael González Ventura; QUINTO: Or-'
dena que la sentencia sea ejecutoria no obstante cualquier.
recurso; SEXTO: Condena a la señora Leonidas Mejía To-
lentino, al pago de las costas del procedimiento en favor
del Dr. Héctor Aurelio Abréu Genao, abogalo, quien afir-
ma haberlas avanzado en su totalidad; SEPTIMO: Comi-
siona al ministerial del Jdo. Paz, Bonao, alguacil de Es-
trados de ese Tribunal, para la notificación de la presente.
sentencia";

Considerando que la recurrente invoca en su . memorial
el siguiente medio: Unico: Desnaturalización del contrato
de fecha 22 de enero de 1970.— Violación por falsa inter-
pretación y aplicación de la Ley 483 _de 1964, sobre venta
condicional de muebles, especialmente de los artículos 1,
11 y 21 de la misma. Falsa aplicación de los Arts. 1101,
1134, 1135, 1144, 1156 y 1164 del Código Civil. Violación
al artículo 1315 del mismo Código y a la Regla General
:obre La Prueba .— Violación de los artículos 1 de la Ley
362 de 1932 y 77, 78, 135 y 462 del Código de Procedimien

-to Civil.— Violación del Derecho de Defensa.— Violación
al Art. 141 del Código de Procedimiento Civil por falta,
ausencia o insuficiencia de motivos.— Falta de base le-
gal.— Falsa aplicación de la Ley 6186 de 1963 sobre Fo-
mento Agrícola";

Considerando que en su único medio de casación, la
recurrente alega en síntesis, lo siguiente: a) que a ella se
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e privó del uso normal y adecuado de su derecho de de-
fensa, pues no se le dieron los plazos legales para tomar y
dar comunicación de documentos; que, en efecto el plazo
legal, en virtud del acto de notificación de dicho fallo,
comenzaba para ella tomar comunicación de documentos
d. día 10 de Nov. de 1970 y terminaba el día 14 del- mis-
mo mes, el que al no ser laborable se extendía hasta el
Lunes 16 de ese mes; y, el otro plazo para ella depositar
documentos y dar comunicación se iniciaba el día 17 de
Nov. de 1970 y terminaba el día 21 que al resultar no
laborable se extendía hasta el Lunes 23 según fue reque-
rido y día que se celebró en defecto suyo la audiencia en
que se conoció extemporáneamente del fondo del asunto,
o sea, dentro de los plazos de que disponía la recurrente
para dar cumplimiento a la comunicación de documentos;
y, para el supuesto de que los plazos de la recurrente ter-
minaban el día 19 y no el 23, resulta que la parte apelante
disponía en virtud de la sentencia de tres días francos, o
sea, 5 días a partir de esa fecha, que en este último su-
puesto terminaban el día 24 para tomar comunicación de
las piezas que pudiera depositar la recurrente, plazo éste
último al que no renunció el apelante, ya que nada a ese
respecto se expresa en la sentencia impugnada. No podía
pues celebrarse audiencia el día 23 de Noviembre de 1970,
porque evidentemente se violaba el derecho de defensa de
la exponente"; b) que el acto de venta intervenido entre

oil las partes tiene al final una cláusula que dice que "cuando
el comprador pague la totalidad de la suma adeudada, es-
tará libre de cargas respecto a la venta y compra forma-
l izada mediante este acto"; que esa cláusula significa que
esa venta quedaba regida por la ley 483 de 1964, sobre

13	 venta condicional de Muebles, pues el comprador no ad-
quiría la propiedad del automóvil sino después de pagar
la totalidad de la suma adeudada; c) que el juez a-quo alrevocar el auto de incautación dictado por el Juzgado de
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Paz de Bonao, sobre la bale,de que en la especie no se fra.
taba de "una venta con prenda sin desapoderamiento" des.
naturalizó el referido contrato; d) que como en la especie
se trataba del incumplimiento de un contrato de venta con.
dicional, comprobado por el acto 133 del Alguacil Bidó, de

fecha 17 de julio de 1970, es obvio que la vendedora podía
requerir el auto de incautación previsto en el Art. 11 de
la ley 483 de 1964; que como ese auto no es susceptible de
ningún recurso, el comprador no podía interponer apela-
ción como lo hizo; que la Cámara a-qua debió declarar in-
admisible el recurso de apelación interpuesto ,sin que tu-
viera necesidad de embarcarse en interpretaciones altera-
doras de la esencia del contrato; el cual existe tan pronto
.201110 se conviene en "las condiciones" del mismo, indepen-
dientemente de lo que ce haya registrado o no, pues la au-
sencia del registro a lo que conduce es a la no oponibilidad
del acto a los terceros, y en cuanto a las partes, el vende-
dor condicional no puede prevalerse de la vía represiva pa-
ra perseguir al comprador en falta; e) que, finalmente la
sentencia impugnada carece de motivos respecto de por
qué admitió el recurso de apelación, conoció del fondo del
asunto y dispuso otras medidas totalmente incongruentes
y antijurídicas, todo lo cual conduce a una ausencia total
de motivos de hecho y de derecho que impiden a la Su-
prema Corte de Justicia verificar si en la especie se hizo
o no una correcta aplicación de la ley; Pero,

Considerando a) que según resulta de los documentos
del expediente depositados por los abogados de la vende-
dora ahora recurrente, es constante que desde el día 29 de
septiembre de 1970, el abogado de la parte adversa, le
ofreció al abogado de la hoy recurrente, por acto de Al-
guacil, comunicación de documentos, requiriéndole a su
vez, la comunicación de los suyos; que, si bien es verdad
que la sentencia del 13 de noviembre de 1970 que ordeno
formalmente la comunicación de documentos entre las par-

tes, se le notificó a la recurrente el día 14 de ese mismo
mes, y ese mismo día se le citó a comparecer el día 23 del
referido mes, ante la Cámara Civil de La Vega, para discu-
tir el fondo de la litis pendiente entre las partes también es
cierto que como en la especie se trataba de la apelación
de un auto de un Juez de Paz, que es cuestión sumaria y
como los abogados de la recurrente ya estaban enterados
de la comunicación de documento ofrecida es obvio que en
la especie los abogados de la recurrente tuvieron oportu-
nidad de presentar sus medios de defensa y de formular
ante los jueces del fondo los alegatos que hubiesen esti-
mado convenientes, máxime cuando fue dicha recurrente
la que en la audiencia de la Cámara Civil solicitó en pri-
mer término, la referida comunicación de documentos; que,
además, como la citación se hizo el da 14 de noviembre de
1970, para comparecer el día 23 de ese mismo mes, y como
la distancia entre Bona° y La Vega es de 41 kms., es claro
que a la hoy recurrente se le dieron los plazos correspon-
dientes, todo sin que ella pueda tener interés en que al
otro litigante no se le hubiesen dado los mismos plazos; que,
por otra parte. el estudio de los documentos depositados
por los abogados de la recurrente demuestra que ésta no
lólo tuvo oportunidad de invocar todos sus alegatos, sino
que no ha demostrado que la ausencia de algún documen-
te o el depósito tardío de algún documento de la parte
adversa, le hubiese impedido ejercer normalmente su de-
lecho de defensa;

Considrando b), e), d) y e) que en la especie, son cons-tantes los siguientes hechos: 1) que en fecha 22 de enero
de 1970, entre la señora Leonidas Mejía Tolentino y Ra-fael Gonzalez Ventura interno un acto que fue copiado tex-tualmente expresa: "Acto de venta bajo firma privada .—
Entre la señora Leonidas Mejía Tolentino, dominicana, ma-
yor de edad, soltera, do Oficios Domésticos, domiciliada y
residente en la casa No, 75 de la calle Las Mercedes de la
ciudad de Bonao. Municipio de Monseñor Nouel, cédula
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Paz de Bonao, sobre la bas'e de que en la especie no se tra-
taba de "una venta con prenda sin desapoderamiento" des.
naturalizó el referido contrato; d) que coma en la especie
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sólo tuvo oportunidad de invocar todos sus alegatos, sine
que no ha demostrad() que la ausencia de algún documen-
.c o el depósito tardío de algún documento de la parte
adversa, le hubiese impedido ejercer normalmente su de-
lecho de defensa;

Considrando b), c), d) y e) que en la especie, son cons-
: antes los siguientes hechos: 1) que en fecha 22 de enero
de 1970, entre la señora Leonidas Mejía Tolentino y Ra-
fael Gonzalez Ventura interno un acto que fue copiado tex-
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No. 60629, serie 31, sello al día, de una parte y de la ot
parte el señor Rafael González y Ventura, dominicano, mal
yor de edad casado, chofer, domiciliado y residente en la
calle Padre Fantino No. 1 (A), de la ciudad de Bonao. por-
tador de la cédula No. 35213, serie 47, sello al día, se ha
convenido y pactado lo siguiente: Primero: La señora Leo..
iddas Mejía Tolentino, por medio de este acto, Vende. Cede
y Transfiere, desde hoy y para siempre, con todas las ga-
rantías de derecho y :'in impedimento legal al señor Ra-
fael González y Ventura quien acepta lo siguiente: La to-
talidad de los derechos que como propietaria le correspon-
den del carro marca Chevrolet, modelo "Biscayne", del año
1963, color blanco, matriculado a su nombre con el No.
26548, que es el número de la placa. Segundo: El carro
vendido está Registrado bajo el No. 115204 de acuerdo a la
matrícula expedida a favor de la vendedora señora Leo-
nidas Mejía Tolentino.— Por este mismo acto se Autoriza
a la Oficina de Rentas Internas correspondientes a reali-
zar la transferencia de la Matrícula No. 26548 a favor del
comprador señor Rafael González y Vntura.— Tercero:
El precio de la presente venta ha sido convenido y pacta-
do entre las partes en la suma de Tres Mil Doscientos Pe-
sos Oro (RD$3,200.00) de cuya suma de Mil Trescientos
Pesos Oro (RD$1,300 .00) fueron recibidos satisfactoria men

-te por la vendedora de manos del comprador, obligándose
Rafael González y Ventura a pagar a la vendedora la can-
tidad de RD$425.00 los días 30 de cada mes, durante cua-
tro meses a partir de la fecha de este acto, hasta completar
la suma total de la venta que asciende a RD$3,200.00.—
La señora Leonidas Mejía Tolentino, Autoriza por medio
de este mismo acto a la señora Leonarda Reynoso, dom i

-nicana, mayor de edad, de Oficios domésticos, domicilia

-da y residente en la calle Las Mercedes No. 75, de esta
ciudad de Bonao, Municipio de Monseñor Nouel, portado-,0
ra de la cédula personal de Identidad No. 1511, serie 4°:

a cobrar el Importe de la referida suma al señor Rafael

onzález y Ventura, y expedir los recibos correspondientes
a cada suma legalmente recibida— Cuando el comprador
pague la totalidad de la suma adeudada, estará libre de
cargas respecto de la Venta y Compra formalizada median-
te este acto. Hecho en Dos Originales de un mismo tenor,
uno para cada una de las partes, en la ciudad de Bonao,
Municipio de Monseñor Nouel, hoy día 22 del mes de Ene-
ro del año Ml Novecientos Setenta (1970). Fdos). Leo-
nidas Mejía Tolentino, Vendedora.— Rafael González y
Ventura, Comprador.— Yo, Dr. Fausto Fernández Pérez.
Abogado Notario Público de los del Número del Municipio
de Monseñor Nouel, Certifico y Doy Fe, que por ante mi
han comparecido personalmente los señores Leonidas Me-
jía Tolentino y Rafael González Ventura, cuyas generales
constan en el presente Documento, y a quienes doy fe co-
nocer, los cuales han estampado sus firmas voluntariamen-
te en este Acto en mi presencia, declarándome bajo jura-
mento, que esa es la forma que ellos acostumbran a usar
en todos sus actos públicos y privados.— Fdo. Dr. Fausto
Fernández Pérez— Abogado Notario Público"; 2) que en
fecha 17 de julio de 1970, la vendedora intimó a González
,t pagarle la suma de S1,900.00 que según ella le adeuda-
ba; 3) que en fecha 17 de agosto de 1970, la vendedora
solicitó a la Juez de Paz de Bonao, dictar un auto de in-
cautación por tratarse de un comprador en falta; 4) que en
lecha 18 de Agosto de 1970, la indicada Juez dictó el auto
de. Incautación cuya parte dispositiva se ha transcrito an-
teriormente;;

Considerando que los Arts. 1 y 2 de la Ley 483 de 1964,
;nodificado este último por la Ley No. 42 de 1969, dispo-
nen lo siguiente: "Art.— Para los fines de esta ley se de-
nomina venta condicional de muebles, aquella en que se
conviene que el derecho de propidad no es adquirido por el
comprador mientras no haya pagado la totalidad del pre-
cio y cumplido las demás condiciones expresamente seña-
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a cada suma legalmente recibida— Cuando el comprador
pague la totalidad de la suma adeudada, estará libre de
cargas respecto de la Venta y Compra formalizada median-
te este acto. Hecho en Dos Originales de un mismo tenor,
uno para cada una de las partes, en la ciudad de Bonao,
Municipio de Monseñor Nouel, hoy día 22 del mes de Ene-
ro del año Ml Novecientos Setenta (1970). Fdos). Leo-
nidas Mejía Tolentino , Vendedora.-- Rafael González y
Ventura, Comprador.— Yo, Dr. Fausto Fernández Pérez.
Abogado Notario Púbico de los del Número del Municipio
de Monseñor Nouel, Certifico y Doy Fe, que por ante mi
han comparecido personalmente los señores Leonidas Me-
jía Tolentino y Rafael González Ventura, cuyas generales
constan en el presente Documento, y a quienes doy fe co-
nocer, los cuales han estampado sus firmas voluntariamen-
te en este Acto en mi presencia, declarándome bajo jura-
mento, que esa es la forma que ellos acostumbran a usar
en todos sus actos públicos y privados.— Fdo. Dr. Fausto
Fernández Pérez— Abogado Notario Público"; 2) que en
techa 17 de julio de 1970, la vendedora intimó a González
2. pagarle la suma de S1,900.00 que según ella le adeuda-
ba; 3) que en fecha 17 de agosto de 1970, la vendedora
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Considerando que los Arts. 1 y 2 de la Ley 483 de 1964,
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t:en lo siguiente: "Art.— Para los fines de esta ley se de-
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Jadas en el contrato. Art. 2.— En la oficina del Director'
del Registro Civil del Distrito Nacional y bajo la diree.:
ción de dicho funcionario, se establece el Registro Genera;
de Ventas Condicionales de Muebles, con carácter obliga..
torio. Art. 2.— En la oficina de los Directores de Registro
Civil de los Municipios, y bajo la dirección de dichos funcio-

narios, se establece el registro de ventas condicionales de
muebles con carácter obligatorio.— Se establece un Re-
gistro Central de contratos de ventas condicionales en la
Oficina del Registro Civil en Santo Domingo, donde serán
enviados por los Ayuntamientos respectivos los expedien
tes relativos a tales operaciones";	 (	 ‘\/-)

Considerando que de esos textos legales resulta que
para que una venta condicional de muebles quede prote-^;
gida en la forma excepcional que establece la Ley No.483,.
de 1964, antes citada, ee requiere que el vendedor haya re-
gistrado esa venta y haya pagado los impuestos correspon-
dientes, publicaciones que la Ley pone a cargo, en forma
imperativa, de dicho vendedor, pues tales requisitos le dan
la autenticidad y la publicidad requeridas para que el ven-
dedor pueda prevalerse de todas las dificultades excepcio-,
nales que ella establece;

Considerando que como se advierte de la lectura del:
referido acto de venta, dicha operación no está regida por
las disposiciones excepcionales de dicha ley, pues no hay
constancia de que la vendedora haya registrado esa venta,
ri haya pagado los impuestos correspondientes;

Considerando que como en la especie no se trataba d2
un asunto regido por dicha ley, el Auto indebidamente
dictado podía ser impugnado, como le fue, por el recurso
de apelación;

Considerando que como la sentencia impugnada sostu-
vo ese criterio, revocó el referdo auto y ordenó la devolu-
ción del automóvil indebidamente incautado, es evidente

cate al fallar de ese modo no incurrió en ninguno de los
\feios y violaciones denunciados; que, finalmente, la sen-

n impugnada contiene motivos de hecho y de derecho,
stueficciiaentes , pertinentes y congruentes, que justifican su dis-
positivo y han permitido a esta Suprema Corte de Justicia
verificar que en la especie se ha hecho una correcta apli-
cación de la ley; que, en consecuencia, los medios del re-
curso carecen de fundamento y deben ser desestimados;

Considerando que en la especie no procede estatuir
acerca de las costas, en razón de que la parte adversa, por
haber hecho defecto. no ha podido formular pedimento al-
guno al respecto;

Por tales motivos, Unico: Rechaza el recurso de casa-
ción interpuesto por Leonidas Mejía Tolentino, contra la
sentencia No. 864 dictada en sus atribuciones civiles por
!a Cámara Civil, Comercial y de Trabajo del Distrito Ju-
dicial de La Vega, en fecha 18 de diciembre de 1970, cuyo
dispositivo se ha copiado en parte anterior del presente
fallo.

(Firmados).— Manuel Ramón Ruiz Tejada.— Fernan-
do E. Ravelo de la Fuente.— Manuel D. Bergés Chupa-
ni.— Joaquín M. Alvarez Pere:ló.— Juan Bautista Rojas
Almánzar.— Santiago Osvaldo Rojo Carbuccia.— Ernes-
to Curiel hijo, Secretario General

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la
audiencia pública, del día, mes y año en él expresados y
fue firmada, leída y publicada por mí, Secretario General
que ?edifico. (Fdo.) Ernesto Curiel hijo.



aOLETIN JUDICIAL	 27072706	 DOLETIN JUDICIAL

ladas en el contrato. Art. 2.— En la oficina del Director'
del Registro Civil del Distrito Nacional y bajo la direc-
ción de dicho funcionario, se establece el Registro Genera!
de Ventas Condicionales de Muebles, con carácter obliga-
torio. Art. 2.— En la oficina de los Directores de Registro
Civil de los Municipios, y bajo la dirección de dichos funcio-
narios, se establece el registro de ventas condicionales de
muebles con carácter obligatorio.— Se establece un Re-
gistro Central de contratos de ventas condicionales en la
Oficina del Registro Civil en Santo Domingo, donde serán
enviados por los Ayuntamientos respectivos los expedier:
tes relativos a tales operaciones";	 (1(Cr- t `NI")

Considerando que de esos textos legales'resulta que
para que una venta condicional de muebles quede prote-
gida en la forma excepcional que establece la Ley No.48:
de 1964, antes citada, se requiere que el vendedor haya re-
gistrado esa venta y haya pagado los impuestos correspon-
dientes, publicaciones que la Ley pone a cargo, en form,
imperativa, de dicho vendedor, pues tales requisitos le da:.
la autenticidad y la publicidad requeridas para que el ven-
dedor pueda prevalerse de todas las dificultades excepcio-

	

.	 •
nales que ella establece;

Considerando que como se advierte de la lectura del'
referido acto de venta, dicha operación no está regida por

las disposiciones excepcionales de dicha ley, pues no hay
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dictado podía ser impugnado, como le fue, por el recurso
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Considerando que como la sentencia impugnada sostu-
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SENTENCIA DE FECHA 27 DE SEPTIEMBRE DEL 1971

Sentencia impugnada: Cámara Civil, Comercial y de Trabajo de
Trabajo de la Primera Circunscripción del Distrito Ju • •
de Santiago de fecha 19 de mayo de 1969.

Materia: Comercial.

Recui rente: Maximiliano Vásquez.
Abogado: Lic. Miguel A. Feliú.

Recurrido: Arismendy Peralta.
Abogados: Iic. R. A. Jorge Rivas y Dr. Vicente Dámaso Jorge Joh.

Dios, Patria y Libertad.
República Dominicana

En Nombre de la República, la Suprema Corte de
Justicia, regularmente constituida por los Jueces Manuel
Ramón Ruiz Tejada, Presidente; Fernando E. Ravelo de
la Fuente, Primer Sustituto de Presidente; Manuel D. Ber-
gés Chupani, Joaquín M. Alvarez Perelló, Juan Bautista
Rojas Almánzar y Santiago Osvaldo Rojo Carbuccia, asis-
tidos del Secretario General, en la Sala donde celebra sus
audiencias, en la ciudad de Santo Domingo, Distrito Na-
cional, hoy día 27 del mes de Septiembre del año 1971,
años 128' de la Independencia y 109' de la Restauración,
dicta en audiencia pública, como corte de casación, la si-
guiente sentencia:

Sobre el recurso de casación interpuesto por Maximi
llano Vásquez, dominicano, mayor de edad, soltero, tabla-
jero, domiciliado en la ciudad de Santiago, cédula No. 7677
serie 31, contra la sentencia dictada en sus atribuciones co- 	

Pot

merciales, por la Cámara Civil, Comercial y de Trabajo de
la Primera Circunscripción del Distrito Judicial de San-

jíago, en fecha 19 de mayo de 1969, cuyo dispositivo se
`copia mas adelante;

Otuo al Alguacil de turnó en la lectura dei rol;
Urna a la tira. beigica Sosa Peralta, ceauia 41a8, se-

iie 30, en representacion del Lic. Miguel A. keenu,.ccaula
.29.138, serie 31, abogado del recurrente, en la lectura de
sus conclusiones;

Oído al Dr. Franklin Cruz Salcedo, célula 49483, se-
rie 31, en representacion del Lic. R. A. Jorge Rivas, cé-
dula 429, serie 31, y del Dr. Vicente Dámaso Jorge Job,
cédula 43377, serie 31, abogados del recurrido en la lectura
ue sus conclusiones, recurrido que es Arismendi Peralta
Rojas, dominicano, agrimensor, casado, mayor de edad, cé-
dula 1945, serie 31, domiciliado en la casa No. 143 de la
calle Restauración, de la ciudad de Santiago;

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General
de la República;

Visto el memorial de casación del recurrente suscrito
i lor su abogado, depositado en la Secretaría de la Suprema
Corte de Justicia el lía 5 de agosto de 1969, y en el cual
se invocan contra la sentencia impugnada, los medios que
luego se indican;

Visto el memorial de defensa del recurrido, suscrito
por sus abogados;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado, y vistos los artículos 119 y 1315 del Código Civil,
130, 131, 193, 436 y 437 del Código de Procedimiento Civil,
1, 15 y 65 de la Ley sobre Procedimiento de Casación;

Considerando que es la sentencia impugnada y en los
c'ocumentos a que ella se refiere, consta: a) que con mo-
tivo de una demanda en cobro de la suma de 400.00 in-
tentada por Arismendy Peralta contra el hoy recurrente,
la Cámara Civil, Comercial y de Trabajo de la Primera
Circunscripción del Distrito Judicial de Santiago, dictó el
día 26 de junio de/1962, una sentencia cuyo dispositivo es

r
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SENTENCIA DE FECHA 27 DE SEPTIEMBRE DEL 1971

sentencia impugnada: Cámara Civil, Comercial y de Trabajo de
Trabajo de la Pritnera Circunscripción del Distrito Judicjai
de Santiago de fecha 19 de mayo de 1969.

Materia: Comercial.

Itecui rente: Maximiliano Vásquez.
Abogado: Lie. Miguel A. Feliú.

Recuiiido: Arismendy Peralta.
Ahogados: Iic. R. A. Jorge Rivas y Dr. Vicente Dámaso Jorge Job,

Dios, Patria y Libertad.
República Dominicana

En Nombre de la República, la Suprema Corte de
Justicia, regularmente constituida por los Jueces Manuel
Ramón Ruiz Tejada, Presidente; Fernando E. Ravelo de
la Fuente, Primer Sustituto de Presidente; Manuel D. Ber-
gés Chupani, Joaquín M. Alvarez Perelló, Juan Bautista
Rojas Almánzar y Santiago Osvaldo Rojo Carbuccia, asis-
tidos del Secretario General, en la Sala donde celebra sus
audiencias, en la ciudad de Santo Domingo, Distrito Na-
cional, hoy día 27 del mes de Septiembre del año 1971,
años 128' de la Independencia y 109' de la Restauración,
dicta en audiencia pública, como corte de casación, la si-s.guiente sentencia:

Sobre el recurso de casación interpuesto por Maximi
liano Vásquez, dominicano, mayor de edad, soltero, tabla-
jero, domiciliado en la ciudad de Santiago, cédula No. 7677
serie 31, contra la sentencia dictada en sus atribuciones co-
merciales, por la Cámara Civil, Comercial y de Trabajo de
la Primera Circunscripción del Distrito Judicial de San-

.liago, en fecha 19 de mayo de 1969, cuyo dispositivo se
, (:opia. mas adelante;

Oiuo al Alguacil de turnó en la lectura dei rol;
()ala a la 'J'a, beigica Sosa Peralta, ceauia 41o8, se-

ie 30, en representacion del Lic. IVliguel A.	 t'u, éeaula

.i.:9136, serie 31, abogaao ael recurrente, en la lectura de
sus conclusiones;

Oído al Dr . Franklin Cruz Salcedo, célula 49483, se-
rie 31, en representacion del Lic. R . A. Jorge Rivas, cé-
dula 429, serie 31, y del Dr. Vicente Dámaso Jorge Job,
cédula 43377, serie 31, abogados del recurrido en la lectura
'ue sus conclusiones, recurrido que es Arismendi Peralta
'Rojas, dominicano, agrimensor, casado, mayor de edad, cé-
dula 1945, serie .31, domiciliado en la casa No. 143 de la
alle Restauración, de la ciudad de Santiago;

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General
de la República;

Visto el memorial de casación del recurrente suscrito
por su abogado, depositado en la Secretaría de la Suprema
Corte de Justicia el lía 5 de agosto de 1969, y en el cual
se invocan contra la sentencia impugnada, los medios que
uego se indican;

Visto el memorial de defensa del recurrido, suscrito
por sus abogados;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado, y vistos los artículos 119 y 1315 del Código Civil,
130, 131, 193, 436 y 437 del Código de Procedimiento Civil,
1, 15 y 65 de la Ley sobre Procedimiento de Casación;

Considerando que es la sentencia impugnada y en los
documentos a que ella se refiere, consta: a) que con mo-
tivo de una demanda en cobro de la suma de $200.00 in-
tentada por Arismendy Peralta contra el hoy recurrente,
la Cámara Civil, Comercial y de Trabajo de la Primera
Circunscripción del Distrito Judicial de Santiago, dictó el
día 26 de junio de4962, una sentencia cuyo dispositivo es
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el siguiente: "Falla: Primero: Ratifica el defecto pronun-
ciado en audiencia contra el demandado, senor 1Viaximina-
no Vásquez, por no haber comparecido no obstante haber
sido legalmente citado; Segundo: Condena al referido señor
Maximiliano Vásquez, al pago inmediato en favor del se-
ñor Arismendy Peralta Rojas, de la suma de RD$200.00
(Doscientos Pesos Oro), por el concepto expresado en la
presente sentencia; Tercero: Contiena al señor Maximilia-
no Vásquez al pago de los intereses de dicha suma, a partir
de la fecha de la demanda; Cuarto: Condena al señor Ma-
ximiliano Vásquez, al pago de las costas del procedimiento,
crdenando su distracción en provecho del Lic. R . A. Jorge
Rivas, abogado, quien afirma estarlas avanzando en su ma-
yor parte; Quinto: Comisiona para la notificación de la
presente sentencia al Alguacil de Estrados de esta Cámara
Civil y Comercial, ciudadano Marcelino Núñez"; b) que
sobre el recurso de oposición interpuesto por V;squez con-
tra ese fallo, la Cámara a-qua dicto el 9 de junio de 1967,
una sentencia cuyo dispositivo es el siguiente: "Falla: Pri-
mero: Se ordena la comunicación recíprocas de documentos
a las partes en litis, por vía de Secretaría; ordenando que
esta comunicación se efectúe en el plazo legal a partir de
la notificación de esta sentencia; y Segundo: Reserva las
costas a fin de fallar respecto de ellas conjuntamente con
el fondo"; c) que después de realizada la referida comuni-
cación, y a pedimento de Vásquez, la indicada Cámara dic-
tó el día 5 de julio de 1968, una sentencia, cuyo dispositivo
cs el siguiente: "Falla: Primero: Se ordena la comparecen-
cia personal de las partes en litis, Sres. Maximiliano Vás-
quez y Arismendy Peralta Rojas, a fin de que en Cámara
ae Consejo y sin asistencia de consejeros depongan ante
este Tribunal acerca de los hechos que dieron lugar a la
presente litis; Segundo: Se fija el dia lunes nueve (9) del
mes de Septiembre del año mil novecientos sesenta y ocho
(1968), a las nuev (9) A .M., para la celebración de la in-

BOLETIN JUDICIAL	 2711

dicada medida de instrucción; Tercero: Se reservas las
costas a fin de fallarlas conjuntamente con el fondo"; d)
que después de realizada la comparecencia personal de las
partes, la Cámara a-qua dictó la sentencia ahora impugna-
da cuyo dispositivo es el siguiente: "Falla: Primero: De-
clara regular en cuanto a la forma el recurso de Oposición
intentado por el señor Maximiliano Vásquez, contra senten-
cia de este Tribunal de fecha 26 de Junio de 1962, rendida
a favor del señor Arismendy Peralta; Segundo: Rechaza en
cuanto al fondo el referido recurso de Oposición, por los
motivos expuestos y en consecuencia, confirma en todas
SUS partes la sentencia impugnada; Tercero: Condena a la
=parte que sucumbe señor Maximiliano Vásquez, al pago de
las costas ordenando su distracción en provecho del Lic.
R. A. Jorge Rivas, quien afirma estarlas avanzando en su
totalidad";

Considerando que el recurrente invoca en su memorial
de casación los siguientes medios: Primer Medio: Falta de
base legal.— Segundo Medio: Insuficiencia de motivos.
Tercer Medio: Desnaturalización de los hechos;

Considerando que en sus tres medios de casación, re-
inidos, el recurrente alega en síntesis, lo siguiente: a) que

el juez a-quo no ponderó la naturaleza del contrato que
se afirma creó la obligación a caigo de él, de pagar los
doscientos pesos, máxime cuando Vásquez ha venido ne-
e;ando no sólo la firma del pagará, sino la existencia de
toda negociación con PeValta; que esa omisión del juez
impide a la Suprema Corte de Justicia verificar si en la
espcie se hizo o no una correcta aplicación de la ley; b) que
la sentencia impugnada no contiene los motivos suficien-
tes en relación con la comparecencia personal de las par-
tes, pues omite hechos que pudieron conducir al "descono-
c imiento del escrito que le sirvió de fundamento a la de-
"tanda"; además, dicho juez no ordenó la verificación de
escritura propuesta por el recurrente; e) que el juez a-quo
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el siguiente: "Falla: Primero: Ratifica el defecto pronun-
ciado en audiencia contra el demanaado, senor Maximina-
no Vásquez, por no haber comparecido no obstante haber

sido legalmente citado; Segundo: Condena al referido señor
Maximiiiano Vásquez, al pago inmediato en favor del se-
ñor Arismendy Peralta Rojas, de la suma de RD$2u0.00
(Doscientos Pesos Oro), por el concepto expresado en la
presente sentencia; Tercero: Condena al señor Maximilia-
no Vásquez al pago de los intereses de dicha suma, a partir
de la fecha de la demanda; Cuarto: Condena al señor Ma-
ximiliano Vásquez, al pago de las costas del procedimiento,
ordenando su distraccion en provecho del Lic. R. A. Jorge
Rivas, abogado, quien afirma estarlas avanzando en su ma-
yor parte; Quinto: Comisiona para la notificación de la
presente sentencia al Alguacil de Estrados de esta Cámara
Civil y Comercial, ciudadano Marcelino Núñez"; b) que
sobre el recurso de oposición interpuesto por V;squez con-
tra ese fallo, la Cámara a-qua dicto el 9* de junio de 1967,
una sentencia cuyo dispositivo es el siguiente: "Falla: Pri-
mero: Se ordena la comunicación recíprocas de documentos
a las partes en litis, por vía de Secretaría; ordenando que
esta comunicación se efectúe en el plazo legal a partir de
la notificación de esta sentencia; y Segundo: Reserva las
costas a fin de fallar respecto de ellas conjuntamente con
el fondo"; e) que después de realizada la referida comuni-
cación, y a pedimento de Vásquez, la indicada Cámara dic-
tó el día 5 de julio de 1968, una sentencia, cuyo dispositivo
es el siguiente: "Falla: Primero: Se ordena la comparecen-
cia personal de las partes en litis, Sres. Maximiliano Vás-
quez y Arismendy Peralta Rojas, a fin de que en Cámara
ae Consejo y sin asistencia de consejeros depongan ante
este Tribunal acerca de los hechos que dieron lugar a la
presente litis; Segundo: Se fija el dia lunes nueve (9) del
mes de Septiembre del año mil novecientos sesenta y ocho
(1968), a las nuev (9) A.M., para la celebración de la in-
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dicada medida de instrucción; Tercero: Se reservas las
costas a fin de fallarlas conjuntamente con el fondo"; d)
que después de realizada la comparecencia personal de las
partes, la Cámara a-qua dictó la sentencia ahora impugna-
da cuyo dispositivo es el siguiente: "Falla: Primero: De-
clara regular en cuanto a la forma el recurso de Oposición
intentado por el señor Maximiliano Vásquez, contra senten-
cia de este Tribunal de fecha 26 de Junio de 1962, rendida
a favor del señor Arismendy Peralta; Segundo: Rechaza en
cuanto al fondo el referido recurso de Oposición, por los
motivos expuestos y en consecuencia, confirma en todas
sus partes la sentencia impugnada; Tercero: Condena a la
parte que sucumbé señor Maximiliano Vásquez, al pago de
las costas ordenando su distracción en provecho del Lic.
R. A. Jorge Rivas, quien afirma estarlas avanzando en su
totalidad";

Considerando que el recurrente invoca en su memorial
de casación los siguientes medios: Primer Medio: Falta de
base legal.— Segundo Medio: Insuficiencia de motivos.
Tercer Medio: desnaturalización de los hechos;

Considerando que en sus tres medios de casación, re-
unidos, el recurrente alega en síntesis, lo siguiente: a) que
Pi juez a-quo no ponderó la naturaleza del contrato que
c afirma creó la obligación a caigo de él, de pagar los

doscientos pesos, máxime cuando Vásquez ha venido ne-
gando no sólo la firma del pagaré, sino la existencia de
toda negociación con Peiralta; que esa omisión del juez
impide a la Suprema Corte de Justicia verificar si en la
espcie se hizo o no una correcta aplicación de la ley; b) que
la sentencia impugnada no contiene los motivos suficien-
tes en relación con la comparecencia personal de las par-
tes, pues omite hechos que pudieron conducir al "descono-
simiento del escrito que le sirvió de fundamento a la de-
Irlanda"; además, dicho juez no ordenó la verificación de
escritura provuesta por el recurrente; e) que el juez a-quo



•

jara condenar a Vásquez se basó únicamente en el hecho
aislado de la comparecencia personal, sin tomar en cuenta
que ese interrogatorio se hizo en corma contradictoria, sin
relacionar su resultado con los demás hechos de la com..
parecencia; Pero,

Considerando a), b), e) que el examen de la sentencia
impugnada pone de manifiesto que la juez del fondo para
pronunciar las condenaciones contra Vásquez en provecho
de Peralta, expuso en resumen, lo siguiente: 1 9 que Pe-
ralta presentó al Tribunal un documento que copiado tex-
tualmente expresa: "Debo al señor Arismendy Peralta, cé-
dula No. 1945, serie 31, la suma de doscientos pesos ($200.-
00) que he recibido en calidad de depósito y que me com-
prometo devolver el 27 de Agosto del presente año; $200.-
00, Stgo., julio 11 de 1958. Maximiliano Vásquez, cédula
7677, serie 31. Bueno y Válido por la suma de doscientos
pesos"; 2) que en vista de que Vásquez negaba el contenido
y la firma de ese documento, dicha. Juez, ordenó la com-
parecencia personal de las partes, y como resultado de esa
medida de instrucción llegó, como pudo hacerlo dentro de
sus facultades soberanas en esa materia, a la convicción de
que existía a cargo de Vásquez, esa obligacin, y que la fir-
ma que figura al pie del referido documento es igual a la
que Vásquez estampó, al firmar el acta de comparecencia
ante la referida Cámara; que todo eso podía hacerlo la in-
dicada Juez sin tener que recurrir al proced ; miento de ve-
rificación de escritura solicitado por el abogalo de Vásquez
y sin que dicho Juez tuviese necesidad de dar motivos adi-
cionales a los que dio acerca de la naturaleza de la obli-
gación contraída;

Considerando que, en otro orden de ideas, el examen
de las declaraciones de las partes contenidas en el acta de
comparecencia revela que a dichas declaraciones no se le
ha dado un sentido o alcance distintos al que realmente le
corresponden; que, finalmente, la sentencia impugnada con-
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tiene motivos de hecho y de derecho suficientes y perti-
nentes que han permitido a la Suprema Corte de Justicia
s erificar que en la especie se ha hecho una correcta apli-
cación de la ley; que, en consecuencia, los medios que se
examinan carecen de fundamento y leben ser desestimados;

Considerando que en el expediente figura un escrito
de ampliación del recurrente, de fecha 4 de agosto de 1971,
dia de la audiencia; que como en la especie no hay cons-
tancia de que ese escrito se le haya notificado al abogado
de la parte adversa, como lo requiere el Artículo 15 de la
Ley Sobre Procedimiento de Casación, dicho escrito no
puede ser tomado en cuenta;

Por tales motivos, Primero: Rechaza el recurso de ca-
sación interpuesto por 1Vlaximiliano Vásquez, contra la sen-
tencia dictada en sus atribuciones comerciales, por la Cá-
mara Civil, Comercial y de Trabajo de la Primera Circuns-
cripción del Distrito Judicial de Santiago, en fecha 19 de
marzo de 1969, cuyo dispositivo se ha copiado en parte
anterior del presente fallo; y, Segundo: Condena a Maximi-
liano Vásquez al pago de las costas, ordenándose la dis-
tracción de ellas en provecho del Lic. R. A. Jorge Rivas,
y del Dr. Vicente Dámaso Jorge Job, abogados del recu-
rrido, quienes afirman estarlas avanzando en su mayor
parte.

(Firmados): Manuel Ramón Ruiz Tejada .— Fernando
E. Ravelo de la Fuente.— Manuel D. Bergés Chupani.—
Joaquín M. Alvarez Perelló.— Juan Bautista Rojas Al-
mánzar.— Santiago Osvaldo Rojo Carbuccia.— Ernesto
iuriel hijo, Secretario General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la
audiencia pública del día, mes y año en él expresadcs,
fue firmada leída y publicada por mí, Secretario General,
ci lle certifico.— (Firmado): Ernesto Curiel hijo.
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jara condenar a Vásquez se basó únicamente en el hecho
aislado de la comparecencia personal, sin tomar en cuenta
que ese interrogatorio se hizo en corma contradictoria, sin
relacionar su resultado con los demás hechos de la corra
parecencia; Pero,

Considerando a), b), e) que el examen de la sentencia
impugnada pone de manifiesto que la juez del fondo para
pronunciar las condenaciones contra Vásquez en provecho
de Peralta, expuso en resumen, lo siguiente: 1 9 que Pe-
ralta presentó al Tribunal un documento que copiado tex-
tualmente expresa: "Debo al señor Arismendy Peralta, cé-
dula No. 1945, serie 31, la suma de doscientos pesos ($200.-
00) que he recibido en calidad de depósito y que me com-
prometo devolver el 27 de Agosto del presente año; $200.-
00, Stgo., julio 11 de 1958. Maximiliano Vásquez, cédula
7677, serie 31. Bueno y Válido por la suma de doscientos
pesos"; 2) que en vista de que Vásquez negaba el contenido
y la firma de ese documento, dicha Juez, ordenó la com-
parecencia personal de las partes, y como resultado de esa
medida de instrucción llegó, como pudo hacerlo dentro de
sus facultades soberanas en esa materia, a la convicción de
que existía a cargo de Vásquez, esa obligacin, y que la fir-
ma que figura al pie del referido documento es igual a la
nue Vásquez estampó, al firmar el acta de comparecencia
ante la referida Cámara; que todo eso podía hacerlo la in-
dicada Juez sin tener que recurrir al proced i miento de ve-
rificación de escritura solicitado por el abogalo de Vásquez
y sin que dicho Juez tuviese necesidad de dar motivos adi-
cionales a los que dio acerca de la naturaleza de la obli-
gación contraída;

Considerando que, en otro orden de ideas, el examen
de las declaraciones de las partes contenidas en el acta de
comparecencia revela que a dichas declaraciones no se le
ha dado un sentido -o alcance distintos al que realmente le
corresponden; que, finalmente, la sentencia impugnada con-

n motivos de hecho y de derecho suficientes y perti-
yttieente mesque han permitido a la Suprema Corte de Justicia
lerificar que en la especie se ha hecho una correcta apli-
cación de la ley; que, en consecuencia, los medios que se
examinan carecen de fundamento y leben ser desestimados;

Considerando que en el expediente figura un escrito
ae ampliación del recurrente, de fecha 4 de agosto de 1971,
dia de la audiencia; que como en la especie no hay cons-
tancia de que ese escrito se le haya notificado al abogado
de la parte adversa, como lo requiere el Artículo 15 de la
Ley Sobre Procedimiento de Casación, dicho escrito no
puede ser tomado en cuenta;

Por tales motivos, Primero: Rechaza el recurso de ca-
sación interpuesto por Maximiliano Vásquez, contra la sen-
tencia dictada en sus atribuciones comerciales, por la Cá-
mara Civil, Comercial y de Trabajo de la Primera Circuns-
cripción del Distrito Judicial de Santiago, en fecha 19 de
marzo de 1969, cuyo dispositivo se ha copiado en parte
anterior del presente fallo; y, Segundo: Condena a Maximi-
liano Vásquez al pago de las costas, ordenándose la dis-
tracción de ellas en provecho del Lic. R. A. Jorge Rivas,
y del Dr. Vicente Dámaso Jorge Job, abogados del recu-
irido, quienes afirman estarlas avanzando en su mayor
parte.

(Firmados): Manuel Ramón Ruiz Tejada.— Fernando
E. Ravelo de la Fuente.— Manuel D. Bergés Chupani
Joaquín M. Alvarez Perelló.— Juan Bautista Rojas Al-
mánzar.— Santiago Osvaldo Rojo Carbuccia .— Ernesto
iuriel hijo, Secretario General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la
audiencia pública del día, mes y año en él expresados, 3r

fue firmada, leída y publicada por mí, Secretario General,
clue certifico.— (Firmado): Ernesto Curiel hijo.
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SENTENCIA DE FECIIA 29 DE SEPTIEMBRE DEL 1971'

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de San Cristóbal d
fecha 20 de enero de 1971.

Materia: Civil.

Recurrente: Seguros Pepín, S. A.
Abogado: Dr. Fabio T. Vásquez Cabral.

Recurrido: Margarita Díaz de Matos.
Abogado: Dr. José Antonio Matos.

Dios, Patria y Libertad.
República Dominicana.

En Nombre de la República, la Suprema Corte de
Justicia, regularmente constituida por los Jueces Manuel
llamón Ruiz Tejada, Presidente; Fernando E. Ravelo de
la Fuente, Primer Sustituto de Presidente; Manuel D. Ber-
gés Chupani, Joaquín NI. Alvarez Perelló, Juan Bautista
Rojas Almánzar y Santiago Osvaldo Rojo Carbuccia, asis-
lidos del Secretario General, en la Sala donde celebra sus
audiencias, en la ciudad de Santo Domingo de Gu'zmán,
Distrito Nacional, hoy día 29 de septiembre del año 1971,
anos 128' de la Independencia y 109' de la Restauración,
dieta en audiencia pública, como corte de casación, la si-
guiente sentencia:

Sobre el recurso de casación interpuesto por Seguros
Pepín, S. A., con oficinas en la calle Padre Billini es- 4
quina Isabel 1-a Católica, de esta ciudad, contra la senten-
cia de fecha 20 de enero de 1971, dictada es sus atribucio-
nes civiles por la Corte de Apelación de San Cristóbal,
cuyo dispositivo se copia más adelante;
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Oído al alguacil de turno en la lectura del rol;
Oído al Di . José A. Matos, cédula No. 8847, serie 22,

abogado de la recurrida Margarita. Díaz de Matos, domi-
nicana, mayor de edad, casada, ocupada en los quehaceres
domésticos, domiciliada y residente en esta ciudad, cédula
Po. 29355, serie 31, en la lectura de sus conclusiones;

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General
c',e la República;

Visto el memorial de casación depositado en la Se-
cretaría de la Suprema Corte de Justicia en fecha 18 de
febrero de 1971, el de ampliación de fecha 10 de marzo de
1971, suscritos ambos por el Dr. Fabio T. Vásquez Cabral,
cédula No. 2466, serie 57, abogado de la compañía recu-
rrente, en el primero de los cuales se invocas los medios
que se indican más adelante;

Visto el memorial de defensa de fecha 29 de junio de
1971, suscrito por el abogado de la recurrida;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los artículos 815, 1153 y 1315 del Código
Civil; 130 y 131 del Código de Procedimiento Civil; y 1, 20
y 65 de la Ley sobre Procedimiento de Casación;

Considerando que en la sentencia impugnada y en los
documestos a que ella se refiere, consta: a) que con motivo
de la demanda civil en reparación de daños y perjuicios,
intentada por la señora Margarita Díaz de Matos, contra
el Colegio Loyola y la Compañía de Seguros Pepín, S. A .,
la Cámara de lo Civil y Comercial de la Primera Circuns-
cripción del Juzgado de Primera Instancia del Distrito Na-
cional, pronunció en fecha 31 del mes de octubre del año
1967, una sentencia cuyo dispositivo es el siguiente: "FA-
LLA: PRIMERO: Ratifica el Defecto pronunciado en au-
uiencia contra el Colegio Loyola, parte demandada, acu-
mulando en beneficio de la Causa por sentencia de este
Tribunal de fecha 4 de octubre de 1966; SEGUNDO: Re-
chaza las conclusiones formuladas por la razón social Com-

.
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SENTENCIA DE FECHA 29 DE SEPTIEMBRE DEL 1971

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de San Cristóbal de
fecha 20 de enero de 1971.

Materia: Civil.

Recurrente: Seguros Pepín, S. A.
Abogado: Dr. Fabio T. Vásquez Cabral.

Recurrido: Margarita Díaz de Matos.
Abogado: Dr. José Antonio Matos.

Dios, Patria y Libertad .
República Dominicana.

En Nombre de la República, la Suprema Corte de
Justicia, regularmente constituida por los Jueces Manuel
Ramón Ruiz Tejada, Presidente; Fernando E. Ravelo de
la Fuente, Primer Sustituto de Presidente; Manuel D. Ber-
gés Chupani, Joaquín M. Alvarez Perelló, Juan Bautista
Rojas Almánzar y Santiago Osvaldo Rojo Carbuccia, asis-
tidos del Secretario General, en la Sala donde celebra sus
audiencias, en la ciudad de Santo Domingo de Gtizmán,
Distrito Nacional, hoy día 29 de septiembre del año 1971,
1.fíos 128' de la Independencia y 109' de la Restauración,
dicta en audiencia pública, como corte de casación, la si-
guiente sentencia:

Sobre el recurso de casación interpuesto por Seguros
Pepín, S. A., con oficinas en la calle Padre Billini es-
quina Isabel la Católica, de esta ciudad, contra la senten-
cia de fecha 20 de enero de 1971, dictada es sus atribucio-
nes civiles por la Corte de Apelación de San Cristóbal,
cuyo dispositivo se copia más adelante;
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Oído al alguacil de turno en la lectura del rol;
Oído al Di . José A. Matos, cédula No. 8847, serie 22,

abogado de la recurrida Margarita Díaz de Matos, domi-
nicana, mayor de edad, casada, ocupada en los quehaceres
domésticos, domiciliada y residente en esta ciudad, cédula
Vo. 29355, serie 31, en la lectura de sus conclusiones;

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General
de la República;

Visto el memorial de casación depositado en la Se-
cretaría de la Suprema Corte de Justicia en fecha 18 de
febrero de 1971, el de ampliación de fecha 10 de marzo de
1971, suscritos ambos por el Dr. Fabio T. Vásquez Cabral,

1* cédula No. 2466, serie 57, abogado de la compañía recu-
rrente, en el primero de los cuales se invocas los medios
que se indican más adelante;

Visto el memorial de defensa de fecha 29 de junio de
1971, suscrito por el abogado de la recurrida;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los artículos 815, 1153 y 1315 del Código
Civil; 130 y 131 del Código de Procedimiento Civil; y 1, 20
y 65 de la Ley sobre Procedimiento de Casación;

Considerando que en la sentencia impugnada y en los
documestos a que ella se refiere, consta: a) que con motivo
de la demanda civil en reparación de daños y perjuicios,
intentada por la señora Margarita Díaz de Matos, contra
el Colegio Loyola y la Compañía de Seguros Pepín, S. A.,
la Cámara de lo Civil y Comercial de la Primera Circuns-
cripción del Juzgado de Primera Instancia del Distrito Na-
cional, pronunció en fecha 31 del mes de octubre del año
1967, una sentencia cuyo dispositivo es el siguiente: "FA-
LLA: PRIMERO: Ratifica el Defecto pronunciado en au-
uiencia contra el Colegio Loyola, parte demandada, acu-
mulando en beneficio de la Causa por sentencia de este
Tribunal de fecha 4 de octubre de 1966; SEGUNDO: Re-
chaza las conclusiones formuladas por la razón social Com-
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pañía de Seguros Pepín, S. A.; TERCERO: Acoge en su
mayor parte las conclusiones de la parte demandante Mar-
garita Díaz de Matos y en consecuencia: a) Condena al Co..
.!egio Loyola a pagarle a dicha Margarita Díaz de Matos
la suma de Un Mil Quinientos Pesos Oro (RD$1,500.00) mo-
neda de curso legal, como justa reparación de los daños y
porjuicios por ella experimentados con el accidente des-.
crito precedentemente; b) Condena al Colegio Loyola al
pago de los intereses legales de dicha suma calculados a
partir de la fecha de la demanda, 25 de mayo de 1966,
hasta la completa ejecución de la presente sentencia; e)
Condena al Colegio Loyola, parte demandada que sucum-
be, al pago de las costas ordenando la distracción de las
mismas en provecho del abogado Dr. José Antonio Matos,
quien afirma haberlas avanzado en su totalidad; CUARTO:

Ordena que la presente sea oponible a la Compañía de Se-
guros Pepín, S. A., aseguradora de la responsabilidad ci-
vil del Colegio Loyola, hasta la concurrescia del seguro
convenido de conformidad con la ley"; b) que sobre re-
cursos del Colegio Loyola y de la Compañía aseguradora,
la Corte de Apelación de Santo Domingo, dictó en fecha
28 de noviembre de 1969, una sentencia con el
siguiente dispositivo: "FALLA: PRIMERO: Declara
regular y válido en cuanto a la forma, el recur-
so de apelación interpuesto por el Colegio Loyola
y la Compañía de Seguros Pepín, S. A., contra sen-
tencia de la Cámara de lo Civil y Comercial de la Pri-
mera Circunscripción del Juzgado de- Primera Instancia del
Distrito Nacional, de fecha 31 de octubre de 1968, cuyo
dispositivo ha sido copiado en parte anterior del presente
fallo; SEGUNDO: Modifica el ordinal tercero de la senten-
da apelada, en el sentido_ de condenar al Colegio Loyola
a pagar a la señora Margarita Díaz de Matos la suma de
Un Mil Pesos Oro (RD$1,000.00), como justa reparación
de los daños morales y materiales por ella experimentados
con motivo del accidente de que se trata; TERCERO: Con-

firma en sus demás aspectos la sentencia recurrida; CUAR-
TO: Condena a los apelantes al pago de las costas, orde-
nando su distracción en favor del Dr. José Antonio Matos,
quien afirma haberlas avanzado es su totalidad; QUINTO:
Ordena que la presale "Sentencia sea oponible a la Com-
pañía de Seguros Pepín, S. A."; e) que sobre recurso de
casación de la hoy recurrente, la Suprema Corte de Jus-
ticia dictó en fecha 8 de junio de 1970, una sentencia con
el siguiente dispositivo: "Por tales motivos, Primero: Casa
la sentencia dr fecha 28 de noviembre de 1969, dictada por
la Corte de Apelación de Santo Domingo, en sus atribu-
ciones civiles, cuyo dispositivo ha sido copiado en la parte
anterior del presente fallo, y envía el asunto a la Corte
de Apelación de San Cristóbal; Segundo: Compensa las
costas"; d) que sobre el envío ordenado, la Corte de Ape-
lación de San Cristóbal, dictó en fecha 20 de enero de 1971,

ti. la sentencia ahora impugnada en casacin, con el siguiente
dispositivo: "FALLA: PRIMERO: Declara regulares y vá-
lidos en la forma, los recursos de apelación intentados por
el Colegio Loyola, entidad educacional domiciliada en la

,1. ciudad de Santo Domingo y la Compañía de Seguros Pe-A.
..	 ,

pm, S. A., contra la sentencia dictada por el Juz gado de
Primera Instancia de la Primera Circunscripción del Dis-
trito Nacional Cámara Civil y Comercial, de fecha 31 del
mes de octubre del año 1967, cuyo dispositivo figura copia-
do anteriormente en esta sentencia •, SEGUNDO: :Rat ifi ca el
defecto pronunciado en la audiencia contra el Col egio Lo-
yola, por falta de concluir su abogado para mantener dicho
recurso y solicitar las medidas que iuz gare pertinente al
interés de dicho Colegio Loyola; TERCERO: Rechaza to-
das las conclusiones presentadas por la Com pañía de Se-
guros, Senín, S. A., por improcedentes y fuera de dere-
cho, y asimismo rechaza las pretensiones del .Cole gio Lo-
Sola, conten i das en los escritos de defensa notificados a la
r›,•to rI mandante, cuyos actos fi guran en el expediente;
CUARTO: Acoge en su mayor parte, las conclusiones pre-
.
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pañía de Seguros Pepín, S. A.; TERCERO: Acoge en su
mayor parte las conclusiones de la parte demandante Mar.
garita Díaz de Matos y en consecuencia: a) Condena al Co_
!egio Loyola a pagarle a dicha Margarita Díaz de Matos
la suma de Un Mil Quinientos Pesos Oro (RD$1,500.00) mo-
neda de curso legal, como justa reparación de los daños y •

porjuicios por ella experimentados con el accidente des-.
crito precedentemente; b) Condena al Colegio Loyola al
pago de los intereses legales de dicha suma calculados a
partir de la fecha de la demanda, 25 de mayo de 1966,
hasta la completa ejecución de la presente sentencia; c)
Condena al Colegio Loyola, parte demandada que sucum-
be, al pago de las costas ordenando la distracción de las
mismas en provecho del abogado Dr. José Antonio Matos,
quien afirma haberlas avanzado en su totalidad; CUARTO:
Ordena que la presente sea oponible a la Compañía de Se-
guros Pepín, S. A., aseguradora de la responsabilidad ci-
vil del Colegio Loyola, hasta la concurrescia del seguro
convenido de conformidad con la ley"; b) que sobre re-
cursos del Colegio Loyola y de la Compañía aseguradora,
la Corte de Apelación de Santo Domingo, dictó en fecha
28 de noviembre de 1969, una sentencia con el
siguiente dispoSitivo: "FALLA: PRIMERO: Declara
regular • y válido en cuanto a la forma, el recur-
so de apelación interpuesto por. el Colegio Loyola
y la Compañía de Seguros Pepín, S. A., contra sen-
tencia de la Cámara de lo Civil y Comercial de la Pri-
mera Circunscripción del Juzgado de Primera Instancia del
Distrito Nacional, de fecha 31 de octubre de 1968, cuyo
dispositivo ha sido copiado en parte anterior del presente
fallo; SEGUNDO: Modifica el ordinal tercero de la senten-
cia apelada, en el sentido de condenar al Colegio Loyola
a pagar a la señora .Margarita Díaz de Matos la suma de
Un Mil Pesos Oro (RD$1,000.00), como justa reparación
de los daños Morales y materiales por ella experimentados
con motivo del accidente de que se trata; TERCERO: Con-

41.1

iirma en sus demás aspectos la sentencia recurrida; CUAR-
TO: Condena a los apelantes al pago de las costas, orde-
nando su distracción en favor del Dr. José Antonio Matos,
quien afirma haberlas avanzado es su totalidad; QUINTO:
Ordena que la preséhie sentencia sea opónible a la Com-
pañía de Seguros Pepín, S. A."; c) que sobre recurso de
casación de la hoy recurrente, la Suprema Corte de Jus-
ticia dictó en fecha 8 de junio de 1970, una sentencia con
el siguiente dispositivo: "Por tales motivos, Primero: Casa
la sentencia de fecha 28 de noviembre de 1969, dictada por
la Corte de Apelación de Santo Domingo, en sus atribu-
ciones civiles, cuyo dispositivo ha sido copiado en la parte
anterior del presente fano, y envía el asunto a la Corte
de Apelación de San Cristóbal; Segundo: Compensa las
costas"; d) que sobre el envío ordenado, la Corte de Ape-
lación de San Cristóbal, dictó en fecha 20 de enero de 1971,
la sentencia ahora impugnada en casacin, con el siguiente
dispositivo: "FALLA: PRIMERO: Declara regulares y vá-
lidos en la forma, los recursos de apelación intentados por
el Colegio Loyola, entidad educacional domiciliada en la
ciudad de Santo Domingo y la Compañía de Seguros Pe-
pín, S. A., contra la sentencia dictada por el Juz gado de
Primera Instancia de la Primera Circunscripción del Dis-
trito Nacional Cámara Civil y Comercial, de fecha 31 del
mes de octubre del año 1967, cuyo dispositivo figura copia-
do anteriormente en esta sentencia; SEGUNDO: :Ratifi ca el
defecto pronunciado en la audiencia contra el Co legio Lo-
yola, por falta de concluir su abogado para mantener dicho
recurso y solicitar las medidas que iuz gare pertinente al
interés de dicho Colegio Loyola; TERCERO: Rechaza to-
das las conclusiones presen tadas por la Compañía de Se-
guros, Senín, S. A., por improcedentes y fuera de dere-
cho, y asimismo rechaza las pretensiones del .Cole pio Lo-
y ola, conten i das en los escritos de defensa notificados a la
r›-+. demandante, cuyos actos fi guran en el exnediente;
CUARTO: Acoge en su mayor parte, las conclusiones 'pre-
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sentadas por ante esta corte por la parte intimada señora
Margarita Díaz de Matos, y, en consecuencia, modifica el
Ordinal Tercero de la sentencia apelada, en el sentido de
condenar al Colegio Loyola a pagarle a dicha señora Mar-
garita de Matos, la cantidad de Mil Pesos Oro (RD-

$1,000.00), moneda de curso legal, como justa reparación
por los daños y perjuicios materiales experimentados por
ella con motivo del accidente automovilístico de que se ha
hecho mención anteriormente en esta sentencia; y confir-
ma en los demás aspectos la sentencia recurrida; QUIN- 7-

TO: 
Ordena que la presente sentencia sea oponible a la

Compañía de Seguros Pepín, S. A., aseguradora de la res-
ponsabilidad civil del Colegio Loyola, hasta la concurrencia
del seguro convenido de acuerdo con la ley de la materia;
SEXTO: Condena al Colegio Loyola y a la Compañía de Se-
guros Pepín, S. A., al pago de las costas causadas con
motivo de la presente instancia, y ordena la distracción
de las mismas en favor del doctor José Antonio Matos,
quien afirmó haberlas avanzado en su totalidad";

Considerando que la recurrente invoca en su memorial
de casación, los siguientes medios: Primer Medio: Violación

al. artículo 815 del Código de Procedimiento Civil; Se-

gundo Medio: Violación al artículo 1315 del Código Civil;
Tercer Medio: Violación a los artículos 130 y 131 del Có-
digo de Procedimiento Civil; Cuarto Medio: Violación al

artículo 1153 del Código Civil;
Considerando que en el desarrollo de los medios pri-

mero y cuanto de su memorial sostiene en síntesis la recu-
rrente: a) que habiendo ella hecho ofrecimientos reales a
la recurrida de pagar los daños materiales, y estando la
Corte a-qua apoderada del incidente de validez de los ofre-
cimientos reales a la recurrida de pagar los daños mate-
cimientos reales y de la consignación, debió obligato ria-

mente en el dispositivo de su sentencia pronuunciarse al
respecto, y que al no hacerlo violó el artículo 815 del Có-

digo de Procedimiento Civil; b) que habiendo ella "cubier-
to la suma de la demanda en daños y perjuicios", no había
deuda a cubrir al día de la demanda y no procedía a acor-
dar intereses, y en caso de acordarlos, tendrían que ser a
partir de la sentencia, previa validación de los ofrecimien-
tos reales; pero,

Considerando que el examen del fallo impugnado re-
vela que la Corte a-qua sí resolvió en los motivos del mis-
rnismo el pedimento sobre la validez de los ofrecimientos
reales y la consignación, desestimándolos porque no fueron
hechos "por la totalidad de la deuda y las costas causadas
con motivo de la demanda inicial"; que ese criterio es co-
rrecto por cuanto la Corte de envío estaba apoderada del
recurso de apelación pendiente contra la sentencia de pri-
mera instancia en la medida en que este recurso quedaba
por resolver teniendo en cuenta lo dicho por la Suprema
Corte de Justicia en la sentencia de envío; que, en tales
condiciones, si la parte demandada deseaba desinteresar a
la demandante debió hacerlo ofreciendo pagar y luego con-
signando el monto completo de lo adeudado; que, resuelto
el caso en los motivos, no era preciso una disposición ex-
presa de rechazamiento sobre ese punto en el dispositivo,
sobre todo que dicho rechazamiento quedaba incluido en
el ordinal tercero de dicho dispositivo por el cual se re-
chazaron las conclusiones de la compañía de seguros re-
currente; que, en cuanto a que la Corte a-qua no podía con-
ceder intereses porque ya no había deuda en razón de en-
tender la recurrente que ella "había cubirto la suma jus-
ta" con sus ofrecimientos reales, ya esto ha quedado con-
testado por via de consecuencia al desestimarse el alegato
anterior;  y, además dichos intereses habían sido acordados
en primera instancia, y estando la apelación pendiente na-
da se oponía a que su procedencia o improcedencia en cuan-
to al monto y al punto de parte de los mismos, fuera plan-
teada ante los jueces del fondo mientras estuviera pen-
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sentadas por ante esta corte por la parte intimada señora
Margarita Díaz de Matos, y, en consecuencia, modifica el
Ordinal Tercero de la sentencia apelada, en el sentido de
condenar al Colegio Loyola a pagarle a dicha señora Mar-
garita de Matos, la cantidad de Mil Pesos Oro (RD-

1,000.00), moneda de curso legal, como justa reparación
por los daños y perjuicios materiales experimentados por
ella con motivo del accidente automovilístico de que se ha
hecho mención anteriormente en esta sentencia; y confir-
ma en los demás aspectos la sentencia recurrida; QUIN-
TO: Ordena que la presente sentencia sea oponible a la
Compañía de Seguros Pepín, S. A., aseguradora de la res-
ponsabilidad civil del Colegio Loyola, hasta la concurrencia
ciel seguro convenido de acuerdo con la ley de la materia;
SEXTO: Condena al Colegio Loyola y a la Compañía de Se-
guros Pepín, S. A., al pago de las costas causadas con
motivo de la presente instancia, y ordena la distracción
de las mismas en favor del doctor José Antonio Matos,
quien afirmó haberlas avanzado en su totalidad";

Considerando que la recurrente invoca en su memorial .
de casación, los siguientes medios: Primer Medio: Violación 1
al artículo 815 del Código de Procedimiento Civil; Se-

gundo  Medio: Violación al artículo 1315 del Código Civil;
Tercer Medio: Violación a los artículos 130 y 131 del Có-
digo de Procedimiento Civil; Cuarto Medio: Violación al
artículo 1153 del Código Civil;

Considerando que en el desarrollo de los medios pri-
mero  y cuarto de su memorial sostiene en síntesis la recu-
rente: a) que habiendo ella hecho ofrecimientos reales a :

la recurrida de pagar los daños materiales, y estando la I
Corte a-qua apoderada del incidente de validez de los ofre-,.
cimientos reales a la recurrida de pagar los daños mate-
cimientos reales y de la consignación, debió obligatoria-
mente en el dispositivo de su sentencia pronuunciarse al

respecto, y que al no hacerlo violó el artículo 815 del Có- 91
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digo de Procedimiento Civil; b) que habiendo ella "cubier-
to la suma de la demanda en daños y perjuicios", no había
deuda a cubrir al día de la demanda y no procedía a acor-
dar intereses, y en caso de acordarlos, tendrían que ser a
partir de la sentencia, previa validación de los ofrecimien-
tos reales; pero,

Considerando que el examen del fallo impugnado re-
vela que la Corte a-qua sí resolvió en los motivos del mis-
mismo el pedimento sobre la validez de los ofrecimientos
reales y la consignación, desestimándolos porque no fueron
hechos "por la totalidad de la deuda y las costas causadas
con motivo de la demanda inicial"; que ese criterio es co-

-rrecto por cuanto la Corte de envío estaba apoderada del
recurso de apelación pendiente contra la sentencia de pri-
mera instancia en la medida en que este recurso quedaba
por resolver teniendo en cuenta lo dicho por la Suprema
Corte de Justicia en la sentencia de envío; que, en tales
condiciones, si la parte demandada deseaba desinteresar a
la demandante debió hacerlo ofreciendo pagar y luego con-
signando el monto completo de lo adeudado; que, resuelto
el caso en los motivos, no era preciso una disposición ex-
presa de rechazamiento sobre ese punto en el dispositivo,

'SI sobre todo que dicho rechazamiento quedaba incluido en
cl ordinal tercero de dicho dispositivo por el cual se re-
chazaron las conclusiones de la compañía de seguros re-
currente; que, en cuanto a que la Corte a-qua no podía con-
ceder intereses porque ya no había deuda en razón de en-
tender la recurrente que ella "había cubirto la suma jus-
ta" con sus ofrecimientos reales, ya esto ha quedado con-
testado por via de consecuencia al ciesestimarse el alegato
anterior; y, además dichos intereses habían sido acordados
en primera instancia, y estando la apelación pendiente na-
da se oponía a que su procedencia o improcedencia en cuan-
to al monto y al punto de parte de los mismos, fuera plan-
teada ante los :jueces del fondo mientras estuviera pen-
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diente dicho recurso de alzada; que, por consiguiente, estos
alegatos deben ser desestimados;

Considerando que en el desarrollo del segundo medio
de su memorial alega la recurrente que se violó el artículo
1315 del Código Civil porque ella, la recurrente, no dis-
cutió la suma de RD$502.b0 a que ascendieron los daños
materiales, no obstante entender la recurrente, que estos
no podían ser "evaluados" realmente en una suma mayor
de RD$125.00; que a pesar de haber cubierto esa suma por
el ofrecimiento que hizo, el cual no fue aceptado, la indem-
nización la elevó a RD$1,000.00 (mil pesos oro) la Corte
ue envío por dichos daños materiales, agregando, en el
memorial de ampliación, que para hacer eso dicha Corte
de envío procedió antojadizamente "sobre supuestos daños
por tiempo de reparación (lucro cesante) sin determinar en
forma alguna el tiempo de la reparación hecha a espaldas
de Seguros Pepín, S. A., cuando dicha reparación mate-
rial apenas podía tomarse quince días"; que por ello estima
que el fallo impugnado debe ser casado;

Considerando en la especie si bien no había lugar ya
a tener en cuenta daños morales por los motivos que dio
esta Suprema Corte de Justicia en su sentencia de fecha 8
de junio de 1970, por la cual casó la sentencia de la Corte
de Apelación de Santo Domingo del 28 de noviembre de
1969, criterio que adoptó la Corte de envío de modo expre-
se, según resulta del examen del fallo impugnado, y en lo
que ya no discuten las partes, es claro que nada se oponía
a que la Corte de envío, apoderada como estaba de la ape-
lación del fallo de primera instancia de 31 de octubre de
1968, tuviera en cuenta el tiempo que estuvo privada de su
vehículo la hoy recurrida Margarita Díaz de Matos, para
agregar al mento de las facturas por RD$502.80, a qu e ha'
leía ascendido la reparación del vehículo, la suma a que re-
sultase tener derecho por el "uso cesante", y agregar igual-
mente intereses compensatorios que desde primera insta n-

BOLETIN JUDICIAL	 2721

cia se habían acordado, pues la sentencia de esta Suprema
Corte no descartó esa posibilidad al fijar su criterio jurídico
al respecto; pero, era indudablemente deber de la Corte de
envío no sólo referirse como lo hizo "al lucro cesante y el
daño emergente", sino ofrecer los cálcuos pertinentes, en
forma cara y precisa, lo que no hin' ' , para justificar el au-
mento a mil pesos por el "uso cesante" acordado, es decir
debió fijar el número de días que ella estuvo privala de
su automóvil mientras se reparaba y la suma a pagar por
cada día; que a este respecto nada dice en forma precisa el
fallo impugnado, según resulta de su examen, y la senten-
cia de primera instancia tampoco ofrece ningún dato pre-
c!so que permita a esta Suprema Corte de Justicia al ejer-
cer sus facultades de control sobre el punto que se exami-
na, determinar si la ley fue bien aplicada; que por todo
ello, y en ese punto únicamente, la sentencia impugnada
cebe ser casada sin necesidad de ponderar el otro medio
propuesto;

Considerando que cuando un fallo es casado por falta
de base legal las costas pueden ser compensadas, al tenor
del artículo 65 le la Ley sobre Procedimiento de Casación;

Por tales motivos, Primero: Casa la sentencia de la
Corte de Apelación de San Cristóbal, de fecha 20 de enero
de 1971, dictada en sus atribuciones civiles, cuyo dispositivo
ha sido copiado en parte anterior del presente fallo; y en-
vía el asunto en la forma delimitada, indicada en el texto
de la presente, ante la Corte de Apelación de San Pedro
de Macorís, er sus atribuciones civiles; Segundo: Compensa
las costas.

Firmados: Manuel Ramón Ruiz Tejada.— F. E. Ra-
velo de la Fuente.— Manuel D. Bergés Chupani. —Joa-
quín M. Alvarez Perelló, — Juan Bautista Rojas Almán-
zar .— Santiago Osvaldo Rojo Carbuccia .— Ernesto Curiel
hijo, Secretario General.
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diente dicho recurso de alzada; que, por consiguiente, estos
alegatos deben ser desestimados;

Considerando que en el desarrollo del segundo medio
de su memorial alega la recurrente que se violó el artículo
1315 del Código Civil porque ella, la recurrente, no dis-
cutió la suma de RD$502.80 a que ascendieron los dañas
materiales, no obstante entender la recurrente, que estos
no podían ser "evaluados" realmente en una suma mayor
de RD$125.00; que a pesar de haber cubierto esa suma por
el ofrecimiento que hizo, el cual no fue aceptado, la indem-
nización la elevó a RD$1,000.00 (mil pesos oro) la Corte
úe envío por dichos daños materiales, agregando, en el
memorial de ampliación, que para hacer eso dicha Corte
de envío procedió antojadizamente "sobre supuestos daños
por tiempo de reparación (lucro cesante) sin determinar en
forma alguna el tiempo de la reparación hecha a espaldas
de Seguros Pepín, S. A., cuando dicha reparación mate-
rial apenas podía tomarse quince días"; que por ello estima
que el fallo impugnado debe ser casado;

Considerando en la especie si bien "no había lugar ya
a tener en cuenta daños morales por los motivos que dio
esta Suprema Corte de Justicia en su sentencia de fecha 8
de junio de 1970, por la cual casó la sentencia de la Corte
de Apelación de Santo Domingo del 28 de noviembre de
1969, criterio que adoptó la Corte de envío de modo expre-
so, según resulta del examen del fallo impugnado, y en lo
que ya no discuten las partes, es claro que nada se oponía

, a que la Corte de envío, apoderada como estaba de la ape-
lación del fallo de primera instancia de 31 de octubre de
1968, tuviera en cuenta el tiempo que estuvo privada de su
vehículo la hoy recurrida Margarita Díaz de Matos, para
agregar al monto de las facturas por RD$502.80, a que ha-
bía ascendido la reparación del vehículo, la suma a que re-
sultase tener derecho por el "uso cesante", y agregar igual-
mente intereses compensatorios que desde primera instan-
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cia se habían acordado, pues la sentencia de esta Suprema
Corte no descartó esa posibilidad al fijar su criterio jurídico
al respecto; pero, era indudablemente deber de la Corte de
envío no sólo referirse como lo hizo "al lucro cesante y el
daño emergente", sino ofrecer los cálcuos pertinentes, en
forma cara y precisa, lo que no hizo, para justificar el au-
mento a mil pesos por el "uso cesante" acordado, es decir
debió fijar el número de días que ella estuvo privada de
su automóvil mientras se reparaba y la suma a pagar por
cada día; que a este respecto nada dice en forma precisa el
fallo impugnado, según resulta de su examen, y la senten-
cia de primera instancia tampoco ofrece ningún dato pre-
c!so que permita a esta Suprema Corte de Justicia al ejer-
cer sus facultades de control sobre el punto que se exami-
na, determinar si la ley fue bien aplicada; que por todo
ello, y en ese punto únicamente, la sentencia impugnada
debe ser casada sin necesidad de ponderar el otro medio
propuesto;

Considerando que cuando un fallo es casado por falta
de base legal las costas pueden ser compensadas, al tenor
del artículo 65 le la Ley sobre Procedimiento de Casación;

Por tales motivos, Primero: Casa la sentencia de la
Corte de Apelación de San Cristóbal, de fecha 20 de enero
de 1971, dictada en sus atribuciones civiles, cuyo dispositivo
ha sido copiado en parte anterior del presente fallo; y en-

- vía el asunto en la forma delimitada, indicada en el texto
"1 de la presente, ante la Corte de Apelación de San Pedro

de Macorís, er sus atribuciones civiles; Segundo: Compensa
las costas.

Firmados: Manuel Ramón Ruiz Tejada.— F. E. Ra-
velo de la Fuente.— Manuel D. Bergés Chupani. —Joa-
quín M. Alvarez Perelló.— Juan Bautista Rojas Almán-
zar.— Santiago Osvaldo Rojo Cari'uccia .— Ernesto Curiel
hijo, Secretario General.
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La presente sentencia ha sido dada y firmada por los
señores Juec-es que-figuran en su encabezamiento, en la
Ludiencia pública del día, mes y año en él expresados, y
fue firmada, leída y publicada por mí, Secretario General,
que certifico.— (Firmado): Ernesto Curiel hijo.
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SENTENCIA DE FECHA 29 DE SEPTIEMBRE DEL 1971

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de Santiago de fecha
23 de febrero de 1971.

Materia: Comercial.

Recurrente: Corporación Dominicana de Electricidad.
Abogados: Lic. Luis R. Mercado y Dres. Joaquín Ricardo Bala-

guer y Ramón Tapia Espinal.

ilecurridos: José Alt. Toribio y Kirsi T. de Toribio.
abogado: Dr. Darío Balcácer.

Dios Patria, y Libertad.
República Dominicana.

En Nombre de la República, la Suprema Corte de
Justicia, regularmente constituída por los Jueces Manuel
Ramón Ruiz Tejada, Presidente; Fernando E. Ravelo de
!a Fuente, Primer Sustituto de Presidente; Manuel D. Ber-
gés Chupani, Francisco Elpidio Beras, Joaquín M. Alvarez
Perelló, Juan Bautista Rojas Almánzar, y Santiago Os-
vallo Rojo Carbuccia, asistidos del Secretario General, en
la Sala donde celebra sus audiencias, en la ciudad de San-
1c, Domingo de Guzmán, Distrito Nacional, hoy día 29 del

mes de septiembre de 1971, años 128' de la Independencia
y 109' de la Eestauración, dicta en audiencia pública, co-
mo corte de casación la siguiente sentencia:

Sobre el recurso de casación interpuesto por la Cor-
poración Dominicana de Electricidad, institución autónoma
del Estado, constituída y organizada de acuerdo con las
leyes de la República Dominicana, con su domicilio y es-
t ablecimiento principal en un edificio ubicado en la Ave-
nida Independencia (Centro de los Héroes de Constanza,



BOLETIN JUDICIAL	 27232722
	 BOLETIN JUDICIAL

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los
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Maimón y Estero Hondo), de esta ciudad, contra la sea.
tencia de fecha 23 de febrero de 1971, dictada en sus atri-
buciones comerciales, por la Corte de Apelacion de Santia-
go, cuyo dispositivo se copia más adelante;

Oido al alguacil de turno en la lectura del rol; _
Oido al Dr. Ramón Tapia Espinal, cédula No. 23550

serie 47, por sí y por los Dres. Luis R. 'Mercado, cédul a
No. 2119, serie 31 y Joaquín Ricardo Balaguer, cedilla No.
39035, serie 31, abogados de la recurrente, en la lectura
de sus conclusiones;

Oído al Dr. Darío Balcácer, cédula No. 26110, serie
ira., abogado de los recurridos José A. Toribio, chofer y
su esposa Kirsy Toribio de Toribio, de oficios domésticos,
a mbos dominicanos, mayores de edad, casados, domicilia-
dos y residentes en la ciudad de Santiago de los Caballe-
os, cédulas Nos. 1809 y 18134, series 72 y 31, respectiva-

mente, en la lectura de sus conclusiones;
Oído el dictamen del Magistrado Procurador General

de la República;
Visto el memorial de casación, depositado en la Se-

cretaría de la Suprema Corte de Justicia en fecha 28 de
abril de 1971, y suscrito por los abc gados de la recurrente,
en el cual se invocan los medios que se indican más ade-
lante;

Visto el memorial de defensa de fecha 24 de mayo de
1971, suscrito por el abogado de los recurridos;

La Suprema Corte de Justicia después de haber deli-
berado y vistos los artículos 1384 del Código Civil; 141 del

Código de Procedimiento Civil, invocados por la recurrente.
y 1 y 65 de la Ley sobre Procedimiento de Casación;

Considerando que en la sentencia impugnada y en los
documentos a que ella se refiere, consta: a) Que con m o-
tivo del incendio de una casa y su mobiliario, ocurrido en
Santiago el día 8 de agosto de 1968. en el barrio de GUra"

ito, la Cámara de lo Civil y Comercial y de Trabajo de
Primera Circunscripción de Santiago aictó en recua 30

(se mayo de 19b9, una sentencia con el siguiente dispositi-
,, o: "Falla: Primero: Ordena la comunicación de documen-
t os al demandante por vía de Secretaría, ordenando que
esta comunicación se efectúe en el plazo legal a partir de
la notificación de esta sentencia; Segundo: Se ordena un
informativo sumario a cargo de la parte lemandante, José
Altagracia Toribio y Kirsi Toribio de Toribio, a fin de pro-
bar los hechos siguientes: al Que los esposos, José Altagra-
cia Toribio y Kirsi Toribio de Toribio tenían su residencia
habitual en la casa No. 221 de la Avenida Imbert, de esta
ciudad, destruida a consecuencia del incendio que le comu-
nicó un poste y alambres eléctricos, propiedad de la de-
mandada; b) los muebles, ropa y otros objetos de los espo-
sos Toribio estaban acostados en el momento en que in-
cendiaba la casa donde vivían teniendo que salir huyendo
para evitar ser quemados y que, a consecuencia, de dicho
incendio tuvieron que mudarse a otra casa; c)— que la de-
mandada cometió faltas al explotar y distribuir la energía
eléctrica y no tomó precauciones para evitar este incendio.
Tercero: Se reserva a la parte demandada el derecho al
contrainformativo; Cuarto: Se fija el día Viernes 25 del mes
de Julio del presente año (1969), a las 9 A. M., para la
celebración de las indicadas medidas de instrucción; Quin-
to: Se reservan las costas, a fin de fallarlas conjuntamente
con el fondo"; b) Que prorrogado el informativo por común
acuerdo de las partes, y discutido el caso, la citada Cámara
dictó en fecha 18 de enero de 1970, una sentencia con el
siguiente dispositivo: "Falla: Primero: Declara a la Corpo-
ración Dominicana de Electricidad responsable de los da-
ños y perjuicios sufridos por los demandantes, señores José
Altagracia Toribio y Kirsi Toribio de Toribio a consecuen-
cia del incendio que destruyó la casa No. 221 de la Ave-
nida Imbert (Gurabito), de esta ciudad, donde éstos resi-
dían, quedando totalmente destruíelos todos sus muebles,
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Maimón y Estero Hondo), de esta ciudad, contra la sea.
tenc.,a de techa 23 de teórero de 1971, dictada en sus atri-
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mente, en la lectura de sus conclusiones;
Oído el dictamen del Magistrado Procurador General

de la República;

Visto el memorial de casación, depositado en la -
cretaría de la Suprema Corte de .justicia en fecha 28
abril de 1971, y suscrito por los abc gados de la recurrente,
en el cual se invocan los medios que se indican más ade-
lante;

Visto el memorial de defensa de fecha 24 de mayo de
1971, suscrito por el abogado de los recurridos;
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Código de Procedimiento Civil, invocados por la recurrente.
y 1 y 65 de la Ley sobre Procedimiento de Casación;

Considerando que en la sentencia impugnada y en los
documentos a que ella se refiere, consta: a) Que con m o

-tivo del incendio de una casa y su mobiliario, ocurrido en
Santiago el día 8 de agosto de 1968. en el barrio de Gura-

hito, la Cámara de lo Civil y Comercial y de Trabajo de
la Primera Circunscripción de Santiago aictó en tecna 30
de mayo de 19b9, una sentencia con el siguiente dispositi-
vo: "Falla: Primero: Ordena la comunicación de documen-
tos al demandante por vía de Secretaría, ordenando que
esta comunicación se efectúe en el plazo legal a partir de
la notificación de esta sentencia; Segundo: Se ordena un
informativo sumario a cargo de la parte lemandante, José
Altagracia Toribio y Kirsi Toribio de Toribio, a fin de pro-
bar los hechos siguientes: a) Que los esposos, José Altagra-
cia Toribio y Kirsi Toribio de Toribio tenían su residencia
habitual en la casa No. 221 de la Avenida Imbert, de esta
ciudad, destruida a consecuencia de) incendio que le comu-
nicó un poste y alambres eléctricos, propiedad de la de-
mandada; b) los muebles, ropa y otros objetos de los espo-
sos Toribio estaban acostados en el momento en que in-
cendiaba la casa donde vivían teniendo que salir huyendo
para evitar ser quemados y que, a consecuencia, de dicho
incendio tuvieron que mudarse a otra casa; c)— que la de-
mandada cometió faltas al explotar y distribuir la energía
eléctrica y no tomó precauciones para evitar este incendio.
Tercero: Se reserva a la parte demandada el derecho al
contrainformativo; Cuarto: Se fija el día Viernes 25 del mes
de Julio del presente año (1969), a las 9 A. M., para la
celebración de las indicadas medidas de instrucción; Quin-
to: Se reservan las costas, a fin de fallarlas conjuntamente
con el fondo"; b) Que prorrogado el informativo por común
acuerdo de las partes, y discutido el caso, la citada Cámara
dictó en fecha 18 de enero de 1970, una sentencia con el
siguiente dispositivo: "Falla: Primero: Declara a la Corpo-
ración Dominicana de Electricidad responsable de los da-
ños y perjuicios sufridos por los demandantes, señores José
Altagracia Toribio y Kirsi Toribio cíe Toribio a consecuen-
cia del incendio que destruyó la casa No. 221 de la Ave-
nida Imbert (Gurabito), de esta ciudad, donde éstos resi-
dían, quedando totalmente destruidos todos sus muebles,
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efectos personales y un negocio de venta de ropas, propio_
dad de ia señora Kirsi de Toribio, ordenando que el monti„
de esos daños y perjuicios se justifique por estado; Segun.
do: Condena a la Corporación Dominicana de Electricidad
al pago ae tos intereses legales de la liquidación por esta-
do, a título de indemnización suplementaria; Tercero:
Condena a la Corporación Dominicana de Electricidad al
pago de las costas, ordenando su distracción en provecho
del Dr . Darío Balcácer, quien afirma haberlas avanzado
en su mayor parte"; e) Que sobre recurso de apelación prin-
cipal de la Corporación Dominicana de Electricidad y sobre
apelación incidental de los demandantes originarios, la Cor-
te de Apelación de Santiago, dictó en fecha 23 de febrero
de 1971, la sentencia ahora impugnada en casación, con el
siguiente dispositivo: "FALLA: PRIMERO: Declara bue-
nos y válidos, en cuanto a la forma los recursos de apela-
ción principal e incidental de la Corporación Dominicana
oe Electricidad y de José Altagracia Toribio y Kirsi Tori-
bio de Toribio, respectivamente, contra sentencia comer-
cial dictada en fecha dieciocho del mes de marzo del año
mil novecientos setenta, por la Cámara Civil, Comercial y
de Trabajo de la Primera Circunscripción del Juzgado de
Primera Instancia del Distrito Judicial de Santiago, cuyo
dispositivo ha sido copiado en otro lugar de esta sentencia;
SEGUNDO: En cuanto al fondo, rechaza por improceden-
tes y mal fundadas, las conclusiones de la Corporación Do-
minicana de Electricidad; TERCERO: Acoge las conclusio-
nes incidentales de los señores José Altagracia Toribio
Kirsi Toribio de Toribio, en el sentido de declarar, como
por la presente se declara, a la Corporación Dominicana
de Electricidad responsable de haber ocasionado daños Y
perjuicios tanto morales como materiales en perjuicio de
dichos señores, modificándose en ese aspecto el fallo recu-
rrido que sólo se refiere "a daños y perjuicios sufridos por
los demandantes"; CUARTO: Rechaza las repetidas con-
clusiones incidentales en cuanto los señores José Altagr a-

cia Toribio y Kirsi Toribio de Toribio solicitan que sea fi-
jada en la suma de RD$6,000. 00 (seis mil pesos oro) o la
suma que esta Corte estime, los daños y perjuicios mate-
riales o morales y no que éstos sean liquidados por estado,
como fue ordenado por el juez de primer grado; Confir-
mándose el fallo del Juez a-quo en cuanto ordenó que los
referidos daños y perjuicios sean justificados por estado y
en cuanto a que condenó a la Corporación Dominicana de
Electricidad al pago de los interese:: legales de dicha liqui-
dación por estado; QUINTO: Condena a la Corporación Do-
minicana de Electricidad, al pago de las costas con distrac-
ción de las mismas en provecho del Doctor Darío Balcácer,
quien afirmó haberlas avanzado en su totalidad";

Considerando que la recurrente propone en su • memo-
rial de casación, los siguientes medios: Primer Medio: Vio-

- lación por errónea aplicación, del articulo 1384 del Código
Civil, en su primera parte. Falta de base legal; Segundo
Medio: Violación del artículo 141 del Código de Procedi-
miento Civil por falta de motivo;

Considerando que en el desarrollo de los dos medios
de su recurso, reunidos, sostiene en síntesis la recurrente
que la Corte a-qua al declararla responsable como guardián
de una cosa inanimada, omitió precisar cuál fue en el si-
niestro la naturaleza de la intervención de la cosa inani-
mada cuya guarda se le atribuye, pues para que se aplique
l a presunción de responsabilidad al guardián es preciso una
intervención activa, y la Corte no precisó (repite) que el
fluido eléctrico del cual es guardiana la Corporación recu-
i rente tuviera una intervención activa en el daño; que con
ello se violó el artículo 1384, primera parte, del Código
Civil; que, además, al pedir la recurrente la revocación del
fallo apelado sostuvo que los demandantes no habían esta-
blecido que en la especie se hallaban reunidos todos los
elementos de la responsabilidad civil, y por tanto, la obli-
:ación de la recurrente de reparar los daños que se pro-



MOLETLN JUDICIAL	 27272726	 130LETIN JUDICIAL

efectos personales y un negocio de venta de ropas, propte.
dad de la señora Kirsi de Toribio, ordenando que el monto
de esos daños y perjuicios se justifique por estado; Segun.
do: Condena a la Corporación Dominicana de Electricidad
al pago de los intereses legales de la liquidación por esta-
do, a título de indemnización suplementaria; Tercero:
Condena a la Corporación Dominicana de Electricidad al
pago de las costas, ordenando su distracción en provecho
del Dr. Darío Balcácer, quien afirma haberlas avanzado
en su mayor parte"; e) Que sobre recurso de apelación prin-
cipal de la Corporación Dominicana de Electricidad y sobre
apelación incidental de los demandantes originarios, la Cor-
te de Apelación de Santiago, dictó en fecha 23 de febrero
de 1971, la sentencia ahora impugnada en casación, con el
siguiente dispositivo: "FALLA: PRIMERO: Declara bue-
nos y válidos, en cuanto a la forma los recursos de apela-
ción principal e incidental de la Corporación Dominicana
de Electricidad y de José Altagracia Toribio y Kirsi Tori-
bio de Toribio, respectivamente, contra sentencia comer-
cial dictada en fecha dieciocho del mes de marzo del año
mil novecientos setenta, por la Cámara Civil, Comercial y
de Trabajo de la Primera Circunscripción del Juzgado de
Primera Instancia del Distrito Judicial de Santiago, cuyo
dispositivo ha sido copiado en otro lugar de esta sentencia;
SEGUNDO: En cuanto al fondo, rechaza por improceden-
tes y mal fundadas, las conclusiones de la Corporación Do-
minicana de Electricidad; TERCERO: Acoge las conclusio-
nes incidentales de los señores José Altagracia Toribio y
Kirsi Toribio de Toribio, en el sentido de declarar, como
por la presente se declara, a la Corporación Dominicana
de Electricidad responsable de haber ocasionado daños Y
perjuicios tanto morales como materiales en perjuicio de
dichos señores, modificándose en ese aspecto el fallo recu-
rrido que sólo se refiere "a daños y perjuicios sufridos por
los demandantes"; CUARTO: Rechaza las repetidas con-
clusiones incidentales en cuanto los señores José Altagr a-

cia Toribio y Kirsi Toribio de Toribio solicitan que sea fi-
jada en la suma de RD$6,000.00 (seis mil pesos oro) o la
suma que esta Corte estime, los daños y perjuicios mate-
riales o morales y no que éstos sean liquidados por estado,
como fue ordenado por el juez de primer grado; Confir-
mándose el fallo del Juez u-quo en cuanto ordenó que los
ieferidos daños y perjuicios sean justificados por estado y
en cuanto a que condenó a la Corporación Dominicana de
Electricidad al pago de los intereser; legales de dicha liqui-
dación por estado; QUINTO: Condena a la Corporación Do-
minicana de Electricidad, al pago de las costas con distrac-
ción de las mismas en provecho del Doctor Darío Balcácer,
quien afirmó haberlas avanzado en su totalidad";

Considerando que la recurrente propone en su memo-
rial de casación, los siguientes medios: Primer Medio: Vio-
lación por errónea aplicación, del articulo 1384 del Código
Civil, en su primera parte. Falta de base legal; Segundo

i; Medio: Violación del artículo 141 del Código de Procedi-
miento Civil por falta de motivo;

Considerando que en el desarrollo de los dos medios
de su recurso, reunidos, sostiene en síntesis la recurrente
que la Corte a-qua al declararla responsable como guardián
de una cosa inanimada, omitió precisar cuál fue en el si-
:iiestro la naturaleza de la intervención de la cosa inani-
mada cuya guarda se le atribuye, pues para que se aplique
a presunción de responsabilidad al guardián es preciso una

intervención activa, y lá Corte no precisó (repite) que el
fiuido eléctrico del cual es guardiana la Corporación recu-
irente tuviera una intervención activa en el daño; que con
ello se violó el artículo 1384, primera parte, del Código
Civil; que, además, al pedir la recurrente la revocación del
fallo apelado sostuvo que los demandantes no habían esta-
blecido que en la especie se hallaban reunidos todos los
elementos de la responsabilidad civil, y por tanto, la obli-
gación de la recurrente de reparar los daños que se pro-
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dujeron; que al no consignarse en el fallo impugnado esos
elementos, se incurrió en la violación del artículo 141 del
Código de Procedimiento Civil, por falta de motivos; pero,

Considerando que el examen del fallo impugnado pon
de manifiesto, que mediante la ponderación de los e lemen-
tos de juicio aportados en la instrucción de la causa, la
Corte a-qua dio por establecido; "a) Que en la madrugada
del día 8 de agosto de 1968, se originó un incendio en el
barrio Gurabito, de esta ciudad; b) que el incendio destruyó
por completo las casas marcadas con los números 219, 221
y 223 de la Avenida Imbert; c) que en la casa No. 221 re-
sidían los esposos José Altagracia Toribio y Kirsi Toribio

Toribio, quienes perdieron en el referido incendio todos
los ajuaces de su hogar; d) que el origen del siniestro tuvo
lugar en los alambres exteriores que conducen al contador
eléctrico";

Considerando que la Corte a-qua ponderó en los con-
siderandos 8 y 9 del fallo impugnado (página 18 y siguien-
tes) los testimonios de Santiago López Collado y Eladio
Gutiérrez; precisando el primero que "la mayorh. de los
alambres por ahí están pelados" y que siempre la gente
tenía que llamar a la Corporación porque "se incendiaban
trotando chispas" y que los comentarios de las gentes es
que el fuego comenzó en los alambres de afuera; y el se-
gundo testigo reafirmó que el fuego comenzó en los alam-
bres de afuera y se comunicó adentro;

Considerando que respués de establecidos esos hechos,
al no probar la Corporación un caso de fuerza mayor o

un caso fortuito o una causa extraña que no le fuera im-
putable, la presunción de responsabilidad en virtud del
artículo 1384 del Código Civil que compromete al guardián
de toda cosa inanimada que ha producido un daño, era
apFcable en la especie; que, sin embargo, los jueces del
fondo no se atuvieron a ello, sino que fue ordenado un in-
ft rmativo como consecuencia del cual los jueces se edifica-

,ción aún más; que siendo la Corporación la dueña del fluido
eléctrico, cosa no negada, y al iniciarse éste en los alambres
situados fuera de la residencia, la intervención activa del
guardián no necesitaba otros desarrollos, como tampoco
los elementos de la responsabilidad a que alude la recu-
rente, ya que el daño quedó comprobado, y la condición

de propietario y por ende de guardián del fluido, no estuvo
ea controversia, y la relación de causa a efecto entre la
falta presumida y el daño era una consecuencia lógica de
los hechos, salvo las excepciones eximentes de su respon-
sabilidad que la Corporación no probó ni trató de hacerlo;
que, por consiguiente, al acordar una indemnización a jus-
tificar por estado, y al dar para ello motivos suficientes y

7 pertinentes, la Corte a-qua en la especie, no incurrió en
los vicios y violaciones denunciados, razón por la cual los
medios propuestos carecen de fundamento y deben ser des-
estimados;

Por tales motivos, Primero: Rechaza el recurso de ca-
ación interpuesto por la Corporación Dominicana de Elec-

tricidad, contra la sentencia dictada por la Corte de Ape-
lación de Santiago, de fecha 23 de febrero de 1971, en sus
atribuciones comerciales, cuyo dispositivo ha sido copiado
en parte anterior del presente fallo; Segundo: Condena a
la recurrente al pago de las costas, con distracción de las
mismas en favor del Dr. Darío Balcácer, quien afirma es-
tarlas avanzando en su totalidad.

(Firmados): Manuel Ramón Ruiz Tejada .— Fernando
E. Ravelo de la Fuente.— Manuel D. Bergés Chupani.—
P rancisco Elpidio Beras.— Joaquín M. Alvarez Perelló  . —
Juan Bautista Rojas Almánzar.— Santiago Osvaldo Rojo
Carbuccia.— Ernesto Curiel hijo, Secretario General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los
Señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la
a:.tcliencia pública del día, mes y año en él expresados y fue
fil mada, leída y publicada por mí, Secretario General que
un'itfico. (Firmado): Ernesto Curiel hijo.
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que el fuego comenzó en los alambres de afuera; y el se-

gundo testigo reafirmó que el fuego comenzó en los alam-
bres de afuera y se comunicó adentro;

Considerando que respués de establecidos esos hechos,
y al no probar la Corporación un caso de fuerza mayor o
un caso fortuito o una causa extraña que no le fuera im-
putable, la presunción de responsabilidad en virtud del
ar tículo 1384 del Código Civil que compromete al guardián
ce toda cosa inanimada que ha producido un daño, era
apl l cable en la especie; que, sin embargo, los jueces del
fondo no se atuvieron a ello, sino que fue ordenado un in-
fe amativo como consecuencia del cual los jueces se edifica-
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estimados;
Por tales motivos, Primero: Rechaza el recurso de ca-

lación interpuesto por la Corporación Dominicana de Elec-
4 tricidad, contra la sentencia dictada por la Corte de Ape-

lación de Santiago, de fecha 23 de febrero de 1971, en sus
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en parte anterior del presente fallo; Segundo: Condena a
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(Firmados): Manuel Ramón Ruiz Tejada .— Fernando
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SENTENCIA DE FECHA 29 DE SEPTIEMBRE DEL 1971.

Sentencia impugnada: Juzgado de Primera Instancia de Barah
de fecha 15 de febrero del 1971.

Materia: Trabajo.

Recurrente: Ingenio Barahona.
Abogado: Lic. Angel Salvador González.

Recurrido: Angel M. Sánchez.
Abogado: Dr. Nol Suberví Espinosa.

Dios, Patria y Libertad.
República Dominicana.

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Manuel Ra-
món Ruiz Tejada, Presidente; Fernando E. Ravelo de la
Fuente, Primer Sustituto de Presidente; Manuel D. Ber-
gés Chupani, Joaquín M. Alvarez Perelló, Juan Bautista
Rojas Almánzar y Santiago Osvaldo Rojo Carbuccia, asis-
tidos del Secretario General, en la Sala donde celebra sus -41'
audiencias, en la ciudad de Santo Domingo de Guzmán,
Distrito Nacional, hoy día 29 de Septiembre del año 1971,
años 128' de la Independencia y 109' de la Restauración,
licta en audiencia pública, como corte de casación. la  si-
Iniente sentencia:

Sobre el recurso de casación interpuesto por Ingedio
3arahona con domicilio real en el Municipio de Barahona,
ontra la sentencia dictada por el,Juzgado de Primera Ins-
incia de Barahona, en sus atribuciones laborales como tri-
'una! de segundo grado, de fecha 15 de febrero' de 1971,
uyo dispositivo se copia más adelante;

Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol;
Oído al Lic. Angel S. González, cédula No. 777, serie

18, abogado del recurrente, en la lectura de sus conclusio-
nes;

Oído al Dr. Jacobo Guiliani Matos en representación
del Dr. Nouel Suberví Espinosa, cédula No. 18226, serie 18,
abogado del recurrido Angel María Sánchez, dominicano,
mayor de edad, agricultor, soltero, domiciliado y residen-
te en la casa No. 16 de la calle Colón de Barahona, cédula
Personal de Identidad No. 16282, serie 18, en la lectura de
sus conclusiones;

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General
de la República;

Visto el memorial de casación depositado en la Secre-
taría del tribunal a-qua en fecha 31 de marzo de 1971, sus-
crito por el abogado del recurrente, en el cual se invocan
los medios que se indican más adelante;

Visto el memorial de Defensa de fecha 22 de Mayo de
1971, suscrito por el abogado del recurrido;

La Suprema Corte de Justicia después de haber deli-
berado y vistos los artículos 69, 72 y 84 del Código de Tra-
bajo; 56 de la Ley No. 637 de 1944, Sobre Contratos de
Trabajo; y 1 y 65 de la Ley sobre Procedimiento de Casa-
ción;

Considerando que en la sentencia impugnada y en los
documentos a que ella se refiere, consta: a) Que con moti-
vo de una reclamación laboral que no pudo ser concilia-
da, hecha por el actual recurrido contra el Ingenio recu-
rrente, el Juzgado de Paz de Barahona dictó en fecha 8 de
septiembre de 1970, una sentencia cuyo dispositivo dice así:
"FALLA: Primero: Que debe ratificar como al efecto ra-
tifica, el defecto pronunciado en fecha 27 de Agosto del
año en curso, contra el Ingenio Barahona (CEA), por no
haber comparecido ni hacerse representar por persona al-
guna, no obstante haber sido citado legalmente.— Segu-
ndo: Que debe declarar como al efecto declara Rescindido
el contrato de trabajo, existente entre el señor Angel Ma-
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te en la casa No. 16 de la calle Colón de Barahona, cédula
Personal de Identidad No. 16282, serie 18, en la lectura de
sus conclusiones;

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General
de la República;

Visto el memorial de casación depositado en la Secre-
taría del tribunal a-qua en fecha 31 de marzo de 1971, sus-
crito por el abogado del recurrente, en el cual se invocan
los medios que se indican más adelante;

Visto el memorial de Defensa de fecha 22 de Mayo de
1971, suscrito por el abogado del recurrido;

La Suprema Corte de Justicia después de haber deli-
berado y vistos los artículos 69, 72 y 84 del Código de Tra-
bajo; 56 de la Ley No. 637 de 1944, Sobre Contratos de
Trabajo; y 1 y 65 de la Ley sobre Procedimiento de Casa-
ción;

Considerando que en la sentencia impugnada y en los
documentos a que ella se refiere, consta: a) Que con moti-
vo de una reclamación laboral que no pudo ser concilia-
da, hecha por el actual recurrido contra el Ingenio recu-
rrente, el Juzgado de Paz de Barahona dictó en fecha 8 de
septiembre de 1970, una sentencia cuyo dispositivo dice así:

"FALLA: Primero: Que debe ratificar como al efecto ra-
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defensa;— Tercer Medio: Desnaturalización de los hechos
y falta de base legal en otro aspecto;— CuartoMedio: Vio-
lación del art. 56 de la Ley No. 637 sobre contratos de tra-
bajo ` — Quinto Medio: Falta de base legal;

Considerando que en el desarrollo de los medios pri-
mero y segundo de su memorial, los cuales se reúnen para
su examen, sostiene en síntesis el recurrente, que el Juez
a -quo rechazó un pedimento que se le hizo para que oyeran
testigos adicionales cuyos nombres figuraban en una lista
depositada en la Secretaría en el plazo de la ley; que asi-
mismo el recurrente se opuso a la audición de testigos de
la contra-parte y esto fue rechazado sin dar motivos; y que
el Ingenio pidió por conclusiones que se sometieran al de-
bate documentos por dicho Ingenio depositados, los que se
habían notificado a la otra parte, la que podía tomar co-
nocimiento de ellos, y el Juez rechazó también ese pedi-
mento; que con ello se violó el Art. 141 del Código de Pro-
cedimiento Civil y " el derecho de defensa;

Considerando que el examen del fallo impugnado re-
vela que en él no se transcribieron las conclusiones a que
se refiere el Ingenio recurrente en los dos medios que se
examinan, pues el Juez se limita a decir en la página 2 de
dicho fallo que el Lic. Angel S. González solicitó cinco días
de plazo para depositar documentos, y en la página 4, di-
ce que vencido ese plazo dicho abogado no depositó nin-
gún documento; que, sin embargo, en el acta de la audien-
cia para el contra informativo, celebrada el día 21 de di-
ciembre de 1970, de la cual se ha depositado copia ante es-
ta Suprema Corte de Justicia, se leo lo siguiente: "El Li-
cenciado Angel Salvador González, abogado del Ingenio
Barahona, se opone a la celebración del Contra Informa-
tivo por no haberse depositado en la secretaría de este Tri-
bunal la lista de testigos que se oirán en la audiencia del
día de hoy"; que luego en el acta de la audiencia del día

11
4

18 de enero de 1971, de la que también se ha depositado
copia, se lee que el abogado del Ingenio "leyó conclusiones

thé
tendentes a que fuesen interrogados los testigos de una lis-
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ría Sánchez y el Ingenio Barahona, (CEA), por culpa d(
patrono al despedir a dicho trabajador injustificadamel
te.— Tercero: Que debe condenar como al efecto conden
al Ingenio Barahona, CEA, a pagar al señor Angel Mari
Sánchez, las siguientes prestaciones laborales: 24 días de
desahucio a razón de RD$4.00 diarios que hacen un valor
de RD$96.00, un ( 1) año de auxilio de cesantía que hacen
un valor de RD$1,440.00; y RD$360.00 por concepto de sa-
larios que habría recibido el demandante, desde el día de
su demanda, no excediendo de tres (3) meses de salario,
hasta que intervenga la sentencia definitiva.— Cuarto:
Que debe condenar como al eefcto condena al Ingenio Ba-
rahona, (CEA), al pago de las costas del procedimiento con
distracción de las mismas, en favor del Dr. Noel Suberví
Espinosa, quien afirma haberlas avanzado en su totalidad";
b) Que sobre apelación del Ingenio Barahona el Juzgado
a-quo, como tribunal de segundo grado en materia laboral,
dictó la sentencia ahora impugnada en casación con el si-
guiente dispositivo: "FALLA: PRIMERO: Declarar como
al efecto declara, regular y válido en cuanto a la forma el
recurso de apelación interpuesto por el Ingenio Barahona
(C( E. A.), contra sentencia de fecha 8 del mes de Septiem-
bre del año 1970, dictada por el Juzgado de Paz de este
Municipio de Barahona, en funciones de Tribunal laboral
de Primer Grado.— SEGUNDO: Declarar como al efecto
declara, regular y válidos el informativo y contrainforma-
tivo llevados a efecto por las partes ante este tribunal;—
TERCERO: Confirma los ordinales Segundo y Tercero, de
la sentencia recurrida;— CUARTO: Condena al Ingenio
Barahona (CEA) parte recurrente, al pago de las costas con
distracción de las mismas en favor del Dr. N. Suberví Es-
pinosa quien afirma haberlas avanzado en su totalidad";

Considerando que el recurrente en su memorial de ca-
sación propone los siguientes medios: Primer Medio: Vio- '
lación del art. 141 del Código de Procedimiento civil. V a

-rios aspectos.— Segundo Medio: Violación del derecho de
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ría Sánchez y el Ingenio Barahona, (CEA), por culpa d,
patrono al despedir a dicho trabajador injustificadamel
te.— Tercero: Que debe condenar como al efecto condene;
al Ingenio Barahona, CEA, a pagar al señor Angel María
Sánchez, las siguientes prestaciones laborales: 24 días de
desahucio a razón de RD$4.00 diarios que hacen un valor
de RD$96.00, un (1) año de auxilio de cesantía que hacen
un valor de RD$1,440.00; y RD$360.00 por concepto de sa-
larios que habría recibido el demandante, desde el día de
su demanda, no excediendo de tres (3) meses de salario,
hasta que intervenga la sentencia definitiva.— Cuarto:
Que debe condenar como al eefcto condena al Ingenio Ba-
rahona, (CEA), al pago de las costas del procedimiento con
distracción de las mismas, en favor del Dr. Noel Suberví
Espinosa, quien afirma haberlas avanzado en su totalidad";
b) Que sobre apelación del Ingenio Barahona el Juzgado
a-quo, como tribunal de segundo grado en materia laboral,
dictó la sentencia ahora impugnada en casación con el si-
guiente dispositivo: "FALLA: PRIMERO: Declarar como
al efecto declara, regular y válido en cuanto a la forma el
recurso de apelación interpuesto por el Ingenio Barahona
(C( E. A.), contra sentencia de fecha 8 del mes de Septiem-
bre del año 1970, dictada por el Juzgado de Paz de este
Municipio de Barahona, en funciones de Tribunal laboral
de Primer Grado.— SEGUNDO: Declarar como al efecto
declara, regular y válidos el informativo y contrainforma-
tivo llevados a efecto por las partes ante este tribunal;—
TERCERO: Confirma los ordinales Segundo y Tercero, de
la sentencia recurrida;— CUARTO: Condena al Ingenio
Barahona (CEA) parte recurrente, al pago de las costas con
distracción de las mismas en favor del Dr. N. Suberví Es-
pinosa quien afirma haberlas avanzado en su totalidad";

Considerando que el recurrente en su memorial de ca-
sación propone los siguientes medios: Primer Medio: Vio-
lación del art. 141 del Código de Procedimiento civil. Va-
rios aspectos.— Segundo Medio: Violación del derecho de

defensa;— Tercer Medio: Desnaturalización de los hechos
y falta de base legal en otro aspecto;— CuartoMedio: Vio-
lación del art. 56 de la Ley No. 637 sobre contratos de tra-
bajo`— Quinto Medio: Falta de base legal;

Considerando que en el desarrollo de los medios pri-
mero y segundo de su memorial, los cuales se reúnen para
su examen, sostiene en síntesis el recurrente, que el Juez
a-quo rechazó un pedimento que se le hizo para que oyeran
testigos adicionales cuyos nombres figuraban en una lista
depositada en la Secretaría en el plazo de la ley; que asi-
mismo el recurrente se opuso a la audición de testigos de
la contra-parte y esto fue rechazado sin dar motivos; y que
el Ingenio pidió por conclusiones que se sometieran al de-
bate documentos por dicho Ingenio depositados, los que se
habían notificado a la otra parte, la que podía tomar co-
nocimiento de ellos, y el Juez rechazó también ese pedí-

* mento; que con ello se violó el Art. 141 del Código de Pro-
cedimiento Civil y el derecho de defensa;

Considerando que el examen del fallo impugnado re-
vela que en él no se transcribieron las conclusiones a que
se refiere el Ingenio recurrente en los dos medios que se
examinan, pues el Juez se limita a decir en la página 2 de
dicho fallo que el Lic. Angel S. González solicitó cinco días
de plazo para depositar documentos, y en la página 4, di-
ce que vencido ese plazo dicho abogado no depositó nin-
gún documento; que, sin embargo, en el acta de la audien-
cia para el contra informativo, celebrada el día 21 de di-
ciembre de 1970, de la cual se ha depositado copia ante es-
ta Suprema Corte de Justicia, se leo lo siguiente: "El Li-
cenciado Angel Salvador González, abogado del Ingenio
Barahona, se opone a la celebración del Contra Informa-
tivo por no haberse depositado en la secretaría de este Tri-
bunal la lista de testigos que se oirán en la audiencia del
día de hoy"; que luego en el acta de la audiencia del día
18 de enero de 1971, de la que también se ha depositado
copia, se lee que el abogado del Ingenio "leyó conclusiones
tendentes a que fuesen interrogados los testigos de una lis-

1.
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ta adicional depositados en secretaría"; que ese pedimen-
to fue rechazado sin dar ningún motivo pues el Juez se li-
mitó a decir, según se lee en la citada acta lo siguiente:
"El Juez rechaza la petición del abogado de la parte de-.
mandada en apelación, y en consecuencia ordena la au-
diencia del contra informativo";

Considerando que también el recurrente ha deposita
do ante esta Suprema Corte de Justicia junto con su m
morial de casación, una certificación del Secretario del Ju
gado a-quo, que dice lo siguiente: "Honorable Magistrado:
El Ingenio Barahona, depositó en secretaría en este Juz-
gado de Primera Instancia un documento de importancia
decisiva para la ventilación y fallo de la apelación inter-
puesta por el Ingenio Barahona, en el caso de Luis Sán-
chez o Angel María Sánchez. Se trata de un documento re-
lativo a la conducta del señor Sánchez mientras servía co-
mo Guarda Campestre en el Batey Isabela del Ingenio.—
De la manera más respetuosa el Ingenio Barahona, y de
conformidad con el art. 598, os pedimos que ese documen-
to sea tomado en cuenta en la instrucción de este Juicio,
así como que sean oídas las personas que figuran en ese
documento a título de testigo. Es Justicia, en la ciudad de
Barahona, a los dieciocho (18) días del mes de Enero del
año mil novecientos setentiuno (1971).— Fdo. Lic. Angel
Salvador González, cédula No. 777, serie 18, Al Magistra-
do Juez de Primera Instancia del Distrito Judicial de Ba-
rahona, en funciones laborales";

Considerando que ese depósito se hizo el 18 de enero
de 1971, o sea el día de la audiencia celebrada por el. Juz-
gado a-quo en la cual decidió proceder al contrainformat i

-vo; que si bien los jueces son soberanos para apreciar la
conveniencia o no de la admisión de las pruebas que se les
someten, y pueden desestimar cualquier pedimento al res-
pecto que no resulte justificado, deben dar los motivos en
que basan su decisión, si el pedimento ha sido hecho por
conclusiones formales como ocurrió en la especie; que, en

consecuencia, al no haberse dado motivos al respecto, el
fallo impugnado debe ser casado por falta de motivos y
por haberse lesionado el derecho de defensa del recu-
rrente";

Considerando  que al tenor del Art. 65 de la Ley Sobre
Procedimiento de Casación, las costas pueden ser compen-
sadas cuando un fallo es casado por falta de motivos;

Por tales motivos, Primero: Casa, la sentencia dictada
por el Juzgado de Primera Instancia del Distrito Judicial
de Barahona, en sus atribuciones laborales como Tribunal
de segundo grado, en fecha 15 de febrero de 1971, cuyo dis-
positivo ha sido copiado en parte anterior del presente fa-
llo; y envía el asunto por ante el Juzgado de Primera Ins-
tancia de Azua en las mismas atribuciones; y Segundo:
Compensa las costas.

(Firmados).— Manuel Ramón Ruiz Tejada.— Fernan-
do E. Ravelo de la Fuente.— Manuel D. Bergés Chupani.—
Joaquín M. Alvarez Perelló.— Juan Bautista Rojas Almán-
zar.— Santiago Osvaldo Rojo Carbuccia.— Ernesto Curiel
hijo, Secretario General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la
audiencia pública del día, mes y año en él expresados y fue
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General que
certifico. (Fdo.) Ernesto Curiel hijo.
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Considerando que también el recurrente ha deposita- •
do ante esta Suprema Corte de Justicia junto con su me-
morial de casación, una certificación del Secretario del Juz-
gado a-quo, que dice lo siguiente: "Honorable Magistrado:
El Ingenio Barahona, depositó en secretaría en este Juz-
gado de Primera Instancia un documento de importancia
decisiva para la ventilación y fallo de la apelación inter-
puesta por el Ingenio Barahona, en el caso de Luis Sán-
chez o Angel María Sánchez. Se trata de un documento re-
lativo a la conducta del señor Sánchez mientras servía co-
mo Guarda Campestre en el Batey Isabela del Ingenio.—
De la manera más respetuosa el Ingenio Barahona, y de
conformidad con el art. 598, os pedimos que ese documen-
to sea tomado en cuenta en la instrucción de este Juicio,
así como que sean oídas las personas que figuran en ese
documento a título de testigo. Es Justicia, en la ciudad de
Barahona, a los dieciocho (18) días del mes de Enero del
año mil novecientos setentiuno (1971).— Fdo. Lic. Angel
Salvador González, cédula No. 777, serie 18, Al Magistra-
do Juez de Primera Instancia del Distrito Judicial de Ba-

rahona, en funciones laborales";

Considerando que ese depósito se hizo el 18 de enero
de 1971, o sea el día de la audiencia celebrada por el Juz-
gado a-quo en la cual decidió proceder al contrainformat i-
yo; que si bien los jueces son soberanos para apreciar la
conveniencia o no de la admisión de las pruebas que se les
someten, y pueden desestimar cualquier pedimento al res-
pecto que no resulte justificado, deben dar los motivos en
que basan su decisión, si el pedimento ha sido hecho por
conclusiones formales como ocurrió en la especie; que, en

ta adicional depositados en secretaría"; que ese Pedimen.
to fue rechazado sin dar ningún motivo pues el Juez se li-
mitó a decir, según se lee en la citada acta lo siguiente:
"El Juez rechaza la petición del abogado de la parte de-
mandada en apelación, y en consecuencia ordena la au-
diencia del contra informativo";

consecuencia, al no haberse dado motivos al respecto, el
fallo impugnado debe ser casado por falta de motivos y
por haberse lesionado el derecho de defensa del recu-
rrente";

Considerando que al tenor del Art. 65 de la Ley Sobre
Procedimiento de Casación, las costas pueden ser compen-
sadas cuando un fallo es casado por falta de motivos;

Por tales motivos, Primero: Casa, la sentencia dictada
por el Juzgado de Primera Instancia del Distrito Judicial
de Barahona, en sus atribuciones laborales como Tribunal
de segundo grado, en fecha 15 de febrero de 1971, cuyo dis-
positivo ha sido copiado en parte anterior del presente fa-
llo; y envía el asunto por ante el Juzgado de Primera Ins-
tancia de Azua en las mismas atribuciones; y Segundo:
Compensa las costas.

(Firmados).— Manuel Ramón Ruiz Tejada.— Fernan-
do E. Ravelo de la Fuente.— Manuel D. Bergés Chupani.—
Joaquín M. Alvarez Perelló.— Juan Bautista Rojas Almán-
zar.— Santiago Osvaldo Rojo Carbuccia.— Ernesto Curiel
hijo, Secretario General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la
audiencia pública del día, mes y año en él expresados y fue
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General que
certifico. (Fdo.) Ernesto Curiel hijo.
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SENTENCIA DE FECHA 29 DE SEPTIEMBRE DEL 1971.

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de San Cristóbal de
fecha 8 de diciembre de 1970.

Materia: Penal.

Recurrente: Juan B. Contreras Alcón.

Dios, Patria y Libertad.
República Dominicana.

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Manuel Ra-
món Ruiz Tejada, Presidente; Fernando E. Ravelo de la
Fuente, Primer Sustituto de Presidente; Manuel A. Amia-
ma, Segundo Sustituto de Presidente; Manuel D. Bergés
Chupani, Francisco Elpidio Beras, Joaquín M. Alvarez Pe-
relló, Juan Bautista Rojas Almánzar y Santiago Osvaldo
Rojo Carbuccia, asistidos del Secretario General, en la Sa-
la donde celebra sus audiencias, en la ciudad de Santo Do-
mingo de Guzmán, Distrito Nacional, hoy día 29 de Sep-
tiembre de 1971, años 128' de la Independencia y 109' de
la Restauración, dicta en audiencia pública, como corte de
casación, la siguiente sentencia:

Sobre el recurso de casación interpuesto por Juan B.
Contreras Alcón, dominicano, mayor de edad, casado, agri-
cultor, cédula No. 272 serie 8, residente en el Paraje Man-
ga de la Provincia de San Cristóbal, contra la sentencia de
la Corte de Apelación de San Cristóbal, dictada en fecha
8 de diciembre de 1970, eri sus atribuciones correccionales,
cuyo dispositivo dice así: "Falla: Primero: Se reenvía el
conocimiento de la causa seguida contra el prevenido Bo-
nifacio de los Santos, para la audiencia del día viernes, que
contaremos a doce (12) del mes de marzo del año 1971, a
las nueve horas de la mañana. Vale citación para el incul-

r

pado presente; Segundo: Se revoca el ordinal Quinto de la
sentencia dictada por el Juzgado de Primera Instancia del
Distrito Judicial de San Cristóbal, en fecha 11 del mes de
julio del año 1969, el cual dice así: 'Se declara vencida la
fianza que ampara la libertad provisional del prevenido
Bonifacio de los Santos, según póliza No. 10043 de fecha
28 de julio de 1967, de la Compañía de Seguros San Rafael
C. por A., para los fines dispuestos por el Artículo 11 de
la Ley Sobre Libertad Provisional Bajo Fianza; Tercero:
Se reservan las costas";

Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol;
Oído el dictamen del Mag i strado Procurador General

de la República;
Vista el actá del recurso de casación, levantada en la

Secretaría de la Corte a-qua, en fecha 1ro. de Abril de 1971,
a requerimiento del Dr. Diógenes Amaro García, a nombre
y en representación del recurrente Juan B. Contreras Al-
eón, parte civil constituída, acta en la cual no se expone
ningún medio determinado de casación;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
:)erado y vistos los artículos 1, 37 y 65 de la Ley Sobre
)rocedimiento de Casación;

Considerando que al tenor del artículo 37 de la Ley
obre Procedimiento de Casación, cuando el recurso de ca-
ación sea interpuesto por el Ministerio Público, por la

parte civil constituida, o por-la persona puesta en causa
como civilmente responsable, el depósito de un memorial
con la exposición de los medios en que se funda, será obli-
gatorio, a pna de nulidad, si no se ha motivado el recurso
en la declaración correspondiente;

Considerando que en el presente caso, el recurrente,
parte civil constituída, no expuso al declarar sa recurso
de casación los medios que le servirían de fundamento, ni
ha presentado luego, memorial alguno contentivo de di-
chas medidas; por lo cual, en tales condiciones, el recurso
que se examina, resulta nulo al tenor del artículo 37 de la
Ley Sobre Procedimiento de Casación;
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SENTENCIA DE FECHA 29 DE SEPTIEMBRE DEL 1971.

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de San Cristóbal de
fecha 8 de diciembre de 1970.

Materia: Penal.

Recurrente: Juan B. Contreras Alcán.

Dios, Patria y Libertad.
República Dominicana.

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Manuel Ra-
món Ruiz Tejada, Presidente; Fernando E. Ravelo de la
Fuente, Primer Sustituto de Presidente; Manuel A. Amia-
ma, Segundo Sustituto de Presidente; Manuel D. Bergés
Chupani, Francisco Elpidio Beras, Joaquín M. Alvarez Pe-
relló, Juan Bautista Rojas Almánzar y Santiago Osvaldo
Rojo Carbuccia, asistidos del Secretario General, en la Sa-
la donde celebra sus audiencias, en la ciudad de Santo Do-
mingo de Guzmán, Distrito Nacional, hoy día 29 de Sep-
tiembre de 1971, años 128' de la Independencia y 109' de
la Restauración, dicta en audiencia pública, como corte de
casación, la siguiente sentencia:

Sobre el recurso de casación interpuesto por Juan B.
Contreras Alcón, dominicano, mayor de edad, casado, agri-
cultor, cédula No. 272 serie 8, residente en el Paraje Man-
ga de la Provincia de San Cristóbal, contra la sentencia de
la Corte de Apelación de San Cristóbal, dictada en fecha
8 de diciembre de 1970, e sus atribuciones correccionales,
cuyo dispositivo dice así: "Falla: Primero: Se reenvía el
conocimiento de la causa seguida contra el prevenido Bo-
nifacio de los Santos, para la audiencia del día viernes, que
contaremos a doce (12) del mes de marzo del año 1971, a
las nueve horas de la mañana. Vale citación para el incul-

pado presente; Segundo: Se revoca el ordinal Quinto de la

e

sentencia dictada por el Juzgado de Primera Instancia del
Distrito Judicial de San Cristóbal, en fecha 11 del mes de
julio del año 1969, el cual dice así: 'Se declara vencida la
fianza que ampara la libertad provisional del prevenido
Bonifacio de los Santos, según póliza No. 10043 de fecha
28 de julio de 1967, de la Compañía de Seguros San Rafael
C. por A., para los fines dispuestos por el Artículo 11 de
la Ley Sobre Libertad Provisional Bajo Fianza; Tercero:
Se reservan las costas";

Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol;
Oído el dictamen del Mag i strado Procurador General

de la República;
Vista el acta- del recurso de casación, levantada én la

Secretaría de la Corte a-qua, en fecha 1ro. de Abril de 1971,
a requerimiento del Dr. Diógenes Amaro García, a nombre
y en representación del recurrente Juan B. Contreras Al-
eón, parte civil constituida, acta en la cual no se expone
ningún medio determinado de casación;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los artículos 1, 37 y 65 de la Ley Sobre
Procedimiento de Casación;

Considerando que al tenor del artículo 37 de la Ley
sobre Procedimiento de Casación, cuando el recurso de ca-
sación sea interpuesto por el Ministerio Público, por la
parte civil constituida, o por—la persona puesta en causa
como civilmente responsable, el depósito de un memorial
con la exposición de los medios en que se funda, será obli-
gatorio, a pna de nulidad, si no se ha motivado el recurso
en la declaración correspondiente;

Considerando que en el presente caso, el recurrente,
parte civil constituida, no expuso al declarar sa recurso
de casación los medios que le servirían de fundamento, ni
ha presentado luego, memorial alguno contentivo de di-
chas medidas; por lo cual, en tales condiciones, el recurso
que se examina, resulta nulo el tenor del artículo 37 de la
Ley Sobre Procedimiento de Casación;
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Por tales motivos, Primero: Declara nulo el recurso
de casación interpuesto por Juan B. Contreras Alcón, con-
tra la sentencia dictada por la Corte de Apelación de San
Cristóbal, en fecha 8 de diciembre de 1970, cuyo disposi-
tivo ha sido copiado en parte anterior del presente fallo;
y, Segundo: Condena al recurrente al pago de las costas.

(Firmados): Manuel Ramón Ruiz Tejada. Fernando
E. Ravelo de la Fuente.— Manuel A. Amiama.— Manuel
D. Bergés Chupani.— Francisco Elpidio Beras.— Joaquín
M. Alvarez Perelló.— Juan Bautista Rojas Almánzar.—
Santiago Osvaldo Rojo Carbuccia.— Ernesto Curiel hijo,
Secretario General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la
audiencia pública del día, mes y año en él expresados, y
fue firmada, leída y publicada por mí, Secretario General,
que certifico. (Firmado): Ernesto Curiel hijo.
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SENTENCIA DE FECHA 29 DE SEPTIEMBRE DEL 1971.

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de Santo Domingo de
fecha 21 de noviembre de 1968.

Materia: Correccional.

Recurrente: Andrea Felipe Peña.

Dios, Patria y Libertad.
República Dominicana.

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Manuel Ra-
món Ruiz Tejada, Presidente; Fernando E. Ravelo de la
Fuente, Primer Sustituto de Presidente; Manuel A. Amia-
me, Segundo Sustituto de Presidente; Manuel D. Bergés
Chupani, Francisco Elpidio Beras, Joaquín M. Alvarez Pe-
relló, Juan Bautista Rojas Almánzar y Santiago Osvaldo
Rojo Carbuccia, asistidos del Secretario General, en la Sa-
la donde celebra sus audiencias, en la ciudad de Sánto Do-
mingo de Guzmán, Distrito Nacional, hoy día 29 del mes
de Septiembre del año 1971, años 128' de la Independen-
cia y 109' de la Restauración, dicta en audiencia pública,
como corte de casación, la siguiente sentencia:

Sobre el recurso de casación interpuesto por Andrea
Felipe Peña, dominicano, mayor de edad, cédula No. 25968
serie 31, domiciliada en esta ciudad, y la Compañía de Se-
guros "Aguilar" S. A., con domicilio social en la casa No.
74 de la calle Arzobispo Meriño de esta ciudad, contra la
sentencia dictada por la Corte de Apelación de Santo Do-
mingo, de feéha 21 de noviembre de 1968, cuyo dispositi-
vo dice así: "Falla: Primero: Declara regular y válidos en
cuanto a la forma, los recursos de apelación interpuestos

411 por el prevenido Ramón Estévez Minier, Andrea Felipe Pe-
ña, persona puesta en causa como . civilmente responsable
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Por tales motivos, Primero: Declara nulo el recurso
de casación interpuesto por Juan B. Contreras Alcón, con-
tra la sentencia dictada por la Corte de Apelación de San
Cristóbal, en fecha 8 de diciembre de 1970, cuyo disposi-
tivo ha sido copiado en parte anterior del presente fallo;
y, Segundo: Condena al recurrente al pago de las costas.

(Firmados): Manuel Ramón Ruiz Tejada.— Fernando
E. Ravelo de la Fuente.— Manuel A. Amiama.— Manuel
D. Bergés Chupani.— Francisco Elpidio Beras.— Joaquín
M. Alvarez Perelló.— Juan Bautista Rojas Almánzar.—
Santiago Osvaldo Rojo Carbucc:a.— Ernesto Curiel hijo,
Secretario General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la
audiencia pública del día, mes y año en él expresados, y
fue firmada, leída y publicada por mí, Secretario General,
que certifico. (Firmado): Ernesto Curiel hijo.

SENTENCIA DE FECHA 29 DE SEPTIEMBRE DEL 1971.

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de Santo Domingo de
fecha 21 de noviembre de 1968.

Materia: Correccional.

Recurrente: Andrea Felipe Peña.

Dios, Patria y Libertad.
República Dominicana.

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituída por los Jueces Manuel Ra-
món Ruiz Tejada, Presidente; Fernando E. Ravelo de la
Fuente, Primer Sustituto de Presidente; Manuel A. Amia-
ma, Segundo Sustituto de Presidente; Manuel D. Bergés
Chupani, Francisco Elpidio Beras, Joaquín M. Alvarez Pe-
relló, Juan Bautista Rojas Almánzar y Santiago Osvaldo
Rojo Carbuccia, asistidos del Secretario General, en la Sa-
la donde celebra sus audiencias, en la ciudad de Santo Do-
mingo de Guzmán, Distrito Nacional, hoy día 29 del mes
de Septiembre del año 1971, años 128' de la Independen-
cia y 109' de la Restauración, dicta en audiencia pública,
como corte de casación, la siguiente sentencia:

Sobre el recurso de casación interpuesto por Andrea
Felipe Peña, dominicano, mayor de edad, cédula No. 25968
serie 31, domiciliada en esta ciudad, y la Compañía de Se-
guros "Aguilar" S. A., con domicilio social en la casa No.
74 de la calle Arzobispo Meriño de esta ciudad, contra la
sentencia dictada por la Corte de Apelación de Santo Do-
mingo, de feéha 21 de noviembre de 1968, cuyo dispositi-
vo dice así: "Falla: Primero: Declara regular y válidos en
cuanto a la forma, los recursos de apelación interpuestos
por el prevenido Ramón Estévez Minier, Andrea Felipe Pe-
ña, persona puesta en causa como civilmente responsable
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y la Compañía aseguradora Aguilar S. A., contra la sea.
tencia dictada en fecha 30 de Marzo de 1966, por la Quinta
Cámara Penal del Juzgado de Primera Instancia del Dis-
trito Nacional, la cual contiene el siguiente dispositivo:
"Falla: Primero: Declara buena y válida en cuanto a la
forma la constitución en parte civil hecha por el señor Ro..
dolfo Antonio Madera, por órgano de sus abogados Dres.
Miguel Angel Luna Morales y José Martín Elsevyf López,
en razón de haber sido hecho en tiempo hábil y de acuer-
do con la Ley; Segundo: Declara al nombrado Ramón An-
tonio Estévez Minier, de generales anotadas, culpable de
violación a la Ley No. 5771 (homicidio involuntario), en 's
perjuicio del menor Rodolfo Madera hijo, y en consecuen-
cia, se le condena a una multa de Doscientos Pesos Oro
(RD$200.00), acogiendo circunstancias atenuantes; Terce-
ro: Condena a la señora Andrea Felipe Peña, propietaria
del automóvil que conducido por el inculpado, produjo la
muerte del menor anteriormenie citado, a pagar al señor
Rodolfo Antonio Madera, padre del menor en cuestión y
parte civil constituida, una indemnización de Quince Mil
Pesos Oro RID$15,000.00) en reparación de los daños mo-
rales y materiales ocasionádole a dicha parte civil; Cuarto:
Declara la presente sentencia, oponible a la Compañía
Aguilar S. A., aseguradora del automóvil con el cual se
produjo el accidente; Quinto: Condena a la señora Andrea
Felipe Peña, al pago de los intereses legales correspondien-
tes a la suma de la indemnización acordada; Sexto: Conde-
na al inculpado al pago de las costas, con distracción de
las mismas en favor de los Dres. Miguel Angel Luna Mo-
rales y José Martín Elsevyf López, quienes afirman haber-
las avanzado en su mayor parte'; por haber sido interpues-
tas dentro del plazo y de acuerdo con las demás prescrip-
riones legales que rigen la materia; Segundo: Pronuncia
A defecto contra la señora Andrea Felipe Peña, persona
niesta en causa como civilmente responsable y la Compa-
iía de Seguros Aguilar, S. A., por no haber comparecido
t la audiencia no obstante haber sido legalmente citado;
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Tercero: Revoca el ordinal quinto de la sentencia recurri-
da por improcedente; Cuarto: Confirma los ordinales 1ro.,
2do., 4to., y 6to., de la sentencia recurrida; Quinto: Modi-
fica el ordinal tercero de la sentencia apelada en el senti-
do de reducir la indemnización impuesta de quince mil pe-
sos (RD$15,030.00) a siete mil pesos (RD$7,000.00); Sexto:
Condena al recurrente Ramón Antonio Estévez Minier al
pago de las costas penales de la presente alzada; Séptimo:
Condena a la señora Andrea Felipe Peña y a la Compañía
de Seguros Aguilar, S. A., al pago de las costas civiles de
la presente alzada y ordena su distracción a favor de los
Dres. José Elsevyf y Mig•el A. Luna, abogados de la par-
te civil constituida, quienes han afirmado haberlas avan-
zado en su totalidad";

Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol;
Oído el dictamen del Magistrado Procurador General

de la República;

Vista el acta del recurso de casación, levantado en la
Secretaría de la Corte a-qua, en fecha 16 de diciembre de
1968, a requerimiento del Lic. Federico Nina hijo, y Dr.
Luis Silvestre Nina Mota, a nombre y en representación
de Andrea Felipe Peña y Aguilar S. A., recurrentes, acta
en la cual no se expone ningún medio determinado de ca-

- sación;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los artículos 1, 37 y 65 de la Ley sobre
Procedimiento de Casación;

Considerando que al tenor del artículo 37 de la Ley sobr:.?
Procedimiento cle Casación, cuando el recurso de casación
sea interpuesto por el Ministerio Público, por la parte ci-
vil constituida, o por la persona puesta en causa como ci-
vilmente responsable, el depósito de un memorial con la
exposición de los medios en que se funda, será obligatorio,
a pena de nulidad, si no se ha motivado el rceurso en la
declara ción correspondiente;
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y la Compañía aseguradora Aguilar S. A., contra la se
tencia dictada en fecha 30 de Marzo de 1966, por la Quin
Cámara Penal del Juzgado de Primera Instancia del Di
trae) Nacional, la cual contiene el siguiente dispositiv.
"Falla: Primero: Declara buena y válida en cuanto a 1
forma la constitución en parte civil hecha por el señor R
dolfo Antonio Madera, por órgano de sus abogados Dr
Miguel Angel Luna Morales y José Martín Elsevyf Lópe
en razón de haber sido hecho en tiempo hábil y de acuer-
do con la Ley; Segundo: Declara al nombrado Ramón An-
tonio Estévez Minier, de generales anotadas, culpable de
violación a la Ley No. 5771 (homicidio involuntario), en
perjuicio del menor Rodolfo Madera hijo, y en consecuen-
cia, se le condena a una multa de Doscientos Pesos Oro
(RD$200.00), acogiendo circunstancias atenuantes; Terce-
ro: Condena a la señora Andrea Felipe Peña, propietaria
del automóvil que conducido por el inculpado, produjo la
muerte del menor anteriormente citado, a pagar al señor
Rodolfo Antonio Madera, padre del menor en cuestión y
parte civil constituida, una indemnización de Quince Mil
Pesos Oro (RD$15,000.00) en reparación de los daños mo-
rales y materiales ocasionádole a dicha parte civil; Cuarto:
Declara la presente sentencia, oponible a la Compañía
Aguilar S. A., aseguradora del automóvil con el cual se
produjo el accidente; Quinto: Condena a la señora Andrea
Felipe Peña, al pago de los intereses legales correspondien-
tes a la suma de la indemnización acordada; Sexto: Conde-
na al inculpado al pago de las costas, con distracción de
las mismas en favor de los Dres. Miguel Angel Luna Mo-
rales y José Martín Elsevyf López, quienes afirman haber-
las avanzado en su mayor parte'; por haber sido interpues-
tas dentro del plazo y de acuerdo con las demás prescrip-
ñones legales que rigen la materia; Segundo: Pronuncia
.4 defecto contra la señora Andrea Felipe Peña, persona
n'esta en causa como civilmente responsable y la Compa-
íía de Seguros Aguilar, S. A., por no haber comparecido

la audiencia no obstante haber sido legalmente citado;

Tercero: Revoca el ordinal quinto de la sentencia recurri-
da por improcedente; Cuarto: Confirma los ordinales 1ro.,
2do., 4to., y 6to., de la sentencia recurrida; Quinto: Modi-
fica el ordinal tercero de la sentencia apelada en el senti-
do de reducir la indemnización impuesta de quince mil pe-
sos (RD$15,000.00) a siete mil pesos (RD$7,000.00); Sexto:

Condena al recurrente Ramón Antonio Estévez Minier al
pago de las costas penales de la presente alzada; Séptimo:
Condena a la señora Andrea Felipe Peña y a la Compañía
de Seguros Aguilar, S. A., al pago de las costas civiles de
la presente alzada y ordena su distracción a favor de los
Dres. José Elsevyf y Migmel A. Luna, abogados de la par-
te civil constituida, quienes han afirmado haberlas avan-
zado en su totalidad";

Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol;
Oído el dictamen del Magistrado Procurador General

de la República;
Vista el acta del recurso de casación, levantado en la

Secretaría de la Corte a-qua, en fecha 16 de diciembre de
1968, a requerimiento del Lic. Federico Nina hijo, y Dr.
Luis Silvestre Nina Mota, a nombre y en representación
de Andrea Felipe Peña y Aguilar S. A., recurrentes, acta
en la cual no se expone ningún medio determinado de ca-
sación;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los artículos 1, 37 y 65 de la Ley sobre
Procedimiento de Casación;

Considerando que al tenor del artículo 37 de la Ley sobre
Procedimiento de Casación, cuando el recurso de casación
sea interpuesto por el Ministerio Público, por la parte ci-
vil constituida, o por la persona puesta en causa como ci-
vilmente responsable, el depósito de un memorial con la

4	 exposición de los medios en que se funda, será obligatorio,
.1 pena de nulidad, si no se ha motivado el rceurso en la
declaración correspondiente;
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Considerando que en el presente caso, los recurrentes
no expusieron al declarar su recurso de casación los me-
dros que les serivirían de fundamento, ni han presentado
luego, memorial alguno contentivo de dichos medios; por
lo cual, en tales condiciones, 21 recurso que se examina,
resulta nulo al tenor del artículo 37 de la Ley sobre Pro-
cedimiento de Casación;

Por tales motivos, Primero: Declara nulo el recurso
de casación interpuesto por Andrea Felipe Peña y la Com-
pañía de Seguros "Aguilar", S. A., contra la sentencia dic-
tada por la Corte de Apelación de Santo Domingo, de fe-
cha 21 de noviembre de 1968, cuyo dispositivo ha sido co-
piado en parte anterior del presente fallo; y, Segundo: Con-
dena a los recurrentes al pago de las costas.

(Firmados): Manuel Ramón Ruiz Tejada.— Fernando
E. Ravelo de la Fuente.— Manuel A. Amiama.— Manuel
D. Bergés Chupani.— Francisco Elpidio Beras.— Joaquín
M. Alvarez Perelló.— Juan Bautista Rojas Almánzar.—
Santiago Osvaldo Rojo Carbuccia.— Ernesto Curiel hijo.
Secretario General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresados, y fue
firmada, leída y publicada por mí. Secretario General, que
certifico. (Firmado): Ernesto Curiel hijo.

República Dominicana.
Dios, Patria y Libertad.

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Manuel Ra
món Ruiz Tejada, Presidente; Fernando E. Ravelo de la
Fuente, Primer Sustituto de Presidente; Manuel A. Amia-
ma, Segundo Sustituto de Presidente: Manuel D. Bergés
Chupani, Francisco Elpidio Beras, Joaquín M. Alvarez Pe-
relló, Juan Bautista Rojas Almánzar, Santiago Osvaldo Ro-
jo Carbuccia y José A. Paniagua, asistidos del Secretario
General, en Santo Domingo, Distrito Nacional, hoy día 16
de septiembre de 1971, años 128' de la Independencia y
109' de la Restauración, dicta en Cámara de Consejo, la si-

guiente sentencia:
Visto el expediente relativo al recurso de casación in-

terpuesto por Ramón Núñez, contra sentencia pronunciada
por el Tribunal Superior de Tierras, en fecha 14 de octu-
bre de 1970, por medio de un memorial de casación suscri-
to por el Dr. Hugo Manuel Grullón, en fecha 7 de enero
de 1970;

4101 Vista la instancia de fecha 8 de septiembre de 1971,
suscrita por el Dr. Manuel Rafael García Lizardo, que co-
piado textualmente dice así: "A los Magstrados Presiden-
te y demás Jueces que integran la Suprema Corte de Jus-
ticia, en sus funciones de Corte de Casación. Honorables
Magistrados: A nombre y representación del señor Anto-
nio B. Sosa, dominicano, mayor de edad, casado, agricultor,
del domicilio y residencia de la casa Número 37 de la ca-
lle Independencia de la Población de Gaspar Hernández,
Municipio de Gaspar Hernández, provincia Espaillat, por-
tador de la cédula personal de identidad número 12, serie
61, y sello renovado, quien tiene por abogado constituido
al infrascrito, Dr. Manuel Rafael García Lizardo, con cé-
dula número 12718, serie 54, y sello renovado, en cuyo es-
tudio situado en la casa número 18, altos de la avenida

•
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Ernesto Curiel hijo
Secretario General de la Suprema

Corte de Justicia.

SANTO DOMINGO, D. N.,
30 de Septiembre 1971

-4

"41.,

Labor de la Suprema Corte de Justicia, durante
el mes de Septiembre de 1971

A SABER:
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